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Prólogo

Salvaguarda del sistema jurídico y, por tanto garantía de que las leyes trabajen en 
favor de la ciudadanía, consoliden la democracia y hagan del Estado el espacio 
en el que la sociedad se desarrolle en armonía, la justicia constitucional es el 

mecanismo de control y defensa de la supremacía y vigencia de la Ley de Leyes. 
Tutela el principio de supremacía de la Constitución sobre las demás normas del 
ordenamiento jurídico interno. Este control consiste, en sentido amplio, en aquellos 
mecanismos jurídico-procesales que previenen, reparan, nulifican o sancionan la 
violación de los preceptos constitucionales. En este sentido, se puede considerar 
que, además de los mecanismos tradicionalmente reconocidos en México como 
instrumentos de control de la constitucionalidad (juicio de amparo, acción de 
inconstitucionalidad, controversias constitucionales, etcétera), existen otros 
procedimientos, como el derecho de veto del presidente de la república.

Ahora bien, en sentido estricto, debemos considerar como medios de control 
constitucional únicamente a los mecanismos jurídico-procesales que tienen por 
objeto mantener el respeto a las disposiciones constitucionales, a través de la 
función jurisdiccional de los tribunales y que persiguen la reparación del orden 
constitucional violado de manera ex post. A esta última acepción del concepto de 
“control constitucional” se refiere este trabajo que exhaustivamente analiza el autor 
a quien me referiré más adelante.

De la justicia constitucional se desprende el ejercicio de justicia constitucional 
local, la cual, como su nombre lo refiere, consiste en la actividad jurisdiccional de los 
tribunales para resolver controversias de índole constitucional, pero en el ámbito 
local. Esto es, se trata del control de constitucionalidad jurisdiccional que pueden 
realizar los tribunales locales en aras de permitir a la ciudadanía acceder a las 
herramientas o mecanismos jurídico-procesales para recibir la protección del Estado 
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a violaciones de sus derechos humanos cometidos por las propias autoridades, sin 
tener que acudir a los tribunales federales. En pocas palabras se trata de: a) hacer 
más ágil el Acceso a la Justicia, y b) fortalecer el régimen federal pactado en nuestro 
máximo ordenamiento. 

  La justicia constitucional local en México ha tenido un importante desarrollo en los 
años recientes. Como esta obra lo indica, 19 de las 32 entidades federativas cuentan 
ya con algunos mecanismos jurisdiccionales de control de constitucionalidad a 
nivel local; de hecho, la figura objeto de estudio de esta obra tuvo origen en una de 
ellas: Veracruz.    

La trascendencia de esta obra radica en identificar la importancia de la justicia 
constitucional local y por qué consolidarla. Para ello, el autor realiza un exhaustivo 
análisis del estado de situación que guarda la justicia constitucional local, el cual 
permite identificar los siguientes problemas: 

Primero. Estamos en falta, actualmente 18 de las 32 entidades federativas cuentan con 
algunos mecanismos de control en sus constituciones como el amparo, controversias 
o acciones de inconstitucionalidad; de esas 19 sólo 13 cuentan con legislaciones 
secundarias en la materia, es decir, solo el 41% de los estados le permiten a la 
ciudadanía, o a los distintos poderes, acceder a estos medios de protección, cuando 
sean vulnerados en sus derechos o esferas de competencia.

Segundo. Diversidad de criterios respecto a la integración y esquema de los órganos 
jurisdiccionales de control constitucional local. Se identificó que los órganos 
jurisdiccionales tienen un esquema orgánico diverso, es decir, algunos tienen una Sala 
Constitucional ad hoc, otros tienen una Sala adscrita al Tribunal Superior de Justicia, 
y otras es el propio Pleno del Tribunal Superior de Justicia quien hace las veces de 
Tribunal Constitucional. Otro aspecto se refiere a sus integrantes y su designación, 
que ocurre de maneras distintas entre uno y otro estado; asimismo los periodos de 
permanencia en el cargo son de lo más variado. Esta diversidad de criterios influye 
en el grado de independencia e imparcialidad de quienes desempeñan la atribución 
de velar por el cumplimiento de la ley suprema local. Como esta obra propone, se 
deben crear mecanismos de designación más equilibrados y objetivos
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Tercero. Variedad de mecanismos de control constitucional local y de su 
regulación. Se identificó que existe un universo de 16 mecanismos de control de 
constitucionalidad a nivel local; cada entidad federativa plantea en promedio 3 
o 4 de ellos, e igualmente variada es la forma de regular un mismo mecanismo de 
control, por ejemplo, la controversia constitucional, figura que en algunos estados 
no está permitida a los órganos constitucionalmente autónomos.

La obra invita a una reflexión sobre la importancia de la justicia constitucional 
local y propone fortalecer a los poderes judiciales locales, para que cuenten con 
mayor imparcialidad y autonomía, y que puedan agilizar el acceso a la justicia al 
atender problemáticas que actualmente, en la mayoría de los casos, se acude a la 
justicia federal. Esto permite resolver problemas de la ciudadanía por violaciones 
a sus derechos humanos, así como problemas de competencias entre poderes 
locales, de manera más ágil, coadyuvando a que exista un mejor acceso a la justicia 
y fortalecimiento de nuestro federalismo, a la par reducir la saturación de los 
tribunales federales.

En este sentido, la obra plantea la necesaria la armonización de la regulación de los 
mecanismos de control locales, que tome como base la experiencia de los Estados, 
y fortalezca la independencia e imparcialidad de los magistrados constitucionales 
locales. Entre otros aspectos esta obra propone:

•	 Establecer que los poderes judiciales de los estados cuenten con una Sala 
Constitucional, para una mayor especialización.

•	 Que el proceso de selección cuente con la participación de los tres poderes, 
esto es, que se lleve a cabo a través de un concurso de oposición ante el 
Consejo de la Judicatura local, resultado del cual el gobernador propondrá 
para su ratificación al Congreso local, a una de las personas que haya obtenido 
los primeros lugares en dicho concurso de oposición, así como establecer que 
la ratificación de los magistrados deberá realizarse por las dos terceras partes 
de los miembros presentes del Congreso local, para una mayor legitimación 
de la designación

•	 Prever una duración de los magistrados en el ejercicio de su encargo, 
transexenal, que fortalezca y dé estabilidad y autonomía a los juzgadores.
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•	 Establecer claramente cuáles serán los mecanismos de control constitucional 
y su regulación; cuando menos la obra plantea: a) controversia constitucional, 
b) acción de inconstitucionalidad, c) acción por omisión normativa, d) 
controversias sobre límites territoriales, e) cuestión de inconstitucionalidad 
jurisdiccional y legislativa, f) el juicio de protección de derechos humanos,  g) 
el control difuso de constitucionalidad y convencionalidad, con la posibilidad 
de revisión del control difuso por la Sala Constitucional. Con el objeto de lo 
anterior que las entidades federativas cuenten con mecanismos de control que 
resuelvan conflictos entre poderes y una función adecuada de sus facultades, 
puedan restituir derechos humanos a los ciudadanos de manera difusa y 
concentrada, y contemplen controles preventivos y sucesivos.

•	 Por último, para dar un paso adelante en materia de derechos humanos, 
tomando en cuenta las experiencias de Oaxaca y Ciudad de México, se 
propone la Constitución federal, a fin de establecer que, en los casos en que 
una autoridad acepte una recomendación y no la cumpla, se pueda solicitar el 
cumplimiento por la vía jurisdiccional. 

Es muy meritorio que Emanuel López Sáenz, estudioso del derecho constitucional 
y un servidor público comprometido, eficaz y productivo secretario técnico de la 
Comisión de Justicia en la LXIII Legislatura, se ocupara de realizar esta investigación 
que no sólo refleja sus inquietudes intelectuales, sino una de las más apremiantes 
necesidades del marco jurídico en nuestro país.

El autor decide realizar la investigación que ahora se presenta, y que hace un 
análisis pormenorizado, podríamos decir una radiografía normativa de la justicia 
constitucional en cada una de las entidades federativas de nuestro país, brindando 
con ello un panorama general de la misma, pero no se limita a eso, sino que también 
brinda soluciones para las problemáticas que en el cuerpo de la obra se van haciendo 
visibles.

Cabe mencionar que las acciones que ha impulsado en la materia Emanuel López 
Sáenz no se concretan sólo al papel y la tinta, sino que ha sido un trabajo integral, 
un ejemplo de ello fue la organización y preparación del foro denominado “Primer 
Encuentro entre Legisladores, Académicos y Jueces sobre Justicia Constitucional 
Local”, en marzo de 2018 en el recinto legislativo de San Lázaro. No conforme con 
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ello, López Sáenz, haciendo uso de su derecho, presentó una iniciativa ciudadana, 
la cual, fue presentada en dicho foro  fue tal su aceptación que fue respaldada por 
diputados de diversos partidos políticos entre ellos un servidor, quien se sumó al 
proyecto como suscribiente.

Este ejercicio es digno de encomio, ya que muy pocas veces los ciudadanos ejercen 
este derecho de echar a andar la maquinaria legislativa realizando propuestas que 
puedan ser discutidas por los integrantes del Congreso de la Unión. Hoy, este trabajo 
se encuentra en la Comisión de Puntos Constitucionales como una iniciativa de 
reforma que puede cambiar la manera de administrar la justicia constitucional en 
las entidades federativas y por lo tanto en el país.

Ahora nos queda a los diputados integrantes de la LXIII Legislatura, abordar el 
dictamen con mucha responsabilidad, construirlo con consensos de todos los 
partidos políticos, tomando en cuenta que la norma siempre es perfectible, no buscar 
construir una norma ideal, ya que ésta se encuentra muy lejos de estar en la realidad, 
sino avanzar en su aprobación e ir modificándolo, para estar en condiciones de 
brindar lo antes posible mayor certeza y protección a los derechos de los mexicanos 
en todo el territorio nacional.

No me queda más que mencionar que en esta obra el lector encontrará datos de gran 
interés que servirán de base para futuras investigaciones y reflexiones en torno al 
modelo de justicia constitucional local e incluso servirá a los legisladores que tengan 
dudas al momento de elaborar el dictamen que apruebe la iniciativa presentada, o 
incluso más adelante a los futuros legisladores que vean la viabilidad de modificar 
la ley en razón de la supremacía constitucional dentro de la estructura del Estado 
federal y la soberanía de los estados. Una obra pensada y hecha a favor de México.

 Arturo Huicochea Alanís

Palacio Legislativo de San Lázaro, mayo de 2018
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INTRODUCCIÓN*

En 2017 no sólo se conmemoraron 100 años de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos publicada el 5 de febrero de 1917 que reformó aquélla 
del 5 de febrero de 1857, sino también más de la mitad de las constituciones 
locales que cumplen, entre 2017 y 2018, el centenario de su promulgación.1 

Por lo anterior, poco más de cien años de existencia de la norma superior fe-
deral y de la mayoría de aquellas locales, resulta pertinente reflexionar sobre 
la importante autonomía que la Constitución de 1917 le otorgó a las entidades 
federativas, una autonomía que de forma paulatina ha ido disminuyendo. 

Por otro lado, basta con mencionar las reformas constitucionales que han dado 
origen a ordenamientos nacionales como el Código Nacional de Procedimien-
tos Penales,2 las leyes generales en materia de educación,3 disciplina financiera,4 
de partidos políticos, de instituciones y procedimientos electorales,5 registros 

 * Publicación que se desprende de la tesis defendil 12 de junio de 2018 a cargo del autor para obtener el 
grado de maestro en Derecho Parlamentario por la Facultad de Derecho de la Universidad Autónoma del 
Estado de México, dirigida por la Dra. Claudia Elena Robles Cardoso, aprobando con mención honorífica 
la misma. Profesores integrantes del Jurado: Dr. César Camacho Quiroz (presidente), Dr. Joaquín Bernal 
Sánchez (primer vocal), Mtro. Roberto Emilio Alpízar González (segundo vocal), Dr. J. Dolores Alanís 
Tavira (Tercer vocal) y Dra. Claudia Elena Robles Cardoso (secretario).

1 Las entidades federativas que en el 2017 celebraron su centenario fueron: Aguascalientes, Campeche, 
Colima, Durango, Guanajuato, Guerrero, Jalisco, Estado de México, Nuevo León, Puebla, Querétaro, 
Sonora y Veracruz. Aquellas que lo celebraron  en 2018: Coahuila, Michoacán, Nayarit, San Luis Potosí, 
Tlaxcala y Yucatán. 

2 Esto con las reformas publicadas en el Diario Oficial de la Federación el 18 de junio del 2008 y 8 de octu-
bre de 2013, por las que se crea el sistema procesal penal acusatorio, y esta última por la que se faculta 
al congreso para expedir la legislación procedimental penal única, que derivó en la expedición del Código 
Nacional de Procedimientos Penales, publicado el 5 de marzo del 2014. 

3 Surge derivado de la reforma constitucional en materia educativa, publicada en el Diario Oficial de la Fe-
deración de 26 de febrero de 2013. 

4 Con motivo de la reforma constitucional, publicada en el Diario Oficial de la Federación en fecha 26 de 
mayo de 2015.

5 En razón de la reforma constitucional en materia político-electoral, publicada en el Diario Oficial de la 
Federación en 10 de febrero de 2014. 
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públicos y catastros,6 y anticorrupción,7 por señalar algunas que, si bien es cierto 
tienen como objetivo ofrecer instrumentos y crear instituciones para una ma-
yor coordinación, uniformidad y funcionalidad nacional en diversos ámbitos 
en beneficio de las entidades federativas y la federación, cierto también es que 
tanto los poderes legislativos y ejecutivos locales se han visto inmersos en una 
transición centralista en el fondo.

Ante este escenario, como bien ha mencionado Ricardo Sodi Cuéllar, los poderes 
judiciales de las Entidades Federativas se han convertido en los portavoces para la defensa 
de la autonomía de los estados,8 y es que, bajo el principio del federalismo y sobe-
ranía de las entidades federativas, éstas son soberanas en todo lo concerniente 
a su régimen interior,9 dentro del cual, requieren tener controles jurídicos para 
racionalizar el ejercicio del poder público10 local, ya que, de no tener medios de 
control de dichos poderes, se estaría ante el caso de un poder absolutista.11 

En este orden de ideas, se vuelve necesario hacer un análisis de aquellos medios 
de control instituidos en las leyes supremas locales que buscan racionalizar el 
poder público estatal y garantizar la protección y aplicación de dicha norma 
superior, aquella institución que se ha incorporado en el sistema jurídico mexi-
cano hace apenas poco más de una década: la justicia constitucional local. 

La justicia constitucional local en México se incorporó por primera vez en la 
Constitución Política del estado de Veracruz de Ignacio de la Llave con las re-
formas publicadas el 3 de febrero del año 2000,12 y que posteriormente la cir-
culación de dicha institución jurídica fue estableciéndose en las constituciones 
de diversas entidades federativas: Tlaxcala, Chiapas, Coahuila,13 Guanajuato, 

6 Derivada de la reforma constitucional publicada en el Diario Oficial de la Federación en fecha 27 de di-
ciembre de 2013. 

7 Surge derivado de la reforma constitucional en materia de combate a la corrupción, publicada en el Diario 
Oficial de la Federación de fecha 27 de mayo de 2015.

8 Sodi Cuéllar, Ricardo en Camacho Quiroz, César, La dimensión del control constitucional local en México, 
edit. Porrúa, 2da. Edición, México, 2015, p. X. 

9  Artículo 40 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
10 Camacho Quiroz, César,  La dimensión del control constitucional local en México, en óp. cit., nota 8.
11 Valadés, Diego, El control del poder, edit. UNAM, México, 1998, p. 25. 
12 Reforma publicada mediante Decreto no. 53 en la Gaceta Oficial del Estado de Veracruz, del 3 de febrero 

de 2000.
13 Para un análisis comparativo de las primeras 4 entidades federativas sobre justicia constitucional local 

véase: Astudillo Reyes, César I., Ensayos de justicia constitucional en cuatro ordenamientos de México: 
Veracruz, Coahuila, Tlaxcala y Chiapas, México, Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM, 2004.
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Estado de México, Quintana Roo, Querétaro, Tamaulipas, Nayarit, Yucatán,14 
Durango, Hidalgo, Morelos, Oaxaca, Tabasco, Nuevo León y la Ciudad de Mé-
xico. Con todas ellas, al día de hoy ya suman 19 sistemas de justicia constitu-
cional estatales que coexisten en nuestro sistema mexicano, es decir, más de la 
mitad.15

Por lo anterior en el contenido del presente estudio se busca principalmente abordar 
algunos de los beneficios de contar con sistemas de justicia constitucional local, 
exponiendo algunas de sus problemáticas principales, para que, identificando 
éstas, y teniendo una radiografía completa sobre el objeto de estudio en su 
totalidad, sea posible plantear una propuesta con ciertos parámetros y bases a 
efecto de transitar a la solución y solidez de las instituciones protectoras de las 
constituciones locales.16

Cabe mencionar que este trabajo está inspirado en gran medida en las aporta-
ciones del Dr. Giovanni Figueroa Mejía y del Dr. César Camacho Quiroz, que 
este último, al realizar una investigación sobre la dimensión del control cons-
titucional local en México en el año 2014, ya había plasmado algunas de las 
problemáticas que aquí se pretende desarrollar con mayor amplitud, y que como 
bien señaló el doctor David Cienfuegos Salgado al prolongar dicha publicación:

14 Para observar un estudio general comparado de la justicia constitucional de las primeras diez entidades 
Federativas véase: Figueroa Mejía, Giovanni, “La justicia constitucional en México. Análisis y propuestas 
de mejora.”, en Bagni, Silvia, Justicia constitucional comparada, Porrúa, México, 2014

15  Huelga mencionar que, existen otras Entidades Federativas que cuentan con facultades constitucionales 
expresas  para sus tribunales locales sobre control de legalidad, sin embargo, no de constitucionalidad.

16 decir que ya se han planteado en diversos foros y por diversas voces, no solo la intención de reformar 
la Carta Magna para el fortalecimiento de la justicia constitucional local, sino también se han realizado 
propuestas de qué articulado debiera modificarse, y algunos inclusive los términos en los que podría plan-
tearse la reforma constitucional. En este sentido ya juristas como César Astudillo Reyes, César Camacho 
Quiroz y Leo Alvarado Roldán han señalado la necesidad de realizar reformas a la Constitución General 
de la República. Véase Astudillo Reyes, César Iván, La justicia constitucional local en México: presupues-
tos, sistemas y problemas, en Boletín Mexicano de Derecho Comparado, No. 115, México, UNAM-Insti-
tuto de Investigaciones Jurídicas, enero-abril, 2006; y, Camacho Quiroz, César, La dimensión del control 
constitucional local en México, edit. Porrúa, 2da. Edición, México, 2015. Sin embargo, hasta el momento, 
no ha habido una propuesta concreta de un modelo específico que logre superar la problemática de la 
diversidad de mecanismos de control y de la regulación de sus órganos, e igualmente, no se ha presen-
tado hasta el momento un estudio con metodología comparado-normativa, que tome en consideración de 
forma exhaustiva la legislación constitucional y secundaria de cada entidad federativa respecto, tanto del 
órgano encargado de controlar la constitución, como de los mecanismos de control constitucional estata-
les, para efectos de evaluar los principios constitucionales de independencia y autonomía del órgano, así 
como de imparcialidad, y justicia pronta y completa sobre los medios de control, contenidos en la Consti-
tución general de la república, en sus artículos 17, 116 y 122.
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[…] éste seguramente será ampliado en el futuro, pues la riqueza 
federalista no sólo queda en lo que menciona nuestro autor, sino 
que va más allá, incluso se sigue manifestando en el diseño institu-
cional que de vez en vez proponen las entidades federativas y que, 
con márgenes de apreciación, impactan positivamente en el modelo 
federal.17 

Se espera que el contenido de esta investigación sea un punto de partida para 
ofrecer algunas reflexiones y abone a la consolidación de la soberanía de las en-
tidades federativas, del federalismo y el fortalecimiento de sus normas supremas 
locales y sus instituciones jurisdiccionales.

17 Cienfuegos Salgado, David, La dimensión del control constitucional local en México (Prólogo), en op.cit.
nota 8.
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CAPÍTULO 1

LA RELEVANCIA DE LA JUSTICIA CONSTITUCIONAL 
LOCAL EN MÉXICO

1.1 ¿Qué es la justicia constitucional local?

Desde un punto de vista semántico, es claro que el objeto de estudio consiste en 
los sistemas protectores de las constituciones locales, conocidos como justicia 
constitucional. De forma enunciativa cabe señalar que existe multiplicidad de 
terminología para referir dichos sistemas protectores de las constituciones, y en 
algunos casos, hay diversidad sobre el alcance del término justicia constitucional. 

Esta situación es apreciable, por ejemplo, en EE.UU. en donde se ha consagrado 
a su sistema de protección constitucional con el nombre de judicial review (revi-
sión judicial de constitucionalidad), hasta las divergencias doctrinales, en los 
que hay quienes hablan de control de constitucionalidad, derecho procesal constitucio-
nal o jurisdicción constitucional.18

Fix Zamudio define lo que él llama justicia constitucional como el conjunto de 
procedimientos de carácter procesal por medio de los cuales se encomienda a 
determinados órganos del Estado la imposición forzosa de los mandamientos 
jurídicos supremos a aquellos otros organismos de carácter público que han 
desembocado las limitaciones que para su actividad se establecen en la misma 

18 Bidart, Campos, Germán J. y Carnota, Walter F., Derecho constitucional comparado, Tomo I, edit. EDIAR, 
Buenos Aires, Argentina, 2001 , p. 111.
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carta fundamental19en cuanto a derecho procesal constitucional, Sagüés afirma que 
el derecho constitucional procesal es un sector del derecho constitucional que se ocupa de 
algunas instituciones procesales reputadas fundamentales por el constituyente (formal o 
informal), mientras que el derecho procesal constitucional comenta que se sitúa en el 
derecho procesal, y atiende a los dispositivos (jurídicos) procesales destinados a asegurar 
la supremacía constitucional20 estos dos términos (derecho procesal constitucional 
y justicia constitucional) tienen como punto de partida una esencia procesalista 
y se refieren principalmente al derecho de la jurisdicción constitucional.21 Eduardo 
Ferrer Mac-Gregor, ha manifestado desde una concepción procesalista, que a 
la justicia constitucional local o, mejor dicho, al “derecho procesal constitucional 
local”, se le ha denominado así en virtud de la instrumentalización de diversos 
medios jurisdiccionales de tutela, preservación, interpretación y aplicación di-
recta de la norma constitucional de las entidades federativas.22

Por su parte, Lucio Pegoraro ha expuesto que por este concepto (justicia constitu-
cional) se suele denominar en sentido amplio toda confrontación, sea quien fuere 
quien la realice, entre normas constitucionales (o consideradas como tales) y 
otras normas, un enfrentamiento que se acompaña del poder de expulsar del 
ordenamiento jurídico las normas contrarias a la Constitución23 igualmente, el 
jurista ha planteado que la justicia constitucional debe entenderse más allá de 
un enfoque únicamente procesalista, ya que el proceso en sentido estricto, en 
definitiva, no es más que uno de los componentes de una materia mucho más 
amplia, y este enfoque favorece, posiblemente de un modo exagerado (aunque 
con diferentes grados), el procedimiento en detrimento de la materia, la forma 
en detrimento de la sustancia, haciendo menos perceptibles las conexiones entre 

19 Fix Zamudio, Héctor, “Veinticinco años de evolución de la justicia constitucional 1940-1965”, México, 
1968, p. 15, en Biscaretti di Ruffìa, Paolo, Introducción al derecho constitucional comparado. Las “formas 
de Estado” y las “formas de gobierno” las constituciones modernas y 1988-1990: Un trienio de profundas 
transformaciones constitucionales en Occidente, en la URSS y en los Estados socialistas del Este euro-
peo, Fondo de Cultura Económica, México, 1996, p. 112.

20 Sagüés, Néstor Pedro en Biscaretti di Ruffìa, Paolo, Introducción al derecho constitucional comparado. 
Las “formas de Estado” y las “formas de gobierno” las constituciones modernas y 1988-1990: Un trienio 
de profundas transformaciones constitucionales en Occidente, en la URSS y en los Estados socialistas 
del Este europeo,  Idem. 

21  Op. Cit. 13
22 Ferrer Mac-Gregor, Eduardo, Ensayos sobre derecho procesal constitucional, México, Porrúa, Comisión 

Nacional de los Derechos Humanos, 2004, p. 204.
23 Pegoraro, Lucio, “Modelos de justicia constitucional: desarrollo y recepción en las nuevas democracias”, 

traducción R. García y M. León, versión manuscrita, Curso de Posgrado de Derecho Constitucional, Salamanca, 
Universidad de Salamanca, 1999, p. 2, en Estrada Michel, Rafael, “Justicia constitucional en los Estados de la 
Unión Mexicana”, en La justicia constitucional local de las Entidades Federativas, memorias de la cuarta mesa 
redonda (2008), México, Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, 2008, p. 3.
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el proceso constitucional y el papel general de la justicia constitucional respecto 
a la forma de Estado y de Gobierno24.

Respecto del término justicia constitucional local, César Astudillo expresa que pue-
de denominarse convencionalmente sistema periférico de justicia constitucional, en 
tanto pertenecen al tercer orden en que se estratifica el ejercicio del poder en 
el país,después del orden constitucional y federal.25 La denominación justicia 
constitucional también frecuentemente ha sido encuadrada dentro del concepto 
de garantías constitucionales.26

Habiendo planteado algunas ópticas distintas sobre el concepto justicia constitu-
cional, se precisa que para efectos del presente estudio se utilizará una perspec-
tiva más amplia que la eminentemente procesalista, con el fin de conocer otros 
aspectos de la justicia constitucional local en el país, tanto de la parte orgánica, 
como aquella sustantiva y adjetiva, desde su marco constitucional y legal.

1.2 Relevancia de la justicia constitucional local

Como se ha señalado inicialmente, sin duda la justicia constitucional local 
permite racionalizar el poder público estatal, para efectos de dar certeza a los 
ciudadanos frente a las autoridades, otorgándoles protección en sus derechos 
humanos reconocidos en sus Constituciones locales, e igualmente, permite a los 
poderes públicos estatales tener seguridad jurídica en su actuar, y hacer valer las 
competencias consagradas en sus ordenamientos supremos.  

Un principio sumamente relevante respecto del tema, es el principio de sobera-
nía de los Estados en cuanto a todo lo concerniente asu régimen interior, que le 
da solidez al pacto federal, y que el Constituyente determinó en el artículo 40 de 
la Constitución federal en los siguientes términos:

24 Para profundizar en el tema véase, Pegoraro, Lucio, Derecho constitucional comparado. Itinerarios de 
investigación, Querétaro, FUNDAP, 2011

25 Astudillo Reyes, César Iván, “La justicia constitucional local en México: presupuestos, sistemas y proble-
mas”, en Boletín Mexicano de Derecho Comparado, No. 115, México, UNAM-Instituto de Investigaciones 
Jurídicas, enero-abril, 2006, p. 44. 

26 Soberanes Fernández, José Luis, “Garantías constitucionales”, Diccionario Jurídico Mexicano, 10a. ed., 
México, Porrúa-UNAM, Instituto de Investigaciones Jurídicas, 1997, t. D-H, pp. 1512 y 1513.
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Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos

Artículo 40. Es voluntad del pueblo mexicano constituirse en una 
República representativa, democrática, laica y federal, compuesta 
por Estados libres y soberanos en todo lo concerniente a su régi-
men interior, y por la Ciudad de México, unidos en una federación 
establecida según los principios de esta ley fundamental. 

(Subrayado propio)

Este principio de soberanía de las entidades se encuentra correlacionado para 
efectos de determinar sus alcances conforme a lo que establece el artículo 41 de 
la misma ley suprema federal que a letra señala:

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos

Artículo 41. El pueblo ejerce su soberanía por medio de los Pode-
res de la Unión, en los casos de la competencia de éstos, y por los 
de los Estados y la Ciudad de México, en lo que toca a sus regíme-
nes interiores, en los términos respectivamente establecidos por la 
presente Constitución Federal y las particulares de cada Estado y 
de la Ciudad de México, las que en ningún caso podrán contrave-
nir las estipulaciones del Pacto Federal. 

(Subrayado propio)

Ahora bien, los preceptos anteriormente invocados dejan claro el alcance de la 
soberanía de los estados y la Ciudad de México por cuanto hace a su régimen 
interior, ya que se delimita a un orden jerárquico: el régimen interior se desarro-
llará en los términos establecidos por la Constitución federal y las particulares 
de cada estado y de la Ciudad de México. Estrechamente relacionado a este 
precepto, el artículo 124 de la Carta Magna dice:
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Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos

Artículo 124. Las facultades que no están expresamente concedidas 
por esta Constitución a los funcionarios federales, se entienden 
reservadas a los Estados o a la Ciudad de México, en los ámbitos 
de sus respectivas competencias. 

(Subrayado propio)

Ahora bien, los artículos 116 y 122 de la ley suprema federal establecen 
expresamente las bases de los poderes públicos estatales y de la Ciudad de 
México, que contienen a su vez aquellas del Poder Judicial, y que en correlación 
con el artículo 133 y al ya citado 41, prevén una clausula prohibitiva de no 
aplicar disposiciones contrarias a la Constitución federal, como se muestra a 
continuación:

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos

Artículo 133. Esta Constitución, las leyes del Congreso de la Unión 
que emanen de ella y todos los tratados que estén de acuerdo con 
la misma, celebrados y que se celebren por el Presidente de la Re-
publica, con aprobación del Senado, serán la Ley Suprema de toda 
la Unión. Los jueces de cada entidad federativa se arreglaran a 
dicha Constitución, leyes y tratados, a pesar de las disposiciones 
en contrario que pueda haber en las Constituciones o leyes de las 
entidades federativas. 

(Subrayado propio)

De una interpretación literal e integral del texto constitucional, las entidades 
federativas pueden entonces, bajo el principio de soberanía local, regular su 
régimen interior, en todo lo que no contravenga al principio de jerarquía, sobre 
las normas superiores y que pueda regularse en el esquema residual. Puede 
regular aquello para lo que está facultado expresamente por la norma superior 
federal, y todo aquello que no está regulado, como es el caso de la justicia 
constitucional local.
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En este orden de ideas, es claro que el marco normativo nacional actual ha 
permitido la creación de sistemas de protección a las normas constitucionales 
locales, aunque con las problemáticas que generan el no tener una regulación 
de estándares mínimos generales, como se expondrá más adelante, que sin 
embargo, dichos sistemas son fundamentales para garantizar el respeto a 
aquellos derechos que no se encuentran protegidos o se encuentran protegidos 
con un menor grado de ampliación- a nivel federal.

Basta señalar que la Suprema Corte ya ha determinado que conforme con 
artículo 83, fracción V, de la Ley de Amparo, el recurso de revisión es proce-
dente contra las sentencias que en amparo directo pronuncien los Tribunales 
Colegiados de Circuito cuando decidan sobre la constitucionalidad de una ley, 
pero en el entendido de que esa determinación de constitucionalidad debe ser 
en relación a la Constitución general de la república y no respecto de alguna 
constitución perteneciente a las entidades federativas. Por consiguiente, cuando 
el recurrente aduce que una ley ordinaria de un estado contraviene la Constitu-
ción del mismo, resulta que el recurso de revisión no es procedente porque de 
ninguna manera se aduce una violación a la Constitución federal.27 Situación 
similar se ha decretado por la Suprema Corte tratándose de controversias cons-
titucionales, toda vez que no es posible plantearlas por violaciones a la Constitución 
del estado o a leyes locales, cuyo remedio corresponde establecer al constituyente local o a 
las Legislaturas de los estados.28

Lo anterior deja en claro que  de no existir un medio de control de constitucionalidad 
que proteja los derechos humanos o controle las competencias de los poderes 
reconocidos y regulados a nivel local, el ciudadano quedaría en un estado de 
indefensión y notoria violación a su derecho de acceso a la justicia, y los poderes 
se encontrarían ante la posibilidad de realizar actos contrarios a sus facultades, 
tornándose en un poder absolutista.

 

27 Revisión. No procede este recurso contra sentencia dictada en amparo directo cuando decida sobre 
la constitucionalidad de una ley en relación con la Constitución local y no con la federal. Tesis aislada. 
CXLIX/90. 3ª sala. Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Octava Época, Tomo VI, Primera 
parte, julio a diciembre de 1990, 

28  Controversias constitucionales entre un estado y uno de sus municipios. A la Suprema Corte sólo com-
pete conocer de las que se planteen con motivo de violaciones a disposiciones constitucionales del orden 
federal. Pleno. Tesis P/J. 30/2000, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo 
XI, abril de 2000, 812.
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Ahora bien, respecto al tema de derechos humanos, ¿existen casos en los que haya 
un derecho reconocido en la constitución local y no en la federal que quedaría sin 
protección de no tener un mecanismo de control constitucional local?

Piénsese, sólo por mencionar uno, que dependiendo de la entidad puede 
reconocerlo de manera distinta, en el caso del derecho a la vida, que algunas 
entidades han establecido que se tiene desde el momento de la concepción, como 
son los casos de Colima, Morelos, Tamaulipas y Guanajuato, por mencionar 
algunos,29 o el derecho de la muerte natural;30 al no contemplarlos la Constitución 
federal, no puede accederse a algún medio de control constitucional federal por 
la violación de estos en la Constitución local.

Sobre esta ampliación o reconocimiento de otros derechos humanos en las 
constituciones locales, la Suprema Corte ha señalado en efecto que, los estados sí 
pueden ampliar derechos humanos o fundamentales, bien sea creando nuevos derechos o 
bien sea ampliando la extensión de los derechos que ya existen; lo anterior, siempre y cuando 
no afecten otro derecho establecido en la Constitución o en los tratados internacionales.31 

En este sentido, mientras más sólidos sean los sistemas y mecanismos jurisdic-
cionales de protección de los derechos humanos locales, existirán condiciones 
para que dentro de las constituciones estatales se pueda labrar una identidad 
propia de las entidades federativas, a partir de incrementar los derechos contempla-
dos a nivel federal o su nivel de disfrute y de contemplar aquellos derechos humanos que 
permiten una mejor materialización de ciertos valores propios que mejor expliciten su 
identidad cultural y particularismos.32 

Por otra parte, a raíz de la reforma publicada el 10 de junio de 2011, en México 
han surgido diversos retos para la implementación de la reforma en materia de 
derechos humanos, sin duda, uno de ellos es la obligación que deriva del tercer 

29  Artículo 1 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Colima; artículo 1-Bis de la Cons-
titución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos; artículo 16 de la Constitución del Estado de  
Tamaulipas; artículo 1 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Guanajuato.

30 Artículo 16 de la Constitución del Estado de Tamaulipas; artículo 1 de la Constitución Política del Estado 
Libre y Soberano de Guanajuato.

31  Acciones de Inconstitucionalidad 11/2009 y 62/2009.
32 Acuña, Juan Manuel, “La narración constitucional de los jueces locales y las posibles aportaciones al blo-

que constitucional”, en IX Mesa Redonda sobre justicia constitucional en las entidades federativas (2015), 
México, Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, 2015, p. 128.
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párrafo del artículo primero de nuestra Carta Magna, porción normativa que 
señala que todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, tienen la 
obligación de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos  
reconocidos en la Constitución y en los tratados internacionales de los que el 
Estado mexicano sea parte de conformidad con los principios de universalidad, 
interdependencia, indivisibilidad y progresividad. 

De ahí que, los organismos jurisdiccionales de primera instancia estan obliga-
dos a aplicar la constitución, tanto federal como local, por encima de su ley 
secundaria, toda vez que las legislaciones superiores de las 32 entidades Fede-
rativas, prevén la observancia de su ley superior local.

Se vuelve imperativo entonces para toda autoridad, la observancia del control 
difuso de constitucionalidad –y convencionalidad33- y por lo tanto, la existen-
cia de sistemas de justicia constitucional estaduales, para efectos de garantizar 
la protección de los derechos humanos conforme con la reforma constitucio-
nal invocada.

Por tanto, un aspecto fundamental para crear controles jurídicos sólidos que 
permitan dar certeza a la ciudadanía y a los poderes públicos constituidos en 
las entidades federativas, es tener órganos jurisdiccionales locales sólidos, que 
cuenten con mecanismos que permitan, en última instancia, hacer valer el or-
den constitucional local, para proteger los derechos humanos y garantizar el 
correcto actuar de los servidores públicos. De esta forma, se logra hacer vigen-
te el derecho humano a la justicia pronta, imparcial y completa, así como a 
las garantías de independencia e imparcialidad de los órganos jurisdiccionales 
constitucionales, conforme a los artículos 17, 116 y 122 de la norma federal 
constitucional.

33  La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha denominado a esta obligación derivada del artículo pri-
mero de la Carta Magna “parámetro de regularidad constitucional”, en la acción de inconstitucionalidad 
155/2007.
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CAPÍTULO 2

PROBLEMÁTICA ACTUAL DE LA JUSTICIA 
CONSTITUCIONAL LOCAL 

2.1 Cuestiones preliminares 

Para efectos de entender las problemática actual de la justicia constitucional 
local en México y la posterior propuesta de reforma, se utilizará la metodología 
de derecho comparado,34 analizando de manera amplia y exhaustiva la legisla-
ción (formante normativo)35 únicamente respecto de la justicia constitucional 
que surge de la facultad expresa de realizarla a un órgano formalmente juris-

34 Sobre la metodología de derecho comparado véase, Pegoraro, Lucio, y Rinella, Angelo, Introduzione al 
Diritto Pubblico Comparato. Metodologia di ricerca, Cedam, Padua, 2002. 

35 Para poder analizar o confrontar ordenamientos jurídicos, el comparatista debe individualizar los sistemas 
jurídicos que va a comparar, y de ahí reconocer aquellos modelos que están presentes en los diversos 
sistemas jurídicos y que actúan de modo penetrante en la demostración y decisión de cuestiones jurídicas 
–formantes– para así percibir cuáles son las analogías y diferencias entre dichos ordenamientos objeto de 
comparación, y con ello evidenciar la serie de factores o elementos que son determinantes de aquellos que 
no lo son, y con esto comprobar la existencia de comparabilidad. La expresión formantes fue utilizada por 
primera vez por Rodolfo Sacco para indicar a los diferentes conjuntos de reglas y proposiciones que, en 
el ámbito del ordenamiento, contribuyen a generar el orden jurídico de un grupo. Con base en ésta idea, 
Pegoraro, siguiendo a Sacco, clasifica los formantes en verbalizados y no verbalizados. Los formantes 
verbalizados determinan el derecho vigente, considerados formantes dinámicos o activos pues son aqué-
llos que producen directamente derecho autoritativo: en todos los casos se encuentra la legislación; en el 
common law, y en algunos casos también en el civil law, la jurisprudencia; y por último, la doctrina (como en 
el derecho romano o el Islam). En cambio, los formantes no verbalizados determinan el derecho viviente, 
también llamados criptotipos, definidos por Sacco como aquellos modelos implícitos que están presentes 
en los diversos sistemas jurídicos y que actúan de modo penetrante en la demostración y decisión de 
cuestiones jurídicas; aun cuando no están denunciadas expresamente se perciben y se transmiten entre las 
generaciones de juristas; asumen para el que los porta el carácter de cosa obvia (es el conocimiento de los 
datos ofrecidos por el contexto). Para efectos del presente estudio utilizaremos el formante verbalizado de 
la legislación, el formante normativo. Sacco, Rodolfo, “Legal formants: a dynamic approach to comparative 
law”, American Journal of Comparative Law, Berkeley, núm. 2, vol. 39, 1991, p. 343 ss; Sacco, Rodolfo, 
Introduzione al diritto comparato, 5a. ed., Turín, Utet, 1992, p. 43 ss., en Pegoraro, Lucio y Rinella, Angelo, 
Introducción al derecho público comparado. Metodología de investigación, 1ª. ed., trad. de César Astudillo, 
México, UNAM, Instituto de Investigaciones Jurídicas, 2006, p. 49 ss. Pegoraro, Lucio, Derecho Nacional, 
Derecho Internacional, Derecho Europeo: la circulación horizontal y vertical entre formantes, traducción 
de Emanuel López Sáenz, en Actas del V Congreso Nacional de Derecho Constitucional, México, 7-13 de 
octubre de 2012,  en Anuario Iberoamericano de Justicia Constitucional, n.  17, 2013 y en Daniel Aníbal Ortiz 
Gaspar, Katty Aquize Cáceres (dirs.), Tendencias actuales del Estado Constitucional contemporáneo: apun-
tes para una discusion, Lima, Perú, 2013. Enríquez Fuentes, Gastón J., “Estudio Introductorio: La circulación 
de modelos y el derecho constitucional comparado”, en Prado Maillard, José Luis (editor), El control político 
en el derecho comparado, 1ª. ed., Granada, Comares, 2010, p. XIX.
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diccional, y no aquel control constitucional que realizan los poderes ejecutivo 
o legislativo; se delimita el estudio a aquellos órganos dentro de los tribunales 
superiores o supremos de justicia de las entidades federativas.

Habiendo dicho lo anterior, el presente estudio se llevará a cabo dividiendo este 
capítulo en cuatro etapas:

•	 La primera etapa tiene el objeto de analizar aquellas entidades fede-
rativas que cuentan en su orden constitucional y legal con la institu-
ción jurídica de protección a la constitución local, estudiando justa-
mente dichas normas. Estas 19 entidades federativas, se analizarán 
bajo dos criterios generales: el órgano protector de la constitución 
local y sus mecanismos de control constitucional. 

•	 La segunda etapa será respecto a la problemática de las posibles ten-
siones entre la justicia local y la federal, desde el ámbito competen-
cial de los tribunales locales y federales.

•	 La tercera etapa abordará algunos aspectos de posible inconstitucio-
nalidad entre los mecanismos de justicia constitucional local a la luz 
de la Constitución general de la república. 

•	 Por último, la cuarta, tendrá por objeto evidenciar la vulnerabilidad 
que existe actualmente en los sistemas de justicia constitucional lo-
cales, exponiendo los casos de algunos estados en los que se han 
extinguido o están en riesgo de su extinción.

2.2 Multiplicidad de órganos y mecanismos de control constitucional locales

2.2.1 Radiografía normativa actual de la justicia constitucional local en las 
entidades federativas

Con el objetivo de tener un panorama normativo de la actual justicia 
constitucional local, y con respecto a la división ya mencionada sobre el estudio 
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primeramente de los órganos garantes y posteriormente de sus mecanismos de 
control constitucional, es fundamental hacer mención de algunas aclaraciones 
sobre las entidades federativas que no se han tomado en cuenta.

En la doctrina se ha señalado que existen ciertos estados que sí cuentan con 
mecanismos de justicia constitucional local, que no han sido tomados en 
consideración en el presente capítulo, ya que de un estudio pormenorizado e 
integral de la normatividad vigente se observa que realmente dichos estados no 
tienen mecanismos de justicia constitucional local, esta confusión surge en los 
casos de Campeche, Chihuahua, Colima, Sinaloa y Zacatecas. Se puede observar 
que inclusive los portales oficiales de internet tanto de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación, como del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, 
en la sección destinada a la “justicia constitucional local”, consideran que estos 
estados cuentan con sistemas de justicia constitucional local.36

Campeche: En este caso, aunque su marco constitucional prevé que el Pleno 
del Tribunal Superior de Justicia es el facultado de dirimir las controversias 
entre diversos poderes, de la ley reglamentaria del artículo 88 fracción IV de 
su Constitución local se desprende, en particular de los requisitos del escrito 
de demanda,37 que de dicho escrito deben señalarse los preceptos legales, mas no 
constitucionales, que se estimen violados, es decir, el Pleno del Tribunal, si bien, 
tiene facultades para dirimir controversias, únicamente realiza dicha función 
como un órgano de control de legalidad, no de constitucionalidad. 

Chihuahua: Por su parte, Chihuahua resulta ser el caso más controversial, 
ya que desde 2013 contaba con controles en el marco constitucional y legal 
expresamente otorgados a un órgano especializado, a una Sala Constitucional,38 
sin embargo, a principios del año 201739 desapareció dicha Sala del marco 
constitucional, dejando únicamente en la Ley Orgánica del Poder Judicial 
estatal el control difuso de constitucionalidad y convencionalidad. 

36 https://www.scjn.gob.mx/pleno/secretaria-general-de-acuerdos/justicia-constitucional-local/legislacion; 
http://sitios.te.gob.mx/mesas_redondas/ 

37 Artículo 22, Apartado B de la Ley Reglamentaria del artículo 88 fracción IV de la Constitución Política del  
Estado de Campeche.

38 El 29 de junio de 2013 se crea la Sala Constitucional, por Decreto publicado en el Periódico Oficial del 
Estado, por el que se reformó la constitución local y la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado. 

39   El 29 de abril de 2017 se elimina del marco constitucional la Sala Constitucional y sus mecanismos de 
control constitucional. 
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Vale la pena destacar que el dictamen de reforma constitucional aprobado en 
marzo de 2017 por el Congreso local a través del cual se elimina la Sala Consti-
tucional, establece como único argumento en el apartado de consideraciones y 
de la iniciativa misma el siguiente:

“(…) toda vez que el control de constitucionalidad que instaura es 
contradictorio a lo dispuesto por los artículos 1 y 17 de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos al anular a las 
y los impartidores de justicia la posibilidad de ejercer el control 
difuso teniendo la obligación de hacerlo:”40 

Conforme a las disposiciones e ingeniería normativa constitucional y legal del 
artículo 105 constitucional local anterior, de los artículos de la Ley Orgánica 
aplicables y de la Ley Reglamentaria del Artículo 105 de la Constitución Polí-
tica del Estado Libre y Soberano de Chihuahua en materia de justicia constitu-
cional, no se percibe que se hiciera nugatorio el control difuso de constitucio-
nalidad y convencionalidad, como lo manifiesta y aduce el legislativo estatal, 
ya que se había creado un sistema y mecanismo para conciliar la función de los 
jueces de primera instancia sobre el control difuso y la función de revisión sobre 
dicho control por la Sala Constitucional, lo cual sin lugar a dudas permita hacer 
valer las obligaciones de los artículos 1 y 17 de la Constitución federal, sin ser 
necesaria la disolución de la Sala Constitucional.

De acuerdo con lo anterior, se puede ver, a todas luces, que la eliminación de la 
Sala y sus facultades representa un retroceso sin una sólida justificación jurídi-
ca, al eliminar todos los mecanismos de control constitucional de la Sala, dejan-
do al arbitrio de cualquier juez de primera instancia la protección constitucional 
local, que si bien es cierto es una obligación de toda autoridad en el ámbito de 
sus competencias, cierto también es que debe existir, por una parte, una revisión 
y regulación adecuadas de dicho control por un órgano superior, y por otra, 
mecanismos de control, como la controversia constitucional o de violaciones a 
derechos humanos. 

40  Páginas 37 y 6 respectivamente del dictamen, disponible en:  <http://www.congresochihuahua2.gob.mx/
biblioteca/dictamenes/archivosDictamenes/7134.pdf>
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Por todo esto, no se considera el estado de Chihuahua, ya que si bien antes con-
taba con una sala especializada y un control definido, por las recientes reformas 
constitucionales, no es posible estudiar plenamente su justicia constitucional.

Colima: Pese a que la fracción VI del artículo 74 de la Constitución Política 
del Estado Libre y Soberano de Colima faculta al Supremo Tribunal de Justicia 
para dirimir los conflictos que surjan entre los municipios, los órganos estatales autóno-
mos, los Poderes Legislativo y Ejecutivo del Estado, la Constitución no señala expre-
samente que sean conflictos de orden constitucional. 

Por su parte, la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de Colima, no de-
sarrolla ni regula esta facultad de dirimir conflictos entre autoridades, sino que 
únicamente en la fracción III del artículo 23 de dicha ley, se establece que son 
facultades del Pleno proveer lo conducente para la debida observancia de la Ley en la 
administración de justicia. De la citada porción normativa se desprende que el Ple-
no del Supremo Tribunal hace funciones de control de legalidad, y no de control 
constitucional, ya que no se menciona ni mucho menos se regula una facultad 
de control constitucional.

Sinaloa: Si bien es cierto que la fracción III del artículo 104 de la Constitución 
Política del Estado de Sinaloa contempla literalmente las controversias de cual-
quier índole, cierto también es que la Ley Reglamentara de la Fracción III del 
Artículo 104 de la Constitución Política del Estado de Sinaloa, señala que en la 
demanda de controversia se deberán señalar los preceptos legales41 que en su caso 
se estimen violados, mas no constitucionales, por lo que el Pleno del Tribunal 
hace funciones de control de legalidad y no de constitucionalidad.

Zacatecas: En el caso del estado de Zacatecas, su ley suprema estatal señala que 
son facultades del Pleno del Tribunal Superior de Justicia dirimir los conflictos que 
surjan entre los municipios y los poderes legislativo y ejecutivo del estado,42 no obstante, 
la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de Zacatecas precisa sobre dicha 
atribución que, corresponde al Pleno conocer y resolver las controversias que se susci-
ten entre dos o más municipios y entre éstos con el Ejecutivo del Estado, con excepción de 

41 Artículo 13 fracción V de la Ley Reglamentara de la Fracción III del Artículo 104 de la Constitución Política 
del Estado de Sinaloa.

42  Artículo 100, fracción IV de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Zacatecas.
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los asuntos de carácter electoral y de aquéllos que impliquen controversia constitucio-
nal, cuyo conocimiento compete a la Suprema Corte de Justicia de la Nación.43 

Es decir, las controversias que conoce el Pleno son controversias de legalidad, 
no de constitucionalidad, ya que expresamente señala que todas aquellas que 
sean de constitucionalidad le competen a la Suprema Corte, y no deja alterna-
tiva para otorgarle competencia al Pleno de conocer en el ámbito local a dichos 
mecanismos, por lo que resulta ser un tribunal de legalidad no de constitucio-
nalidad.

A continuación se hace una lista de forma ilustrativa sobre las 32 entidades 
federativas; para efectos de observar sus mecanismos de control constitucional 
en el marco constitucional y en el legal:

43  Artículo 12, fracción II de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de Zacatecas.
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MARCO CONSTITUCIONAL
SÍ CUENTAN CON JUSTICIA CONSTITUCIONAL NO CUENTAN CON JUSTICIA CONSTITU-

CIONAL
1.

2.

3.

4.

5.

6.

7.

8.

9.

10.

11.

12.

13.

14.

15.

16.

17.

18.

19.

Chiapas

Ciudad de México

Coahuila

Durango

Estado de México

Guanajuato

Hidalgo

Morelos

Nayarit 

Nuevo León

Oaxaca 

Querétaro

Quintana Roo

Sonora

Tabasco

Tamaulipas

Tlaxcala

Veracruz

Yucatán

1.

2.

3.

4.

5.

6.

7.

8.

9.

10.

11.

12.

13.

Aguascalientes

Baja California

Baja California Sur

Campeche

Chihuahua

Colima

Guerrero

Jalisco 

Michoacán

Puebla

San Luis Potosí

Sinaloa

Zacatecas

Porcentaje: 59 % Porcentaje: 41%
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MARCO LEGAL
SÍ CUENTAN CON JUSTICIA 

CONSTITUCIONAL
NO CUENTAN CON JUSTICIA CONSTITUCIONAL

1.
2.
3.
4.
5.
6.
7.
8.
9.

10.
11.
12.
13.
14.
15.

Chiapas 

Ciudadde México

Coahuila 

Estado de México 

Guanajuato 

Nayarit 

Nuevo León 

Oaxaca 

Querétaro 

Quintana Roo 

Tabasco

Tamaulipas 

Tlaxcala 

Veracruz 

Yucatán 

1.

2.

3.

4.

5.

6.

7.

8.

9.

10.

11.

12.

13.

14.

15.

16.

17.

Aguascalientes

Baja California

Baja California Sur

Campeche

Chihuahua

Colima

Durango (omisión legislativa relativa)

Guerrero

Hidalgo (omisión legislativa absoluta)

Jalisco

Michoacán

Morelos (omisión legislativa relativa)

Puebla

San Luis Potosí

Sinaloa

Sonora

Zacatecas

Porcentaje: 47% Porcentaje: 53%

 

Sobre la omisión legislativa de los estados: Algunos estados se encuentran en 
omisión legislativa por inobservancia de vacatio legis de disposición constitucional 
expresamente por no regular en ley secundaria la justicia constitucional local, 
misma que se expone a continuación.

Durango: El decreto por el que se crearon los mecanismos de control 
constitucional, derivado de la reforma constitucional publicada en su periódico 
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oficial el 29 de agosto del 2013, estableció en su régimen transitorio,44 que en el 
término máximo de tres años, contados a partir de la entrada en vigor del citado 
decreto, el Congreso del estado debería expedir las leyes secundarias y realizar 
las reformas que correspondan para ajustarlas al contenido del mismo. 

Dicho decreto entró en vigor al día siguiente de su publicación, es decir el 
30 de agosto de 2013, por lo que se contaba con un plazo máximo de hasta 
el 30 de agosto de 2016 para regular el control de constitucionalidad local, 
sin embargo, sólo se observa en los registros una reforma a la Ley Orgánica 
del Poder Judicial del Estado de Durango de fecha 10 de febrero de 2015,45 
que únicamente estableció la facultad, tanto del Pleno del Tribunal Superior 
de Justicia como de la Comisión de Administración, para “Excitar a la Sala 
de Control Constitucional del Tribunal Superior de Justicia, en su función 
consultiva, cuando sea necesario”46, faltando las facultades de la Sala para 
conocer de las controversias constitucionales, acciones de inconstitucionalidad 
y acciones por omisión legislativa, contempladas en el artículo 119 de su norma 
superior estatal, por lo tanto se está ante una omisión legislativa relativa.47

Hidalgo: Además de que no cuenta con una regulación en ley secundaria sobre 
ninguno de los cuatro mecanismos de control constitucional que existen en esta 
entidad, particularmente aquel adicionado por las reformas publicadas en el 
periódico oficial en el decreto de fecha febrero de 2013, en el que se incorporó 
un artículo XII Bis al artículo 99 que faculta al Tribunal Superior de Justicia 
del Estado a “Resolver los conflictos sobre límites territoriales que se susciten entre 
dos o más Municipios del Estado, así como entre los Ayuntamientos y el Ejecutivo del 

44 De acuerdo con el artículo segundo transitorio de la reforma constitucional del 29 de agosto de 2013.
45  Decreto No. 315, LXVI Legislatura, Periódico Oficial 10 de fecha 1 de febrero de 2015.
46  Art. 268 fracción IX y 275 fracción XIV de Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de Durango.
47 La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha precisado que existen dos tipos de omisiones legislativas. 

Por un lado, omisión absoluta cuando aquéllos simplemente no han ejercido su competencia de crear 
leyes ni han externado normativamente voluntad alguna para hacerlo; por otro lado, puede presentarse 
una omisión relativa cuando al haber ejercido su competencia, lo hacen de manera parcial o simplemente 
no la realizan integralmente. En este caso estamos frente a una omisión legislativa parcial, toda vez que 
se reguló únicamente la facultad de “excitar” a la Sala Constitucional, en su función consultiva, por lo que 
si bien es cierto, en legislación secundaria se observa el reconocimiento de la función de control de dicha 
Sala, al menos sobre uno de los mecanismos, cierto también es que aún falta la regulación de dicho medio 
de control constitucional consultivo, y los demás mecanismos de control. 1000627. 99. Pleno. Novena 
Época. Apéndice 1917-Septiembre 2011. Tomo II. Procesal Constitucional 3. Acciones de inconstituciona-
lidad Primera Parte - SCJN , Pág. 4521. 



46

Estado.”, se estableció en el régimen transitorio, un artículo cuarto que dispone 
que “Respecto de la reforma al Artículo 99, realícense las correspondientes 
reformas a los ordenamientos secundarios en un plazo de hasta un año a partir 
de la entrada en vigor del presente Decreto.” Dicho decreto entró en vigor al día 
siguiente de su publicación, es decir, el 26 de febrero de 2013, por lo que se tenía 
hasta el 26 de febrero de 2014 para realizar las modificaciones correspondientes 
a ley secundaria, por tanto se está ante una omisión legislativa absoluta.

Morelos: La Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de Morelos solo tiene 
una previsión mínima sobre la facultad del Pleno respecto de la controversia 
constitucional,48 que además de no contemplar el procedimiento específico, ni 
siquiera prevé la potestad de dirimir las controversias que surjan entre otros 
poderes como lo dispone la Constitución local, esto derivado del Decreto 
publicado en el Periódico Oficial de la Entidad el 6 de julio del 2016 por reforma 
constitucional a la fracción XIII de su artículo 99, en el que se estableció un plazo 
de 120 días hábiles para hacer las reformas a la ley secundaria correspondiente49 
vencido en enero de 2017, por lo que se está ante una omisión legislativa 
relativa. 

Sonora: Sonora es el último estado que ha regulado en su Constitución la justicia 
constitucional local, mediante decreto promulgado el 13 de agosto del 2018,50 
en el que se regularon y modificaron diversos aspectos de su ley suprema, sin 
embargo se omitió establecer una vacatio legis para expedir la legislación en la 
materia, o reformar los ordenamientos correspondientes, a fin de hacer efectivos 
los mecanismos de control constitucional recién creados. Por lo anterior, nunca 
se encontrará en omisión legislativa, toda vez que no se estableció régimen 
transitorio correspondiente, con esto se destaca una falta de técnica legislativa 
y de certeza jurídica para ejercer dichos controles de la ley superior local.

2.2.2 Órganos locales de control constitucional 

2.2.2.1 Criterios de comparación

48  Artículo 29, fracción VII de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de Morelos.
49 De acuerdo con el artículo cuarto transitorio del decreto publicado en el periódico oficial el 6 de julio del 

2016 por reforma constitucional a la fracción XIII de su artículo 99.
50 Boletín Oficial del estado de Sonora, Tomo CCII, número 13 sección II, 13 de agosto de 2018.
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Una de los problemas de las entidades que sí cuentan con justicia constitucional 
local, es la forma en la que se ha regulado el órgano protector constitucional en 
cada una de las 19 entidades federativas. La regulación constitucional del órgano 
se vuelve aún más relevante, ya que dependerá de ésta el grado de independencia 
que tengan los magistrados constitucionales, independencia que es a su vez una 
garantía de la Constitución federal, en la que se establece la obligación para 
los estados y la Ciudad de México a considerar en sus constituciones locales, 
primeramente, y también en sus leyes orgánicas en los siguientes términos:

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos

Artículo 116. … 

Los poderes de los Estados se organizarán conforme a la Constitu-
ción de cada uno de ellos, con sujeción a las siguientes normas: 

I. a II. …

III. El Poder Judicial de los Estados se ejercerá por los tribunales 
que establezcan las Constituciones respectivas. 

La independencia de los magistrados y jueces en el ejercicio de 
sus funciones deberá estar garantizada por las Constituciones y las 
Leyes Orgánicas de los Estados, las cuales establecerán las condi-
ciones para el ingreso, formación y permanencia de quienes sirvan a 
los Poderes Judiciales de los Estados. 

Artículo 122. …

A. El gobierno de la Ciudad de México está a cargo de sus poderes 
locales, en los términos establecidos en la Constitución Política de 
la Ciudad de México, la cual se ajustará a lo dispuesto en la presente 
Constitución y a las bases siguientes: 

I. a II. …
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III. El ejercicio del Poder Judicial se deposita en el Tribunal Superior 
de Justicia, el Consejo de la Judicatura y los juzgados y tribunales 
que establezca la Constitución Política de la Ciudad de México, la 
que garantizará la independencia de los magistrados y jueces en el 
ejercicio de sus funciones. Las leyes locales establecerán las condi-
ciones para el ingreso, formación, permanencia y especialización de 
quienes integren el poder Judicial. 

(Subrayado propio)

Muy vinculado a la independencia y autonomía de los órganos encargados de 
impartir justicia, se encuentra el principio constitucional de justicia imparcial, 
conforme al artículo 17 de la Carta Magna que a letra dice:

Artículo 17. … 

Toda persona tiene derecho a que se le administre justicia por 
tribunales que estarán expeditos para impartirla en los plazos y 
términos que fijen las leyes, emitiendo sus resoluciones de manera 
pronta, completa e imparcial. Su servicio será gratuito, quedando, 
en consecuencia, prohibidas las costas judiciales.

(Subrayado propio)

Por todo lo anterior, en este apartado se buscará conocer a profundidad el grado 
de imparcialidad e independencia constitucional de los órganos encargados 
de vigilar la observancia de las leyes supremas locales, e igualmente con ello, 
conocer las formas y criterios tan diversos de su regulación a nivel local, bajo la 
siguiente metodología:

Se desarrollará el contenido constitucional de los 19 órganos protectores de la 
constitución para, en un primer momento, estar en condiciones de responder a 
las siguientes cuestiones: ¿cuál es el órgano encargado?, ¿cómo está compuesto?, 
¿cómo es el proceso de designación de los integrantes que componen el órgano? 
y ¿cuál es la duración en el cargo de los magistrados integrantes?
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Con lo que resulte de dicha información, se dividirá en las siguientes seis 
categorías comparativas:

•	 Con base en el órgano encargado se conocerá el grado de 
especialización de impartición de justicia constitucional. Ya que 
dependiendo de si es un órgano ad hoc o no, resultará la cantidad 
de funciones adicionales al control de constitucionalidad que deba 
realizar el órgano, así como de atención efectiva a los asuntos y por 
ende, mayor o menor especialización para resolver un planteamiento 
de orden constitucional únicamente. 

•	 Con base en la composición constitucional se conocerá el grado 
de estabilidad y certeza de integración. Ya que dependiendo de 
si la composición está contemplada expresamente en una norma 
constitucional o legal, o como facultad discrecional de un órgano, 
resultará de ello la facilidad de modificar la composición, lo que 
impacta directamente a la estabilidad y certeza de la composición 
misma del órgano encargado del control de constitucionalidad.

•	 Con base en la propuesta para la designación de magistrados se 
conocerá el grado de participación y equilibrio de poderes. Es 
relevante que todos los poderes participen en la designación de 
quienes serán los custodios de la constitución estatal, ya que a su 
vez serán quienes garanticen la correcta aplicación de la ley suprema 
local de esos poderes y el respeto de sus competencias así como el 
de los derechos humanos de la ciudadanía, por lo que el dejar a uno 
fuera de la elección, genera un mayor poder para aquellos que sí 
participan, como los casos del gobernador y el congreso únicamente, 
o el Consejo de la Judicatura y el congreso únicamente, vulnerando 
directamente la independencia de los magistrados y, por ende, del 
órgano constitucional. Es importante para generar el contrapeso 
necesario, que todos intervengan y participen para generar un 
proceso de designación de mayor equilibrio. 

•	 Con base en el proceso de votación para la designación de 
magistrados: se conocerá el grado de legitimación de dicha 
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designación del cargo. Es prioritario tomar en cuenta quién designa 
a los magistrados constitucionales, que para una mayor legitimidad 
debiera ser el Congreso, con una votación de una mayoría calificada, 
es decir, de las dos terceras partes. Por lo que, conociendo si es el 
Congreso o la Comisión Permanente como posibilidad, y el tipo 
de votación, se permitirá valorar el grado de legitimación de la 
designación, al saber si el requisito depende de una mayor o menor 
representatividad de la ciudadanía.  

•	 Con base a la duración en el cargo se conocerá el grado de 
permanencia y duración total. Conociendo la temporalidad de 
duración en el cargo, es decir, si el magistrado designado permanece 
la misma cantidad de años que un periodo de gobierno estatal, o 
un periodo mayor, pero menor al estándar de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación, o mayor a éste, conociendo también la 
posibilidad de reelección, y si se encuentra prevista dicha posibilidad, 
y si se establece expresamente el periodo de reelección o no, se podrá 
valorar la permanencia de los magistrados constitucionales, así 
como si existe certeza constitucional del periodo total del ejercicio 
de la función jurisdiccional, para conocer si es o no un periodo más 
amplio, respecto a los poderes Ejecutivo o Legislativo, considerando 
ahora que los integrantes de este último podrán reelegirse para 
permanecer en su cargo por cuatro periodos consecutivos, es decir, 
hasta 12 años.51

Finalizado el proceso de análisis de cada categoría de comparación se estará 
en condiciones de evaluar las garantías constitucionales de independencia e 
imparcialidad del órgano y sus magistrados constitucionales. Esta evaluación que 
se realizará bajo el criterio de darle una puntuación al grado de especialización, 
estabilidad, participación de poderes en propuesta de designación, legitimación 
de designación, permanencia y duración total, de la siguiente manera:

•	 Sobre el grado de especialización: tendrá una evaluación alta (3 
puntos), regular (2 puntos) o baja (1 punto), dependiendo si cuenta 

51 Con la reforma constitucional en materia político-electoral de fecha 10 de febrero de 2014, ahora los dipu-
tados locales podrán reelegirse hasta por tres periodos consecutivos. 
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la Entidad con un órgano ad hoc, si las funciones las desempeña el 
Pleno del Tribunal, o de forma genérica el Tribunal Superior de 
Justicia.

•	 Sobre el grado de estabilidad y certeza, tendrá una evaluación alta 
(3 puntos), regular (2 puntos) o baja (1 punto), dependiendo de si la 
composición de los magistrados que integran el órgano se encuentra 
en la norma constitucional, secundaria o sujeta a la discreción del 
Poder Judicial. 

•	 Sobre el grado de participación de poderes en la propuesta de 
designación: tendrá una evaluación alta (3 puntos), regular 
(2 puntos) o baja (1 punto), dependiendo de si se considera la 
participación o no de los poderes Ejecutivo y Judicial a la propuesta 
realizada al Legislativo.

•	 Sobre el grado de legitimación en la designación: tendrá una 
evaluación alta (3 puntos), regular (2 puntos) o baja (1 punto), 
dependiendo de si se considera como facultad exclusiva del Congreso 
y no opcional de la Comisión Permanente, así como la votación 
expresa de las dos terceras partes de los miembros del legislativo. 

•	 Sobre el grado de permanencia inicial en el cargo, tendrá una 
evaluación alta (3 puntos), regular (2 puntos) o baja (1 punto), 
dependiendo de la cercanía al número de años de duración respecto 
a los ministros de la Suprema Corte de Justicia de la Nación.

•	 Sobre el grado de certeza en la permanencia total: tendrá una 
evaluación alta (3 puntos), regular (2 puntos) o baja (1 punto), 
dependiendo del establecimiento expreso o no sobre la posibilidad 
de reelección de magistrados y, en caso de contemplar la reelección, 
si el plazo de ésta se señala en la norma constitucional o no.

En todos los casos se incorporará el modelo federal para efectos de ser parámetro 
base en algunos de los aspectos estadísticos.
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2.2.2.2 Tablas comparativas  

Con base en lo expuesto, a continuación se presentan las tablas con el análisis 
correspondiente:

ÓRGANO PROTECTOR DE LA CONSTITUCIÓN

ÓRGANO 
ENCARGADO

COMPOSI-
CIÓN

DESIGNACIÓN DURACIÓN COMENTARIOS

1. CHIAPAS
Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Chiapas

(Artículo 73)

Tribunal de Justi-
cia Constitucional 
del Tribunal Su-
perior de Justicia

3 magistrados Propone: Gobernador

Designa: Congreso o 
Comisión Permanente 

Tipo de votación: Dos 
terceras partes

Periodo ini-
cial: 9 años 

Reelección: 
Sí (no se 
e s t a b l e c e 
periodo)

1. Sólo los magistrados del Tribunal de Justicia Constitucional 
son elegidos por dos terceras partes, para los demás integrantes 
del Tribunal Superior de Justicia sólo se prevé que sea por mayo-
ría (sin señalar que será por dos terceras partes).

2. No se precisa la duración de la reelección, sólo se menciona 
que será “por un siguiente periodo consecutivo”.

2. CIUDAD DE MÉXICO
Constitución Política de la Ciudad de México

Artículos 35 y 36

1. Sala Constitu-
cional del Tribu-
nal Superior de 
Justicia

2. Juez de prime-
ra instancia de tu-
tela de derechos 
humanos

3. Cualquier juez 
de primera ins-
tancia

7 magistrados 1. Designación gene-
ral de magistrados. 

Propone: Consejo de 
la Judicatura

Designa: Pleno del 
Tribunal Superior de 
Justicia

Periodo ini-
cial: 8 años

Reelección: 
No

1. Los jueces de primera instancia conocerán del control difuso 
de constitucionalidad y convencionalidad.

2. El juez de tutela de derechos humanos conoce de un mecanis-
mo de control (acción de protección efectiva de derechos huma-
nos), que podrá ser revisado por la Sala Constitucional.

3. La ratificación para reelegir a los magistrados de la Sala Cons-
titucional no se prevé, a diferencia de los magistrados ordinarios.

4. Existe designación especial para magistrados de Sala Consti-
tucional, ya que los otros magistrados sí son aprobados por dos 
terceras partes del Congreso y los constitucionales no.

3. COAHUILA
Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza

Artículos 135, 136, 146 y 158

1. Pleno del Tri-
bunal Superior de 
Justicia

2. Cualquier au-
toridad jurisdic-
cional

14 magistrados Propone: Gobernador 
de la lista de candida-
tos que presenta Con-
sejo de la Judicatura

Designa: Congreso o 
Comisión Permanente

Tipo de votación: No 
se señala

Periodo ini-
cial: 15 años

Reelección: 
Sí (9 años)

La autoridad jurisdiccional distinta al Pleno solo conoce respecto 
del mecanismo de control difuso de constitucionalidad y conven-
cionalidad, del cual el Tribunal Superior de Justicia podrá revisar 
la resolución.
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ÓRGANO PROTECTOR DE LA CONSTITUCIÓN

ÓRGANO 
ENCARGADO

COMPOSI-
CIÓN

DESIGNACIÓN DURACIÓN COMENTARIOS

4. DURANGO
Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Durango

Artículos 108, 109 y 118

Sala de Control 
Constitucional del 
Tribunal Superior 
de Justicia

3 magistrados 1. Designación general de magistra-
dos.

Propone: Gobernador 

Designa: Congreso 

Tipo de votación: Dos terceras partes

2. Designación de magistrados de 
Sala Constitucional. 

Designa: Pleno del Tribunal Superior 
de Justicia 

Periodo inicial: 6 años

Reelección: Sí (9 años)

 

1. Existe disposición constitucional 
para designación de magistrados, 
pero no expresamente de quienes 
eligen posteriormente a los 3 de 
la Sala de Control Constitucional 
(como  ocurre en el caso del Esta-
do de México). 

2. Respecto de la reelección, no se 
precisa la temporalidad, sin embar-
go, se interpreta que son 9 años 
más, por el plazo máximo de 15 
años que puede estar en funciones 
un magistrado (por lo establecido 
en el art. 109, párrafo tercero frac-
ción II).

5. ESTADO DE MÉXICO
Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México

Artículos 61, 88-Bis, 89 y 94

1. Sala Constitu-
cional del Tribu-
nal Superior de 
Justicia

2.  Jueces y ma-
gistrados

5 magistrados Propone: Consejo de la Judicatura

Designa: Congreso o Comisión Perma-
nente

Tipo de votación: Dos terceras partes

Periodo inicial: 15 años

Reelección: No 

1. Los jueces y magistrados que 
no pertenecen a la Sala Constitu-
cional están encargados del con-
trol difuso de constitucionalidad y 
convencionalidad, y la Sala Cons-
titucional conocerá de los recursos 
ordinarios contra sus resoluciones.

2. Caso sui generis, la Constitución 
no establece quién y cómo desig-
nar a los magistrados del Tribunal 
Superior de Justicia.
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ÓRGANO PROTECTOR DE LA CONSTITUCIÓN

ÓRGANO 
ENCARGADO

COMPOSI-
CIÓN

DESIGNACIÓN DURACIÓN COMENTARIOS

6. GUANAJUATO
Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Guanajuato

Artículos 83, 86 y 88

Pleno del Supre-
mo Tribunal de 
Justicia

No se esta-
blece

Propone: Gobernador y Consejo de la 
Judicatura

Designa: Congreso 

Tipo de votación: Dos terceras partes

Periodo inicial: 7 años

Reelección: Sí (no se 
establece periodo)

1. Se prevé que la propuesta sea 
realizada por el gobernador y el 
Consejo de la Judicatura en ternas 
que presenten de forma alternada.

2. El Consejo del Poder Judicial 
determinará la composición del 
Pleno del Supremo Tribunal de 
Justicia.
 
3. No se señala por cuánto tiempo 
se pueden reelegir.

4. Se establecen requisitos de re-
elección: sólo podrán ser reelectos 
los magistrados que de acuerdo 
al dictamen de evaluación, hayan 
actuado en su primer cargo, con 
estricto apego a los principios 
que rigen la función judicial y que 
son los de independencia judicial, 
imparcialidad, eficiencia, eficacia, 
legalidad, excelencia profesional, 
honestidad invulnerable, diligencia, 
celeridad, honradez, veracidad, 
objetividad, competencia, honora-
bilidad, lealtad, probidad y rectitud.

7. HIDALGO
Constitución Política del Estado de Hidalgo

Artículos 94, 96, 97 y 99

Tribunal Superior 
de Justicia

“Cuando me-
nos 14 magis-
trados”

Propone: Gobernador 

Designa: Congreso 

Tipo de votación: No se señala

Periodo inicial: 6 años

Reelección: Sí (no se 
establece periodo)

1. El número de magistrados se 
remite a ley orgánica.

2. La Ley Orgánica señala que el 
Tribunal se integrará cuando me-
nos por catorce magistrados.

3. No hay plazo para reelección.

8. MORELOS
Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos

Artículos 89 y 99

Tribunal Superior 
de Justicia

“Cuando me-
nos de 3 ma-
gistrados”

Propone: Órgano político del Congreso

Designa: Congreso o Comisión Perma-
nente

Tipo de votación: Dos terceras partes

Periodo inicial: 14 años

Reelección: No 

1. No se determina un número fijo 
de magistrado, se establece un 
mínimo de 3, pero no un fijo (falta 
de certeza constitucional en la in-
tegración).

2. Caso particular en el que no pro-
pone el gobernador ni el Consejo 
de Judicatura.

3. Se faculta a la Diputación Per-
manente a designar a los magistra-
dos interinos.
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ÓRGANO PROTECTOR DE LA CONSTITUCIÓN

ÓRGANO 
ENCARGADO

COMPOSI-
CIÓN

DESIGNACIÓN DURACIÓN COMENTARIOS

9. NAYARIT
Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Nayarit

Artículos 81, 83 y 91

Sala Constitucio-
nal del Tribunal 
Superior de Jus-
ticia 

5 magistrados Propone: Gobernador 

Designa: Congreso 

Tipo de votación: Dos terceras partes

Periodo inicial: 10 años

Reelección: Sí (10 años)

Se establece un procedimiento es-
pecífico en la constitución para la 
ratificación de la reelección. 

10. NUEVO LEÓN
Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Nuevo León

Artículos 94, 95, 96 y 99

Tribunal Superior 
de Justicia

14 magistrados Propone: Gobernador 

Designa: Congreso 

Tipo de votación: Dos terceras partes

Periodo inicial: 10 años

Reelección: Sí (10 años)

La composición la remite a la ley 
secundaria.

11. OAXACA
Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Oaxaca

Artículos 102 y 106

1. Sala Constitu-
cional del Tribu-
nal Superior de 
Justicia.

2. Pleno del Tri-
bunal Superior de 
Justicia

3. Toda autoridad

No se señala Propone: Gobernador y Consejo de la 
Judicatura

Designa: Congreso 

Tipo de votación: Dos terceras partes

Periodo inicial: 8 años

Reelección: Sí (8 años)

1. Toda autoridad debe aplicar con-
trol difuso de constitucionalidad y 
convencionalidad (no se prevé re-
curso para revisar las resoluciones 
de este control).

2. La propuesta de designación la 
realiza el gobernador a través de 
una convocatoria pública para la 
selección de aspirantes, de confor-
midad con los requisitos constitu-
cionales. Previamente, el Consejo 
de la Judicatura certifica el cum-
plimiento de los requisitos de ley 
y aplicará los exámenes de opo-
sición. Una vez concluídos éstos, 
remitirá al gobernador del Estado 
una lista que contenga ocho candi-
datos, de los cuales el gobernador 
envía una terna al congreso del 
Estado para que elija a quien debe 
ser magistrado.

2. La cantidad de magistrados de 
la sala constitucional así como 
inclusive del Tribunal Superior de 
Justicia se remite a la ley orgánica 
del poder judicial del estado.

Ley Orgánica señala:

Art. 14, fracción XI que el número 
de magistrados que la integran 
lo decidirá el Pleno del Tribunal 
Superior de justicia, es decir, ni 
siquiera la ley orgánica tiene el 
número de magistrados de compo-
nen la sala constitucional.

3. Consejo de Judicatura aplica 
examen de oposición para enviar 
lista al Gobernador y que de ahí 
salga la terna que proponga éste al 
Congreso del Estado. 
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ÓRGANO PROTECTOR DE LA CONSTITUCIÓN

ÓRGANO 
ENCARGADO

COMPOSI-
CIÓN

DESIGNACIÓN DURACIÓN COMENTARIOS

12. QUERÉTARO
Constitución Política del Estado de Querétaro

Artículos 17, 27 y 29

Pleno del Tribu-
nal Superior de 
Justicia

13 Magistrados Propone: No se señala

Designa: Congreso 

Tipo de votación: Dos terceras partes

Periodo inicial: 12 años

Reelección: No

La Constitución no hace una alu-
sión expresa a ninguna interven-
ción del gobernador para la desig-
nación de magistrados.

13. QUINTANA ROO
Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Quintana Roo

Artículos 98, 100, 102, 103 y 105

1. Sala Constitu-
cional del Tribu-
nal Superior de 
Justicia 

2. Pleno del Tri-
bunal Superior de 
Justicia 

Sala Constitu-
cional: 1 ma-
gistrado 

Pleno del TSJ: 
12 magistrados 

Propone: Gobernador 

Designa: Congreso o Comisión Perma-
nente

Tipo de votación: No se señala

Periodo inicial: 6 años

Reelección: Sí (6 años)

1. La Constitución maneja ambos 
órganos como encargados de la 
constitucionalidad (la Sala Consti-
tucional para presentar proyectos 
y el Pleno para votarlos en todos 
los mecanismos de control consti-
tucional).

2. Tal vez debería de existir un 
requisito adicional o proceso espe-
cial de designación en la constitu-
ción del magistrado encargado de 
realizar las funciones constitucio-
nales por la relevancia del cargo. 
(Como en el caso del Estado de 
México).



57

ÓRGANO PROTECTOR DE LA CONSTITUCIÓN

ÓRGANO 
ENCARGADO

COMPOSI-
CIÓN

DESIGNACIÓN DURACIÓN COMENTARIOS

14. SONORA
Constitución Política del Estado de Sonora

Artículos 113, 114, 116, 117 y 166

Pleno del Supre-
mo Tribunal de 
Justicia en ca-
rácter de Tribunal 
Cons t i tuc iona l 
Local

7 magistrados Propone: Gobernador 

Designa: Congreso 

Tipo de votación: No 
se señala

Periodo inicial: 9 años

Reelección: Sí (no se establece periodo)

15. TABASCO
Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Tabasco

Artículos 55, 56 y 61

Sala Especializa-
da Constitucional 

Presidente del 
TSJ y los pre-
sidentes de las 
Salas penales 
y civiles  

Propone: Gobernador 

Designa: Congreso 

Tipo de votación: Dos terceras partes

Periodo inicial: 15 años 

Reelección: No

Habría qué analizar cuantas salas 
civiles y penales hay para determi-
nar el número de magistrados que 
componen la sala especializada 
constitucional, esto seguro estará 
conformado en la ley orgánica por 
que la constitución no señala el nú-
mero de salas pero si refiere a “las 
salas” civiles y penales. (cualquier 
manera la Constitución debería 
tener un número específico de ma-
gistrados por certeza).

Queda sujeto a lo que determine 
el Pleno del Tribunal para la com-
posición de todas las salas, y por 
ende de la Constitucional: Art. 21 
fracción XXI y 24 de ley orgánica:

Articulo 21.- El Presidente del 
Tribunal Superior de Justicia ten-
drá las facultades y obligaciones 
siguientes. 

XXI: Proponer al Pleno del Tribu-
nal, el número de Salas, su sede, 
la adscripción y numero de los 
Magistrados, la materia que co-
rresponda conocer a cada sala; 

Artículo 24.- El Tribunal Superior 
de Justicia ejercerá sus funciones 
en salas colegiadas o unitarias, 
para conocer asuntos de legalidad; 
las primeras se integraran con tres 
Magistrados, salvo la sala cons-
titucional que se integrara por el 
Presidente del Tribunal y los Presi-
dentes de las Salas Colegiadas en 
materia civil y penal. 

El Pleno del Tribunal, a propuesta 
de su Presidente, determinara el 
número de Salas, su sede, la ads-
cripción de los Magistrados de las 
Salas de una misma materia.
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ÓRGANO PROTECTOR DE LA CONSTITUCIÓN

ÓRGANO 
ENCARGADO

COMPOSI-
CIÓN

DESIGNACIÓN DURACIÓN COMENTARIOS

16. TAMAULIPAS
Constitución Política del Estado de Tamaulipas

Artículos 106, 109 y 113

Pleno del Supre-
mo Tribunal de 
Justicia en fun-
ciones de Tribu-
nal Constitucional

10 magistrados Propone: Gobernador 

Designa: Congreso 

Tipo de votación: Dos terceras partes

Periodo inicial: 6 años

Reelección: Sí (6 años)

La composición debería ser impar 
para el caso de empate.

17. TLAXCALA
Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Tlaxcala

Artículos 79, 81, 83 y 84

Pleno del Tribu-
nal Superior de 
Justicia actuando 
como Tribunal de 
Control Constitu-
cional 

7 magistrados Propone: Gobernador 

Designa: Congreso 

Tipo de votación: Dos terceras partes

Periodo inicial: 6 años

Reelección: Sí (no se 
establece periodo)

No dice periodo de reelección.

18. VERACRUZ
Constitución Política del Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave

Artículos 57, 59, 64 y 65

1. Sala Constitu-
cional  

2. Pleno del Tri-
bunal Superior de 
Justicia 

Sala Constitu-
cional: 3 ma-
gistrados 

Pleno: Presi-
dente del Tribu-
nal Superior de 
Justicia, quien 
lo presidirá, y 
presidentes de 
cada una de 
sus Salas, a 
excepción de 
la Sala de Res-
ponsabi l idad 
Juvenil

Propone: Gobernador y Consejo de la 
Judicatura

Designa: Congreso o Comisión Perma-
nente

Tipo de votación: No se señala

Periodo inicial: 10 años 

Reelección: no

Se prevé que la Diputación Perma-
nente pueda nombrar a magistra-
dos de forma provisional.

Algunos controles de constitucio-
nalidad los resuelve directamente 
la sala constitucional y algunos 
otros solo los propone y resuelve 
el Pleno.

Habría que ver cuántas salas hay. 
La constitución no las prevé. Debe-
ría preverlas para dar certeza a la 
composición.

19. YUCATÁN
Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Yucatán

Artículos 64, 66 y 70

Pleno del Tribu-
nal Superior de 
Justicia erigido 
en Tribunal Cons-
titucional 

11 magistrados Propone: Gobernador 

Designa: Congreso 

Tipo de votación: No se señala

Periodo inicial: 6 años

Reelección: Sí (9 años)

Evaluación de desempeño para re-
elección: Para efecto de la reelec-
ción, el Pleno del Tribunal Superior 
de Justicia formulará una evalua-
ción de desempeño que acredite 
la actuación profesional y ética en 
el cargo, en los términos de la ley. 
Dicha evaluación deberá ser pre-
sentada al Congreso del Estado 
para que o la considere y dictami-
ne lo procedente, lo cual deberá 
ser aprobado por mayoría de los 
diputados presentes en la sesión 
relativa, de conformidad con lo que 
establezca la ley.
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ÓRGANO PROTECTOR DE LA CONSTITUCIÓN

ÓRGANO 
ENCARGADO

COMPOSI-
CIÓN

DESIGNACIÓN DURACIÓN COMENTARIOS

MODELO FEDERAL
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos

Artículos 94, 96 y 97

1. Suprema Corte 
de Justicia de la 
Nación 

2. Magistrados de 
Circuito y Jueces 
de Distrito

Suprema Corte 
de Justicia de 
la Nación: 11 
ministros

1. Suprema Corte de Justicia de la 
Nación.

Propone: Presidente de la República

Designa: Senado de la República

Tipo de votación: Dos terceras partes

2. Los Magistrados de Circuito y los 
Jueces de Distrito.
Designa: Consejo de la Judicatura

1. Suprema Corte de 
Justicia de la Nación

Periodo inicial: 15 años 

Reelección: No

2. Magistrados de Circui-
to y jueces de distrito.

Periodo inicial: 6 años 

Reelección: Sí 

Pese a que el amparo puede des-
ahogarlo cualquier tribunal fede-
ral, todos los demás mecanismos 
de control constitucional federal 
son competencia exclusiva de la 
Suprema Corte de Justicia de la 
Nación.

DATOS RELEVANTES DEL ÓRGANO ENCARGADO DEL CONTROL CONSTITUCIONAL

1. ÓRGANO ENCARGADO

TIPO DE ÓRGANO DEL 
TRIBUNAL SUPERIOR 

DE JUSTICIA

ENTIDADES 
FEDERATIVAS

CANTIDAD 
DE ENTIDA-

DES %
VALORACIÓN GENERAL COMENTARIOS

Órgano especializado 
(Sala o Tribunal 
Constitucional)

Chiapas, Ciu-
dad de México, 
Durango, Esta-
do de México, 
Nayarit, Oaxa-
ca, Quintana 
Roo, Tabasco y 
Veracruz.

* Modelo federal 
(Suprema Corte 
de Justicia de la 
Nación)

9 47%

Grado de especialización: 
alto

- Oaxaca, Quintana Roo y Veracruz 
contemplan tanto a la Sala Cons-
titucional como al Pleno de sus 
Tribunales Superiores de Justicia 
para realizar el control de constitu-
cionalidad.

- Ciudad de México, Estado de Mé-
xico y Oaxaca contemplan adicio-
nalmente el control difuso de cons-
titucionalidad y convencionalidad a 
cargo de jueces. 
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DATOS RELEVANTES DEL ÓRGANO ENCARGADO DEL CONTROL CONSTITUCIONAL

Tribunal Superior de 
Justicia

Coahuila, Gua-
najuato, Hidal-
go, Morelos, 
Nuevo León, 
Querétaro, So-
nora, Tamauli-
pas, Tlaxcala y 
Yucatán

10 53% Grado de especialización: 
regular

- Sonora, Tamaulipas, Tlaxcala y 
Yucatán contemplan que el Pleno 
realizará funciones de Tribunal de 
Control Constitucional.

- Coahuila contemplan adicional-
mente el control difuso de consti-
tucionalidad y convencionalidad a 
cargo de jueces.

2. COMPOSICIÓN

NORMA O AUTORIDAD 
QUE LA FIJA

ENTIDADES 
FEDERATIVAS

CANTIDAD 
DE ENTIDA-

DES % VALORACIÓN GENERAL COMENTARIOS

Constitución local

Chiapas, Ciu-
dad de México, 
Coahuila, Du-
rango, Estado 
de México, Na-
yarit, Querétaro, 
Quintana Roo, 
Sonora, Tamau-
lipas, Tlaxcala, 
Veracruz y Yu-
catán.

* Modelo fede-
ral.

13 68.5%
Grado de estabilidad en 

composición: alto

Legislación secundaria Hidalgo, Mo-
relos y Nuevo 
León

3 16% Grado de estabilidad en 
composición: regular

- Morelos no contempla en su Cons-
titución local un número fijo, sino un 
mínimo, lo que genera también una 
estabilidad endeble.

Consejo de la Judicatura Guanajuato 1 5%

Grado de estabilidad en 
composición: bajo

- La Constitución local prevé expre-
samente que será el Consejo de la 
Judicatura la que establezca el nú-
mero de magistrados.

Pleno del Tribunal Supe-
rior de Justicia

Oaxaca y Ta-
basco

2 10.5% Grado de estabilidad en 
composición: bajo

- En el caso de Oaxaca, su Cons-
titución local establece que la Ley 
Orgánica establecerá la composi-
ción, la cual a su vez señala que 
el Pleno del Tribunal Superior de 
Justicia será quien decida la com-
posición de las Salas, entre ellas, la 
Constitucional.

- En el caso de Tabasco, aun y 
cuando se señala de forma gene-
ral en la Constitución local que la 
composición de la Sala será por 
el presidente del Tribunal y de las 
Salas penales y civiles, el Pleno del 
Tribunal mismo decide la cantidad e 
integración de las Salas por lo que 
queda sujeto al Pleno la cantidad 
que resulte de magistrados que in-
tegren la Sala Constitucional. 
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DATOS RELEVANTES DEL ÓRGANO ENCARGADO DEL CONTROL CONSTITUCIONAL

3. DESIGNACIÓN

PROPONENTE ENTIDADES 
FEDERATIVAS

CANTIDAD 
DE ENTIDA-

DES % VALORACIÓN GENERAL COMENTARIOS

Gobernador y Consejo de 
Judicatura

Coahuila, Gua-
najuato y Oa-
xaca.

3 16% Grado de participación de 
poderes: alto

- Coahuila y Oaxaca prevén que el 
Gobernador proponga al Congreso 
una terna que sea resultado de una 
lista enviada por el Consejo de la 
Judicatura que resulte de un exa-
men de oposición de los candidatos 
a magistrado. 

- Guanajuato prevé que las ternas 
sean propuestas por el gobernador 
y por el Consejo de la Judicatura de 
forma alterna.

Gobernador

Chiapas, Du-
rango, Hidalgo, 
Nayarit, Nuevo 
León, Quintana 
Roo, Sonora, 
Tabasco, Ta-
maulipas, Tlax-
cala, Veracruz y 
Yucatán.

* modelo federal 
(presidente de 
la república)

12 63% Grado de participación de 
poderes: regular

- En Nuevo León se prevé en la ley 
orgánica la posibilidad de que el 
gobernador pueda tomar a consi-
deración a aquellos candidatos que 
presente el Consejo de la Judicatu-
ra derivado de un examen previo, 
sin embargo no es una obligación 
constitucional ni legal.

Consejo de la Judicatura

Ciudad de Méxi-
co y Estado de 
México. 2 11%

Grado de participación de 
poderes: regular

Órgano político del 
Congreso

Morelos 1 5% Grado de participación de 
poderes: bajo

- No obstante la Constitución local 
establece la facultad del órgano 
político del Congreso para proponer 
a los magistrados, la Ley Orgánica 
en su artículo 117, fracción primera, 
contempla dicha facultad al Conse-
jo de la Judicatura. 

No se precisa Querétaro 1 5% Grado de participación de 
poderes: nulo
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DATOS RELEVANTES DEL ÓRGANO ENCARGADO DEL CONTROL CONSTITUCIONAL

DESIGNANTE ENTIDADES 
FEDERATIVAS

CANTIDAD 
DE ENTIDA-

DES % VALORACIÓN GENERAL COMENTARIOS

Exclusivamente Congreso Votación por 
mayoría de 
dos terceras 
partes: Duran-
go, Guanajuato, 
Nayarit, Nuevo 
León, Oaxaca, 
Querétaro, Ta-
basco, Tamau-
lipas y Tlaxcala

* Modelo federal 
(Senado de la 
República)

9 47.5%

Grado de legitimación de 
designación: alto

- Ciudad de México, una vez reali-
zada la designación de los magis-
trados del Tribunal Superior de Jus-
ticia, el Pleno del Tribunal elige a 
aquellos de la Sala Constitucional.

- Durango no contempla en la Cons-
titución local un proceso especial 
para la designación de los magis-
trados de la Sala Constitucional.

- Nuevo León y Tamaulipas con-
templan en sus constituciones lo-
cales que si el Congreso no está 
reunido y se encuentra en receso, 
la Comisión Permanente convoque 
a periodo extraordinario para la de-
signación de los magistrados. 

No establece 
tipo de vota-
ción: Coahuila, 
Sonora, Quin-
tana Roo y Yu-
catán

4 21% Grado de legitimación de 
designación: regular

- Quintana Roo, aunque la Cons-
titución local no precisa el tipo de 
mayoría para la primera ocasión en 
que sea sometida la terna de ma-
gistrados, en caso de ser rechaza-
da, la segunda ocasión que se pon-
ga a consideración la terna se prevé 
expresamente que la votación será 
de la mitad más uno. 

Congreso o Comisión 
Permanente

Votación por 
mayoría de dos 
terceras partes: 
Chiapas, Estado 
de México y Mo-
relos

3 16% Grado de legitimación de 
designación: regular

No establece 
tipo de vota-
ción: Hidalgo y 
Veracruz

2 10.5% Grado de legitimación de 
designación: bajo

Veracruz contempla en su Consti-
tución local la designación de ma-
gistrados de forma provisional por 
parte de la Comisión Permanente.

Hidalgo, aunque la Constitución lo-
cal no prevé la designación por la 
Comisión Permanente, la Ley Orgá-
nica en su artículo 34 sí.



63

DATOS RELEVANTES DEL ÓRGANO ENCARGADO DEL CONTROL CONSTITUCIONAL

Pleno del TSJN Ciudad de Mé-
xico

1 5% Grado de legitimación de 
designación: bajo

A diferencia de la designación de 
otros magistrados del Tribunal Su-
perior de Justicia de la Ciudad de 
México los constitucionales son 
aprobados por el Pleno del Tribunal, 
en los demás casos es el Congreso 
por las dos terceras partes. 

4. DURACIÓN

DURACIÓN INICIAL ENTIDADES 
FEDERATIVAS

CANTIDAD 
DE ENTIDA-

DES % VALORACIÓN GENERAL COMENTARIOS

15 años o más

Coahuila, Esta-
do de México y 
Tabasco

* Modelo federal

3 16% Grado de permanencia: alto

7 a 14 años

Chiapas, Ciu-
dad de México, 
Guanajuato, 
Morelos, Naya-
rit, Nuevo León, 
Oaxaca, Queré-
taro, Sonora y 
Veracruz.

10 52.5%

Grado de permanencia: 
regular

6 años

Durango, Hidal-
go, Quintana 
Roo, Tamauli-
pas, Tlaxcala y 
Yucatán

6 31.5% Grado de permanencia: bajo

REELECCIÓN ENTIDADES 
FEDERATIVAS

CANTIDAD 
DE ENTIDA-

DES % VALORACIÓN GENERAL COMENTARIOS

Sí

Se precisa pe-
riodo: Coahuila, 
Durango, Naya-
rit, Nuevo León, 
Oaxaca, Quinta-
na Roo, Tamau-
lipas y Yucatán

8 42%
Grado de certeza de dura-

ción total: alto

No se precisa 
periodo: Chia-
pas, Guanajua-
to, Hidalgo, So-
nora y Tlaxcala

5 26%

Grado de certeza de dura-
ción total: bajo
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DATOS RELEVANTES DEL ÓRGANO ENCARGADO DEL CONTROL CONSTITUCIONAL

No

Ciudad de Mé-
xico, Estado de 
México, More-
los, Querétaro, 
Tabasco y Ve-
racruz.

* Modelo federal

6 32%

Grado de certeza de dura-
ción total: alto

DURACIÓN TOTAL 
(CON REELECCIÓN)

ENTIDADES 
FEDERATIVAS

CANTIDAD 
DE ENTIDA-

DES % VALORACIÓN GENERAL COMENTARIOS

15 años o más

C h i a p a s , 
Coahuila, Du-
rango, Estado 
de México, 
Nayarit, Nuevo 
León, Oaxaca, 
Sonora, Tabas-
co y Yucatán.

* Modelo federal

10 52%
Grado de permanencia: alto

Aunque en la Constitución no se 
precisa la duración del periodo de 
reelección, se asume que en los 
estados de Chiapas y Sonora la re-
elección corresponde a un periodo 
igual que el inicial, y por lo tanto, el 
periodo total es mayor a 15 años.

7 a 14 años

Ciudad de Mé-
xico, Hidalgo, 
G u a n a j u a t o , 
Morelos, Que-
rétaro, Quintana 
Roo, Tamauli-
pas, Tlaxcala y 
Veracruz

9 48% Grado de permanencia: 
regular

Aunque en la Constitución no se 
precisa la duración del periodo de 
reelección, se asume que en los 
estados de Hidalgo y Tlaxcala la re-
elección corresponde a un periodo 
igual que el inicial, y por lo tanto, el 
periodo total es de 12 años.

EVALUACIÓN DE GRADO DE INDEPENDENCIA E IMPARCIALIDAD CONSTITUCIONAL DEL ÓRGANO

Ent. 
Fed.

Especiali-
zación del 

órgano

Estabilidad 
en composi-

ción

Participación 
de poderes 

propuesta de 
designación

Legitimación 
en designa-

ción

Permanencia 
ordinaria 

Certeza en 
duración 

total

Permanencia 
total

Grado 
indep. e 
impar.

1. Chis 3 pts. (alto) 3  pts. (alto) 2  pts. (regular) 2  pts. (regular) 2  pts. (re-
gular)

1  pts. (bajo) 3  pts. (alto) 16 pts.

2. Cdmx 3  pts. (alto) 3  pts. (alto) 2  pts. (regular) 1  pts. (bajo) 2  pts. (re-
gular)

3  pts. (alto) 2  pts. 
(regular)

16  pts.

3. Coah 2  pts. (regular) 3  pts. (alto) 3  pts. (alto) 2  pts. (regular) 3  pts. (alto) 3  pts. (alto) 3  pts. (alto) 19  pts.

4. Dgo 3  pts. (alto) 3  pts. (alto) 2  pts. (regular) 3  pts. (alto) 1  pts. (bajo) 3  pts. (alto) 3  pts. (alto) 18  pts.

5. Ed M 3  pts.(alto) 3  pts. (alto) 2  pts. (regular) 2  pts. (regular) 3  pts. (alto) 3  pts. (alto) 3  pts. (alto) 19  pts.

6. Gto 2  pts. (regular) 1  pts. (bajo) 3  pts. (alto) 3  pts. (alto) 2  pts. (re-
gular)

1  pts. (bajo) 2  pts.
 (regular)

14  pts.

7. Hgo 2  pts. (regular) 2  pts. 
(regular)

2  pts. (regular) 1  pts. (bajo) 1  pts. (bajo) 1  pts. (bajo) 2  pts.
 (regular)

11  pts.
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EVALUACIÓN DE GRADO DE INDEPENDENCIA E IMPARCIALIDAD CONSTITUCIONAL DEL ÓRGANO

Ent. 
Fed.

Especiali-
zación del 

órgano

Estabilidad 
en composi-

ción

Participación 
de poderes 

propuesta de 
designación

Legitimación 
en designa-

ción

Permanencia 
ordinaria 

Certeza en 
duración 

total

Permanencia 
total

Grado 
indep. e 
impar.

8. Mor. 2  pts. (regular) 2  pts. 
(regular)

1  pts. (bajo) 2  pts. (regular) 2  pts. (re-
gular)

3  pts. (alto) 2  pts. 
(regular)

14  pts.

9. Nay. 3  pts. (alto) 3  pts. (alto) 2  pts. (regular) 3  pts. (alto) 2  pts. (re-
gular)

3  pts. (alto) 3  pts. (alto) 19  pts.

10. NL. 2  pts. (regular) 2  pts. 
(regular)

2  pts. (regular) 3  pts. (alto) 2  pts. (re-
gular)

3  pts. (alto) 3  pts. (alto) 17  pts.

11. Oax. 3  pts. (alto) 1  pts. (bajo) 3  pts. (alto) 3  pts. (alto) 2  pts. (re-
gular)

3  pts. (alto) 3  pts. (alto) 18  pts.

12. Qro. 2  pts. (regular) 3  pts. (alto) 0  pts. (nulo) 3  pts. (alto) 2  pts. (re-
gular)

3  pts. (alto) 2  pts. 
(regular)

15  pts.

13. QR. 3  pts. (alto) 3  pts. (alto) 2  pts. (regular) 2  pts. (regular) 1  pts. (bajo) 3  pts. (alto) 2  pts. 
(regular)

16  pts.

14. Son. 2  pts. (regular) 3  pts. (alto) 2  pts. (regular) 2  pts. (regular) 2  pts. (re-
gular)

1  pts. (bajo) 3  pts. (alto) 15 pts.

15. Tab. 3  pts. (alto) 1  pts. (bajo) 2  pts. (regular) 3  pts. (alto) 3  pts. (alto) 3  pts. (alto) 3  pts. (alto) 18  pts.

16. Tam. 2  pts. (regular) 3  pts. (alto) 2  pts. (regular) 3  pts. (alto) 1  pts. (bajo) 3  pts. (alto) 2  pts. 
(regular)

16  pts.

17. Tlax. 2  pts.(regular) 3  pts. (alto) 2  pts. (regular) 3  pts. (alto) 1  pts. (bajo) 1  pts. (bajo) 2  pts. 
(regular)

14  pts.

18. Ver. 3  pts. (alto) 3  pts. (alto) 2  pts. (regular) 1  pts. (bajo) 2  pts. (re-
gular)

3  pts. (alto) 2  pts. (
regular)

16  pts.

19. Yuc. 2  pts. (regular) 3  pts. (alto) 2  pts. (regular) 2  pts. (regular) 1  pts. (bajo) 3  pts. (alto) 3  pts. (alto) 16  pts.

M fed. 3  pts.(alto) 3  pts. (alto) 2  pts. (regular) 3  pts. (alto) 3  pts. (alto) 3  pts. (alto) 3  pts. (alto) 20  pts.

Media. 
Ent. 
Fed. 16 pts.
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RANKING GRADO DE INDEPENDENCIA E IMPARCIALIDAD CONSTITUCIONAL DEL ÓRGANO

No. Entidad Federativa Grado de independencia e 
imparcialidad 

MEDIA DE ESTÁNDARES DE INDEPENDENCIA E 
IMPARCIALIDAD

Modelo federal 20 puntos

Entidades arriba de la media

1º 

Coahuila 

19 puntosEstado de México 

Nayarit

2º 

18 puntos

Oaxaca

Tabasco

3º 17 puntos

4º

Chiapas

16 puntos Entidades en la mediaCiudad de México

Quintana Roo

Tamaulipas

Veracruz

Yucatán

5º 15 puntos

Entidades debajo de la media

Sonora

6º Guanajuato 

14 puntos

Morelos

Tlaxcala

7º Hidalgo 11 puntos

2.2.2.3 Conclusiones sobre los órganos locales de control constitucional

Conclusiones generales sobre los órganos encargados de la justicia constitu-
cional local. Con base en lo expuesto, se aprecia primeramente, que las entida-
des federativas tienen formas muy diversas de regular al órgano encargado de la 
justicia constitucional en su integración, composición, designación y periodo de 
duración de sus magistrados constitucionales, que en algunos casos ni siquiera 
se prevén algunos de los aspectos antes mencionados, aun y cuando eviden-
temente todos son fundamentales para dar certeza a la justicia constitucional 
local.
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También se puede observar que las entidades que tienen un estándar más elevado 
de independencia e imparcialidad para su órgano de control de constitucionali-
dad, garantizada por su Constitución local son Coahuila, Estado de México y 
Nayarit, y la entidad con menores estándares constitucionales es Hidalgo. Es me-
nester manifestar que la independencia de los órganos jurisdiccionales como ya se 
ha señalado, es un imperativo del constituyente permanente federal, que expresa-
mente establece que “la independencia de los magistrados y jueces en el ejercicio 
de sus funciones deberá estar garantizada por las Constituciones”, primeramente 
en la ley suprema local, y posteriormente en sus leyes orgánicas. como se des-
prende del estudio, algunas entidades no contemplan elementos fundamentales 
respecto del órgano garante de la norma superior local, pero inclusive acudiendo 
a la ley orgánica, se observa la falta de regulación de dichos elementos en esta 
legislación secundaria.  

Igualmente como se observa en algunos casos que contienen en disposiciones se-
cundarias características fundamentales para el establecimiento del órgano garan-
te de la Constitución, como la composición de sus integrantes, la designación de 
los mismos, o el plazo de ejercicio de funciones esto genera un debilitamiento de 
la institución de impartición de justicia, la cual está más expuesta a la corrupción, 
por la flexibilización de la modificación ordinaria de dichos preceptos, es decir, 
por la mitad más uno de los integrantes del Congreso local.

Vale la pena realizar algunas precisiones sobre el diseño de designación atípico de 
los miembros de la Sala Constitucional de la Ciudad de México. El artículo 36, 
apartado A numeral segundo de su Constitución establece que los magistrados de 
la Sala serán designados por el Pleno del Tribunal Superior de Justicia por medio de 
sesiones abiertas y transparentes. Sin embargo, no establece a propuesta de quien, 
por lo que se considera que en una interpretación integral de su texto constitucional, 
corresponde, conforme al artículo 35 apartado B de la Constitución, al Consejo de 
la Judicatura realizar la propuesta de todos los magistrados, inclusive de aquellos 
constitucionales. Por ello se deja a un lado la participación del titular del Ejecutivo 
local en la propuesta, y del Congreso la aprobación. Similar es el diseño del estado 
de Morelos en el que un solo poder participa en la propuesta de designación y la 
aprobación de los magistrados, en este caso, sólo el Poder Legislativo, siendo el 
órgano político del Congreso estatal el encargado de realizar la propuesta, y el 
Pleno del Congreso de aprobar dicha propuesta. 
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En el caso de Querétaro no se señala en su Constitución quién propone a los 
candidatos a magistrados. No obstante que la Constitución local establece la 
facultad del órgano político del Congreso para proponer a los magistrados, la 
Ley Orgánica en su artículo 117, fracción I, contempla dicha facultad al Consejo 
de la Judicatura, por lo que no existe una armonización del procedimiento entre 
la norma superior y la secundaria.

Algunos aspectos que se pueden destacar de los resultados obtenidos sobre los 
órganos de control constitucional son:

•	 Sobre el órgano encargado. Casi la mitad de las entidades federati-
vas con justicia constitucional local ya cuenta con un órgano ad hoc 
(47%).

•	 Sobre la composición. La integración del órgano en más de la mi-
tad de las entidades federativas se encuentra previsto en la Constitu-
ción federal (68.5%). 

•	 Sobre el proceso de designación de los magistrados constituciona-
les. En los aspectos que aún falta por avanzar se encuentra la forma 
de regular la propuesta de designación de los magistrados, ya que 
sólo el 16% de las entidades federativas contempla una participa-
ción por parte de los tres poderes,52  y la mayoría con un 63% prevé 
que sea el titular del Ejecutivo local quien proponga al Congreso los 
magistrados para su aprobación, sin intervención del Poder Judicial.

•	 Sobre la designación. Más de la mitad de las entidades federativas 
prevé en su norma suprema local que sea el Congreso exclusivamente 
quien designe a los magistrados, y no la Comisión Permanente 
(68.5%), y casi la mitad la votación de las dos terceras partes de los 
integrantes quienes aprueben la designación (47.5%).

•	 Sobre la duración. Respecto de la duración de la función 
jurisdiccional se puede observar que el 52.5% de las Entidades 

52  Se hace referencia al gobernador, Consejo de la Judicatura y Congreso local.
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contempla un rango de permanencia inicial de entre 7 a 14 años, el 
68% contempla expresamente la reelección, pero solo el 42% señala 
la duración de la misma, y que el 52% de las entidades federativas 
contempla entre 15 años o más de permanencia de sus magistrados 
contando el periodo ordinario y de reelección.

2.2.2.4 Modelo de regulación 

Cuestiones por considerar para el modelo de regulación constitucional del 
órgano garante de la constitución local. Con base en todo lo anteriormente 
expuesto, se podría considerar como modelo ideal que debe estar previsto en las 
constituciones locales para un órgano de control constitucional local, uno con 
las siguientes características mínimas:

•	 Órgano encargado: un órgano ad hoc dentro del Tribunal Superior 
de Justicia (Sala Constitucional).

•	 Composición: número de magistrados impar previsto en la 
constitución local.

•	 Propuesta de designación: terna propuesta al Congreso por el 
gobernador, con base en la lista del Consejo de la Judicatura derivada 
de examen de oposición.

•	 Aprobación de designación: votación del Congreso local por 
las dos terceras partes de los presentes, facultando a la Comisión 
Permanente para convocar a periodo extraordinario para dichos 
efectos, si fuera el caso de periodo de receso.

•	 Duración: ordinaria de entre 7 a 14 años, con reelección que permi-
ta un periodo total de 15 años o más en el cargo.



70

2.2.2.5 Propuestas de mejora por entidad federativa

Propuestas para fortalecer estándares de independencia e imparcialidad cons-
titucional del órgano. Con el fin de garantizar el principio y la obligación que 
tienen las entidades federativas para preservar la independencia e imparcialidad 
de los magistrados y del órgano encargado de vigilar su Constitución, que se 
establece en los artículos 17 segundo párrafo, 116, fracción III y 122, apartado 
A, fracción III de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
a continuación se hacen algunas sugerencias para fortalecer dichos estándares 
constitucionales:

 CHIAPAS

•	 Contemplar la participación del Consejo de la Judicatura para la 
propuesta de candidato a magistrado, a través de examen de oposi-
ción para remitir lista al titular del Poder Ejecutivo, para generar una 
participación activa de los tres poderes en dicha designación, con 
procesos técnico/evaluativos, logrando un procedimiento de elec-
ción más objetivo.

•	 Facultar a la Comisión Permanente para convocar a periodo extraor-
dinario para el nombramiento de magistrados, para generar mayor 
legitimidad en la designación.

•	 Precisar en la Constitución el plazo de reelección, ya que, si bien 
es cierto que la Constitución señala que la reelección después de la 
ratificación “por un siguiente periodo consecutivo”, no se señala la 
duración de dicho periodo.

 CIUDAD DE MÉXICO

•	 Contemplar en la participación del Consejo de la Judicatura para la 
propuesta de candidato a magistrado, también al titular del Poder 
Ejecutivo, y trasladar la facultad de designación del Pleno del Tri-
bunal Superior de Justicia al Congreso local, para no concentrar en 
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un solo poder (el Judicial) la facultad de proponer y decidir, y por lo 
tanto para que sea éste el que apruebe por dos terceras partes dicha 
propuesta, con el fin de generar una participación activa de los tres 
poderes en la designación.

•	 Prever la reelección de los magistrados con el  fin de elevar también 
el periodo total del cargo, preferentemente conforme al modelo fede-
ral de 15 años, o más, en su caso. 

 COAHUILA

•	 Crear un órgano ad hoc, para una mayor especialización de aquellos 
magistrados encargados de garantizar la constitución.

•	 Precisar que la votación del Congreso para la aprobación de magis-
trados será por las dos terceras partes de los integrantes presentes, 
para una mayor legitimación de los magistrados encargados de rea-
lizar el control de constitucionalidad.

 DURANGO

•	 Contemplar la participación del Consejo de la Judicatura para la 
propuesta de candidato a magistrado, a través de examen de oposi-
ción para remitir lista al titular del Poder Ejecutivo, para generar una 
participación activa de los tres poderes en dicha designación, con 
procesos técnico/evaluativos, logrando un procedimiento de elec-
ción más objetivo.

•	 Aumentar el plazo ordinario de duración de los magistrados encar-
gados de la función de control constitucional, para que sea mayor 
a la duración del Ejecutivo federal, teniendo mayor independencia 
respecto de los periodos de gobierno, independientemente de si ini-
cian o no durante el comienzo del mandato del Ejecutivo local.
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 ESTADO DE MÉXICO

•	 Contemplar en la participación del Consejo de la Judicatura para la 
propuesta de candidato a magistrado, también al titular del Poder 
Ejecutivo, para generar una participación activa de los tres poderes 
en dicha designación.

•	 Facultar a la Comisión Permanente para convocar a periodo extraor-
dinario para el nombramiento de magistrados, para generar mayor 
legitimidad en la designación.

 GUANAJUATO

•	 Crear un órgano ad hoc para una mayor especialización de los magis-
trados encargados de garantizar la Constitución.

•	 Prever el número de magistrados encargados del control constitu-
cional, sin menoscabo de que sea el Consejo de la Judicatura quien 
decida la composición para los demás órganos del Tribunal Superior 
de Justicia.

•	 Precisar en la Constitución el plazo de reelección, ya que, si bien es 
cierto que se contempla la reelección por ratificación, no se señala la 
duración de dicho periodo.

 HIDALGO

•	 Crear un órgano ad hoc para una mayor especialización de los magis-
trados encargados de garantizar la constitución.

•	 Prever el número de magistrados encargados del control constitucio-
nal, sin menoscabo de que en la ley orgánica se prevea la composi-
ción para los demás órganos del Tribunal Superior de Justicia.
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•	 Contemplar la participación del Consejo de la Judicatura para la 
propuesta de candidato a magistrado, a través de examen de oposi-
ción para remitir lista al titular del Poder Ejecutivo, para generar una 
participación activa de los tres poderes en dicha designación, con 
procesos técnico/evaluativos, logrando un procedimiento de elec-
ción más objetivo.

•	 Facultar a la Comisión Permanente para convocar a periodo extraor-
dinario para el nombramiento de magistrados, para generar mayor 
legitimidad en la designación.

•	 Precisar que la votación del Congreso para la aprobación de magis-
trados será por las dos terceras partes de los integrantes presentes, 
para una mayor legitimación de los magistrados encargados de rea-
lizar el control de constitucionalidad.

•	 Aumentar el plazo ordinario de duración de los magistrados encar-
gados de la función de control constitucional, para que sea mayor 
a la duración del Ejecutivo federal, teniendo mayor independencia 
respecto de los periodos de gobierno, independientemente de si ini-
cian o no durante el comienzo del mandato del Ejecutivo local.

•	 Precisar en la Constitución el plazo de reelección, ya que, si bien es 
cierto que se contempla la reelección por ratificación, no se señala la 
duración de dicho periodo.

 MORELOS

•	 Crear un órgano ad hoc para una mayor especialización de los 
magistrados encargados de garantizar la Constitución.

•	 Prever el número de magistrados encargados del control constitu-
cional de forma fija, ya que actualmente la constitución local con-
templa un mínimo de tres magistrados, sin menoscabo de que en la 
ley orgánica se prevea la composición para los demás órganos del 
Tribunal Superior de Justicia.
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•	 Contemplar la participación del Consejo de la Judicatura para la 
propuesta de candidato a magistrado, así como la del titular del Po-
der Ejecutivo, para generar una participación activa de los tres po-
deres en dicha designación, para no concentrar en un solo poder (el 

•	 Legislativo) la facultad de proponer y decidir. No obstante, la Cons-
titución local establece la facultad del órgano político del Congreso 
para proponer a los magistrados, la Ley Orgánica en su artículo 117, 
fracción I, contempla dicha facultad al Consejo de la Judicatura, por 
lo que no existe una armonización del procedimiento entre la norma 
superior y la secundaria.

•	 Facultar a la Comisión Permanente para convocar a periodo extraor-
dinario para el nombramiento de magistrados, para generar mayor 
legitimidad en la designación.

 NAYARIT

•	 Contemplar la participación del Consejo de la Judicatura para la 
propuesta de candidato a magistrado, a través de examen de oposi-
ción para remitir lista al titular del Poder Ejecutivo, para generar una 
participación activa de los tres poderes en dicha designación, con 
procesos técnico/evaluativos, logrando un procedimiento de elec-
ción más objetivo.

 NUEVO LEÓN

•	 Crear un órgano ad hoc para una mayor especialización de los 
magistrados encargados de garantizar la constitución. 

•	 Prever el número de magistrados encargados del control constitucio-
nal, sin menoscabo de que en la ley orgánica se prevea la composi-
ción para los demás órganos del Tribunal Superior de Justicia.



75

•	 Contemplar la participación del Consejo de la Judicatura para la pro-
puesta de candidato a magistrado, a través de examen de oposición 
para remitir lista al titular del Poder Ejecutivo, para generar una par-
ticipación activa de los tres poderes en dicha designación, con proce-
sos técnico/evaluativos, logrando un procedimiento de elección más 
objetivo. En Nuevo León se prevé en la ley orgánica la posibilidad de 
que el gobernador pueda tomar a consideración a aquellos candida-
tos que presente el Consejo de la Judicatura derivado de un examen,  
sin embargo, no es una obligación constitucional ni legal.

 OAXACA

•	 Prever el número de magistrados encargados del control constitu-
cional, sin menoscabo de que sea el Pleno del Tribunal Superior de 
Justicia quien decida la composición para los demás órganos del Tri-
bunal, así como de sus salas, ya que su constitución local establece 
que la Ley Orgánica establecerá la composición, la cual a su vez se-
ñala que el Pleno del Tribunal Superior de Justicia será quien decida 
la composición de las Salas, entre ellas, la Constitucional.

 QUERÉTARO

•	 Crear un órgano ad hoc para una mayor especialización de los 
magistrados encargados de garantizar la Constitución. 

•	 Contemplar la participación del Consejo de la Judicatura para la 
propuesta de candidato a magistrado, así como la del titular del 
Poder Ejecutivo, para generar una participación activa de los tres 
poderes en dicha designación, para lograr un proceso de designa-
ción más objetivo.

 QUINTANA ROO

•	 Contemplar la participación del Consejo de la Judicatura para la 
propuesta de candidato a magistrado, a través de examen de oposi-
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ción para remitir lista al titular del Poder Ejecutivo, para generar una 
participación activa de los tres poderes en dicha designación, con 
procesos técnico/evaluativos, logrando un procedimiento de elec-
ción más objetivo.

•	 Precisar que la votación del Congreso para la aprobación de magis-
trados será por las dos terceras partes de los integrantes presentes, 
para una mayor legitimación de los magistrados encargados de rea-
lizar el control de constitucionalidad.

•	 Aumentar el plazo ordinario de duración de los magistrados encar-
gados de la función de control constitucional, para que sea mayor 
a la duración del Ejecutivo Federal, teniendo mayor independencia 
respecto de los periodos de gobierno, independientemente de si ini-
cian o no durante el comienzo del mandato del Ejecutivo local.

SONORA

•	 Contemplar la participación del Consejo de la Judicatura para la 
propuesta de candidato a magistrado, a través de examen de oposi-
ción para remitir lista al titular del Poder Ejecutivo, para generar una 
participación activa de los tres poderes en dicha designación, con 
procesos técnico/evaluativos, logrando un procedimiento de elec-
ción más objetivo.

•	 Precisar que la votación del Congreso para la aprobación de magis-
trados será por las dos terceras partes de los integrantes presentes, 
para una mayor legitimación de los magistrados encargados de rea-
lizar el control de constitucionalidad.

TABASCO

•	 Prever el número de magistrados encargados del control constitu-
cional, sin menoscabo de que sea el Pleno del Tribunal Superior de 
Justicia quien decida la composición para los demás órganos del Tri-



77

bunal, así como de sus salas, ya que aún y cuando se señala de forma 
general en la constitución local que la composición de la Sala será 
por el presidente del Tribunal y de las Salas penales y civiles, el Ple-
no del Tribunal mismo decide la cantidad e integración de las Salas 
mismas, por lo que queda sujeto al Pleno la cantidad que resulte de 
magistrados que integren la Sala Constitucional.

•	 Contemplar la participación del Consejo de la Judicatura para la 
propuesta de candidato a magistrado, a través de examen de oposi-
ción para remitir lista al titular del Poder Ejecutivo, para generar una 
participación activa de los tres poderes en dicha designación, con 
procesos técnico/evaluativos, logrando un procedimiento de elec-
ción más objetivo.

 TAMAULIPAS

•	 Crear un órgano ad hoc para una mayor especialización de los 
magistrados encargados de garantizar la Constitución. 

•	 Establecer una composición impar para el órgano encargado del 
control constitucional. Actualmente, el Pleno del Tribunal Superior 
de Justicia (encargado de los mecanismos de control constitucional) 
tiene una integración de 10 magistrados.

•	 Contemplar la participación del Consejo de la Judicatura para la 
propuesta de candidato a magistrado, a través de examen de oposi-
ción para remitir lista al titular del Poder Ejecutivo, para generar una 
participación activa de los tres poderes en dicha designación, con 
procesos técnico/evaluativos, logrando un procedimiento de elec-
ción más objetivo.

•	 Aumentar el plazo ordinario de duración de los magistrados encar-
gados de la función de control constitucional, para que sea mayor 
a la duración del Ejecutivo federal, teniendo mayor independencia 
respecto de los periodos de gobierno, independientemente de si ini-
cian o no durante el comienzo del mandato del Ejecutivo local.
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 TLAXCALA

•	 Crear un órgano ad hoc para una mayor especialización de los 
magistrados encargados de garantizar la Constitución. 

•	 Contemplar la participación del Consejo de la Judicatura para la 
propuesta de candidato a magistrado, a través de examen de oposi-
ción para remitir lista al titular del Poder Ejecutivo, para generar una 
participación activa de los tres poderes en dicha designación, con 
procesos técnico/evaluativos, logrando un procedimiento de elec-
ción más objetivo.

•	 Aumentar el plazo ordinario de duración de los magistrados encar-
gados de la función de control constitucional, para que sea mayor 
a la duración del Ejecutivo federal, teniendo mayor independencia 
respecto de los periodos de gobierno, independientemente de si ini-
cian o no durante el comienzo del mandato del Ejecutivo local.

•	 Precisar en la Constitución el plazo de reelección, ya que, si bien es 
cierto que se contempla la reelección por ratificación, no se señala la 
duración de dicho periodo.

 VERACRUZ

•	 Contemplar la participación del Consejo de la Judicatura para la 
propuesta de candidato a magistrado, a través de examen de oposi-
ción para remitir lista al titular del Poder Ejecutivo, para generar una 
participación activa de los tres poderes en dicha designación, con 
procesos técnico/evaluativos, logrando un procedimiento de elec-
ción más objetivo.

•	 Facultar a la Comisión Permanente para convocar a periodo extraor-
dinario para el nombramiento de magistrados, para generar mayor 
legitimidad en la designación. 
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•	 Precisar que la votación del Congreso para la aprobación de magis-
trados será por las dos terceras partes de los integrantes presentes, 
para una mayor legitimación de los magistrados encargados de rea-
lizar el control de constitucionalidad.

 YUCATÁN

•	 Crear un órgano ad hoc para una mayor especialización de los 
magistrados encargados de garantizar la Constitución. 

•	 Contemplar la participación del Consejo de la Judicatura para la 
propuesta de candidato a magistrado, a través de examen de oposi-
ción para remitir lista al titular del Poder Ejecutivo, para generar una 
participación activa de los tres poderes en dicha designación, con 
procesos técnico/evaluativos, logrando un procedimiento de elec-
ción más objetivo.

•	 Precisar que la votación del Congreso para la aprobación de magis-
trados será por las dos terceras partes de los integrantes presentes, 
para una mayor legitimación de los magistrados encargados de rea-
lizar el control de constitucionalidad.

•	 Aumentar el plazo ordinario de duración de los magistrados encar-
gados de la función de control constitucional, para que sea mayor 
a la duración del Ejecutivo federal, teniendo mayor independencia 
respecto de los periodos de gobierno, independientemente de si ini-
cian o no durante el comienzo del mandato del Ejecutivo local.

2.2.3 Mecanismos locales de control constitucional 

2.2.3.1 Criterios de comparación

Habiendo dado cuenta de la diversidad de regulación en cada entidad respecto 
de los órganos protectores de las constituciones, ahora observaremos que siguen 
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la misma suerte sus mecanismos de control constitucional, por la gran fauna 
jurídica tan diversa existente en cada caso local.El estudio normativo de los 
medios de control constitucional es de suma importancia, ya que conforme a 
la ley suprema federal, toda persona tiene el derecho humano a una justicia 
pronta y completa, y que en gran medida depende de los medios al alcance del 
gobernado y de los poderes constituidos mismos, para hacer valer los derechos 
y respetar las delimitaciones de competenciales establecidas en sus normas 
superiores locales. El dispositivo constitucional referido reza:

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos

Artículo 17. … 

Toda persona tiene derecho a que se le administre justicia por 
tribunales que estarán expeditos para impartirla en los plazos y 
términos que fijen las leyes, emitiendo sus resoluciones de manera 
pronta, completa e imparcial. Su servicio será gratuito, quedando, 
en consecuencia, prohibidas las costas judiciales.

(Subrayado propio)

Con base en lo expuesto, en este apartado se buscará conocer a profundidad el 
grado de justicia constitucional pronta y completa que ofrece el sistema jurídico 
de cada entidad federativa, e igualmente con ello, conocer las formas y criterios 
tan diversos de su regulación a nivel local, bajo la siguiente metodología:

Se desarrollará el contenido constitucional y de la legislación secundaria 
aplicable de los mecanismos de control constitucional previstos en las 19 
entidades federativas para, en un primer momento, poder responder a las 
siguientes cuestiones: ¿Cuántos mecanismos de control constitucional existen 
en la totalidad de las 19 Entidades?, ¿Cuántos mecanismos existen en cada 
entidad federativa en su norma constitucional?, ¿Cuántos mecanismos 
existen en sus legislaciones secundarias?, ¿Quiénes contemplan controles 
preventivos y sucesivos, y quienes solo sucesivos?, ¿Cuántas Entidades 
contemplan controles para la protección de los derechos humanos?, ¿Cuántos 
sujetos legitimados están previstos para promover el único medio de control 
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constitucional que todas las entidades federativas prevén: la controversia 
constitucional?, y ¿cuál es el parámetro de regularidad de control de los 
derechos humanos?

Con lo que resulte de dicha información se dividirá la información de éstas 
preguntas en las siguientes seis categorías comparativas:

•	 Con base en la cantidad de mecanismos previstos en la constitución 
local se conocerá el grado de protección general a la ley suprema. 
Ya que dependiendo de dicha cantidad, resultarán todas las formas 
y medios al alcance del gobernado y de los poderes constituidos 
para hacer valer los derechos humanos de aquéllos y las facultades 
expresas conferidas a éstos.

•	 Con base en la cantidad de mecanismos constitucionales previstos 
en la legislación secundaria, se conocerá el grado efectivo de 
protección de la ley suprema. Ya que pese a que existan medios 
de control previstos en la constitución, de no ser que en efecto 
se encuentren regulados en una ley secundaria, se violentaría el 
derecho humano de acceso efectivo a la justicia, al no estar previstas 
las normas procesales correspondientes para poder activar y acceder 
al mecanismo de control específico.

•	 Con base en la existencia de medios preventivos y sucesivos se 
conocerá la temporalidad de acceso a la justicia constitucional. Es 
relevante la existencia de medios preventivos, ya que permiten que 
se realice un control de constitucionalidad antes de que se actualice 
la violación a la norma, lo cual genera un mayor acceso a la justicia, 
adicionalmente a los mecanismos sucesivos. 

•	 Con base en la previsión de controles protectores de los derechos 
humanos se conocerá el grado de acceso a la justicia protectora a 
la dignidad humana. Es fundamental la existencia de mecanismos 
tendientes a garantizan los derechos reconocidos en el parámetro de 
regularidad de los derechos humanos y que son inherentes a toda 
persona, como  los juicios de protección de derechos humanos o el 
control difuso de constitucionalidad y convencionalidad.
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•	 Con base en la cantidad de sujetos con legitimación activa sobre 
las controversias constitucionales, se conocerá el grado de acceso a 
la justicia constitucional por el tipo de sujeto. Relevante es conocer 
cuántos sujetos tienen la posibilidad de acudir a un medio de control 
constitucional.

•	 Con base en el parámetro de regularidad de control de los derechos 
humanos se conocerá el grado de protección a los mismos 
reconocido en las constituciones. De suma importancia es conocer 
el parámetro de control de constitucionalidad y convencionalidad, 
ya que en algunos casos se reconoce el mismo de la Constitución 
federal, pero en otros casos es mayor a éste. 

 Finalizado el proceso de análisis de cada categoría comparativa se 
estará en condiciones de evaluar la garantía constitucional de una 
justicia constitucional pronta y completa con base en la normatividad 
constitucional y secundaria de las Entidades. Evaluación que se 
realizará bajo el criterio de darle una puntuación al grado general 
y efectivo de protección, temporalidad, protección de derechos 
humanos y acceso a la justicia, de la siguiente manera:

•	 Sobre el grado general de protección a la ley suprema, tendrá una 
evaluación alta (3 puntos), regular (2 puntos) o baja (1 punto), se 
tomará como base el modelo federal que prevé siete mecanismos de 
control, que no obstante, dos no pueden ser valorados para todas 
las Entidades, toda vez que uno de ellos es facultad exclusiva de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, la revisión constitucional 
sobre la suspensión y restricción de derechos humanos, y el otro, 
porque dependiendo de la existencia del derecho a la consulta popu-
lar en una Entidad, podría analizarse el control constitucional sobre 
la misma.53 Es por esto que se toma como media los 5 mecanismos 

53 Es importante señalar que existen Entidades Federativas que cuentan con el mecanismo de participación 
ciudadana conocido como consulta popular, e inclusive reconocen un control sobre la misma a cargo del 
Tribunal Superior o Supremo de Justicia del Estado, pero no en todos los casos es un control de cons-
titucionalidad, sino de legalidad reconocido en ley secundaria y no así por la ley suprema estatal. Estos 
supuestos no fueron considerados para el presente estudio, por tratarse de mecanismos de control de 
legalidad y no de constitucionalidad. Tal es el caso del estado de Nuevo León, que en su artículo 22 prevé 
el control de legalidad y declaración de trascendencia nacional de la petición de consulta a cargo de su 
Tribunal Superior de Justicia. Ley de Participación Ciudadana para el Estado de Nuevo León, Ley publi-
cada en el Periódico Oficial No. 62, en fecha 13 de mayo de 2016.
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restantes a nivel federal (controversia constitucional, acción de in-
constitucionalidad, juicio de amparo, conflictos entre límites territo-
riales y acción por omisión legislativa), para conocer qué Entidades, 
cuentan con más, cuáles con menos y cuáles con la media federal. 

•	 Sobre el grado efectivo de protección de la ley suprema, tendrá 
una evaluación alta (3 puntos), regular (2 puntos) o baja (1 punto); 
dependerá de si las entidades contemplan en ley secundaria todos 
los mecanismos previstos en su constitución, sólo algunos o ningún 
mecanismo. 

•	 Sobre la temporalidad de acceso a la justicia constitucional, ten-
drá una evaluación alta (3 puntos), regular (2 puntos) o baja (1 
punto), dependiendo si se consideran mecanismos de control pre-
ventivos y sucesivos, o únicamente controles sucesivos.

•	 Sobre el grado de protección a los derechos humanos, tendrá una 
evaluación alta (3 puntos), regular (2 puntos) o baja (1 punto); 
dependerá de si la entidad cuenta o no con el control difuso de cons-
titucionalidad y convencionalidad, para poder acceder a la justicia 
desde la primera instancia judicial, ya que permite ofrecer al gober-
nado una justicia completa con mayor prontitud; si tiene acceso a 
la protección concentrada de sus derechos humanos a través de los 
juicios de protección de derechos humanos, o no existe ningún me-
canismo protector de sus derechos.

•	 Sobre el grado de acceso a la justicia constitucional (por sujeto 
legitimado), tendrá una evaluación alta (3 puntos), regular (2 pun-
tos) o baja (1 punto), dependerá de  si la controversia constitucional 
de las entidades federativas cuenta con la amplitud de sujetos equi-
parables al modelo federal (Poderes Ejecutivo estatal, municipal, 
Legislativo y órganos constitucionalmente autónomos), o no cuenta 
con alguno de ellos. Se tomó como base únicamente la controversia 
constitucional ya que, como se observará, es el único mecanismo 
que contemplan todas las entidades en su constitución, por lo que 
se vuelve el único medio de control comparable para estos efectos.
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En todos los casos se incorporará el modelo federal para efectos de ser parámetro 
base en algunos de los aspectos estadísticos. 

2.2.3.2 Tablas comparativas

Conforme a lo expuesto, a continuación se presentan las tablas con el análisis 
correspondiente:

MECANISMOS DE CONTROL CONSTITUCIONAL

OBJETO DE CONTROL SUJETOS LEGITIMADOS CONTROL 
PREVENTIVO 
O SUCESIVO 

EFECTOS DE 
SENTENCIAS

OTROS DATOS Y COMENTARIOS

1. CHIAPAS
Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Chiapas

Artículos 3,78, 79, 122 y 123

INFORMACIÓN GENERAL

ÓRGANO COMPETENTE Tribunal de Justicia Constitucional del Tribunal Supe-
rior de Justicia

JUSTICIA CONSTITUCIO-
NAL LOCAL, INTERPRETA-

CIÓN CONSTITUCIONAL 
Y OTRAS FACULTADES 

EXPRESAS DEL ÓRGANO 
COMPETENTE

Definición de justicia constitucional. Se recono-
ce el principio de supremacía constitucional y que 
la justicia constitucional se erige dentro del régimen 
interior del estado para prevalecer la eficacia y ac-
tualización democrática de la constitución local, re-
conociendo el principio de supremacía constitucional.

El Tribunal de Justicia Constitucional, como órga-
no rector de los criterios jurídicos de interpretación 
conforme a esta Constitución y las leyes que de ella 
emanen, tiene las siguientes atribuciones:

I. Garantizar la supremacía y control de esta Consti-
tución mediante su interpretación, siempre y cuando 
no sea contraria a lo establecido en el artículo 133, 
último párrafo, de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos, ni a la jurisprudencia de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación.
II. Conocer de oficio las contradicciones de criterios 
locales de las salas. 
III.  Conocer de otros asuntos de interés y trascen-
dencia cuando lo solicite el Fiscal General del Esta-
do.  

No se reconoce la posible contradicción con los demás tri-
bunales de la federación, para la prevalencia de aquellos, 
como sí lo hace únicamente respecto de la jurisprudencia 
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación.

PARÁMETRO DE 
REGULARIDAD DE 
CONTROL SOBRE 

DERECHOS HUMANOS

A. Constitución local
B. Constitución federal 
C. Tratados internacionales 

- En la Constitución federal, vienen contemplados intrín-
secamente los derechos humanos contenidos en ella y en 
los tratados internacionales en los que el Estado Mexicano 
es parte.

- La constitución local al prever también a los tratados 
internacionales, independientemente de aquéllos que es-
tablece la constitución federal, y distinto a éstos, no se 
hace la especificación que serán aquellos en los que el 
Estado mexicano sea parte, por lo que se podría interpretar 
un parámetro más amplio de control constitucional y con-
vencional, al abarcar a todos los tratados internacionales 
sin distinción de la suscripción y ratificación por el Estado 
mexicano. 
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MECANISMOS DE CONTROL CONSTITUCIONAL

OBJETO DE CONTROL SUJETOS LEGITIMADOS CONTROL 
PREVENTIVO 
O SUCESIVO 

EFECTOS DE 
SENTENCIAS

OTROS DATOS Y COMENTARIOS

MECANISMOS DE 
CONTROL (5)

A. Controversia constitucional
B. Acción de inconstitucionalidad
C. Acción por omisión normativa
D. Cuestión de constitucionalidad jurisdiccional
E. Cuestión de constitucionalidad legislativa

Tipo de control: control concentrado de constitucionalidad 
y convencionalidad.

LEGISLACIÓN 
SECUNDARIA

A. Código de Organización del Poder Judicial del 
Estado de Chiapas (4) (controversia constitucional; 
acción de inconstitucionalidad; acción por omisión 
normativa; cuestión de constitucionalidad jurisdic-
cional)
B. Ley de Control Constitucional para el Estado 
de Chiapas (3) (controversia constitucional; acción 
de inconstitucionalidad; acción por omisión normati-
va)

Contempla (4): controversia constitucional; acción de in-
constitucionalidad; acción por omisión normativa y cues-
tión de constitucionalidad jurisdiccional.

No contempla (1): cuestión de constitucionalidad legisla-
tiva 

A. CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL 

Tiene por objeto dirimir las  
controversias constituciona-
les que surjan entre:

a) Dos o más municipios

b) Uno o más municipios y 
el Poder Ejecutivo o el Le-
gislativo

c) El Poder Ejecutivo y el 
Legislativo

a) Los Municipios

b) El Poder Legislativo

c) El Poder Ejecutivo 

Control 
sucesivo

Efectos gene-
rales: siempre 
que versen sobre 
d i s p o s i c i o n e s 
generales de los 
Poderes Ejecuti-
vo, Legislativo o 
de los municipios.

Efectos parti-
culares: cuando 
versen sobre ac-
tos de autoridad.

Surtirán efectos: 
a partir de su pu-
blicación en el 
Periódico Oficial.

Ley secundaria: previsto en el Código 
de Organización del Poder Judicial del 
Estado de Chiapas y la Ley de Control 
Constitucional para el Estado de Chia-
pas

B. ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD

Tiene por objeto plantear la 
posible contradicción entre 
una norma de carácter ge-
neral y esta Constitución

a) El gobernador del estado.

b) El equivalente al 33% de los 
integrantes del Congreso del es-
tado, en contra de leyes expedi-
das por el Congreso del Estado.

c) El fiscal general del estado, 
respecto de leyes emitidas por el 
Congreso del estado en materia 
penal así como las relacionadas 
con el ámbito de sus competen-
cias.

d) El equivalente al 33% de los 
ayuntamientos de la entidad.

e) El presidente de la Comisión 
Estatal de los Derechos Huma-
nos, en el ámbito de su compe-
tencia.

Control suce-
sivo

Efectos genera-
les: siempre que 
sean aprobadas 
por al menos cin-
co votos.

Surtirán efec-
tos: a partir de 
su publicación 
en el Periódico 
Oficial sin efecto 
retroactivo, ex-
cepto cuando se 
trate de asuntos 
del orden penal 
en beneficio del 
inculpado o im-
putado.

Ley secundaria: previsto en el Código 
de Organización del Poder Judicial del 
Estado de Chiapas y la Ley de Control 
Constitucional para el Estado de Chia-
pas 

Plazo de interposición: 30 días natu-
rales posteriores a la publicación de la 
norma.

Restricción de acceso al mecanismo 
(sujetos legitimados): no considera 
a los demás órganos autónomos, más 
que al presidente de la Comisión de De-
rechos Humanos. 
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MECANISMOS DE CONTROL CONSTITUCIONAL

OBJETO DE CONTROL SUJETOS LEGITIMADOS CONTROL 
PREVENTIVO 
O SUCESIVO 

EFECTOS DE 
SENTENCIAS

OTROS DATOS Y COMENTARIOS

C. ACCIÓN POR OMISIÓN NORMATIVA

Tiene por objeto dirimir 
el conflicto surgido por la 
consideración sobre que el 
Congreso del estado no ha 
resuelto alguna ley o decre-
to y que dicha omisión afec-
ta el debido cumplimiento de 
la Constitución local.

a) El gobernador del estado.

b) Cuando menos la tercera par-
te de los miembros del Congreso 
del Estado.

c) Cuando menos la tercera parte 
de los ayuntamientos.

d) Cuando menos el 5% de los 
ciudadanos inscritos en el pa-
drón electoral.

Control suce-
sivo

Efectos gene-
rales:

Surtirá efectos: 
a partir de su 
publicación en el 
Periódico Oficial.

Denominación local: acción por omi-
sión legislativa 

Ley secundaria: previsto en el Código 
de Organización del Poder Judicial del 
estado de Chiapas y la Ley de Control 
Constitucional para el Estado de Chiapas 

Plazo para cumplimiento: un periodo 
ordinario de sesiones del Congreso del 
Estado, para resolver la omisión corres-
pondiente. 

Eficacia de cumplimiento (coercibi-
lidad): tratándose de legislación que 
deba de aprobarse por el mismo Con-
greso del estado, por mandato de la 
Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos o de la Constitución 
local, si el Congreso del estado no lo 
hiciere en el plazo fijado, el Tribunal de 
Justicia Constitucional lo hará provisio-
nalmente en su lugar y dicha legislación 
estará vigente hasta que el Congreso 
del estado subsane la omisión legisla-
tiva.

D. CUESTIÓN DE CONSTITUCIONALIDAD JURISDICCIONAL

Tiene por objeto resolver  
cuestiones de constitucio-
nalidad formuladas por ma-
gistrados o jueces cuando 
tengan duda sobre la consti-
tucionalidad o aplicación de 
una ley local, en el proceso 
sobre el cual tengan cono-
cimiento.

a) Los jueces

b) Los magistrados

Control preven-
tivo

Efectos particu-
lares 

Ley secundaria: previsto en el Código 
de Organización del Poder Judicial del 
Estado de Chiapas. 

Plazo de desahogo: 30 días

Efectos particulares: no se expresa en 
la Constitución dicho alcance, se indu-
ce, sin embargo, se debería de expresar 
si será criterio orientador o vinculante. 
(como el caso de Oaxaca)

E. CUESTIÓN DE CONSTITUCIONALIDAD LEGISLATIVA

Tiene por objeto emitir un 
pronunciamiento sobre la 
constitucionalidad de las 
leyes de desarrollo constitu-
cional que emite el Congre-
so local.

Presidente del Congreso Control preven-
tivo

No se señala Ley secundaria: no se prevé

Control preventivo: la consulta de 
constitucionalidad se realiza previo a la 
publicación de la ley.

Plazo de desahogo: 30 días naturales.

Efectos: no se expresa en la constitu-
ción el alcance, se debería de estable-
cer si será criterio orientador o vinculan-
te (como el caso de Yucatán)
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MECANISMOS DE CONTROL CONSTITUCIONAL

OBJETO DE CONTROL SUJETOS LEGITIMADOS CONTROL 
PREVENTIVO 
O SUCESIVO 

EFECTOS DE 
SENTENCIAS

OTROS DATOS Y COMENTARIOS

2. CIUDAD DE MÉXICO
Constitución Política de la Ciudad de México

Artículos 4, 25, 35, 36 y 69

INFORMACIÓN GENERAL

ÓRGANO COMPETENTE
A. Sala Constitucional del Tribunal Superior de Jus-
ticia.

B. Juez de primera instancia de tutela de derechos 
humanos.

JUSTICIA CONSTITUCIO-
NAL LOCAL, INTERPRETA-

CIÓN CONSTITUCIONAL 
Y OTRAS FACULTADES 

EXPRESAS DEL ÓRGANO 
COMPETENTE

Sala Constitucional. El Tribunal Superior de Justi-
cia contará con una Sala Constitucional de carácter 
permanente, que será la máxima autoridad local en 
materia de interpretación de la Constitución Política 
de la Ciudad de México. Está encargada de garanti-
zar la defensa, integridad, supremacía y control de la 
Constitución local y la integridad del sistema jurídico 
local sin perjuicio de lo previsto en la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos.

Principios rectores de los derechos humanos:

a) La universalidad, interdependencia, indivisibilidad, 
complementariedad, integralidad, progresividad y 
no regresividad son principios de los derechos hu-
manos.

b) Los derechos humanos son inalienables, impres-
criptibles, irrenunciables, irrevocables y exigibles.

c) En la aplicación e interpretación de las normas 
de derechos humanos prevalecerá el principio pro 
persona.

d) En la aplicación transversal de los derechos hu-
manos las autoridades atenderán las perspectivas de 
género, la no discriminación, la inclusión, la accesibi-
lidad, el interés superior de niñas, niños y adolescen-
tes, el diseño universal, la interculturalidad, la etaria 
y la sustentabilidad.

Principios rectores de derechos humanos.



88

MECANISMOS DE CONTROL CONSTITUCIONAL

OBJETO DE CONTROL SUJETOS LEGITIMADOS CONTROL 
PREVENTIVO 
O SUCESIVO 

EFECTOS DE 
SENTENCIAS

OTROS DATOS Y COMENTARIOS

PARÁMETRO DE REGU-
LARIDAD DE CONTROL 
SOBRE DERECHOS HU-

MANOS

1. Parámetro de control general:

A. Constitución federal 
B. Tratados internacionales de los que el Estado 
mexicano sea parte
C. Constitución local
D. Normas generales
E. Normas locales 

2. Parámetro de control de jueces:

A. Constitución federal 
B. Constitución local 
C. Tratados internacionales 
D. Jurisprudencia internacional 
E. Leyes emanadas de la Constitución local

Sobre el parámetro de control general: en la Consti-
tución federal, vienen contemplados intrínsecamente los 
derechos humanos contenidos en ella y en los tratados 
internacionales en los que el Estado mexicano es parte.

Parámetro amplio de control de jueces:

- La constitución local, contiene todo lo previsto en el pará-
metro de control general.

-Respecto del parámetro de control del Tribunal Superior 
de Justicia, se prevén los tratados internacionales, inde-
pendientemente de aquéllos que establece la Constitución 
federal y del mismo parámetro de control general de la 
Constitución local, y distinto a éstos, no se hace la especi-
ficación que serán aquellos en los que el Estado mexicano 
sea parte, por lo que, se podría interpretar un parámetro 
más amplio de control constitucional y convencional, al 
abarcar a todos los tratados internacionales sin distinción 
de la suscripción y ratificación por el Estado mexicano. 
Igualmente se contempla la jurisprudencia internacional.

MECANISMOS 
DE CONTROL (9)

A. Controversia constitucional 
B. Acción de inconstitucionalidad
C. Acción por omisión normativa
D. Cuestión de constitucionalidad jurisdiccional 
E. Juicio de protección de derechos humanos (juicio 
de amparo)
F. Control difuso de constitucionalidad y convencio-
nalidad 
G. Recurso sobre recomendaciones del órgano pro-
tector de derechos humanos 
H. Acción de cumplimiento
I. Recurso sobre procedimiento de referéndum

Tipo de control: control difuso y concentrado de constitu-
cionalidad y convencionalidad.

Aunque se prevé en primera instancia el juicio de protec-
ción de derechos humanos, no se puede considerar control 
difuso, toda vez que el juez competente es un juez espe-
cializado en la materia, por lo que no se le otorga la com-
petencia expresa a todos los jueces.

LEGISLACIÓN SECUN-
DARIA

A. Ley de la Sala Constitucional del Poder Judi-
cial de la Ciudad de México, Reglamentaria del 
Artículo 36 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos (8) (controversia cons-
titucional; acción de inconstitucionalidad; acción por 
omisión normativa; cuestión de constitucionalidad 
jurisdiccional; juicio de protección de derechos hu-
manos juicio de amparo; recurso sobre recomenda-
ciones del órgano protector de derechos humanos; 
acción de cumplimiento; recurso sobre procedimiento 
de referéndum)
B. Ley Orgánica del Poder Judicial de la Ciudad 
de México (1) (control difuso de constitucionalidad y 
convencionalidad)

Contempla (9)
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MECANISMOS DE CONTROL CONSTITUCIONAL

OBJETO DE CONTROL SUJETOS LEGITIMADOS CONTROL 
PREVENTIVO 
O SUCESIVO 

EFECTOS DE 
SENTENCIAS

OTROS DATOS Y COMENTARIOS

A. CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL

Tiene por objeto dirimir las 
controversias constituciona-
les que se susciten entre:

a) La persona titular de una 
alcaldía y el concejo

b) Dos o más alcaldías

c) Una o más alcaldías y 
el Poder Ejecutivo o Legis-
lativo o algún organismo 
constitucional autónomo de 
la Ciudad

d) Los Poderes Legislativo y 
Ejecutivo de la Ciudad; y

e) Los organismos constitu-
cionales autónomos y el Po-
der Ejecutivo o Legislativo 
de la Ciudad.

a) Las alcaldías

b) El concejo municipal

c) El Poder Ejecutivo 

d) El Poder Legislativo 

e) Los organismos constitucio-
nalmente autónomos 

Control suce-
sivo

Efectos genera-
les: tratándose 
de controversias 
que versen so-
bre disposiciones 
generales de los 
Poderes Ejecuti-
vo, Legislativo o 
de las alcaldías 
cuando hubiere 
sido aprobada 
por una mayoría 
de por lo menos 
cinco votos.

Órgano competente: Sala Constitucio-
nal del Tribunal Superior de Justicia.
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MECANISMOS DE CONTROL CONSTITUCIONAL

OBJETO DE CONTROL SUJETOS LEGITIMADOS CONTROL 
PREVENTIVO 
O SUCESIVO 

EFECTOS DE 
SENTENCIAS

OTROS DATOS Y COMENTARIOS

B. ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD

Tiene por objeto resolver 
sobre la constitucionalidad 
respecto de las normas lo-
cales de carácter general 
que se consideren total o 
parcialmente contrarias a la 
Constitución o de aquéllas 
que, aun siendo normas 
constitucionales, hubieren 
presentado vicios o violacio-
nes en los procedimientos 
de su formación.

a) Jefe de Gobierno de la Ciudad 
de México

b) Cuando menos el treinta y tres 
por ciento de los diputados del 
Congreso

c) Cualquier organismo constitu-
cional autónomo en la materia de 
su competencia

d) Fiscal general de Justicia;

e) Los partidos políticos en mate-
ria electoral

f) La ciudadanía que considere 
afectados sus derechos por la vi-
gencia de dicha ley, siempre que 
la solicitud cuente con al menos 
cinco mil firmas de las personas 
inscritas en la lista nominal de 
electores de la Ciudad.

Control suce-
sivo

Efectos gene-
rales: cuando 
hubiere sido 
aprobada por una 
mayoría de por 
lo menos cinco 
votos.

Órgano competente: Sala Constitucio-
nal del Tribunal Superior de Justicia.

Plazo de interposición: 30 días natu-
rales posteriores a la publicación de la 
norma.

Plazo para cumplimiento: 90 días na-
turales, para subsanar la inconstitucio-
nalidad por el Congreso.

Mayor alcance del mecanismo (am-
pliación del objeto de control): Más 
allá del objeto de control tradicional de 
las acciones de inconstitucionalidad, 
la Ciudad de México prevé 
resolver la constitucionalidad sobre 
aquéllas normas que, aun siendo 
normas constitucionales, hubieren 
presentado vicios o violaciones en 
los procedimientos de su formación; 
controlando así expresamente el debido 
proceso legislativo de las normas 
constitucionales. 

Ampliación de acceso al mecanismo 
(sujetos legitimados): más allá de la 
configuración tradiciónal de los sujetos 
legitimados, la Ciudad de México prevé 
la posibilidad de acceder al mecanismo 
de la ciudadanía.

Eficacia de cumplimiento (coercibi-
lidad): transcurrido el plazo de cumpli-
miento sin que el Congreso haya sub-
sanado la inconstitucionalidad, la Sala 
Constitucional emitirá, siempre que fue-
re aprobada por una mayoría de cuando 
menos cinco votos, la declaratoria gene-
ral de inconstitucionalidad, en la cual se 
fijarán sus alcances y condiciones.
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MECANISMOS DE CONTROL CONSTITUCIONAL

OBJETO DE CONTROL SUJETOS LEGITIMADOS CONTROL 
PREVENTIVO 
O SUCESIVO 

EFECTOS DE 
SENTENCIAS

OTROS DATOS Y COMENTARIOS

C. ACCIÓN POR OMISIÓN NORMATIVA

Tiene por objeto resolver 
las controversias surgidas 
cuando el Legislativo o el 
Ejecutivo no hayan apro-
bado alguna ley, decreto o 
norma de carácter gene-
ral o reglamentaria de la 
Constitución, o habiéndolas 
aprobado se estime que no 
cumplen con los preceptos 
constitucionales.

a)  Jefe de Gobierno de la Ciudad 
de México

b) Cualquier organismo constitu-
cional autónomo en la materia de 
su competencia

c) Fiscal general;

d) Las alcaldías;

e) El equivalente al quince por 
ciento de los integrantes del 
Congreso

f) La ciudadanía, siempre que 
la solicitud cuente con al menos 
cinco mil firmas de las personas 
inscritas en la lista nominal de 
electores de la Ciudad.

Control suce-
sivo

Efectos gene-
rales

Denominación local: acción por omi-
sión legislativa. 

Órgano competente: Sala Constitucio-
nal del Tribunal Superior de Justicia.

Plazo para cumplimiento: 90 días na-
turales, para subsanar la omisión. 

Mayor alcance del mecanismo (am-
pliación del objeto de control): no 
sólo contempla la omisión del Congre-
so, sino también la del Ejecutivo por 
la no aprobación de una norma de su 
competencia. 

Ampliación de acceso al mecanismo 
(sujetos legitimados): contempla a 
una multiplicidad de sujetos legitimados 
muy amplia. 

Eficacia de cumplimiento (coercibi-
lidad): La Sala Constituciónal está fa-
cultada para revisar que la omisión este 
colmada en su totalidad una vez aten-
dida la resolución. Igualmente, si trans-
currido el plazo no se hubiere atendido 
la resolución la Sala dictará las bases 
a que deban sujetarse las autoridades, 
en tanto se expide dicha norma general.

D. CUESTIÓN DE CONSTITUCIONALIDAD JURISDICCIONAL

Tiene por objeto resolver 
la solicitud de revisar algún 
criterio contenido en una 
resolución o para resolver 
contradicciones en la in-
terpretación constitucional, 
para aclarar el alcance de 
un derecho o evitar un per-
juicio grave.

a) Cualquier magistrado del Tri-
bunal Superior y de la Sala Cons-
titucional. 

b) Titular del Instituto de Defen-
soría Pública.

Control preven-
tivo

Efectos particu-
lares

Órgano competente: Sala Constitucio-
nal del Tribunal Superior de Justicia.

Efectos particulares: no se expresa en 
la Constitución el alcance, sin embargo 
se induce y se considera que se debería 
de establecer si será criterio orientador 
o vinculante (como el caso de Oaxaca)
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MECANISMOS DE CONTROL CONSTITUCIONAL

OBJETO DE CONTROL SUJETOS LEGITIMADOS CONTROL 
PREVENTIVO 
O SUCESIVO 

EFECTOS DE 
SENTENCIAS

OTROS DATOS Y COMENTARIOS

E. JUICIO DE PROTECCIÓN DE DERECHOS HUMANOS (JUICIO DE AMPARO)

Tiene por objeto resolver el 
reclamo por la violación a 
los derechos previstos en la 
Constitución.

Ciudadano a quien han violado 
sus derechos humanos.

Control suce-
sivo

Efectos particu-
lares

Denominación local: acción de protec-
ción efectiva de derechos.

Órgano competente.

A. Primera instancia: Juez de tutela 
de derechos humanos en los juzgados 
de tutela de las demarcaciones territo-
riales.

B. Segunda instancia: Sala Constitu-
cional del Tribunal Superior de Justicia, 
a través de impugnación.

Formalidades de presentación: sin 
mayores formalidades y a través de so-
licitud oral o escrita. Se suplirá siempre 
la deficiencia de la queja.

Sujetos legitimados: la ley determina-
rá los sujetos legitimados y establecerá 
los supuestos de procedencia de la ac-
ción. De cualquier modo, se establece 
al ciudadano como sujeto legitimado, ya 
que es quien principalmente podría, en 
su caso, interponer el mecanismo. 

Control sucesivo: la Constitución local 
no prevé el tipo de control, sin embargo 
se considera que principalmente este 
tipo de mecanismo es sucesivo, a re-
serva de que se pueda establecer un 
control preventivo como regla especial 
en la ley secundaria.

Efectos particulares: la Constitución 
local no prevé los efectos de las sen-
tencias, sin embargo se considera que 
principalmente este tipo de mecanismo 
tiene por regla general efectos parti-
culares, a reserva de que se puedan 
establecer los efectos generales como 
regla especial bajo un procedimiento o 
con ciertas características en la ley se-
cundaria.
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MECANISMOS DE CONTROL CONSTITUCIONAL

OBJETO DE CONTROL SUJETOS LEGITIMADOS CONTROL 
PREVENTIVO 
O SUCESIVO 

EFECTOS DE 
SENTENCIAS

OTROS DATOS Y COMENTARIOS

F. CONTROL DIFUSO DE CONSTITUCIONALIDAD Y CONVENCIONALIDAD

Tiene por objeto la inaplica-
ción de normas contrarias a 
la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexica-
nos y a los derechos huma-
nos reconocidos en tratados 
y jurisprudencia internacio-
nales, en la Constitución y 
las leyes que de ella ema-
nen, favoreciendo en todo 
tiempo la protección más 
amplia para las personas.

Toda autoridad jurisdiccional de 
oficio

Control preven-
tivo

No se señala Mayor alcance del mecanismo 
(ampliación del objeto de control): 
Más allá del objeto de control previsto 
en las demás entidades respecto al 
control difuso de constitucionalidad 
y convencionalidad, el de la Ciudad 
de México contempla que para 
dicho mecanismo las autoridades 
jurisdiccionales contemplen 
la jurisprudencia internacional 
expresamente.
Mecanismo de control declarado 
parcialmente inconstitucional por la 
SCJN: No obstante lo anterior, la Su-
prema Corte de Justicia de la Nación 
en fecha 6 de septiembre de 2018** de-
claró inconstitucional parcialmente este 
mecanismo de control local, particular-
mente respecto a la facultad de toda au-
toridad jurisdiccional local para realizar 
control de difuso de constitucionalidad 
respecto de la Constitución general de 
la república, así como de convenciona-
lidad y respecto de los derechos huma-
nos reconocidos en tratados y jurispru-
dencia internacional. 

G. RECURSO SOBRE RECOMENDACIONES DEL ÓRGANO PROTECTOR DE DERECHOS HUMANOS

Tiene por objeto resolver la 
interposición del recurso por 
recomendaciones acepta-
das y no cumplidas emitidas 
por el órgano protector de 
los derechos humanos, a fin 
de que se emitan medidas 
para su ejecución.

La Comisión de Derechos Huma-
nos de la Ciudad de México

Control sucesivo Efectos particu-
lares

Denominación local: juicio de restitu-
ción obligatoria de derechos humanos 

Órgano competente: Sala Constitucio-
nal del Tribunal Superior de Justicia.

Plazo de desahogo: 10 días naturales.

Mecanismo de control declarado 
inconstitucional por la SCJN: No 
obstante lo anterior, la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación en fecha 6 de 
septiembre de 2018*** declaró incons-
titucional este mecanismo de control 
constitucional en su totalidad.

**  El 6 de septiembre de 2018, el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en las secciones VI 
y VII, así como en los puntos resolutivos quinto y sexto de la sentencia dictada al resolver la acción de 
inconstitucionalidad 15/2017 y sus acumuladas 16/2017, 18/2017 y 19/2017, declaró la invalidez de las 
porciones normativas del numeral 6 del apartado. A de este artículo indicadas con mayúsculas, la cual sur-
tió efectos el 11 de septiembre de 2018. Dicha sentencia puede ser consultada en la dirección electrónica 
http://www2.scjn.gob.mx/).
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MECANISMOS DE CONTROL CONSTITUCIONAL

OBJETO DE CONTROL SUJETOS LEGITIMADOS CONTROL 
PREVENTIVO 
O SUCESIVO 

EFECTOS DE 
SENTENCIAS

OTROS DATOS Y COMENTARIOS

H. ACCIÓN DE CUMPLIMIENTO

Tiene por objeto conocer 
y resolver las acciones de 
cumplimiento en contra de 
las personas titulares de los 
poderes públicos, los orga-
nismos autónomos y las al-
caldías cuando se muestren 
renuentes a cumplir con sus 
obligaciones constituciona-
les y con las resoluciones 
judiciales.

Cualquier persona cuando se tra-
te de derechos humanos

Control preventi-
vo y sucesivo

Efectos particu-
lares

Órgano competente: Sala Constitucio-
nal del Tribunal Superior de Justicia.

Control preventivo y sucesivo: aun-
que no se expresa en la norma, se inter-
preta que podría ser en ambos sentidos, 
toda vez que el objeto de control versa 
contra la renuencia de cumplir obliga-
ciones (pudiendo ser un control preven-
tivo, antes que se materialice el acto de 
violación a derechos) o sucesivo por el 
incumplimiento de resoluciones. 

I. RECURSO SOBRE PROCEDIMIENTO DE REFERÉNDUM 

Tiene por objeto emitir la 
declaratoria de procedencia, 
periodicidad y validez del re-
feréndum; así desahogar el 
recurso sobre procedimiento 
de referéndum por reformas 
constitucionales.

No se señala Control pre-
ventivo: en 
declaratoria de 
p r o c e d e n c i a , 
periodicidad y 
validez del refe-
réndum.

Control sucesi-
vo: en recurso 
sobre proce-
dimiento de 
referéndum por 
reformas consti-
tucionales.

Efectos gene-
rales

Órgano competente: Sala Constitucio-
nal del Tribunal Superior de Justicia.

3. COAHUILA
Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza

Artículos 7, 115, 158 y 158-I

INFORMACIÓN GENERAL

ÓRGANO COMPETENTE
A. Pleno del Tribunal Superior de Justicia

B. Cualquier autoridad jurisdiccional

 *** El 6 de septiembre de 2018, el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en las secciones VI 
y VII, así como en los puntos resolutivos quinto y sexto de la sentencia dictada al resolver la acción de 
inconstitucionalidad 15/2017 y sus acumuladas 16/2017, 18/2017 y 19/2017, declaró la invalidez de las 
porciones normativas del numeral 6 del apartado a de este artículo indicadas con mayúsculas, la cual sur-
tió efectos el 11 de septiembre de 2018. Dicha sentencia puede ser consultada en la dirección electrónica 
http://www2.scjn.gob.mx/).
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MECANISMOS DE CONTROL CONSTITUCIONAL

OBJETO DE CONTROL SUJETOS LEGITIMADOS CONTROL 
PREVENTIVO 
O SUCESIVO 

EFECTOS DE 
SENTENCIAS

OTROS DATOS Y COMENTARIOS

JUSTICIA CONSTITUCIO-
NAL LOCAL, INTERPRETA-

CIÓN CONSTITUCIONAL 
Y OTRAS FACULTADES 

EXPRESAS DEL ÓRGANO 
COMPETENTE

Definición de justicia constitucional. La justicia cons-
titucional Local se erige dentro del régimen interior del 
Estado, como un medio de control para mantener la efi-
cacia y la actualización democrática de la Constitución 
local, bajo el principio de supremacía constitucional. La 
justicia constitucional local tiene por objeto dirimir de ma-
nera definitiva e inatacable los conflictos constitucionales 
que surjan dentro del ámbito interior del Estado, conforme 
a este artículo, sin perjuicio de lo previsto en los artículos 
41, 99, 103, 105 y 107 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos.

Reglas de interpretación. Ninguna disposición legal pue-
de ser interpretada en el sentido de:

a) Permitir a la autoridad suprimir el goce y ejercicio de 
los derechos y libertades reconocidos en la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, la Constitución 
local y los tratados internacionales suscritos por México.

b) Limitar el goce y ejercicio de cualquier derecho o li-
bertad que puedan estar reconocidos en la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, la Constitución 
local y los Tratados internacionales suscritos por México.

c) Excluir otros derechos y garantías que sean inherentes 
al ser humano o que se deriven de la forma democrática y 
representativa de gobierno.

La justicia constitucional local se regirá por la jurispruden-
cia local, salvo los casos de prevalencia de la jurispru-
dencia federal.

El fiscal general del estado tendrá el deber y la atribución 
de denunciar ante el Pleno del Tribunal Superior de Jus-
ticia las tesis que estime contradictorias para su depura-
ción, en asuntos en materia penal y procesal penal, así 
como los relacionados con el ámbito de sus funciones.

Bases de interpretación constitucional

PARÁMETRO DE 
REGULARIDAD DE 
CONTROL SOBRE 

DERECHOS HUMANOS

A. Constitución local
B. Constitución federal
C. Tratados internacionales de los que el Estado 
mexicano sea parte

Parámetro de control acorde al modelo federal.

MECANISMOS DE 
CONTROL (6)

A. Controversia constitucional
B. Acción de inconstitucionalidad
C. Acción por omisión normativa
D. Control difuso de constitucionalidad y convencio-
nalidad
E. Controversia sobre límites territoriales
F. Cuestión de constitucionalidad jurisdiccional

Tipo de control: control difuso y concentrado de constitu-
cionalidad y convencionalidad.

MECANISMO DE CONTROL CONSTITUCIONAL

OBJETO DE CONTROL SUJETOS LIGITIMADOS CONTROL
 PREVENTIVO O SUCESIVO

EFECTOS DE 
SENTENCIAS

OTROS DATOS Y 
COMENTARIOS

JUSTICIA CONSTITUCIONAL 
LOCAL, 

INTERPRETACIÓN CONSTITU-
CIONAL Y OTRAS FACULTADES 
EXPRESAS DEL ÓRGANO COM-

PETENTE

Definición de justicia constitucional. La 
justicia constitucional Local se erige dentro 
del régimen interior del Estado, como un 
medio de control para mantener la eficacia 
y la actualización democrática de la Cons-
titución local, bajo el principio de suprema-
cía constitucional. La justicia constitucional 
local tiene por objeto dirimir de manera 
definitiva e inatacable los conflictos consti-
tucionales que surjan dentro del ámbito in-
terior del Estado, conforme a este artículo, 
sin perjuicio de lo previsto en los artículos 
41, 99, 103, 105 y 107 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Reglas de interpretación. Ninguna dis-
posición legal puede ser interpretada en 
el sentido de:

a) Permitir a la autoridad suprimir el goce 
y ejercicio de los derechos y libertades 
reconocidos en la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, la Consti-
tución local y los tratados internacionales 
suscritos por México.

b) Limitar el goce y ejercicio de cualquier 
derecho o libertad que puedan estar reco-
nocidos en la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, la Constitu-
ción local y los Tratados internacionales 
suscritos por México.

c) Excluir otros derechos y garantías que 
sean inherentes al ser humano o que se 
deriven de la forma democrática y repre-
sentativa de gobierno.

La justicia constitucional local se regirá por 
la jurisprudencia local, salvo los casos de 
prevalencia de la jurisprudencia federal.

El fiscal general del estado tendrá el deber 
y la atribución de denunciar ante el Pleno 
del Tribunal Superior de Justicia las tesis 
que estime contradictorias para su depura-
ción, en asuntos en materia penal y proce-
sal penal, así como los relacionados con el 
ámbito de sus funciones.

PARÁMETRO DE 
REGULARIDAD DE 
CONTROL SOBRE 

DERECHOS HUMANOS

A. Constitución local
B. Constitución federal
C. Tratados internacionales de los que 
el Estado mexicano sea parte

Parámetro de control acorde al modelo federal.

MECANISMOS DE 
CONTROL (6)

A. Controversia constitucional
B. Acción de inconstitucionalidad
C. Acción por omisión normativa
D. Control difuso de constitucionalidad 
y convencionalidad
E. Controversia sobre límites territo-
riales
F. Cuestión de constitucionalidad juris-
diccional

Tipo de control: control difuso y concentrado de constitucionali-
dad y convencionalidad.
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MECANISMOS DE CONTROL CONSTITUCIONAL

OBJETO DE CONTROL SUJETOS LEGITIMADOS CONTROL 
PREVENTIVO 
O SUCESIVO 

EFECTOS DE 
SENTENCIAS

OTROS DATOS Y COMENTARIOS

LEGISLACIÓN 
SECUNDARIA

A. Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado 
de Coahuila de Zaragoza (4) (controversia consti-
tucional; acción de inconstitucionalidad; acción por 
omisión normativa; controversia sobre límites terri-
toriales)
B. Ley de Justicia Constitucional Local para el 
Estado de Coahuila de Zaragoza (6) (controversia 
constitucional; acción de inconstitucionalidad; ac-
ción por omisión normativa; control difuso de cons-
titucionalidad y convencionalidad; controversia sobre 
límites territoriales; cuestión de constitucionalidad 
jurisdiccional) 

Contempla (6)

A. CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL

Tiene por objeto resolver sobre si 
el acto o los actos reclamados son 
conformes o contrarios a la Cons-
titución local con base en el princi-
pio de supremacía constitucional 
establecido en el artículo 133 de 
la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, y por 
vía de consecuencia declarar su 
validez o invalide, dirimiendo con-
troversias que se susciten entre:

1. El Poder Ejecutivo y el Legis-
lativo.

2. El Poder Ejecutivo y uno o más 
Municipios del Estado.

3. El Poder Legislativo y uno o 
más Municipios del Estado.

4. El Poder Legislativo y una o 
más entidades paraestatales o 
paramunicipales del estado.

5. Un Municipio y otro u otros del 
estado.

6. Uno o más municipios y una 
o más entidades paraestatales o 
paramunicipales del estado.

7. Una o más entidades paraesta-
tales y otra u otras paramunicipa-
les del estado.

8. Uno o más organismos públicos 
autónomos y otro u otros órganos 
del gobierno estatal municipal.

1. El Poder Ejecutivo

2. El Poder Legislativo 

3. Los municipios 

4. Las entidades paraestatales 

5. Las entidades paramunicipales 

6. Los organismos públicos autónomos 

7. Otros órganos del gobierno estatal 
y/o municipal

8. El Fiscal General del Estado

Control sucesivo Efectos particula-
res: cuando versen 
sobre actos; o cuan-
do versen sobre dis-
posiciones generales 
y sean resueltas por 
mayoría simple.

Efectos generales: 
cuando versando 
sobre actos se forme 
jurisprudencia local; 
o cuando versen 
sobre disposiciones 
generales sea apro-
bada por mayoría 
calificada.

Denominación local: controversia constitucio-
nal local 

Ley secundaria: previsto en la Ley Orgánica 
del Poder Judicial del Estado de Coahuila de 
Zaragoza y la Ley de Justicia Constitucional 
Local para el Estado de Coahuila de Zaragoza

Órgano competente: Pleno del Tribunal Supe-
rior de Justicia.

En el caso de las controversias entre Poder 
Ejecutivo y Legislativo: la controversia sólo 
procederá en materia de régimen interno del 
estado, sin perjuicio de lo previsto en el artículo 
105 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos.

En el caso de las controversias entre Poder 
Ejecutivo y municipios, Poder Legislativo y 
municipios y entre los municipios del esta-
do: la controversia sólo procederá en los su-
puestos previstos en el artículo 115, fracción II, 
último párrafo, de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos.

MECANISMO DE CONTROL CONSTITUCIONAL

OBJETIVO DE CONTROL SUJETOS LEGITIMADOS CONTROL
 PREVENTIVO O 

SUCESIVO

EFECTOS DE 
SENTENCIAS

OTROS DATOS Y 
COMENTARIOS

LEGISLACIÓN 
SECUNDARIA

A. Ley Orgánica del Poder Judicial 
del Estado de Coahuila de Zaragoza 
(4) (controversia constitucional; acción 
de inconstitucionalidad; acción por omi-
sión normativa; controversia sobre lími-
tes territoriales)
B. Ley de Justicia Constitucional Lo-
cal para el Estado de Coahuila de Za-
ragoza (6) (controversia constitucional; 
acción de inconstitucionalidad; acción 
por omisión normativa; control difuso de 
constitucionalidad y convencionalidad; 
controversia sobre límites territoriales; 
cuestión de constitucionalidad jurisdic-
cional) 

Contempla (6)

A. CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL

Tiene por objeto resolver sobre si 
el acto o los actos reclamados son 
conformes o contrarios a la Cons-
titución local con base en el prin-
cipio de supremacía constitucional 
establecido en el artículo 133 de 
la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, y por 
vía de consecuencia declarar su 
validez o invalide, dirimiendo con-
troversias que se susciten entre:

1. El Poder Ejecutivo y el Legis-
lativo.

2. El Poder Ejecutivo y uno o más 
Municipios del Estado.

3. El Poder Legislativo y uno o más 
Municipios del Estado.

4. El Poder Legislativo y una o más 
entidades paraestatales o paramu-
nicipales del estado.

5. Un Municipio y otro u otros del 
estado.

6. Uno o más municipios y una o 
más entidades paraestatales o pa-
ramunicipales del estado.

7. Una o más entidades paraesta-
tales y otra u otras paramunicipa-
les del estado.

8. Uno o más organismos públicos 
autónomos y otro u otros órganos 
del gobierno estatal municip

1. El Poder Ejecutivo

2. El Poder Legislativo 

3. Los municipios 

4. Las entidades paraestatales 

5. Las entidades paramunicipales 

6. Los organismos públicos autónomos 

7. Otros órganos del gobierno estatal y/o mu-
nicipal

8. El Fiscal General del Estado

Control sucesivo Efectos particulares: 
cuando versen sobre 
actos; o cuando ver-
sen sobre disposicio-
nes generales y sean 
resueltas por mayoría 
simple.

Efectos generales: 
cuando versando 
sobre actos se forme 
jurisprudencia local; o 
cuando versen sobre 
disposiciones genera-
les sea aprobada por 
mayoría calificada.

Denominación local: contro-
versia constitucional local 

Ley secundaria: previsto en 
la Ley Orgánica del Poder 
Judicial del Estado de Coahui-
la de Zaragoza y la Ley de 
Justicia Constitucional Local 
para el Estado de Coahuila de 
Zaragoza

Órgano competente: Ple-
no del Tribunal Superior de 
Justicia.

En el caso de las controver-
sias entre Poder Ejecutivo y 
Legislativo: la controversia 
sólo procederá en materia de 
régimen interno del estado, 
sin perjuicio de lo previsto en 
el artículo 105 de la Constitu-
ción Política de los Estados 
Unidos Mexicanos.

En el caso de las controver-
sias entre Poder Ejecutivo 
y municipios, Poder Legis-
lativo y municipios y entre 
los municipios del estado: 
la controversia sólo procederá 
en los supuestos previstos en 
el artículo 115, fracción II, últi-
mo párrafo, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos 
Mexicanos.
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MECANISMOS DE CONTROL CONSTITUCIONAL

OBJETO DE CONTROL SUJETOS LEGITIMADOS CONTROL 
PREVENTIVO 
O SUCESIVO 

EFECTOS DE 
SENTENCIAS

OTROS DATOS Y COMENTARIOS

B. ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD

Tienen por objeto plantear 
y resolver la posible contra-
dicción entre una norma o 
acuerdo de carácter general 
y la Constitución local, las 
que deberán resolverse con 
base en lo establecido en el 
artículo 133 de la Constitu-
ción Política de los Estados 
Unidos Mexicanos.

Procederán contra:

a) Las leyes, decretos o 
puntos de acuerdos que 
apruebe el Congreso del 
estado o la diputación per-
manente.

b) Los reglamentos, acuer-
dos, decretos y demás 
normas administrativas de 
carácter general expedidas 
por el Poder Ejecutivo, orga-
nismos públicos autónomos 
y demás entidades públicas 
con facultad reglamentaria.

c) Los bandos de policía y 
de gobierno, los reglamen-
tos, circulares y disposi-
ciones administrativas de 
observancia general, expe-
didas por los ayuntamientos 
o concejos municipales.

d) Las normas de carácter 
general que expidan los 
organismos públicos autó-
nomos.

e) Las demás normas de ca-
rácter general, salvo las que 
dicte el Pleno del Tribunal 
Superior de Justicia.

a) El Ejecutivo del estado por sí 
o por conducto de quien le repre-
sente legalmente.

b) El equivalente al diez por cien-
to de los integrantes del Poder 
Legislativo.

c) El equivalente al diez por 
ciento de los integrantes de los 
ayuntamientos o concejos muni-
cipales.

d) El organismo público autó-
nomo, por conducto de quien le 
represente legalmente.

e) El fiscal general del estado, en 
materia penal y procesal penal, 
así como las relacionadas con el 
ámbito de sus funciones.

f) Los partidos políticos nacio-
nales y estatales con registro 
debidamente acreditado ante la 
autoridad electoral que corres-
ponda, a través de sus dirigen-
cias, exclusivamente en contra 
de leyes electorales expedidas 
por el Congreso del estado.

Control suce-
sivo

Efectos genera-
les: cuando sea 
aprobada por ma-
yoría absoluta de 
los miembros

Denominación local: acción de incons-
titucionalidad local 

Ley secundaria: previsto en la Ley Or-
gánica del Poder Judicial del Estado de 
Coahuila de Zaragoza y la Ley de Jus-
ticia Constitucional Local para el Estado 
de Coahuila de Zaragoza

Órgano competente: Pleno del Tribu-
nal Superior de Justicia

Plazo de interposición: 60 días natura-
les siguientes a la fecha de publicación 
oficial de la norma, o en su defecto, de 
que se tenga conocimiento de la misma.

Mayor alcance del mecanismo 
(ampliación del objeto de con-
trol): Más allá del objeto de control 
tradicional de las acciones de 
inconstitucionalidad, Coahuila prevé 
resolver la constitucionalidad sobre 
normas emitidas por el Ejecutivo, 
organismos públicos autónomos, 
ayuntamientos, concejos municipales y 
demás entidades públicas.
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MECANISMOS DE CONTROL CONSTITUCIONAL

OBJETO DE CONTROL SUJETOS LEGITIMADOS CONTROL 
PREVENTIVO 
O SUCESIVO 

EFECTOS DE 
SENTENCIAS

OTROS DATOS Y COMENTARIOS

C. ACCIÓN POR OMISIÓN NORMATIVA

Tiene por objeto resolver la 
omisión normativa consis-
tente en la falta de regula-
ción legislativa o reglamen-
taria.

a) El Ejecutivo del estado por sí 
o por conducto de quien le repre-
sente legalmente.

b) El equivalente al diez por cien-
to de los integrantes del Poder 
Legislativo.

c) El equivalente al diez por 
ciento de los integrantes de los 
ayuntamientos o concejos muni-
cipales.

d) El organismo público autó-
nomo, por conducto de quien le 
represente legalmente.

e) El fiscal general del estado, en 
materia penal y procesal penal, 
así como las relacionadas con el 
ámbito de sus funciones.

f) Los partidos políticos nacio-
nales y estatales con registro 
debidamente acreditado ante la 
autoridad electoral que corres-
ponda, a través de sus dirigen-
cias, exclusivamente en contra 
de leyes electorales expedidas 
por el Congreso del Estado.

Control suce-
sivo

Efectos gene-
rales

Denominación local: acción por omi-
sión legislativa. (dentro de la acción de 
inconstitucionalidad)

Ley secundaria: previsto en la Ley Or-
gánica del Poder Judicial del Estado de 
Coahuila de Zaragoza y la Ley de Jus-
ticia Constitucional Local para el Estado 
de Coahuila de Zaragoza.

Órgano competente: Pleno del Tribu-
nal Superior de Justicia.

D. CONTROL DIFUSO DE CONSTITUCIONALIDAD Y CONVENCIONALIDAD

Tiene por objeto la inapli-
cación de oficio por parte 
de una autoridad jurisdic-
cional, de una norma que 
se considere contraria a la 
Constitución local para un 
caso concreto, con base en 
lo establecido por el artículo 
133 de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos 
Mexicanos. 

La autoridad que conoce el juicio 
de oficio

Control preven-
tivo

Efectos particu-
lares

Ley secundaria: previsto en la Ley de 
Justicia Constitucional Local para el Es-
tado de Coahuila de Zaragoza

Órgano competente.

Primera instancia: Cualquier autoridad 
jurisdiccional.

Segunda instancia: Pleno del Tribunal 
Superior de Justicia está facultado para 
realizar la revisión a la resolución

Efectos particulares: la Constitución 
local no prevé los efectos de las sen-
tencias, sin embargo, se considera que 
principalmente este tipo de mecanismo 
tiene por regla general efectos parti-
culares, a reserva de que se puedan 
establecer los efectos generales como 
regla especial bajo un procedimiento o 
con ciertas características en la ley se-
cundaria.
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MECANISMOS DE CONTROL CONSTITUCIONAL

OBJETO DE CONTROL SUJETOS LEGITIMADOS CONTROL 
PREVENTIVO 
O SUCESIVO 

EFECTOS DE 
SENTENCIAS

OTROS DATOS Y COMENTARIOS

E. CONTROVERSIA SOBRE LÍMITES TERRITORIALES

Tiene por objeto resolver en 
caso de duda y conflicto so-
bre el límite territorial de los 
municipios.

Los municipios Control suce-
sivo 

Efectos gene-
rales

Denominación local: conflicto de lími-
tes territoriales entre municipios (aplican 
las reglas de la controversia constitucio-
nal).

Ley secundaria: previsto en la Ley Or-
gánica del Poder Judicial del Estado de 
Coahuila de Zaragoza y la Ley de Jus-
ticia Constitucional Local para el Estado 
de Coahuila de Zaragoza.

Órgano competente.

Primera instancia: Congreso del Esta-
do, con base en los decretos de consti-
tución y antecedentes históricos de los 
municipios.

Segunda instancia: Pleno del Tribunal 
Superior de Justicia, última instancia 
con fuerza de cosa juzgada, fijando los 
límites territoriales en forma definitiva e 
inatacable.

F. CUESTIÓN DE CONSTITUCIONALIDAD JURISDICCIONAL

Tiene por objeto plantear la 
posible contradicción entre 
una ley de observancia ge-
neral y la Constitución del 
Estado, con base en el prin-
cipio de supremacía consti-
tucional local, y por vía de 
consecuencia, declarar su 
validez o invalidez. 

a) Las partes de un juicio 

b) El juez que conoce del asunto 

c) El Pleno del Tribunal Superior 
de Justicia en ejercicio de su fa-
cultad de atracción, siempre que 
la duda de inconstitucionalidad 
de la ley implique: 

I. La interpretación constitucio-
nal de un caso trascendental o 
sobresaliente a juicio del Pleno 
del Tribunal Superior de Justicia. 

II. Los casos de revisión de oficio 
de la declaración de inaplicación 
de la ley por parte de un juez, 
o bien, la duda de constitucio-
nalidad de una norma por parte 
de una autoridad diferente a la 
judicial.

Control preven-
tivo

Efectos particula-
res y vinculantes

Denominación local: cuestión de in-
constitucionalidad local

Ley secundaria: previsto en la Ley de 
Justicia Constitucional Local para el 
Estado de Coahuila de Zaragoza. Este 
mecanismo de control no se encuentra 
establecido en la Constitución local, 
pero sí en la legislación secundaria.

Órgano competente: Pleno del Tribu-
nal Superior de Justicia
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MECANISMOS DE CONTROL CONSTITUCIONAL

OBJETO DE CONTROL SUJETOS LEGITIMADOS CONTROL 
PREVENTIVO 
O SUCESIVO 

EFECTOS DE 
SENTENCIAS

OTROS DATOS Y COMENTARIOS

4. DURANGO
Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Durango

Artículos 1, 2, 112, 118 y 120

INFORMACIÓN GENERAL

ÓRGANO COMPETENTE Sala de Control Constitucional del Tribunal Superior 
de Justicia.

JUSTICIA CONSTITUCIO-
NAL LOCAL, INTERPRETA-

CIÓN CONSTITUCIONAL 
Y OTRAS FACULTADES 

EXPRESAS DEL ÓRGANO 
COMPETENTE

Definición de justicia constitucional local. El con-
trol de constitucionalidad es un procedimiento para 
mantener el principio de supremacía constitucional; 
tiene por objeto dirimir de manera definitiva e inata-
cable los conflictos constitucionales que surjan dentro 
del ámbito estatal, sin perjuicio de lo previsto en la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicano.

Las normas relativas a los derechos humanos se 
interpretarán de conformidad con la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, los trata-
dos internacionales en la materia y la Constitución 
local, en el sentido de favorecer la protección más 
amplia posible a las personas; atendiendo asimismo 
a los criterios emitidos por los organismos y órganos 
jurisdiccionales internacionales de protección de los 
derechos humanos reconocidos por el Estado mexi-
cano. 

Parámetro amplio de interpretación.

La interpretación de los derechos humanos distinto al pa-
rámetro de control, pasa de todo instrumento internacional 
ratificado, a los tratados internacionales en materia de de-
rechos humanos (conforme al modelo federal).

Un aspecto que vale la pena destacar, es que la interpre-
tación deberá realizarse atendiendo a los criterios emitidos 
por los organismos y órganos jurisdiccionales de protec-
ción de los derechos humanos reconocidos por el Estado 
mexicano (Acorde a la contradicción de tesis 293/2011 
emitida por la Suprema Corte de Justicia de la Nación.

PARÁMETRO DE REGU-
LARIDAD DE CONTROL 
SOBRE DERECHOS HU-

MANOS

A. Constitución federal
B. Constitución local
C. Instrumentos internacionales ratificados por 
Estado mexicano
D. Leyes secundarias

Parámetro amplio de control: El parámetro es más am-
plio que el modelo federal toda vez que considera a todos 
los instrumentos internacionales ratificados por el Estado 
mexicano, y no sólo a los tratados internacionales.

MECANISMOS DE 
CONTROL (5)

A. Controversia constitucional
B. Acción de inconstitucionalidad
C. Acción por omisión normativa
D. Cuestión de constitucionalidad legislativa
E. Cuestión de constitucionalidad jurisdiccional

Tipo de control: control concentrado de constitucionalidad 
y convencionalidad.

LEGISLACIÓN 
SECUNDARIA

A. No existe No contempla (5)
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MECANISMOS DE CONTROL CONSTITUCIONAL

OBJETO DE CONTROL SUJETOS LEGITIMADOS CONTROL 
PREVENTIVO 
O SUCESIVO 

EFECTOS DE 
SENTENCIAS

OTROS DATOS Y COMENTARIOS

A. CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL

Tiene por objeto resolver 
los conflictos de carácter 
competencial que surjan 
entre diferentes instancias y 
niveles de gobierno, que se 
susciten entre:

a) El Poder Ejecutivo y el 
Poder Legislativo.

b) El Poder Ejecutivo y uno o 
más municipios del estado.

c) El Poder Legislativo y 
uno o más municipios del 
estado.

d) Dos o más municipios del 
Estado, siempre que no se 
trate de cuestiones relativas 
a sus límites territoriales.

e) Uno o más órganos cons-
titucionales autónomos y los 
poderes Ejecutivo o Legisla-
tivo; o entre aquéllos y otro 
u otros órganos del gobierno 
estatal o municipal.

a) El Poder Ejecutivo 

b) El Poder Legislativo

b) Los municipios 

c) Los órganos constitucionales 
autónomos 

d) Otros órganos del Gobierno 
estatal o municipal.

Control suce-
sivo

Efectos genera-
les: cuando las 
sentencias de-
claren inconstitu-
cional una norma 
general y sean 
aprobadas por 
unanimidad de 
votos. 

Surtirá efec-
tos: a partir de 
la fecha de su 
publicación en el 
periódico oficial 
del estado.

Efectos parti-
culares: cuando 
las resoluciones 
fueren aprobadas 
por dos votos.

B. ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD

Tiene por objeto plantear y 
resolver la posible contra-
dicción entre una norma de 
carácter general, estatal o 
municipal, y la Constitución 
local.

a) El Ejecutivo del Estado.

b) El treinta y tres por ciento de 
los integrantes del Congreso del 
Estado.

c) El treinta y tres por ciento de 
los regidores del municipio en 
contra de las disposiciones de 
carácter general aprobadas por 
el ayuntamiento.

d) Los titulares de los órganos 
constitucionales autónomos, con 
relación a la materia de su com-
petencia.

e) Los partidos políticos nacio-
nales y estatales debidamente 
acreditados y registrados ante el 
Instituto Electoral y de Participa-
ción Ciudadana del Estado, en 
materia electoral.

Control suce-
sivo

Efectos genera-
les: cuando las 
sentencias de-
claren inconstitu-
cional una norma 
general y sean 
aprobadas por 
unanimidad de 
votos. 

Surtirá efec-
tos: a partir de 
la fecha de su 
publicación en el 
periódico oficial 
del estado.

Efectos parti-
culares: cuando 
las resoluciones 
fueren aprobadas 
por dos votos.

Plazo de interposición: 60 días natu-
rales siguientes al de la publicación de 
la norma.
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MECANISMOS DE CONTROL CONSTITUCIONAL

OBJETO DE CONTROL SUJETOS LEGITIMADOS CONTROL 
PREVENTIVO 
O SUCESIVO 

EFECTOS DE 
SENTENCIAS

OTROS DATOS Y COMENTARIOS

C. ACCIÓN POR OMISIÓN NORMATIVA

Tiene por objeto resolver las 
controversias que se sus-
citen cuando se considere 
que el Congreso o algún 
ayuntamiento no ha aproba-
do alguna norma de carácter 
general que expresamente 
esté mandatado emitir y 
que dicha omisión afecte el 
debido cumplimiento de la 
Constitución local.

a) El gobernador del estado.

b) El treinta y tres por ciento de 
los miembros del Congreso del 
estado.

c) El treinta y tres por ciento de 
los integrantes de los ayunta-
mientos.

d) El cero punto cinco por ciento 
de los ciudadanos inscritos en el 
padrón electoral.

e) Los titulares de los órganos 
constitucionales autónomos, en 
sus respectivas materias.

Control suce-
sivo

Efectos genera-
les: cuando las 
sentencias de-
claren inconstitu-
cional una norma 
general y sean 
aprobadas por 
unanimidad de 
votos. 

Surtirá efec-
tos: a partir de 
la fecha de su 
publicación en el 
periódico oficial 
del estado.

Efectos parti-
culares: cuando 
las resoluciones 
fueren aprobadas 
por dos votos.

Denominación local: acción por omi-
sión legislativa. 

Plazo para cumplimiento: no más de 
180 días. 

Eficacia de cumplimiento (coercibili-
dad): el incumplimiento será motivo de 
responsabilidad.

D. CUESTIÓN DE CONSTITUCIONALIDAD LEGISLATIVA

Tiene por objeto desahogar 
las consultas realizadas por 
los órganos legislativos del 
estado, a fin de interpretar 
las normas contenidas en 
esta Constitución.

a) Congreso

b) Ayuntamiento

c) Demás órganos legislativos

Control preven-
tivo

Efectos genera-
les: cuando las 
sentencias de-
claren inconstitu-
cional una norma 
general y sean 
aprobadas por 
unanimidad de 
votos. 

Surtirá efec-
tos: a partir de 
la fecha de su 
publicación en el 
periódico oficial 
del estado.

Efectos parti-
culares: cuando 
las resoluciones 
fueren aprobadas 
por dos votos.

Denominación local: función consul-
tiva

Mayor alcance y acceso al mecanis-
mo (ampliación del objeto de control 
y sujetos legitimados): no solo con-
templa la consulta por el Congreso, sino 
también la de cualquier órgano (legisla-
tivo) del estado.

Efectos generales: no se expresa en 
la constitución dicho alcance particular-
mente en este mecanismo, sino como 
regla general para todos los mecanis-
mos, sin embargo, se debería de expre-
sar si será criterio orientador o vinculan-
te (como el caso de Yucatán).
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MECANISMOS DE CONTROL CONSTITUCIONAL

OBJETO DE CONTROL SUJETOS LEGITIMADOS CONTROL 
PREVENTIVO 
O SUCESIVO 

EFECTOS DE 
SENTENCIAS

OTROS DATOS Y COMENTARIOS

E. CUESTIÓN DE CONSTITUCIONALIDAD JURISDICCIONAL

Tiene por objeto desahogar 
las consultas realizadas por 
los órganos jurisdiccionales 
administrativos o autóno-
mos del estado, a fin de in-
terpretar las normas conte-
nidas en esta Constitución.

a) Cualquier órgano jurisdiccio-
nal

b) Cualquier órgano administra-
tivo 

c) Cualquier órgano autónomo

Control preven-
tivo

Efectos genera-
les: cuando las 
sentencias de-
claren inconstitu-
cional una norma 
general y sean 
aprobadas por 
unanimidad de 
votos. 

Surtirá efec-
tos: a partir de 
la fecha de su 
publicación en el 
periódico oficial 
del estado.

Efectos parti-
culares: cuando 
las resoluciones 
fueren aprobadas 
por dos votos.

Denominación local: función consul-
tiva.

Mayor alcance y acceso al mecanis-
mo (ampliación del objeto de control 
y sujetos legitimados): permite que 
cualquier autoridad (judicial, adminis-
trativa) u organismo autónomo pueda 
realizar la consulta.

Efectos generales: no se expresa en 
la constitución dicho alcance particular-
mente en este mecanismo, sino como 
regla general para todos los mecanis-
mos, sin embargo, se debería de expre-
sar si será criterio orientador o vinculan-
te. (como el caso de Oaxaca).

5. ESTADO DE MÉXICO
Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México

Artículos 5, 29, 88, 88-Bis

INFORMACIÓN GENERAL

ÓRGANO COMPETENTE

A. Sala Constitucional del Tribunal Superior de Jus-
ticia.

B. Jueces y magistrados.

JUSTICIA CONSTITUCIO-
NAL LOCAL, INTERPRETA-

CIÓN CONSTITUCIONAL 
Y OTRAS FACULTADES 

EXPRESAS DEL ÓRGANO 
COMPETENTE

Sala Constitucional. Corresponde a la Sala Cons-
titucional garantizar la supremacía y control de la 
Constitución local 

Interpretación de derechos humanos conforme a la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, los tratados internacionales en la materia y la 
Constitución local

Parámetro de interpretación conforme al modelo federal
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MECANISMOS DE CONTROL CONSTITUCIONAL

OBJETO DE CONTROL SUJETOS LEGITIMADOS CONTROL 
PREVENTIVO 
O SUCESIVO 

EFECTOS DE 
SENTENCIAS

OTROS DATOS Y COMENTARIOS

PARÁMETRO DE 
REGULARIDAD DE 
CONTROL SOBRE 

DERECHOS HUMANOS

A. Constitución federal
B. Tratados internacionales de los que el Estado 
mexicano sea parte
C. Constitución local
D. Leyes que emanen de la Constitución local

Parámetro de control conforme al modelo federal

MECANISMOS DE 
CONTROL (4)

A. Controversia constitucional
B. Acción de inconstitucionalidad
C. Control difuso de constitucionalidad y convencio-
nalidad 
D. Revisión constitucional sobre consulta popular

Tipo de control: control difuso y concentrado de constitu-
cionalidad y convencionalidad.

LEGISLACIÓN 
SECUNDARIA

A. Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de 
México (3) (controversia constitucional; acción de in-
constitucionalidad; control difuso y control concentra-
do de constitucionalidad y convencionalidad.)
B. Ley Reglamentaria del Artículo 88-Bis de la 
Constitución Política del Estado Libre y Soberano 
de México (3) (controversia constitucional; acción de 
inconstitucionalidad; control difuso de constitucionali-
dad y convencionalidad).

Contempla (4): controversia constitucional, acción de in-
constitucionalidad, control difuso y control concentrado de 
constitucionalidad y convencionalidad.

No contempla (1): revisión constitucional sobre consulta 
popular. De hecho, en la normatividad mexiquense, aún no 
existe regulación secundaria sobre el mecanismo de parti-
cipación ciudadana de consulta popular.

A. CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL

Tiene por objeto substanciar 
y resolver los procedimien-
tos en materia de contro-
versias que se deriven de 
la Constitución local, con 
excepción de las que se re-
fieran a la materia electoral, 
surgidos entre:

a) El estado y uno o más 
municipios

b) Un municipio y otro

c) Uno o más municipios y el 
Poder Ejecutivo o Legislati-
vo del estado;

d) El Poder Ejecutivo y 
el Poder Legislativo del 
estado.

a) El Estado 

b) El Poder Ejecutivo

c) El Poder Legislativo

d) Los Municipios 

Control suce-
sivo

Efectos genera-
les: cuando se 
declare la inva-
lidez de disposi-
ciones generales 
del Poder Ejecu-
tivo, del Poder 
Legislativo o de 
los Municipios, y 
sean aprobados 
cuando menos 
por cuatro votos 
de los integran-
tes.

Efectos parti-
culares: cuando 
las resoluciones 
no fueren aproba-
das por cuatro de 
cinco votos de los 
integrantes.

Órgano competente: Sala Constitucio-
nal del Tribunal Superior de Justicia.

Ley secundaria: previsto en la Ley Or-
gánica del Poder Judicial del Estado de 
México y la Ley Reglamentaria del Ar-
tículo 88-Bis de la Constitución Política 
del Estado Libre y Soberano de México.

Competencia federal: En caso de que 
la controversia verse sobre la consti-
tucionalidad de actos, o presunta vio-
lación o contradicción de preceptos 
constitucionales federales, se estará a 
lo dispuesto en la Constitución general 
de la república, así como a la Ley Re-
glamentaria de las fracciones I y II del 
artículo 105 de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos.
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MECANISMOS DE CONTROL CONSTITUCIONAL

OBJETO DE CONTROL SUJETOS LEGITIMADOS CONTROL 
PREVENTIVO 
O SUCESIVO 

EFECTOS DE 
SENTENCIAS

OTROS DATOS Y COMENTARIOS

B. ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD

Tiene por objeto resolver 
las acciones planteadas en 
contra de leyes, reglamen-
tos estatales o municipales, 
bandos municipales o de-
cretos de carácter general 
por considerarse contrarios 
a la Constitución local.

a) El Gobernador del Estado;

b) Cuando menos el treinta y tres 
por ciento de los miembros de la 
Legislatura.

c) El equivalente al treinta y tres 
por ciento de los integrantes de 
un Ayuntamiento del Estado.

d) La o el Presidente de la Comi-
sión de Derechos Humanos del 
Estado de México, en materia de 
derechos humanos.

e) La o el Presidente del organis-
mo autónomo garante en materia 
de transparencia, acceso a la 
información pública y protección 
de datos personales, en el ámbi-
to de su competencia.

Control suce-
sivo

Efectos genera-
les: cuando se 
declare la inva-
lidez de disposi-
ciones generales 
del Poder Ejecu-
tivo, del Poder 
Legislativo o de 
los Municipios, y 
sean aprobados 
cuando menos 
por cuatro votos 
de los integran-
tes.

Efectos parti-
culares: cuando 
las resoluciones 
no fueren aproba-
das por cuatro de 
cinco votos de los 
integrantes.

Órgano competente: Sala Constitucio-
nal del Tribunal Superior de Justicia.

Ley secundaria: previsto en la Ley Or-
gánica del Poder Judicial del Estado de 
México y la Ley Reglamentaria del Ar-
tículo 88-Bis de la Constitución Política 
del Estado Libre y Soberano de México.

Plazo de interposición: 45 días natura-
les siguientes a la fecha de publicación 
de la norma en el medio oficial corres-
pondiente.

Competencia federal: En caso de que 
la acción verse sobre la constituciona-
lidad de actos, o presunta violación o 
contradicción de preceptos constitucio-
nales federales, se estará a lo dispuesto 
en la Constitución general de la repúbli-
ca, así como a la Ley Reglamentaria de 
las fracciones I y II del artículo 105 de 
la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos.

C. CONTROL DIFUSO DE CONSTITUCIONALIDAD Y CONVENCIONALIDAD

Tiene por objeto la obser-
vancia en las resoluciones 
de jueces y magistrados, al 
respeto a los derechos fun-
damentales a las libertades, 
derechos y garantías reco-
nocidas por la Constitución 
federal, la Constitución lo-
cal, los tratados internacio-
nales de los que el Estado 
mexicano sea parte, las 
leyes y reglamentos que el 
estado establecen.

Jueces y magistrados de oficio Control preven-
tivo

Efectos particu-
lares

Órgano competente. 

Primera instancia: jueces y magistra-
dos.

Segunda instancia: Sala Constitucio-
nal del Tribunal Superior de Justicia, a 
través del recurso ordinario contra las 
resoluciones de primera instancia.

Ley secundaria: previsto en la Ley Or-
gánica del Poder Judicial del Estado de 
México y la Ley Reglamentaria del Ar-
tículo 88-Bis de la Constitución Política 
del Estado Libre y Soberano de México.



106

MECANISMOS DE CONTROL CONSTITUCIONAL

OBJETO DE CONTROL SUJETOS LEGITIMADOS CONTROL 
PREVENTIVO 
O SUCESIVO 

EFECTOS DE 
SENTENCIAS

OTROS DATOS Y COMENTARIOS

D. REVISIÓN CONSTITUCIONAL SOBRE CONSULTA POPULAR

Tiene por objeto resolver, 
previo a la convocatoria 
que realice la Legislatura, 
sobre la constitucionalidad 
de la materia de la consulta 
popular, versando el análi-
sis sobre las prohibiciones 
constitucionales de consul-
ta que son: la restricción 
de los derechos humanos 
reconocidos por la Consti-
tución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, y 
la particular del Estado; los 
principios consagrados en 
el artículo 40 de la Consti-
tución federal; los principios 
consagrados en el artículo 3 
de la Constitución local; la 
materia electoral; los ingre-
sos y gastos del estado y, la 
seguridad estatal.

No se señala Control preven-
tivo

Efectos particu-
lares

Órgano competente: Sala Constitucio-
nal del Tribunal Superior de Justicia.

Ley secundaria: no lo prevé

6. GUANAJUATO
Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Guanajuato

Artículos 1, 88 y 92

INFORMACIÓN GENERAL

ÓRGANO COMPETENTE Pleno del Supremo Tribunal de Justicia 

JUSTICIA CONSTITUCIO-
NAL LOCAL, INTERPRETA-

CIÓN CONSTITUCIONAL 
Y OTRAS FACULTADES 

EXPRESAS DEL ÓRGANO 
COMPETENTE

La interpretación de los derechos humanos se reali-
zará de conformidad con la Constitución local y con 
los tratados internacionales de la materia.

Son facultades y obligaciones del Pleno del Supremo 
Tribunal de Justicia:

a) Conocer de las contradicciones entre las tesis 
contenidas en las resoluciones de las salas o de los 
juzgados, para decidir cuál debe prevalecer;

b) Establecer la jurisprudencia sobre la interpretación 
de las leyes, así como los requisitos de su interrup-
ción o modificación, en términos de la ley orgánica.

Parámetro de interpretación acorde al modelo federal

PARÁMETRO DE 
REGULARIDAD DE 
CONTROL SOBRE 

DERECHOS HUMANOS

A. Constitución federal
B. Tratados internacionales de los que el Estado 
mexicano sea parte
C. Constitución local
D. Leyes reglamentarias

Parámetro de control acorde al modelo federal.

MECANISMOS DE CON-
TROL (3)

A. Controversia constitucional
B. Acción de inconstitucionalidad
C. Controversia sobre límites territoriales

Tipo de control: control concentrado de constitucionalidad 
y convencionalidad.

LEGISLACIÓN 
SECUNDARIA

A. Ley Reglamentaria de la Fracción XV del Artí-
culo 89 de la Constitución Política para el Estado 
de Guanajuato (3)

Contempla (3)
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MECANISMOS DE CONTROL CONSTITUCIONAL

OBJETO DE CONTROL SUJETOS LEGITIMADOS CONTROL 
PREVENTIVO 
O SUCESIVO 

EFECTOS DE 
SENTENCIAS

OTROS DATOS Y COMENTARIOS

A. CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL

Tiene por objeto dirimir las 
controversias entre:

a).- Dos o más municipios;

b).- Uno o más Municipios 
y el Poder Ejecutivo o Le-
gislativo

c).- El Poder Ejecutivo y el 
Legislativo.

a). El Poder Ejecutivo

b). El Poder Legislativo

c). Los municipios

Control suce-
sivo

Efectos genera-
les o particulares: 
en cualquiera de 
los casos se re-
querirá mayoría 
simple de votos.

Denominación local: controversia le-
gal

La constitución local hace referencia a 
controversias legales no constituciona-
les, sin embargo, es un asunto mera-
mente semántico, toda vez que, la ley 
reglamentaria correspondiente contem-
pla en su artículo 8 fracción V que en 
la interposición de demanda se deben 
expresar los preceptos constitucionales 
que se estimen violados. 

B. ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD

Tiene por objeto plantear y 
resolver la posible contra-
dicción entre una norma de 
carácter general y la Consti-
tución local.

a) Una tercera parte de los 
integrantes del Congreso del 
estado

b) El comisionado presidente del 
organismo autónomo, señala-
do en el apartado B del artículo 
14 de la Constitución local, por 
acuerdo del Pleno de su Consejo 
General, en materia de acceso a 
la información pública y protec-
ción de datos personales.

Control suce-
sivo

Efectos genera-
les: se requerirá 
mayoría de dos 
terceras partes 
de votos.

Espectro reducido de acceso a la 
justicia (sujetos legitimados): única-
mente se faculta al Congreso y al orga-
nismo autónomo en materia de acceso 
a la información y protección de datos 
personales.

C. CONTROVERSIA SOBRE LÍMITES TERRITORIALES

Tiene por objeto dirimir las 
controversias que se susci-
ten entre dos o más munici-
pios respecto de sus límites 
territoriales.

Los municipios Control suce-
sivo

Efectos genera-
les: se requerirá 
mayoría simple 
de votos.

Denominación local: conflicto de lími-
tes territoriales entre municipios. (dentro 
de las controversias legales)

La constitución local no prevé expresa-
mente las controversias sobre límites 
territoriales, sin embargo, la  Ley Regla-
mentaria de la Fracción XV del Artículo 
89 de la Constitución Política para el 
Estado de Guanajuato sí las contempla 
dentro de las controversias legales.
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MECANISMOS DE CONTROL CONSTITUCIONAL

OBJETO DE CONTROL SUJETOS LEGITIMADOS CONTROL 
PREVENTIVO 
O SUCESIVO 

EFECTOS DE 
SENTENCIAS

OTROS DATOS Y COMENTARIOS

7. HIDALGO
Constitución Política del Estado de Hidalgo

Artículos 2, 4 y 99

INFORMACIÓN GENERAL

ÓRGANO COMPETENTE Tribunal Superior de Justicia

JUSTICIA CONSTITUCIO-
NAL LOCAL, INTERPRETA-

CIÓN CONSTITUCIONAL 
Y OTRAS FACULTADES 

EXPRESAS DEL ÓRGANO 
COMPETENTE

Las normas relativas a los derechos humanos se 
interpretarán de conformidad con la Constitución fe-
deral, la Constitución local y con los tratados interna-
cionales de la materia.

Parámetro de interpretación acorde al modelo federal.

PARÁMETRO DE 
REGULARIDAD DE 
CONTROL SOBRE 

DERECHOS HUMANOS

A. Constitución federal
B. Tratados internacionales de los que el Estado 
mexicano sea parte
C. Constitución local
D. Leyes secundarias

Parámetro de control acorde al modelo federal. 

MECANISMOS DE CON-
TROL (4)

A. Controversia constitucional
B. Controversia sobre límites territoriales 
C. Controversias del estado
D. Controversias por leyes federales

Tipo de control: control concentrado de constitucionalidad 
y convencionalidad.

LEGISLACIÓN SECUN-
DARIA

No existe No contempla (4) 

A. CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL

Tiene por objeto resolver 
los conflictos de carácter 
judicial que surjan entre los 
municipios, entre éstos y el 
Congreso y entre aquéllos y 
el Ejecutivo estatal.

a) El Poder Ejecutivo

b) El Congreso

c) Los municipios

Control suce-
sivo

No se señala Denominación local: conflicto judicial 
entre poderes.

B. CONTROVERSIA SOBRE LIMITES TERRITORIALES

Resolver los conflictos so-
bre límites territoriales que 
se susciten entre dos o más 
municipios del estado, así 
como entre los ayuntamien-
tos y el Ejecutivo del estado.

a) Municipios

b) Ayuntamientos

c) Ejecutivo del estado

Control suce-
sivo

Efectos gene-
rales

Denominación local: conflicto por lími-
tes territoriales municipales. 

Mayor alcance y acceso al mecanis-
mo (ampliación del objeto de control 
y sujetos legitimados): se contempla 
que dicho control pueda resolver ade-
más del conflicto entre municipios, tam-
bién aquel entre ayuntamientos con el 
Ejecutivo del estado.
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MECANISMOS DE CONTROL CONSTITUCIONAL

OBJETO DE CONTROL SUJETOS LEGITIMADOS CONTROL 
PREVENTIVO 
O SUCESIVO 

EFECTOS DE 
SENTENCIAS

OTROS DATOS Y COMENTARIOS

C. CONTROVERSIAS DEL ESTADO

Tiene por objeto resolver las 
controversias en las que el 
estado fuere parte, salvo lo 
dispuesto por la Constitu-
ción Política de los Estados 
Unidos Mexicanos.

El estado Control suce-
sivo

No se señala

D. CONTROVERSIAS POR LEYES FEDERALES

Tiene por objeto resolver las 
controversias que resulten 
por la aplicación de leyes 
federales, en los casos que 
establezca la Constitución 
Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos

No se señala Control suce-
sivo

No se señala

8. MORELOS
Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos

Artículos 1-Bis, 19, 99 y 100

INFORMACIÓN GENERAL

ÓRGANO COMPETENTE Tribunal Superior de Justicia

JUSTICIA 
CONSTITUCIONAL LOCAL, 

INTERPRETACIÓN 
CONSTITUCIONAL Y 
OTRAS FACULTADES 

EXPRESAS DEL ÓRGANO 
COMPETENTE

La interpretación de todas las normas que contengan 
Derechos Humanos y sus garantías, se interpretarán 
de conformidad con la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos y con los Tratados Inter-
nacionales de la materia, favoreciendo en todo tiem-
po a las personas la protección más amplia.

Ninguna Ley, Reglamento o cualquier otra norma, 
ya sea de carácter Estatal o Municipal, puede ser in-
terpretada en el sentido de permitir, suprimir, limitar, 
excluir o coartar el goce y ejercicio de los derechos 
humanos, se debe optar por el sentido más favorable 
a la persona y atendiendo a su progresividad.

Parámetro de interpretación acorde al modelo federal.

Se prevé expresamente que ninguna ley o reglamento “o 
cualquier otra norma”, podrá ser interpretada contraria al 
ejercicio y goce de los derechos humanos.

PARÁMETRO DE 
REGULARIDAD DE 
CONTROL SOBRE 

DERECHOS HUMANOS

A. Constitución federal
B. Constitución local

Los ordenamientos respectivos sancionarán cual-
quier tipo de menoscabo producido en relación a 
cualquiera otra que vulnere o dañe la dignidad y los 
derechos humanos reconocidos por esta Constitu-
ción, la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos y los tratados, acuerdos e instrumentos 
internacionales a los que el país se haya adherido.

Parámetro amplio de control de derechos humanos, ya que 
considera acuerdos e instrumentos internacionales a los 
que el país se haya adherido.

MECANISMOS DE 
CONTROL (1)

A. Controversia constitucional Tipo de control: control concentrado de constitucionalidad 
y convencionalidad.

LEGISLACIÓN 
SECUNDARIA

No existe No contempla (1): ningún mecanismo de control consti-
tucional.
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MECANISMOS DE CONTROL CONSTITUCIONAL

OBJETO DE CONTROL SUJETOS LEGITIMADOS CONTROL 
PREVENTIVO 
O SUCESIVO 

EFECTOS DE 
SENTENCIAS

OTROS DATOS Y COMENTARIOS

A. CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL

Tiene por objeto dirimir las 
controversias que se susci-
ten entre los Poderes Legis-
lativo y Ejecutivo, por leyes 
o actos de aquél que este 
último considere contrarias 
a la Constitución local. Así 
como aquellas controversias 
que se susciten entre el Ins-
tituto Morelense de Informa-
ción Pública y Estadística y 
el Poder Legislativo o el Po-
der Ejecutivo del estado, o 
entre el primero y los muni-
cipios, o el Instituto Morelen-
se de Procesos Electorales 
y Participación Ciudadana, o 
la Universidad Autónoma del 
Estado de morelos o cual-
quier organo Estatal regula-
do por la Constitución local.

a) Poder Ejecutivo

b) Poder Legislativo

c) Municipios

d) Instituto Morelense de Infor-
mación Pública y Estadística

e) Instituto Morelense de Pro-
ceso Electorales y Participación 
Ciudadana

f) Universidad Autónoma del Es-
tado de Morelos

g) Cualquier órgano estatal regu-
lado por la Constitución local

Control suce-
sivo

No se señala Denominación local: controversias en-
tre poderes. 

Plazo para interposición: 5 días, con-
tando desde el momento en que haya 
llegado a su conocimiento la ley o acto 
de que se trate. 

Plazo para admisión: 2 días, para de-
terminar si la Ley o acto de que se trate 
es controvertible.

Parámetros de pronunciamiento de 
inconstitucionalidad: El Tribunal re-
solverá las controversias que se le so-
metan como puntos de mero hecho; se 
limitará a decidir si el precepto que con-
tiene la resolución de que se trate pugna 
o no con el artículo constitucional que 
reclame el Ejecutivo, desentendiéndo-
se de la conveniencia o inconveniencia 
política o administrativa de la ley o acto 
reclamado y de los trámites que haya 
observado el Congreso al ser presenta-
dos y discutidos.

Restricciones del mecanismo: no po-
drán ser objeto de estas controversias 
los actos del Congreso como jurado, ni 
las reformas que se hagan a la Consti-
tución local.

9. NAYARIT
Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Nayarit

Artículos 5, 7, 8, 82 y 91

INFORMACIÓN GENERAL

ÓRGANO COMPETENTE Sala Constitucional del Tribunal Superior de Justicia

JUSTICIA CONSTITUCIO-
NAL LOCAL, INTERPRETA-

CIÓN CONSTITUCIONAL 
Y OTRAS FACULTADES 

EXPRESAS DEL ÓRGANO 
COMPETENTE

El Poder Judicial tiene la competencia para garanti-
zar la supremacía y tutela de la Constitución local, así 
como de interpretar la Constitución local y de anular 
los actos, leyes o normas contrarias a ella, así como 
de garantizar y proteger los derechos fundamentales 
previstos en ella.

Las normas relativas a los derechos humanos se in-
terpretarán de conformidad con la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos, la Constitución 
local y con los tratados internacionales de la materia 
favoreciendo en todo tiempo a las personas la pro-
tección más amplia. 

Parámetro de interpretación acorde al modelo federal.
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MECANISMOS DE CONTROL CONSTITUCIONAL

OBJETO DE CONTROL SUJETOS LEGITIMADOS CONTROL 
PREVENTIVO 
O SUCESIVO 

EFECTOS DE 
SENTENCIAS

OTROS DATOS Y COMENTARIOS

PARÁMETRO DE 
REGULARIDAD DE 
CONTROL SOBRE 

DERECHOS HUMANOS

A. Constitución federal
B. Constitución local
C. Tratados internacionales de los que el Estado 
mexicano sea parte.

Parámetro de control acorde al modelo federal

MECANISMOS DE 
CONTROL (7)

A. Controversia constitucional
B. Acción de inconstitucionalidad
C. Acción por omisión normativa
D. Cuestión de constitucionalidad jurisdiccional
E. Cuestión de constitucionalidad legislativa
F. Juicio de protección de derechos humanos (juicio 
de amparo)
G. Controversia sobre límites territoriales 

Tipo de control: control concentrado de constitucionalidad 
y convencionalidad.

LEGISLACIÓN 
SECUNDARIA

A) Ley Orgánica del Poder Judicial para el Estado 
de Nayarit (5) (controversia constitucional; acción de 
inconstitucionalidad; acción por omisión normativa; 
cuestión de constitucionalidad jurisdiccional; juicio de 
protección de derechos humanos [juicio de amparo]
B) Ley de Control Constitucional del Estado de 
Nayarit (5) (controversia constitucional; acción de 
inconstitucionalidad; acción por omisión normativa; 
cuestión de constitucionalidad jurisdiccional; juicio de 
protección de derechos humanos [juicio de amparo]

Contempla (5): controversia constitucional; acción de in-
constitucionalidad; acción por omisión normativa; cuestión 
de constitucionalidad jurisdiccional; juicio de protección de 
derechos humanos (juicio de amparo).

No contempla (2): cuestión de constitucionalidad legislati-
va; controversia sobre límites territoriales. 

No existe omisión legislativa: esto ya que los mecanis-
mos pendientes fueron incorporados en la reforma consti-
tucional publicada el 10 de junio del 2016, mediante decre-
to que, en su régimen transitorio, artículo décimo primero, 
estableció que el Congreso del estado deberá́ realizar las 
adecuaciones legales relativas al Poder Judicial en un pla-
zo que no exceda al 19 de diciembre de 2019. 
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MECANISMOS DE CONTROL CONSTITUCIONAL

OBJETO DE CONTROL SUJETOS LEGITIMADOS CONTROL 
PREVENTIVO 
O SUCESIVO 

EFECTOS DE 
SENTENCIAS

OTROS DATOS Y COMENTARIOS

A. CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL

Tiene por objeto resolver 
si la disposición general, el 
acto o actos impugnados 
son conformes o contrarios 
a esta Constitución, y de-
clarar su validez o invalidez. 
Controversias que se po-
drán suscitar entre:

a).- El Poder Legislativo y el 
Ejecutivo.

b).- El Poder Legislativo o 
Ejecutivo con uno o más 
municipios del estado.

c).- Dos o más municipios.

d).- El Poder Legislativo o 
Ejecutivo con uno o más 
organismos autónomos del 
estado.

e).- Uno o más municipios y 
uno o más organismos autó-
nomos del estado.

a).- El Poder Ejecutivo

b).- El Poder Legislativo 

c).- Los municipios

d).- Los organismos autónomos 

Control suce-
sivo

Efectos genera-
les: siempre que 
las controversias 
versen sobre 
d i s p o s i c i o n e s 
generales cuan-
do hubieren sido 
aprobadas por 
una mayoría de 
por lo menos cua-
tro votos.

Efectos parti-
culares: en los 
demás casos

Ley secundaria: previsto en la Ley Or-
gánica del Poder Judicial para el Estado 
de Nayarit y la Ley de Control Constitu-
cional del Estado de Nayarit

Restricciones del mecanismo: se 
desahogarán siempre que tales con-
troversias no sean competencia de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación 
conforme al artículo 105, fracción I, de 
la Constitución general de la república.
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MECANISMOS DE CONTROL CONSTITUCIONAL

OBJETO DE CONTROL SUJETOS LEGITIMADOS CONTROL 
PREVENTIVO 
O SUCESIVO 

EFECTOS DE 
SENTENCIAS

OTROS DATOS Y COMENTARIOS

B. ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD

Tiene por objeto plantear la 
posible contradicción entre 
una norma de carácter ge-
neral y la Constitución local.

a). Fiscal general del estado.

b). Cuando menos una tercera 
parte de los miembros integran-
tes del Congreso, en contra de 
leyes o decretos expedidos por 
la propia legislatura.

c) Cuando menos una tercera 
parte de los integrantes de algún 
ayuntamiento, en contra de dis-
posiciones generales expedidas 
por éste.

d). La Comisión Estatal de De-
fensa de los Derechos Humanos, 
en contra de normas generales 
que vulneren los derechos funda-
mentales previstos en la Consti-
tución local.

Control suce-
sivo

Efectos genera-
les: siempre que 
las controversias 
versen sobre 
d i s p o s i c i o n e s 
generales cuan-
do hubieren sido 
aprobadas por 
una mayoría de 
por lo menos cua-
tro votos.

Efectos parti-
culares: en los 
demás casos.

Plazo de interposición: 30 días natu-
rales siguientes a la fecha de la publica-
ción de la norma.

Ley secundaria: previsto en la Ley Or-
gánica del Poder Judicial para el Estado 
de Nayarit y la Ley de Control Constitu-
cional del Estado de Nayarit.

C. ACCIÓN POR OMISIÓN NORMATIVA

Tiene por objeto dirimir una 
controversia en contra de 
cualquier autoridad, a quien 
la Constitución local o una 
ley ordena expedir una nor-
ma de carácter general y 
dicha omisión produce vio-
laciones a la Constitución 
local.

a) Cualquier autoridad

b) Cualquier vecino del estado

Control suce-
sivo

Efectos genera-
les: siempre que 
las controversias 
versen sobre 
d i s p o s i c i o n e s 
generales cuan-
do hubieren sido 
aprobadas por 
una mayoría de 
por lo menos cua-
tro votos.

Efectos parti-
culares: en los 
demás casos

Denominación local: acción de incons-
titucionalidad por omisión legislativa.

Ley secundaria: previsto en la Ley Or-
gánica del Poder Judicial para el Estado 
de Nayarit y la Ley de Control Constitu-
cional del Estado de Nayarit

Mayor alcance y acceso al mecanis-
mo (ampliación del objeto de control 
y sujetos legitimados): se contempla 
que dicho control pueda resolver ade-
más de la omisión del Congreso, cual-
quier omisión normativa de cualquier 
autoridad y por cualquier autoridad o 
vecino del estado.
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MECANISMOS DE CONTROL CONSTITUCIONAL

OBJETO DE CONTROL SUJETOS LEGITIMADOS CONTROL 
PREVENTIVO 
O SUCESIVO 

EFECTOS DE 
SENTENCIAS

OTROS DATOS Y COMENTARIOS

D. CUESTIÓN DE CONSTITUCIONALIDAD JURISDICCIONAL

Tiene por objeto plantear 
y resolver una cuestión o 
duda de constitucionalidad 
cuando se considere que 
una norma con carácter 
general, aplicable al caso, 
de cuya validez dependa el 
fallo, pueda ser contraria a 
la Constitución local.

a) Cualquier autoridad 

b) Cualquier organismo autóno-
mo

Control preven-
tivo

Efectos particu-
lares y vinculan-
tes: el tribunal, 
juez o autoridad 
de que se trate, 
se deberá́ ajustar 
a dichas conside-
raciones para dic-
tar su resolución 
definitiva. Las 
sentencias vincu-
larán al tribunal, 
juez o autoridad 
de que se trate y 
a las partes des-
de el momento 
en que les sean 
notificadas. 

Ley secundaria: previsto en la Ley Or-
gánica del Poder Judicial para el Estado 
de Nayarit y la Ley de Control Constitu-
cional del Estado de Nayarit. 

Espectro amplio de acceso a la justi-
cia (sujetos legitimados): permite que 
cualquier autoridad (judicial, administra-
tiva) u organismo autónomo pueda in-
terponer la acción, y además se faculta 
a la Sala Constitucional a ejercerla de 
oficio o conocer de ella a petición de 
parte.

E. CUESTIÓN DE CONSTITUCIONALIDAD LEGISLATIVA

Tiene por objeto resolver 
la consulta realizada por la 
comisión legislativa corres-
pondiente de dictaminación, 
respecto de la constitucio-
nalidad de una iniciativa de 
ley o decreto presentada 
ante el Congreso, previo a 
la discusión y aprobación en 
el mismo.

Comisión legislativa Control preven-
tivo

Efectos genera-
les: siempre que 
las controversias 
versen sobre 
d i s p o s i c i o n e s 
generales cuan-
do hubieren sido 
aprobadas por 
una mayoría de 
por lo menos cua-
tro votos.

Efectos parti-
culares: en los 
demás casos

Ley secundaria: no se contempla. 

Plazo para desahogo: 10 días.

Espectro amplio de acceso a la justi-
cia (sujetos legitimados): se contem-
pla que la consulta sea realizada previa 
a la discusión y aprobación del proyecto 
por la Comisión legislativa competente 
de dictaminar, lo que permite un control 
preventivo de mayor alcance para con-
siderar la contestación del órgano de 
control constitucional competente en la 
elaboración de normas legislativas.

Efectos: no se expresa en la constitu-
ción el alcance, se debería de estable-
cer si será criterio orientador o vinculan-
te (como el caso de Yucatán)
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MECANISMOS DE CONTROL CONSTITUCIONAL

OBJETO DE CONTROL SUJETOS LEGITIMADOS CONTROL 
PREVENTIVO 
O SUCESIVO 

EFECTOS DE 
SENTENCIAS

OTROS DATOS Y COMENTARIOS

F. JUICIO DE PROTECCIÓN DE DERECHOS HUMANOS (JUICIO DE AMPARO)

Tiene por objeto dirimir la 
controversia suscitada por 
actos u omisiones que vul-
neren los derechos reco-
nocidos por la Constitución 
local, provenientes de cual-
quier autoridad.

a) Por quien o quienes reciban 
un agravio personal y directo, por 
el acto de autoridad violatorio de 
los derechos fundamentales. 

b) La Comisión Estatal de De-
rechos Humanos promoverá́ de 
oficio, el juicio de protección y lo 
continuará en todos sus trámites, 
cuando existan violaciones de 
derechos fundamentales que 
puedan constituir crímenes de 
lesa humanidad.

c) Los menores de edad aun 
cuando su representante legíti-
mo esté ausente o impedido, en 
cuyo caso, el magistrado instruc-
tor, lo proveerá́ de uno especial; 
pero cumplidos los catorce años, 
ellos podrán hacer la designa-
ción. 

Control suce-
sivo

Efectos par-
ticulares: las 
sentencias en 
materia de juicio 
de protección de 
derechos funda-
mentales no con-
tendrán declara-
ciones generales 
de inconstitucio-
nalidad. Podrán 
tener los siguien-
tes sentidos: 

I. Concesión de la 
protección, esta-
bleciendo en este 
caso el sentido 
de la protección y 
todo aquello que 
resulte necesario 
para su respeto y 
protección.

II. Denegación de 
la protección. Si 
se deniega por 
incompetenc ia 
material, deberá́ 
indicarse tal si-
tuación en la sen-
tencia y el tiempo 
transcurrido entre 
la presentación 
de la demanda y 
la resolución del 
juicio de protec-
ción suspenderá́ 
la prescripción 
negativa.

III. Interpretativa, 
estableciendo la 
constitucionali-
dad del acto o ley 
impugnada, pero 
fijando el sentido 
de su interpreta-
ción y ejecución 
de forma que se 
respete el dere-
cho fundamental 
del promovente. 

Denominación local: juicio de protec-
ción de derechos fundamentales

Ley secundaria: previsto en la Ley Or-
gánica del Poder Judicial para el Estado 
de Nayarit y la Ley de Control Constitu-
cional del Estado de Nayarit.

Gran amplitud de sujetos legitimados

Juicio de amparo federal: Además del 
juicio de protección de derechos huma-
nos previsto en la Constitución local, la 
Ley Orgánica del Poder Judicial para el 
Estado de Nayarit contempla en su ar-
tículo 31 segundo párrafo que en juris-
dicción concurrente conforme a lo pre-
visto en el artículo 107 fracción XII, de 
la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, tendrá́ competencia 
para conocer con carácter de superior 
jerárquico del juzgador que emita el 
acto, de los amparos que se promue-
van por violaciones a los derechos y 
garantías previstas en los artículos 16, 
en materia penal, 19 y 20 de la propia 
Constitución Federal.
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MECANISMOS DE CONTROL CONSTITUCIONAL

OBJETO DE CONTROL SUJETOS LEGITIMADOS CONTROL 
PREVENTIVO 
O SUCESIVO 

EFECTOS DE 
SENTENCIAS

OTROS DATOS Y COMENTARIOS

G. CONTROVERSIA SOBRE LÍMITES TERRITORIALES 

Tiene por objeto dirimir el 
desacuerdo y conflicto por 
límites territoriales en la vía 
contenciosa que surja entre 
municipios.

Municipios Control suce-
sivo

Efectos genera-
les: siempre que 
las controversias 
versen sobre 
d i s p o s i c i o n e s 
generales cuan-
do hubieren sido 
aprobadas por 
una mayoría de 
por lo menos cua-
tro votos.

Efectos parti-
culares: en los 
demás casos

Denominación local: conflicto por lími-
tes territoriales municipales

Ley secundaria: no se contempla

10. NUEVO LEÓN
Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Nuevo León

Artículos 1, 94 y 95

INFORMACIÓN GENERAL

ÓRGANO COMPETENTE Tribunal Superior de Justicia

JUSTICIA 
CONSTITUCIONAL LOCAL, 

INTERPRETACIÓN 
CONSTITUCIONAL Y 
OTRAS FACULTADES 

EXPRESAS DEL ÓRGANO 
COMPETENTE

Las normas relativas a los derechos humanos se 
interpretarán de conformidad con la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos, con los trata-
dos internacionales de la materia, y por lo dispuesto 
en la Constitución local, favoreciendo en todo tiempo 
a las personas la protección más amplia.

Parámetro de interpretación acorde al modelo federal.

PARÁMETRO DE 
REGULARIDAD DE 
CONTROL SOBRE 

DERECHOS HUMANOS

A. Constitución federal
B. Tratados internacionales de los que el Estado 
mexicano sea parte
C. Constitución local

Parámetro de control acorde al modelo federal.

MECANISMOS DE 
CONTROL (2)

A. Controversia constitucional
B. Acción de inconstitucionalidad

Tipo de control: control concentrado de constitucionalidad 
y convencionalidad.

LEGISLACIÓN 
SECUNDARIA

A. Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de 
Nuevo León
B. Ley Reglamentaria del Artículo 95 de la Cons-
titución Política del Estado de Nuevo León (2)

Contempla (2): todos los mecanismos de control.

A. CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL

Tiene por objeto impugnar 
actos de autoridad o normas 
generales que invadan su 
competencia garantizada 
por la Constitución local, y 
que provengan de otro di-
verso poder u órgano estatal 
o municipal, con excepción 
del Poder Judicial.

a) El estado. 

b) Los municipios. 

c) Los poderes u órganos públi-
cos estatales o municipales.

Control sucesivo No se señala Denominación local: controversia de 
inconstitucionalidad local.
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MECANISMOS DE CONTROL CONSTITUCIONAL

OBJETO DE CONTROL SUJETOS LEGITIMADOS CONTROL 
PREVENTIVO 
O SUCESIVO 

EFECTOS DE 
SENTENCIAS

OTROS DATOS Y COMENTARIOS

B. ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD

Tiene por objeto resolver las 
impugnaciones a normas 
generales expedidas por el 
Congreso o por cualquier 
ayuntamiento, que en abs-
tracto violen los derechos 
fundamentales de las perso-
nas emanados de la Consti-
tución local, o violen la dis-
tribución de competencias 
que en la Constitución local 
se establecen para el esta-
do y los municipios, o para 
cualquiera de los poderes u 
órganos públicos estatales o 
municipales.

a) Los diputados, tratándose de 
normas generales expedidas por 
el Congreso.

b) Los regidores tratándose de 
normas generales expedidas por 
su respectivo ayuntamiento. 

c) El gobernador.

d) El fiscal general de justicia del 
estado.

Control sucesivo No se señala Denominación local: acción de incons-
titucionalidad local

Mayor alcance y acceso del meca-
nismo (ampliación del objeto de con-
trol y sujetos legitimados): más allá 
del objeto de control tradicional de las 
acciones de inconstitucionalidad, Nuevo 
León prevé resolver la constitucionalidad 
sobre normas emitidas por los 
ayuntamientos. Igualmente se prevé el 
acceso a regidores.

11. OAXACA
Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Oaxaca

Artículos 1, 25, 105, 106 y 113

INFORMACIÓN GENERAL

ÓRGANO COMPETENTE
A. Sala Constitucional del Tribunal Superior de 
Justicia.

B. Pleno del Tribunal Superior de Justicia.

C. Toda autoridad.

JUSTICIA 
CONSTITUCIONAL LOCAL, 

INTERPRETACIÓN 
CONSTITUCIONAL Y 
OTRAS FACULTADES 

EXPRESAS DEL ÓRGANO 
COMPETENTE

El Tribunal Superior de Justicia tiene la facultad de 
garantizar la supremacía y control de la Constitución 
local. 

La interpretación de los derechos humanos se hará 
conforme a lo establecido en la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos.

Parámetro de interpretación reducido, ya que solo consi-
dera a la Constitución federal, la cual a su vez prevé a los 
tratados internacionales de los que el Estado mexicano 
es parte, sin embargo no considera a la Constitución local 
como parte del parámetro.

PARÁMETRO DE 
REGULARIDAD DE 
CONTROL SOBRE 

DERECHOS HUMANOS

A. Constitución federal
B. Tratados internacionales de los que el Estado 
mexicano sea parte
C. Constitución local

Parámetro de control acorde al modelo federal.

MECANISMOS DE 
CONTROL (7)

A. Controversia constitucional
B. Acción de inconstitucionalidad
C. Cuestión de constitucionalidad jurisdiccional
D. Cuestión de constitucionalidad legislativa
E. Control difuso de constitucionalidad y convencio-
nalidad
F. Recurso sobre recomendaciones del órgano pro-
tector de derechos humanos
G. Recurso sobre revocación de mandato
H. Controversia sobre límites territoriales

Tipo de control: control difuso y concentrado de constitu-
cionalidad y convencionalidad.
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MECANISMOS DE CONTROL CONSTITUCIONAL

OBJETO DE CONTROL SUJETOS LEGITIMADOS CONTROL 
PREVENTIVO 
O SUCESIVO 

EFECTOS DE 
SENTENCIAS

OTROS DATOS Y COMENTARIOS

LEGISLACIÓN 
SECUNDARIA

A. Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de 
Oaxaca (1) (control difuso de constitucionalidad y 
convencionalidad)
B. Ley Reglamentaria del Apartado B del Artículo 
106 de la Constitución Política del Estado Libre y 
Soberano de Oaxaca (8) (controversia constitucio-
nal; acción de inconstitucionalidad; cuestión de cons-
titucionalidad jurisdiccional; cuestión de constitucio-
nalidad legislativa; recurso sobre recomendaciones 
del órgano protector de derechos humanos; recurso 
sobre revocación de mandato y controversia sobre 
límites territoriales)

Contemplados (8): todos los mecanismos de control 
constitucional 

A. CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL

Tiene por objeto resolver las 
controversias constituciona-
les que se susciten entre:

a) Dos o más municipios.

b) Uno o más municipios y el 
Poder Legislativo.

c) Uno o más municipios y el 
Poder Ejecutivo.

d) El Poder Ejecutivo y el 
Legislativo.

e) Entre Órganos Autóno-
mos, o entre éstos y el Po-
der Ejecutivo, Poder Legis-
lativo, o los Municipios.

a) El Poder Ejecutivo 

b) El Poder Legislativo

c) Los municipios 

d) Los órganos autónomos

Control suce-
sivo

Efectos gene-
rales: cuando 
versen sobre 
d i s p o s i c i o n e s 
generales de los 
Poderes Ejecuti-
vo, Legislativo o 
de los municipios, 
cuando hubiere 
sido aprobada 
por las dos terce-
ras partes de los 
integrantes.

Surtirá efectos: 
a partir de su 
publicación en el 
periódico oficial 
del Gobierno del 
estado.

Ley secundaria: previsto en la Ley Re-
glamentaria del Apartado B del Artículo 
106 de la Constitución Política del Esta-
do Libre y Soberano de Oaxaca.

Órgano competente: Sala Constitucio-
nal del Tribunal Superior de Justicia.

B. ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD

Tiene por objeto dirimir 
controversias respecto de 
normas de carácter general 
que se considere contraria a 
la Constitución local.

a) Cuando menos treinta por 
ciento de los diputados.

b) El gobernador del estado.

c) Los órganos autónomos del 
Estado, en las materias de sus 
respectivas competencias.

Control suce-
sivo

Efectos genera-
les: cuando hu-
bieren sido apro-
badas por las dos 
terceras partes 
de los miembros.

Surtirán efec-
tos: a partir de su 
publicación, sin 
poder aplicarse 
retroactivamente 
excepto cuando 
se trate de asun-
tos del orden pe-
nal y en beneficio 
del inculpado.

Ley secundaria: previsto en la Ley Re-
glamentaria del Apartado B del Artículo 
106 de la Constitución Política del Esta-
do Libre y Soberano de Oaxaca.

Órgano competente: Sala Constitucio-
nal del Tribunal Superior de Justicia.

Plazo de interposición: 30 días si-
guientes a su publicación.
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MECANISMOS DE CONTROL CONSTITUCIONAL

OBJETO DE CONTROL SUJETOS LEGITIMADOS CONTROL 
PREVENTIVO 
O SUCESIVO 

EFECTOS DE 
SENTENCIAS

OTROS DATOS Y COMENTARIOS

C. CUESTIÓN DE CONSTITUCIONALIDAD JURISDICCIONAL

Tiene por objeto conocer 
y resolver las peticiones 
formuladas por los demás 
Tribunales y Jueces del Es-
tado, cuando tengan  duda 
sobre la constitucionalidad o 
aplicación de una ley local, 
en el proceso sobre el cual 
tengan conocimiento.

a) Tribunales

b) Jueces

Control preven-
tivo

Efectos particu-
lares no vincu-
lantes: Cuando 
sean aprobadas 
por las dos ter-
ceras partes de 
los miembros 
tendrán efectos 
de criterios orien-
tados no vincu-
lantes.

Denominación local: duda sobre la 
constitucionalidad o aplicación de una 
ley local.

Ley secundaria: previsto en la Ley Re-
glamentaria del Apartado B del Artículo 
106 de la Constitución Política del Esta-
do Libre y Soberano de Oaxaca.

Órgano competente: Sala Constitucio-
nal del Tribunal Superior de Justicia.

Alcance de sentencia: primera entidad 
que expresa constitucionalmente los 
efectos y alcances de la sentencia de 
una cuestión de constitucionalidad.

D. CUESTIÓN DE CONSTITUCIONALIDAD LEGISLATIVA

Tiene por objeto conocer y 
resolver las peticiones for-
muladas sobre la  constitu-
cionalidad de un proyecto 
de ley o decreto aprobado 
por el Congreso previo a su 
promulgación y publicación.

a) El gobernador 

b) El treinta por ciento de los 
diputados del Congreso 

c) Los órganos autónomos 

Control preven-
tivo

No se señala Denominación local: petición de cons-
titucionalidad de ley o decreto.

Ley secundaria: previsto en la Ley Re-
glamentaria del Apartado B del Artículo 
106 de la Constitución Política del Esta-
do Libre y Soberano de Oaxaca.

Órgano competente: Sala Constitucio-
nal del Tribunal Superior de Justicia.

Plazo para desahogo: 15 días natu-
rales.

Efectos: no se expresa en la constitu-
ción el alcance, se debería de estable-
cer si será criterio orientador o vinculan-
te. (como el caso de Yucatán).

E. CONTROL DIFUSO DE CONSTITUCIONALIDAD Y CONVENCIONALIDAD

Tiene por objeto la aplica-
ción del control difuso de 
constitucionalidad y con-
vencionalidad en materia 
de derechos humanos por 
todas las autoridades en sus 
determinaciones o resolu-
ciones.

Toda autoridad de oficio Control preven-
tivo

No se señala Ley secundaria: previsto en la Ley Or-
gánica del Poder Judicial del Estado de 
Oaxaca. 

Órgano competente: Toda autoridad.

Observación (ausencia de revisión): 
no se prevé una facultad de revisión por 
la Sala Constitucional sobre la resolu-
ción, como sucede en otras entidades 
federativas.
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MECANISMOS DE CONTROL CONSTITUCIONAL

OBJETO DE CONTROL SUJETOS LEGITIMADOS CONTROL 
PREVENTIVO 
O SUCESIVO 

EFECTOS DE 
SENTENCIAS

OTROS DATOS Y COMENTARIOS

F. RECURSO SOBRE RECOMENDACIONES DEL ÓRGANO PROTECTOR DE DERECHOS HUMANOS

Tiene por objeto sustanciar 
y resolver el juicio para la 
protección de los derechos 
humanos, por incumplimien-
to de las recomendaciones 
hechas a la autoridad por la 
Defensoría de los Derechos 
Humanos del Pueblo de 
Oaxaca.

No se señala Control suce-
sivo

Efectos particu-
lares

Denominación local: juicio para la 
protección de los derechos humanos, 
por incumplimiento de las recomenda-
ciones.

Ley secundaria: previsto en la Ley Re-
glamentaria del Apartado B del Artículo 
106 de la Constitución Política del Esta-
do Libre y Soberano de Oaxaca.

Órgano competente: Sala Constitucio-
nal del Tribunal Superior de Justicia.

G. RECURSO SOBRE REVOCACIÓN DE MANDATO

Tiene por objeto realizar un 
control de constitucionalidad 
sobre la certificación del Ins-
tituto Estatal Electoral y de 
Participación Ciudadana por 
el que acredita cumplidos 
los requisitos de la solicitud 
de revocación de mandato. 
El control y revisión consti-
tucional versan específica-
mente sobre si: 

a) Se expresaron los funda-
mentos y las razones que 
llevan a solicitar la revoca-
ción del mandato por viola-
ciones graves a la Constitu-
ción Política del Estado.

b) Se presentó la solicitud 
en la forma y términos que 
marque la ley ante el Institu-
to Estatal Electoral y de Par-
ticipación Ciudadana.

Instituto Estatal Electoral y de 
Participación Ciudadana.

Control preven-
tivo

Efectos particu-
lares

Ley secundaria: previsto en la Ley Re-
glamentaria del Apartado B del Artículo 
106 de la Constitución Política del Esta-
do Libre y Soberano de Oaxaca.

Órgano competente: Sala Constitucio-
nal del Tribunal Superior de Justicia.

H. CONTROVERSIA SOBRE LÍMITES TERRITORIALES

Tiene por objeto dirimir el 
desacuerdo y conflicto por 
límites territoriales en la vía 
contenciosa que surja entre 
municipios.

Municipios Control suce-
sivo

Efectos entre los 
municipios parte 
del mecanismo 
de control.
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MECANISMOS DE CONTROL CONSTITUCIONAL

OBJETO DE CONTROL SUJETOS LEGITIMADOS CONTROL 
PREVENTIVO 
O SUCESIVO 

EFECTOS DE 
SENTENCIAS

OTROS DATOS Y COMENTARIOS

12. QUERÉTARO
Constitución Política del Estado de Querétaro

Artículos 2, 28 y 29

INFORMACIÓN GENERAL

ÓRGANO COMPETENTE Pleno del Tribunal Superior de Justicia.

JUSTICIA 
CONSTITUCIONAL LOCAL, 

INTERPRETACIÓN 
CONSTITUCIONAL Y 
OTRAS FACULTADES 

EXPRESAS DEL ÓRGANO 
COMPETENTE

El Pleno del Tribunal Superior de Justicia es compe-
tente para garantizar la supremacía y control de la 
Constitución local.

Las normas relativas a los derechos humanos se in-
terpretarán de conformidad con la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos y los tratados 
internacionales de los que el Estado Mexicano sea 
parte, las leyes federales, la Constitución local y las 
leyes que de ella emanen. 

Es competencia del Pleno del Tribunal Superior de 
Justicia:

a). Conocer los asuntos en revisión de las resolucio-
nes emitidas por los jueces o respecto a los cuales 
acuerde su atracción y emitir las correspondientes 
sentencias, y

b) Realizar la interpretación de la Constitución local, 
formando y sistematizando precedentes en materia 
de control de la Constitución local.

Parámetro de interpretación acorde al modelo federal.

PARÁMETRO DE 
REGULARIDAD DE 
CONTROL SOBRE 

DERECHOS HUMANOS

A. Constitución federal
B. Tratados internacionales de los que el Estado 
mexicano sea parte
C. Leyes federales
D. Constitución local
E. Leyes que emanen de la Constitución local

Parámetro de control acorde a modelo federal.

MECANISMOS DE 
CONTROL (5)

A. Controversia constitucional
B. Acción de inconstitucionalidad
C. Acción por omisión normativa
D. Juicio de protección de derechos humanos (juicio 
de amparo)
E. Juicio de protección de derechos colectivos o 
difusos

Tipo de control: control concentrado de constitucionalidad 
y convencionalidad.

LEGISLACIÓN 

SECUNDARIA

A. Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de 
Querétaro (1) (controversia constitucional)

B. Ley de Justicia Constitucional del Estado de 
Querétaro (5) (controversia constitucional; acción 
de inconstitucionalidad; acción por omisión nor-
mativa; juicio de protección de derechos humanos 
(juicio de amparo); juicio de protección de derechos 
colectivos o difusos)

Contempla (5): todos los mecanismos de control consti-
tucional.
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MECANISMOS DE CONTROL CONSTITUCIONAL

OBJETO DE CONTROL SUJETOS LEGITIMADOS CONTROL 
PREVENTIVO 
O SUCESIVO 

EFECTOS DE 
SENTENCIAS

OTROS DATOS Y COMENTARIOS

A. CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL

Tiene por objeto procesar 
y sentenciar los litigios que 
no sean competencia de la 
Suprema Corte de Justicia 
de la Nación o del Senado 
de la República y, que sur-
jan entre: Poder Ejecutivo, 
Legislatura del Estado, or-
ganismos constitucionales 
autónomos o los municipios 
del estado.

a) Poder Ejecutivo

b) Poder Legislativo

c) Municipios

d) Organismos constitucionales 
autónomos

Control suce-
sivo

Efectos genera-
les: siempre que 
la controver-
sia verse sobre 
d i s p o s i c i o n e s 
generales y la 
sentencia las de-
clarare inválidas 
por haber sido 
formuladas por 
la parte deman-
dada sin contar 
con competencia 
para ello. 

Efectos parti-
culares: en los 
demás casos.

Denominación local: controversia rela-
tiva a la competencia.

Ley secundaria: previsto en la Ley Or-
gánica del Poder Judicial del Estado de 
Querétaro y la Ley de Justicia Constitu-
cional del Estado de Querétaro.

B. ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD

Tiene por objeto resolver so-
bre la constitucionalidad de 
las leyes en el Estado.

I. El gobernador del estado, por 
sí o por conducto de quien le re-
presente legalmente; 

II. El equivalente a la tercera par-
te de los integrantes de la Legis-
latura del estado;

III. Los ayuntamientos o concejos 
municipales. 

IV. Los organismos autónomos, 
por conducto de quien los repre-
sente legalmente, con relación a 
la materia de su competencia. 

V. Cualquier persona, cuando se 
trate de la protección de sus de-
rechos fundamentales. 

VI. Los partidos políticos nacio-
nales y estatales con registro 
debidamente acreditado ante la 
autoridad electoral que corres-
ponda. 

Control suce-
sivo

Efectos gene-
rales

Ley secundaria: previsto en la Ley de 
Justicia Constitucional del Estado de 
Querétaro.
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MECANISMOS DE CONTROL CONSTITUCIONAL

OBJETO DE CONTROL SUJETOS LEGITIMADOS CONTROL 
PREVENTIVO 
O SUCESIVO 

EFECTOS DE 
SENTENCIAS

OTROS DATOS Y COMENTARIOS

C. ACCIÓN POR OMISIÓN NORMATIVA

Tiene por objeto el pronun-
ciamiento sobre los casos 
de omisión en la expedición 
de leyes, cuando la misma 
afecte el funcionamiento o 
aplicación de la Constitución 
local.

I. El Gobernador del Estado, por 
sí o por conducto de quien lo re-
presente legalmente.

II. Los ayuntamientos o concejos 
municipales.

III. Los organismos autónomos, 
por conducto de quien los re-
presente legalmente, en relación 
con la materia de su competen-
cia.

IV. Los partidos políticos nacio-
nales y estatales con registro 
debidamente acreditado ante la 
autoridad electoral que corres-
ponda. 

Control suce-
sivo

Efectos gene-
rales

Denominación local: acción por omi-
sión constitucional. (omisión en expedi-
ción de leyes).

Ley secundaria: previsto en la Ley de 
Justicia Constitucional del Estado de 
Querétaro.
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MECANISMOS DE CONTROL CONSTITUCIONAL

OBJETO DE CONTROL SUJETOS LEGITIMADOS CONTROL 
PREVENTIVO 
O SUCESIVO 

EFECTOS DE 
SENTENCIAS

OTROS DATOS Y COMENTARIOS

D. JUICIO DE PROTECCIÓN DE DERECHOS HUMANOS (JUICIO DE AMPARO)

Tiene por objeto proteger los 
establecidos como tal en la 
Constitución Política del Es-
tado de Querétaro, así ́como 
en los tratados internaciona-
les que formen parte del de-
recho nacional. Podrá́ ejerci-
tarse cuando no exista otra 
vía judicial contemplada en 
la legislación local para ello. 

1. Legitimación procesal:

a) Cualquier persona física que 
se considere afectada en sus 
derechos. 

b) Cualquier persona jurídica que 
se considere afectada en sus 
derechos.

c) Cualquier persona a nombre 
de otra, cuando se trate de ata-
ques a derechos que pongan 
en riesgo la vida o la integridad 
personal de la persona en cuyo 
nombre se solicita. 

2. Legitimación pasiva:

a) Persona de derecho público 
o privado a la que se le impute 
la violación del derecho funda-
mental. 

b) Persona física o moral a la que 
se le impute la violación del dere-
cho fundamental. 

Control suce-
sivo

Efectos particu-
lares: las resolu-
ciones no podrán 
contener declara-
ciones generales 
de inconstitucio-
nalidad. Podrán 
tener los siguien-
tes sentidos: 

I. Concesión de 
la protección del 
derecho funda-
mental violenta-
do, establecien-
do en este caso 
el sentido de la 
protección y todo 
aquello que resul-
te necesario para 
su respeto y pro-
tección.

II. Denegación de 
la protección. Si 
se deniega por 
incompetenc ia 
material, deberá́ 
indicarse tal si-
tuación en la sen-
tencia y el tiempo 
transcurrido entre 
la presentación 
de la demanda y 
la resolución del 
juicio de protec-
ción suspenderá́ 
la prescripción 
negativa.

III. Interpretativa, 
estableciendo la 
constitucionali-
dad del acto o ley 
impugnado, pero 
fijando el sentido 
de su interpreta-
ción y ejecución 
de forma que se 
respete el dere-
cho fundamental 
del promoverte. 

Denominación local: juicio de protec-
ción de derechos fundamentales.

Ley secundaria: previsto en la Ley de 
Justicia Constitucional del Estado de 
Querétaro. No se contempla expresa-
mente en la Constitución local.
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MECANISMOS DE CONTROL CONSTITUCIONAL

OBJETO DE CONTROL SUJETOS LEGITIMADOS CONTROL 
PREVENTIVO 
O SUCESIVO 

EFECTOS DE 
SENTENCIAS

OTROS DATOS Y COMENTARIOS

E. JUICIO DE PROTECCIÓN DE DERECHOS COLECTIVOS O DIFUSOS

Tiene como objetivo prote-
ger los derechos de tal na-
turaleza establecidos en la 
Constitución local, así ́como 
en los tratados internacio-
nales que formen parte del 
derecho nacional, contra ac-
tos de los particulares o las 
autoridades locales o muni-
cipales que los vulneren. El 
juicio podrá́ ejecutarse en 
aquellos casos en que no 
exista otra vía judicial para 
ello, contemplada en la le-
gislación local. 

1. En el caso de derechos co-
lectivos: 

a) Los integrantes individuales 
o plurales de un grupo social, 
reconocidos como titulares o 
destinatarios de dicho derecho 
por la Constitución particular o el 
tratado internacional. 

b) Las personas jurídicas de 
derecho público o privado que 
tengan por objeto legal o social 
defender o salvaguardar dichos 
derechos.

2. En el caso de derechos di-
fusos: 

a) Las personas individuales que 
acrediten un interés simple. 

b) Las personas jurídicas de 
derecho público o privado que 
tengan por objeto legal o social 
defender o salvaguardar dichos 
derechos. 

Control suce-
sivo

Efectos particu-
lares

Denominación local: acción por omi-
sión legislativa (omisión en expedición 
de leyes).

Ley secundaria: previsto en la Ley de 
Justicia Constitucional del Estado de 
Querétaro. No se contempla expresa-
mente en la Constitución local.

13. QUINTANA ROO
Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Quintana Roo

Artículos 7, 12, 103, 104 y 105

INFORMACIÓN GENERAL

ÓRGANO COMPETENTE

A. Sala Constitucional del Tribunal Superior de Jus-
ticia 

B. Pleno del Tribunal Superior de Justicia 

En todos los mecanismos la Sala Constitucional pro-
pone el proyecto de resolución y resuelve el Pleno 
del Tribunal Superior de Justicia.
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MECANISMOS DE CONTROL CONSTITUCIONAL

OBJETO DE CONTROL SUJETOS LEGITIMADOS CONTROL 
PREVENTIVO 
O SUCESIVO 

EFECTOS DE 
SENTENCIAS

OTROS DATOS Y COMENTARIOS

JUSTICIA 
CONSTITUCIONAL LOCAL, 

INTERPRETACIÓN 
CONSTITUCIONAL Y 
OTRAS FACULTADES 

EXPRESAS DEL ÓRGANO 
COMPETENTE

El control constitucional se erige dentro del régimen 
interior del estado, como un medio para mantener 
la eficacia y vigencia de esta Constitución; tiene por 
objeto dirimir de manera definitiva e inatacable en el 
orden jurídico estatal, los conflictos que por la consti-
tucionalidad de sus actos o disposiciones generales, 
surjan en el ámbito interior del estado entre el Poder 
Ejecutivo y el Legislativo o entre uno de ellos y los 
municipios que conforman el estado, o entre dos o 
más municipios, sin perjuicio de lo previsto en los ar-
tículos 76 fracción VII, 103, 105, 107 y último párrafo 
de la fracción II del 115 de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos.

Corresponde al Pleno del Tribunal Superior de Jus-
ticia:

a)  De oficio o a petición de parte, resolver sobre las 
contradicciones entre las tesis sostenidas en las re-
soluciones de las salas o de los juzgados.

b) Emitir jurisprudencia, sobre la interpretación de 
leyes, decretos y reglamentos locales, así como los 
requisitos para su interrupción y modificación.

PARÁMETRO DE 
REGULARIDAD DE 

CONTROL SOBRE DERE-
CHOS HUMANOS

A. Constitución federal
B. Tratados internacionales de los que el Estado 
mexicano sea parte
C. Constitución local

Parámetro de control acorde a modelo federal

MECANISMOS DE 
CONTROL (3)

A. Controversia constitucional
B. Acción de inconstitucionalidad
C. Acción por omisión normativa

Tipo de control: control concentrado de constitucionalidad 
y convencionalidad.

LEGISLACIÓN 
SECUNDARIA

A. Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de 
Quintana Roo (3)
B. Ley Reglamentaria de los Artículos 104 y 105 
de la Constitución Política del Estado Libre y 
Soberano de Quintana Roo (3)

Contempla (3): todos los mecanismos de control consti-
tucional 

A. CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL

Tiene por objeto resolver 
las controversias que, por 
la constitucionalidad de sus 
actos o disposiciones gene-
rales, surjan entre:

a) El Poder Ejecutivo y el 
Poder Legislativo.

b) El Poder Ejecutivo y uno 
de los municipios.

c) El Poder Legislativo y uno 
de los municipios.

d) Dos o más municipios del 
estado.

a) El Poder Ejecutivo 

b) El Poder Legislativo

c) Los municipios

Control suce-
sivo

Efectos genera-
les: siempre que 
las controversias 
versen sobre 
d i s p o s i c i o n e s 
generales de los 
municipios o Po-
deres Ejecutivo o 
Legislativo, cuan-
do hubiera sido 
aprobada por una 
mayoría de por lo 
menos seis votos. 

Efectos particu-
lares: siempre 
que las contro-
versias versen 
sobre actos u 
otras normas.



127

MECANISMOS DE CONTROL CONSTITUCIONAL

OBJETO DE CONTROL SUJETOS LEGITIMADOS CONTROL 
PREVENTIVO 
O SUCESIVO 

EFECTOS DE 
SENTENCIAS

OTROS DATOS Y COMENTARIOS

B. ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD

Tiene por objeto plantear la 
posible contradicción entre 
una norma de carácter ge-
neral y la Constitución local.

a) Cuando menos la tercera par-
te de los miembros del Congreso 
del Estado;

b) El gobernador del estado, por 
conducto del consejero jurídico 
del Poder Ejecutivo, en contra de 
normas de carácter estatal;

c) El fiscal general del estado, 
respecto de leyes en materia pe-
nal, así como, las relacionadas 
en el ámbito de sus funciones, y

d) El organismo garante que es-
tablece el artículo 21 de la Cons-
titución local en contra de leyes 
de carácter local, que vulneren el 
derecho al acceso a la informa-
ción pública y la protección de 
datos personales.

Control suce-
sivo

Efectos genera-
les: cuando fue-
re aprobada por 
cuando menos 
las dos terceras 
partes del Ple-
no, y no tendrán 
efectos retroac-
tivos, salvo en 
materia penal.

Efectos no sus-
pensivos: La 
admisión de una 
acción de incons-
titucionalidad no 
dará lugar a la 
suspensión de 
la norma impug-
nada.

Plazo de interposición: 30 días natura-
les siguientes a la fecha de publicación 
de la norma.

C. ACCIÓN POR OMISIÓN NORMATIVA

Tiene por objeto resolver 
el conflicto que se suscite 
cuando se considere que la 
legislatura del estado no ha 
resuelto sobre la expedición 
de alguna ley o decreto, y 
que dicha omisión afecte el 
debido cumplimiento de la 
Constitución local.

a) El Gobernador del Estado

b) Un Ayuntamiento del Estado

Control suce-
sivo

Efectos gene-
rales

Surtirá efectos: 
a partir de su 
publicación en el 
periódico oficial 
del estado.

Denominación local: acción por omi-
sión legislativa

14. SONORA
        Constitución Política del Estado de Sonora

Artículos 1 y 166

INFORMACIÓN GENERAL

ÓRGANO COMPETENTE Pleno del Tribunal Superior de Justicia en carácter de 
Tribunal Constitucional Local

JUSTICIA 
CONSTITUCIONAL LOCAL, 

INTERPRETACIÓN 
CONSTITUCIONAL Y 
OTRAS FACULTADES 

EXPRESAS DEL ÓRGANO 
COMPETENTE

Los mecanismos de control constitucional local se 
erigen con instrumentos que brindarán un sistema de 
contrapesos entre los distintos poderes y órdenes de 
gobierno del Estado de Sonora, con lo cual se logará 
mantener el principio de supremacía constitucional. 

Los mecanismos de control constitucional local tie-
nen por objeto dirimir de manera definitiva e inataca-
ble los conflictos constitucionales que surjan dentro 
del ámbito interior del estado. 
Interpretación de derechos humanos:

A. Constitución federal
B. Tratados internacionales de los que el Estado 
mexicano sea parte
C. Constitución local

Parámetro de interpretación acorde a modelo federal.
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MECANISMOS DE CONTROL CONSTITUCIONAL

OBJETO DE CONTROL SUJETOS LEGITIMADOS CONTROL 
PREVENTIVO 
O SUCESIVO 

EFECTOS DE 
SENTENCIAS

OTROS DATOS Y COMENTARIOS

PARÁMETRO DE 
REGULARIDAD DE 
CONTROL SOBRE 

DERECHOS HUMANOS

A. Constitución federal
B. Tratados internacionales de los que el Estado 
mexicano sea parte
C. Constitución local

Parámetro de control acorde a modelo federal.

MECANISMOS 
DE CONTROL (3)

A. Controversia constitucional
B. Acción de inconstitucionalidad
C. Acción por omisión normativa

Tipo de control: control concentrado de constitucionalidad 
y convencionalidad.

LEGISLACIÓN 
SECUNDARIA

No contempla (3)

A. CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL

Tiene por objeto resolver so-
bre si el acto o los actos re-
clamados son conformes o 
contrarios a la Constitución.

a) El Poder Ejecutivo.

b) El Poder Legislativo. 

c) Los Municipios;

d) Las Entidades paraestatales o 
paramunicipales del Estado. 

e) Los Organismos públicos au-
tónomos. 

f) Otros órganos del gobierno es-
tatal municipal.

g) El fiscal general del estado, en 
materia penal.

Control suce-
sivo

Efectos particu-
lares: En todos 
los casos.

Efectos genera-
les: Sólo al for-
mar jurispruden-
cia local.
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MECANISMOS DE CONTROL CONSTITUCIONAL

OBJETO DE CONTROL SUJETOS LEGITIMADOS CONTROL 
PREVENTIVO 
O SUCESIVO 

EFECTOS DE 
SENTENCIAS

OTROS DATOS Y COMENTARIOS

B. ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD

Tiene por objeto plantear la 
posible contradicción entre 
una norma o acuerdo de 
carácter general y la Cons-
titución.

Procederán contra: 

a) Las leyes, decretos o 
puntos de acuerdos que 
apruebe el congreso del 
estado o la diputación per-
manente. 

b) Los reglamentos, acuer-
dos, decretos y demás 
normas administrativas de 
carácter general expedidas 
por el Poder Ejecutivo, orga-
nismos públicos autónomos 
y demás entidades públicas 
con facultad reglamentaria. 

c) Los bandos de policía y 
de gobierno, los reglamen-
tos, circulares y disposi-
ciones administrativas de 
observancia general, expe-
didas por los ayuntamientos. 

d) Las normas de carácter 
general que expidan los 
organismos públicos autó-
nomos. 

e) Las demás normas de ca-
rácter general, salvo las que 
dicte el Pleno del Supremo 
Tribunal de Justicia. 

a) El Ejecutivo del Estado; 

b) El equivalente al 35% de inte-
grantes del Poder Legislativo; 

c) El equivalente al 35% de inte-
grantes de Ayuntamientos;

d) Los Organismos públicos au-
tónomos; 

e) El Fiscal General del Estado 
en materia penal;

f) Los Partidos políticos naciona-
les y estatales;

Control suce-
sivo

Efectos genera-
les: siempre que 
sea aprobada la 
resolución por 
mayoría absoluta 
del Pleno.

Se ejercitarán dentro de los treinta días 
naturales siguientes a la fecha de publi-
cación oficial de la norma, o en su de-
fecto, que se haya hecho la notificación 
del acto que la motiva. 

C. ACCIÓN POR OMISIÓN NORMATIVA

Tiene por objeto decretar la 
inconstitucionalidad de la 
falta de regulación legislati-
va o reglamentaria. 

a) El Ejecutivo del estado.

b) El equivalente al 35% de inte-
grantes del Poder Legislativo. 

c) El equivalente al 35% de inte-
grantes de Ayuntamientos.

d) Los Organismos públicos au-
tónomos. 

e) El Fiscal General del Estado 
en materia penal.

f) Los Partidos políticos naciona-
les y estatales.

Control suce-
sivo

Efectos genera-
les: siempre que 
sea aprobada la 
resolución por 
mayoría absoluta 
del Pleno.

Se encuentra prevista dentro de la ac-
ción de inconstitucionalidad local.
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MECANISMOS DE CONTROL CONSTITUCIONAL

OBJETO DE CONTROL SUJETOS LEGITIMADOS CONTROL 
PREVENTIVO 
O SUCESIVO 

EFECTOS DE 
SENTENCIAS

OTROS DATOS Y COMENTARIOS

15. TABASCO
         Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Tabasco

Artículos 2, 8-Bis, 55 y 61

INFORMACIÓN GENERAL

ÓRGANO COMPETENTE Sala Especial Constitucional

JUSTICIA 
CONSTITUCIONAL LOCAL, 

INTERPRETACIÓN 
CONSTITUCIONAL Y 
OTRAS FACULTADES 

EXPRESAS DEL ÓRGANO 
COMPETENTE

La Sala Especial Constitucional es el órgano jurisdic-
cional supremo de aplicación e interpretación de la 
Constitución local.

Interpretación de derechos humanos:

A. Constitución federal
B. Tratados internacionales de los que el Estado 
mexicano sea parte
C. Constitución local

Parámetro de interpretación acorde a modelo federal.

PARÁMETRO DE 
REGULARIDAD DE 
CONTROL SOBRE 

DERECHOS HUMANOS

A. Constitución federal
B. Tratados internacionales de los que el Estado 
mexicano sea parte
C. Constitución local

Parámetro de control acorde a modelo federal.

MECANISMOS 
DE CONTROL (4)

A. Controversia constitucional
B. Acción de inconstitucionalidad
C. Juicio de protección de derechos humanos (juicio 
de amparo)
D. Revisión constitucional sobre consulta popular

Tipo de control: control concentrado de constitucionalidad 
y convencionalidad.

LEGISLACIÓN 
SECUNDARIA

Ley de Control Constitucional Reglamentaria del Artí-
culo 61 de la Constitución Política del Estado Libre y 
Soberano de Tabasco.

Contempla (4)
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MECANISMOS DE CONTROL CONSTITUCIONAL

OBJETO DE CONTROL SUJETOS LEGITIMADOS CONTROL 
PREVENTIVO 
O SUCESIVO 

EFECTOS DE 
SENTENCIAS

OTROS DATOS Y COMENTARIOS

A. CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL

Tiene por objeto dirimir las 
controversias constituciona-
les estatales que se susciten 
sobre la conformidad con la 
Constitución local de los ac-
tos o disposiciones genera-
les entre:

a) El Poder Ejecutivo y el 
Congreso del Estado o, en 
su caso, la Comisión Per-
manente.

b) El Poder Ejecutivo y un 
municipio.

c) El Congreso y un muni-
cipio.

d) Un municipio y otro.

e) Un órgano constitucional 
autónomo y el Poder Eje-
cutivo.

f) Un órgano constitucional 
autónomo y el congreso;

g) Un Órgano Constitucional 
Autónomo y otro Órgano 
Constitucional Autónomo.

h) Un órgano constitucional 
autónomo y un municipio.

i) El equivalente al treinta y 
tres por ciento o más de los 
integrantes del cabildo y el 
propio ayuntamiento.

a) El Poder Ejecutivo.

b) El congreso del estado o, en 
su caso, la Comisión Perma-
nente.

c) Los Municipios;

d) Los órganos constitucional-
mente autónomos; 

e) El ayuntamiento.

f) El equivalente al treinta y tres 
por ciento o más de los integran-
tes del cabildo

Control suce-
sivo

Efectos gene-
rales: siempre 
que versen sobre 
d i s p o s i c i o n e s 
generales de 
los municipios 
impugnadas por 
el Estado, o en-
tre los poderes 
Ejecutivo y Le-
gislativo, y sean 
aprobadas por 
unanimidad de 
sus integrantes. 

Efectos particu-
lares: cuando no 
sea aprobado por 
unanimidad en 
los demás casos.
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MECANISMOS DE CONTROL CONSTITUCIONAL

OBJETO DE CONTROL SUJETOS LEGITIMADOS CONTROL 
PREVENTIVO 
O SUCESIVO 

EFECTOS DE 
SENTENCIAS

OTROS DATOS Y COMENTARIOS

B. ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD

Tiene por objeto plantear la 
posible contradicción entre 
una norma local de carácter 
general y la Constitución 
local.

a) El equivalente al treinta y tres 
por ciento de los integrantes del 
Congreso, en contra de leyes 
estatales.

b) El gobernador del estado en 
contra de normas estatales o 
municipales.

c) El Fiscal General, en contra de 
leyes estatales en materia penal, 
así como las relacionadas con el 
ámbito de sus funciones.

d) El municipio, por mayoría ab-
soluta de los integrantes de su 
ayuntamiento, en contra de leyes 
estatales.

e) La Comisión Estatal de los 
Derechos Humanos, en contra 
de leyes estatales o normas de 
carácter general de los munici-
pios que vulneren los derechos 
humanos consagrados en esta 
Constitución.

f) El Instituto Tabasqueño de 
Transparencia y Acceso a la In-
formación Pública contra leyes 
estatales, o normas de carácter 
general de los municipios que 
vulneren el derecho al acceso a 
la información pública y la protec-
ción de datos personales.

Control suce-
sivo

Efectos gene-
rales: cuando 
las resoluciones 
sean aprobadas 
por cuando me-
nos las dos terce-
ras partes de sus 
integrantes.

Plazo de interposición: 30 días natu-
rales siguientes a la publicación de la 
norma impugnada.

Competencia federal: En caso de que 
la acción de inconstitucionalidad verse 
sobre la presunta violación o contra-
dicción de preceptos constitucionales 
federales, se estará a lo dispuesto en la 
Constitución general de la República y 
la ley reglamentaria de las fracciones I 
y II del artículo 105 de la propia Cons-
titución.

C. JUICIO DE PROTECCIÓN DE DERECHOS HUMANOS (JUICIO DE AMPARO)

Tiene por objeto resolver 
el recurso por violación de 
derechos fundamentales 
establecidos en la Constitu-
ción local, con excepción de 
la materia penal.

Ciudadano violentado en sus 
derechos

Control suce-
sivo

No se señala Denominación local: recurso por viola-
ción de derechos fundamentales.



133

MECANISMOS DE CONTROL CONSTITUCIONAL

OBJETO DE CONTROL SUJETOS LEGITIMADOS CONTROL 
PREVENTIVO 
O SUCESIVO 

EFECTOS DE 
SENTENCIAS

OTROS DATOS Y COMENTARIOS

D. REVISIÓN CONSTITUCIONAL SOBRE CONSULTA POPULAR

Tiene por objeto resolver, 
previo a la convocatoria 
que realice la legislatura, 
sobre la constitucionalidad 
de la materia de la consulta 
popular, versando el análi-
sis sobre las prohibiciones 
constitucionales de consulta 
que son: la restricción de los 
derechos humanos reco-
nocidos por la Constitución 
federal y la del estado; los 
principios consagrados en 
el artículo 1° de la Consti-
tución local; las reformas a 
la Constitución Política del 
Estado y a las leyes locales, 
que deriven de reformas o 
adiciones a la Constitución 
Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos; la materia 
electoral, y las leyes o dis-
posiciones de carácter tribu-
tario o fiscal.

No se señala Control preven-
tivo

Efectos particu-
lares

16. TAMAULIPAS
Constitución Política del Estado de Tamaulipas

Artículos 7, 16, 113 y 114

INFORMACIÓN GENERAL

ÓRGANO COMPETENTE Pleno del Supremo Tribunal de Justicia en funciones 
de Tribunal Constitucional

JUSTICIA CONSTITUCIO-
NAL LOCAL, INTERPRETA-

CIÓN CONSTITUCIONAL 
Y OTRAS FACULTADES 

EXPRESAS DEL ÓRGANO 
COMPETENTE

A. Constitución federal
B. Tratados internacionales 
C. Constitución local

Parámetro de interpretación acorde a modelo federal.

PARÁMETRO DE 
REGULARIDAD DE 
CONTROL SOBRE 

DERECHOS HUMANOS

A. Constitución federal
B. Tratados internacionales de los que el Estado 
mexicano sea parte
C. Constitución local

Parámetro de control acorde a modelo federal.

MECANISMOS 
DE CONTROL (4)

A. Controversia constitucional
B. Acción de inconstitucionalidad
C. Cuestión de constitucionalidad jurisdiccional 
D. Revisión constitucional sobre consulta popular

Tipo de control: control concentrado de constitucionalidad 
y convencionalidad.
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MECANISMOS DE CONTROL CONSTITUCIONAL

OBJETO DE CONTROL SUJETOS LEGITIMADOS CONTROL 
PREVENTIVO 
O SUCESIVO 

EFECTOS DE 
SENTENCIAS

OTROS DATOS Y COMENTARIOS

LEGISLACIÓN 
SECUNDARIA

A. Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de 
Tamaulipas (3) (controversia constitucional; acción 
de inconstitucionalidad; cuestión de inconstituciona-
lidad jurisdiccional) 
B. Ley de Control Constitucional para el Estado 
de Tamaulipas (2) (controversia constitucional; ac-
ción de inconstitucionalidad)
C. Ley de Participación Ciudadana del Estado (1) 
(revisión constitucional sobre consulta popular)

Contempla (4): todos los mecanismos de control consti-
tucional.

A. CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL

Tiene por objeto resolver 
las impugnaciones sobre 
actos o normas generales 
estatales o municipales que 
invadan su competencia 
conforme a la Constitución 
local, entre:

I. El Poder Ejecutivo y el Po-
der Legislativo.

II. El Poder Ejecutivo y uno o 
más municipios del Estado.

III. El Poder Legislativo y 
uno o más municipios del 
Estado.

IV. Un municipio y otro u 
otros del estado. 

a) El Poder Ejecutivo 

b) El Poder Legislativo 

c) Los municipios

Control suce-
sivo

Efectos gene-
rales: cuando 
sean votados por 
las dos terceras 
partes de los inte-
grantes.

Surtirán efectos: 
a partir de la fe-
cha en que sean 
publicadas en el 
periódico oficial 
del estado o de 
la fecha posterior 
a la publicación 
que la propia re-
solución ordene.

Denominación local: controversia 
constitucional local.

Ley secundaria: previsto en la Ley Or-
gánica del Poder Judicial del Estado de 
Tamaulipas y la Ley de Control Consti-
tucional para el Estado de Tamaulipas.

B. ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD

Tiene por objeto resolver las 
impugnaciones sobre nor-
mas generales expedidas 
por el Congreso del Estado 
o por un Ayuntamiento, que 
sean contrarias a la Consti-
tución local.

a) Los Diputados tratándose de 
normas generales expedidas por 
el Congreso; 

b) Los síndicos y regidores tra-
tándose de normas generales 
expedidas por su respectivo 
Ayuntamiento; 

c) El Procurador General de Jus-
ticia del Estado, y 

d) El titular de la presidencia de 
la Comisión de Derechos Huma-
nos del Estado de Tamaulipas, 
tratándose de normas generales 
que violen derechos humanos 
previstos por la Constitución, 
local. 

Control suce-
sivo

Efectos gene-
rales: cuando 
sean votados por 
las dos terceras 
partes de los inte-
grantes.

Surtirán efectos: 
a partir de la fe-
cha en que sean 
publicadas en el 
periódico oficial 
del estado o de 
la fecha posterior 
a la publicación 
que la propia re-
solución ordene.

Ley secundaria: previsto en la Ley Or-
gánica del Poder Judicial del Estado de 
Tamaulipas y la Ley de Control Consti-
tucional para el Estado de Tamaulipas.
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MECANISMOS DE CONTROL CONSTITUCIONAL

OBJETO DE CONTROL SUJETOS LEGITIMADOS CONTROL 
PREVENTIVO 
O SUCESIVO 

EFECTOS DE 
SENTENCIAS

OTROS DATOS Y COMENTARIOS

C. CUESTIÓN DE CONSTITUCIONALIDAD JURISDICCIONAL

Tiene por objeto atender 
las dudas sobre la interpre-
tación de la ley que sean 
planteadas por los jueces o 
surjan del seno del propio 
Tribunal.

a) Jueces

b) Magistrados

Control preven-
tivo

Efectos particu-
lares

Ley secundaria: previsto en la Ley Or-
gánica del Poder Judicial del Estado de 
Tamaulipas. 

Interpretación de ley conforme: al ser 
la interpretación de la ley, misma que 
debe ser conforme a la Constitución, 
se observa un control de constitucio-
nalidad.

Efectos particulares: no se expresa en 
la constitución dicho alcance particular-
mente en este mecanismo, se induce, 
sin embargo, se debería de expresar 
si será criterio orientador o vinculante. 
(como el caso de Oaxaca)

D. REVISIÓN CONSTITUCIONAL SOBRE CONSULTA POPULAR

Tiene por objeto resolver, 
previo a la convocatoria 
que realice la legislatura, 
sobre la constitucionalidad 
de la materia de la consulta 
popular, versando el análi-
sis sobre las prohibiciones 
constitucionales de consulta 
que son: la restricción de los 
derechos humanos recono-
cidos por el orden jurídico 
mexicano; los principios 
consagrados en el artículo 
21 de esta Constitución; la 
materia electoral; los ingre-
sos y gastos del estado; la 
seguridad del estado y la 
organización, funcionamien-
to y disciplina de las institu-
ciones de seguridad pública.

No se señala Control preven-
tivo

Efectos particu-
lares

Ley secundaria: previsto en la Ley de 
Participación Ciudadana del Estado.
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MECANISMOS DE CONTROL CONSTITUCIONAL

OBJETO DE CONTROL SUJETOS LEGITIMADOS CONTROL 
PREVENTIVO 
O SUCESIVO 

EFECTOS DE 
SENTENCIAS

OTROS DATOS Y COMENTARIOS

17. TLAXCALA
Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Tlaxcala

Artículos 14, 16 y 81

INFORMACIÓN GENERAL

ÓRGANO COMPETENTE Pleno del Tribunal Superior de Justicia actuando 
como Tribunal de Control Constitucional.

JUSTICIA 
CONSTITUCIONAL LOCAL, 

INTERPRETACIÓN 
CONSTITUCIONAL Y 
OTRAS FACULTADES 

EXPRESAS DEL ÓRGANO 
COMPETENTE

Las normas relativas a los derechos humanos se 
interpretarán de conformidad, con la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos y con los 
tratados internacionales de la materia, favoreciendo 
en todo tiempo a las personas en la protección más 
amplia.

La interpretación de los derechos humanos a que 
hace alusión esta Constitución se hará de conformi-
dad con los siguientes principios:

a) Deben interpretarse evitando la contradicción con 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos y los tratados internacionales en la materia.

b) Su sentido se determinará de conformidad con los 
instrumentos internacionales incorporados al orden 
jurídico mexicano aplicables y atendiendo a los crite-
rios de los organismos internacionales de protección 
de los derechos humanos reconocidos por el Estado 
mexicano.

c) Cuando resulten aplicables o en conflicto dos o 
más derechos humanos se hará una ponderación 
entre ellos a fin de lograr su interpretación jurídica, 
logrando que su ejercicio no signifique menoscabo 
a los derechos de terceros, prevaleciendo la segu-
ridad de todos y las justas exigencias del bienestar 
general.

d) Ninguna interpretación podrá excluir otros dere-
chos inherentes al ser humano que no estén previs-
tos en la presente Constitución.

e) Se deberá optar en la interpretación por el sen-
tido más favorable a la persona y atendiendo a su 
progresividad. 

Parámetro de interpretación amplio respecto a estánda-
res internacionales pero reducido respecto a las normas 
internas. Se deja a un lado considerar en la interpretación 
a la Constitución local, pero se consideran todos los ins-
trumentos y criterios de organismos internacionales, y no 
sólo los tratados. 

PARÁMETRO DE 
REGULARIDAD DE 
CONTROL SOBRE 

DERECHOS HUMANOS

A. Constitución federal
B. Constitución local
C. Instrumentos internacionales
D. Leyes secundarias
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MECANISMOS DE CONTROL CONSTITUCIONAL

OBJETO DE CONTROL SUJETOS LEGITIMADOS CONTROL 
PREVENTIVO 
O SUCESIVO 

EFECTOS DE 
SENTENCIAS

OTROS DATOS Y COMENTARIOS

MECANISMOS 
DE CONTROL (4)

A. Controversia constitucional

B. Acción de inconstitucionalidad

C. Acción por omisión normativa

D. Juicio de protección de derechos humanos (juicio 
de amparo)

Tipo de control: control concentrado de constitucionalidad 
y convencionalidad.

LEGISLACIÓN 
SECUNDARIA

A. Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de 
Tlaxcala (4)

B. Ley de Control Constitucional del Estado de 
Tlaxcala (4)

Contempla (4): todos los mecanismos de control consti-
tucional.

A. CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL

Tiene por objeto resolver 
las controversias que se 
susciten por actos o normas 
jurídicas de carácter general 
que violen la Constitución 
local y las Leyes que de ella 
emanen, y que surjan entre:

a) Los Poderes Legislativo y 
Ejecutivo del estado.

b) El Poder Legislativo y un 
Ayuntamiento o Concejo 
Municipal;

c) El Poder Ejecutivo y un 
Ayuntamiento o Concejo 
Municipal.

d) Dos o más Ayuntamientos 
o concejos municipales, de 
Municipios diferentes, siem-
pre que no se trate de cues-
tiones relativas a sus límites 
territoriales; en tal caso, la 
decisión corresponderá al 
Congreso.

e) Dos o más munícipes de 
un mismo ayuntamiento o 
concejo municipal, incluidos 
los presidentes de comu-
nidad.

a) El Poder Ejecutivo 

b) El Poder Legislativo 

c) Los ayuntamientos

d) Los municipios

e) Los concejos municipales

Control suce-
sivo

Efectos gene-
rales: sobre las 
normas jurídicas 
cuando sean 
aprobadas por 
mayoría de cinco 
magistrados.

Efectos no sus-
pensivos de 
normas: cuando 
se trate de im-
pugnaciones a 
normas jurídicas, 
no procederá la 
suspensión de la 
aplicación de la 
norma.

Efectos suspen-
sivos de actos: 
la promoción 
para el juicio 
de controversia 
c o n s t i t u c i o n a l 
suspenderá la 
ejecución de los 
actos materiales 
que se impugnen, 
salvo que con ello 
se cause mayor 
perjuicio al inte-
rés público, a cri-
terio del órgano 
de control consti-
tucional.

Denominación local: juicio de compe-
tencia constitucional.
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MECANISMOS DE CONTROL CONSTITUCIONAL

OBJETO DE CONTROL SUJETOS LEGITIMADOS CONTROL 
PREVENTIVO 
O SUCESIVO 

EFECTOS DE 
SENTENCIAS

OTROS DATOS Y COMENTARIOS

B. ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD

1. Tiene por objeto resolver 
las acciones que se promue-
van contra normas jurídicas 
de carácter general, prove-
nientes del Congreso y en 
las que se plantee violación 
abstracta a la Constitución 
local.

2. Tiene por objeto resol-
ver las acciones que se 
promuevan contra normas 
jurídicas de carácter gene-
ral, provenientes de algún 
Ayuntamiento o Concejo 
Municipal y en las que se 
plantee violación abstracta a 
la Constitución local.

1. Sobre las primeras:

a) Al equivalente al veinticinco 
por ciento de los diputados que 
integran el Poder Legislativo. 

b) A la Comisión Estatal de Dere-
chos Humanos.

c) A la Universidad Autónoma de 
Tlaxcala.

d) Al procurador general de jus-
ticia del estado en los asuntos 
relativos a su función.

e) A los partidos políticos debida-
mente registrados ante el orga-
nismo público local electoral, en 
asuntos de la materia electoral.

2. Sobre las segundas:

a) Al equivalente al veinticinco 
por ciento de los munícipes del 
mismo ayuntamiento o concejo 
municipal, incluidos los presiden-
tes de comunidad;

b) Al o los diputados, en cuyo 
distrito electoral se comprenda el 
ayuntamiento o concejo munici-
pal que haya expedido la norma 
impugnada;

c) Al gobernador.

d) A la Comisión Estatal de Dere-
chos Humanos.

e) A las Universidades Públicas 
estatales.

f) Al procurador general de Jus-
ticia del Estado en los asuntos 
relativos a sus funciones.

Control suce-
sivo

Efectos gene-
rales: sobre las 
normas jurídicas 
cuando sean 
aprobadas por 
mayoría de cinco 
magistrados.

Efectos no sus-
pensivos de 
normas: cuando 
se trate de im-
pugnaciones a 
normas jurídicas, 
no procederá la 
suspensión de la 
aplicación de la 
norma.

Plazo para interposición: 90 días 
naturales, contados a partir de aquél 
en que la norma jurídica que se desea 
impugnar, haya sido publicada en el pe-
riódico oficial del gobierno del Estado; 
Es un plazo mucho más amplio que el 
promedio de las entidades y del modelo 
federal.
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MECANISMOS DE CONTROL CONSTITUCIONAL

OBJETO DE CONTROL SUJETOS LEGITIMADOS CONTROL 
PREVENTIVO 
O SUCESIVO 

EFECTOS DE 
SENTENCIAS

OTROS DATOS Y COMENTARIOS

C. ACCIÓN POR OMISIÓN NORMATIVA

Tiene por objeto resolver 
las acciones contra la omi-
sión legislativa imputables 
al congreso, gobernador y 
ayuntamientos o concejos 
municipales, por la falta de 
expedición de las normas ju-
rídicas de carácter general, 
a que estén obligados en 
términos de las Constitucio-
nes Políticas, de los Estados 
Unidos Mexicanos, del Esta-
do y de las Leyes.

a) Autoridades estatales 

b) Autoridades municipales

c) Personas residentes en el 
estado

Control suce-
sivo

Efectos gene-
rales

Denominación local: acción contra la 
omisión legislativa.

Gran amplitud del objeto de control y de 
acceso a la justicia al permitir a varios 
sujetos acceder al mismo.

D. JUICIO DE PROTECCIÓN DE DERECHOS HUMANOS (JUICIO DE AMPARO)

Tiene por objeto resolver 
los medios de defensa que 
hagan valer los particulares 
contra leyes o actos de au-
toridades que vulneren los 
derechos humanos consa-
grados en la Constitución lo-
cal, para efectos de nulificar 
dichas normas o actos. Se 
puede presentar:

I. Contra normas jurídicas 
de carácter general que 
emanen de los Poderes 
Legislativo y Ejecutivo del 
Estado, de los Ayuntamien-
tos o Concejos Municipales, 
de la Universidad Autónoma 
de Tlaxcala, de los demás 
organismos públicos autó-
nomos o descentralizados y 
en general de cualquier au-
toridad estatal o municipal, 
sin importar la materia.

II. Contra actos materiales 
u omisiones, de cualquiera 
de las autoridades y orga-
nismos mencionados en la 
fracción anterior, siempre y 
cuando no exista algún otro 
medio de defensa legal me-
diante el cual el Tribunal Su-
perior de Justicia del Estado 
o sus Salas, puedan revocar 
o modificar esos actos. 

Interesado vulnerado de sus de-
rechos:

a) Cualquier interesado en ge-
neral

b) Menor de edad sin la interven-
ción de su legítimo representan-
te, cuando este se halle ausente 
o impedido; en tal caso, el pre-
sidente del Tribunal le nombrará 
un representante especial para 
que intervenga en el juicio. 

Control suce-
sivo

Efectos particu-
lares

Denominación local: medios de defen-
sa sobre derechos humanos. (juicio de 
protección constitucional).
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MECANISMOS DE CONTROL CONSTITUCIONAL

OBJETO DE CONTROL SUJETOS LEGITIMADOS CONTROL 
PREVENTIVO 
O SUCESIVO 

EFECTOS DE 
SENTENCIAS

OTROS DATOS Y COMENTARIOS

18. VERACRUZ
Constitución Política del Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave

Artículos 4, 15, 56, 64 y 65

INFORMACIÓN GENERAL

ÓRGANO COMPETENTE

1. Sala Constitucional  

2. Pleno del Tribunal Superior de Justicia 

En algunos casos la Sala Constitucional emite el 
proyecto de resolución y resuelve y en otros única-
mente emite el proyecto para someterlo al Pleno del 
Tribunal.

JUSTICIA 
CONSTITUCIONAL LOCAL, 

INTERPRETACIÓN 
CONSTITUCIONAL Y 
OTRAS FACULTADES 

EXPRESAS DEL ÓRGANO 
COMPETENTE

El Poder Judicial del estado tendrá las siguientes 
atribuciones:

I. Garantizar la supremacía y control de esta Consti-
tución mediante su interpretación y anular las leyes o 
decretos contrarios a ella;

II. Proteger y salvaguardar los derechos humanos 
reconocidos por la constitución general de la repúbli-
ca, los tratados internacionales de los que el Estado 
Mexicano sea parte y la Constitución, así como los 
que el pueblo de Veracruz se reserve, mediante el 
juicio de protección correspondiente.

PARÁMETRO DE 
REGULARIDAD DE 
CONTROL SOBRE 

DERECHOS HUMANOS

A. Constitución federal
B. Tratados internacionales de los que el Estado 
mexicano sea parte
C. Constitución local
D. Los reconocidos por el Poder Judicial del estado

Parámetro ampliado: Además del modelo tradicional fe-
deral, expresamente reconoce los derechos humanos que 
reconozca el Poder Judicial del estado.

MECANISMOS DE 
CONTROL (8)

A. Controversia constitucional
B. Acción de inconstitucionalidad
C. Acción por omisión normativa
D. Cuestión de constitucionalidad jurisdiccional
E. Juicio de protección de derechos humanos (juicio 
de amparo)
F. Revisión constitucional sobre consulta popular
G. Recurso en materia penal
H. Procedimiento sobre asuntos indígenas

Tipo de control: control concentrado de constitucionalidad 
y convencionalidad.

LEGISLACIÓN 
SECUNDARIA

A. Controversia constitucional
B. Acción de inconstitucionalidad
C. Acción por omisión normativa
D. Cuestión de constitucionalidad jurisdiccional
E. Juicio de protección de derechos humanos (juicio 
de amparo)
F. Revisión constitucional sobre consulta popular
G. Recurso en materia penal
H. Procedimiento sobre asuntos indígenas

Contempla (7): controversia constitucional acción de in-
constitucionalidad acción por omisión normativa cuestión 
de constitucionalidad jurisdiccional juicio de protección de 
derechos humanos (juicio de amparo) recurso en materia 
penal procedimiento sobre asuntos indígenas.

No contempla (1): revisión constitucional sobre consulta 
popular.

MECANISMO DE CONTROL CONSTITUCIONAL

OBJETO DE CONTROL SUJETOS LEGITIMADOS CONTROL PREVENTIVO
O SUCESIVO

EFECTO DE 
SENTENCIA

OTROS DATOS Y 
COMENTARIOS

18. VERACRUZ
Constitución Política del Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave

Artículos 4, 15, 56, 64 y 65

INFORMACIÓN GENERAL

ÓRGANO COMPETENTE 1. Sala Constitucional  

2. Pleno del Tribunal Superior de Jus-
ticia 

En algunos casos la Sala Constitucio-
nal emite el proyecto de resolución y 
resuelve y en otros únicamente emite 
el proyecto para someterlo al Pleno del 
Tribunal.

JUSTICIA 
CONSTITUCIONAL LOCAL, 

INTERPRETACIÓN 
CONSTITUCIONAL Y 
OTRAS FACULTADES 

EXPRESAS DEL ÓRGANO 
COMPETENTE

El Poder Judicial del estado tendrá las 
siguientes atribuciones:

I. Garantizar la supremacía y control 
de esta Constitución mediante su inter-
pretación y anular las leyes o decretos 
contrarios a ella;

II. Proteger y salvaguardar los de-
rechos humanos reconocidos por la 
constitución general de la república, 
los tratados internacionales de los 
que el Estado Mexicano sea parte y 
la Constitución, así como los que el 
pueblo de Veracruz se reserve, me-
diante el juicio de protección corres-
pondiente.

PARÁMETRO DE 
REGULARIDAD DE 
CONTROL SOBRE 

DERECHOS HUMANOS

A. Constitución federal
B. Tratados internacionales de los que 
el Estado mexicano sea parte
C. Constitución local
D. Los reconocidos por el Poder Judi-
cial del estado

Parámetro ampliado: Además del 
modelo tradicional federal, expre-
samente reconoce los derechos 
humanos que reconozca el Poder 
Judicial del estado.

MECANISMOS DE 
CONTROL (8)

A. Controversia constitucional
B. Acción de inconstitucionalidad
C. Acción por omisión normativa
D. Cuestión de constitucionalidad ju-
risdiccional
E. Juicio de protección de derechos 
humanos (juicio de amparo)
F. Revisión constitucional sobre con-
sulta popular
G. Recurso en materia penal
H. Procedimiento sobre asuntos indí-
genas

Tipo de control: control concen-
trado de constitucionalidad y con-
vencionalidad.

LEGISLACIÓN 
SECUNDARIA

A. Controversia constitucional
B. Acción de inconstitucionalidad
C. Acción por omisión normativa
D. Cuestión de constitucionalidad ju-
risdiccional
E. Juicio de protección de derechos 
humanos (juicio de amparo)
F. Revisión constitucional sobre con-
sulta popular
G. Recurso en materia penal
H. Procedimiento sobre asuntos indí-
genas

Contempla (7): controversia cons-
titucional acción de inconstituciona-
lidad acción por omisión normativa 
cuestión de constitucionalidad ju-
risdiccional juicio de protección de 
derechos humanos (juicio de ampa-
ro) recurso en materia penal proce-
dimiento sobre asuntos indígenas.

No contempla (1): revisión consti-
tucional sobre consulta popular.
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MECANISMOS DE CONTROL CONSTITUCIONAL

OBJETO DE CONTROL SUJETOS LEGITIMADOS CONTROL 
PREVENTIVO 
O SUCESIVO 

EFECTOS DE 
SENTENCIAS

OTROS DATOS Y COMENTARIOS

A. CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL

Tiene por objeto resolver las 
controversias constituciona-
les que surjan entre:

a) Dos o más municipios;

b) Uno o más municipios y 
el Poder Ejecutivo o el Le-
gislativo, y

c) El Poder Ejecutivo y el 
Legislativo.

a) El Poder Ejecutivo

b) El Poder Legislativo

c) Los municipios

Control suce-
sivo

Efectos gene-
rales: siempre 
que versen sobre 
d i s p o s i c i o n e s 
generales de los 
Poderes Ejecuti-
vo, Legislativo, o 
de los municipios, 
cuando hubiere 
sido aprobada 
por las dos terce-
ras partes de sus 
miembros.

Surtirá efectos: 
a partir de su 
publicación en la 
Gaceta Oficial del 
Estado.

Ley secundaria: previsto en la Ley Or-
gánica del Poder Judicial del Estado de 
Veracruz de Ignacio de la Llave. 

Órgano competente:

1. Sala Constitucional  (elabora proyec-
to de resolución) 

2. Pleno del Tribunal Superior de Justi-
cia (vota el proyecto)

B. ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD

Tiene por objeto resolver la 
controversia que se suscite 
respecto de leyes o decretos 
que se consideren contra-
rios a la Constitución local.

a) El Gobernador del Estado; o

b) Cuando menos la tercera 
parte de los miembros del Con-
greso.

Control suce-
sivo

Efectos genera-
les: cuando hu-
bieren sido apro-
badas por las dos 
terceras partes 
de los miembros.

Surtirán efectos: 
a partir de su pu-
blicación en la 
gaceta oficial del 
estado, sin poder 
aplicarse retroac-
tivamente ex-
cepto cuando se 
trate de asuntos 
del orden penal 
y en beneficio del 
inculpado.

Ley secundaria: previsto en la Ley Or-
gánica del Poder Judicial del Estado de 
Veracruz de Ignacio de la Llave. 

Órgano competente:

1. Sala Constitucional  (elabora proyec-
to de resolución) 

2. Pleno del Tribunal Superior de Justi-
cia (vota el proyecto)

Plazo para interposición: 30 días 
siguientes a su promulgación y publi-
cación
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MECANISMOS DE CONTROL CONSTITUCIONAL

OBJETO DE CONTROL SUJETOS LEGITIMADOS CONTROL 
PREVENTIVO 
O SUCESIVO 

EFECTOS DE 
SENTENCIAS

OTROS DATOS Y COMENTARIOS

C. ACCIÓN POR OMISIÓN NORMATIVA

Tiene por objeto dirimir la 
controversia que surge al 
considerar que el Congreso 
no ha aprobado alguna ley o 
decreto y que dicha omisión 
afecte el debido cumplimien-
to de la Constitución local.

a) El gobernador del estado; o

b) Cuando menos la tercera par-
te de los ayuntamientos.

Control suce-
sivo

Efectos gene-
rales

Surtirá  efectos: 
a partir de su 
publicación en la 
gaceta oficial del 
estado.

Denominación local: acción por omi-
sión legislativa.

Ley secundaria: previsto en la Ley Or-
gánica del Poder Judicial del Estado de 
Veracruz de Ignacio de la Llave. 

Órgano competente:

1. Sala Constitucional  (elabora proyec-
to de resolución) 

2. Pleno del Tribunal Superior de Justi-
cia (vota el proyecto)

Gran nivel de coercitividad: En la re-
solución se determinará un plazo que 
comprenda dos períodos de sesiones 
ordinarias del Congreso del Estado, 
para que éste expida la ley o decreto de 
que se trate la omisión. Si transcurrido 
este plazo no se atendiere la resolución, 
el Tribunal Superior de Justicia dictará 
las bases a que deban sujetarse las au-
toridades, en tanto se expide dicha ley 
o decreto. 

D. CUESTIÓN DE CONSTITUCIONALIDAD JURISDICCIONAL

Tiene por objeto dar res-
puesta fundada y motivada 
a las peticiones formuladas 
por los demás tribunales y 
jueces del estado, cuando 
tengan duda sobre la consti-
tucionalidad o aplicación de 
una ley local, en el proceso 
sobre el cual tengan cono-
cimiento.

Tribunales y jueces del estado Control preven-
tivo

Efectos particu-
lares

Efectos sus-
pensivos pro-
visionales: al 
momento de pre-
sentación de la 
petición 

Denominación local: duda sobre la 
constitucionalidad.

Ley secundaria: previsto en la Ley Or-
gánica del Poder Judicial del Estado de 
Veracruz de Ignacio de la Llave.

Órgano competente: Sala constitu-
cional

Plazo para desahogo: 30 días natu-
rales.

Efectos particulares: no se expresa en 
la constitución dicho alcance particular-
mente en este mecanismo, se induce, 
sin embargo, se debería de expresar 
si será criterio orientador o vinculante. 
(como el caso de Oaxaca).



143

MECANISMOS DE CONTROL CONSTITUCIONAL

OBJETO DE CONTROL SUJETOS LEGITIMADOS CONTROL 
PREVENTIVO 
O SUCESIVO 

EFECTOS DE 
SENTENCIAS

OTROS DATOS Y COMENTARIOS

E. JUICIO DE PROTECCIÓN DE DERECHOS HUMANOS (JUICIO DE AMPARO)

Tiene por objeto dirimir la 
controversia suscitada por 
actos o normas de carácter 
general que conculquen de-
rechos humanos que el pue-
blo de Veracruz se reserve 
y reparar las violaciones a 
dichos derechos provenien-
tes de:

a) El Congreso del estado;

b) El Gobernador del 
estado.

c) Los titulares de las de-
pendencias o entidades de 
la administración pública 
estatal, municipal y de los 
organismos autónomos de 
Estado.

a) El agraviado (las personas fí-
sicas, las personas morales, gru-
pos familiares y sociales, las co-
munidades o pueblos indígenas, 
cuyos derechos humanos hayan 
sido violados por la autoridad)

b) La Comisión Estatal de Dere-
chos Humanos podrá́ promover, 
de oficio, el juicio de protección 
y continuarlo en todos sus trá-
mites. 

Control suce-
sivo

Efectos particu-
lares: las senten-
cias que declaren 
que los actos 
reclamados son 
violatorios de los 
derechos huma-
nos, tendrán las 
consecuencias 
siguientes: 

I. Que la autori-
dad los deje sin 
efectos por lo que 
a la parte agra-
viada concierne, 
restituyéndola en 
el ejercicio de sus 
derechos huma-
nos. 

II. Que se restitu-
yan las cosas al 
estado en que se 
hallaban antes de 
cometida la viola-
ción, si su natura-
leza lo permite.

III. Fijar el monto 
de la reparación 
del daño. 

Denominación local: juicio de protec-
ción de derechos humanos.

Ley secundaria: previsto en la Ley Or-
gánica del Poder Judicial del Estado de 
Veracruz de Ignacio de la Llave y la Ley 
de Juicio de Protección de Derechos 
Humanos del Estado de Veracruz.

Órgano competente: Sala Constitu-
cional.

F. REVISIÓN CONSTITUCIONAL SOBRE CONSULTA POPULAR

Tiene por objeto resolver, 
previo a la convocatoria 
que realice la Legislatura, 
sobre la constitucionalidad 
de la materia de la consulta 
popular, versando el análi-
sis sobre las prohibiciones 
constitucionales de consulta 
que son: la restricción de los 
derechos humanos reco-
nocidos por la Constitución 
Federal y la particular del 
Estado; la desincorporación 
del Estado de Veracruz de 
Ignacio de la Llave de la 
Federación; la materia elec-
toral; los ingresos y gastos 
del estado y la seguridad 
estatal.

No se señala Control preven-
tivo

Efectos particu-
lares

Ley secundaria: no se prevé 

Órgano competente:

1. Sala Constitucional  (elabora proyec-
to de resolución) 

2. Pleno del Tribunal Superior de Justi-
cia (vota el proyecto)
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MECANISMOS DE CONTROL CONSTITUCIONAL

OBJETO DE CONTROL SUJETOS LEGITIMADOS CONTROL 
PREVENTIVO 
O SUCESIVO 

EFECTOS DE 
SENTENCIAS

OTROS DATOS Y COMENTARIOS

G. RECURSO EN MATERIA PENAL

Tiene por objeto resolver, 
en instancia única, de las 
resoluciones del ministerio 
público sobre la reserva de 
la averiguación previa, el no 
ejercicio de la acción penal 
y las resoluciones de sobre-
seimiento que dicten los jue-
ces con motivo de las peti-
ciones de desistimiento que 
formule el ministerio público.

No se señala Control suce-
sivo

Efectos particu-
lares

Ley secundaria: previsto en la Ley Or-
gánica del Poder Judicial del Estado de 
Veracruz de Ignacio de la Llave. 

Órgano competente: Sala Constitu-
cional.

H. PROCEDIMIENTO SOBRE ASUNTOS INDÍGENAS

Tiene por objeto sustanciar y 
resolver los procedimientos 
de los asuntos indígenas.

No se señala No se señala No se señala Ley secundaria: previsto en la Ley Or-
gánica del Poder Judicial del Estado de 
Veracruz de Ignacio de la Llave. 

Órgano competente: Sala Constitucio-
nal.

19. YUCATÁN
Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Yucatán

Artículos 1, 64 y 70

INFORMACIÓN GENERAL

ÓRGANO COMPETENTE Pleno del Tribunal Superior de Justicia erigido en Tri-
bunal Constitucional

JUSTICIA 
CONSTITUCIONAL LOCAL, 

INTERPRETACIÓN
 CONSTITUCIONAL Y 
OTRAS FACULTADES 

EXPRESAS DEL ÓRGANO 
COMPETENTE

Interpretación sobre derechos humanos:

A. Constitución federal
B. Tratados internacionales de los que el Estado 
mexicano es parte
C. Constitución local 

La ley fijará los términos en que sean obligatorios los 
criterios que establezcan las Salas y el Pleno del Tri-
bunal Superior de Justicia, sobre la interpretación de 
esta Constitución, las leyes y reglamentos estatales o 
municipales, así como los requisitos para su interrup-
ción y modificación, sin contravenir la jurisprudencia 
de los tribunales de la federación.

Parámetro de interpretación acorde al modelo federal.

PARÁMETRO DE 
REGULARIDAD DE 
CONTROL SOBRE 

DERECHOS HUMANOS

A. Constitución federal
B. Tratados internacionales de los que el Estado 
mexicano es parte
C. Constitución local

Parámetro de control acorde al modelo federal.

MECANISMOS 
DE CONTROL (4)

A. Controversia constitucional
B. Acción de inconstitucionalidad
C. Acción por omisión normativa
D. Cuestión de constitucionalidad legislativa

Tipo de control: control concentrado de constitucionalidad 
y convencionalidad.

LEGISLACIÓN 
SECUNDARIA

A. Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de 
Yucatán (4)
B. Ley de Justicia Constitucional para el Estado 
de Yucatán (4)

Contempla (4): todos los mecanismos de control consti-
tucional



145

MECANISMOS DE CONTROL CONSTITUCIONAL

OBJETO DE CONTROL SUJETOS LEGITIMADOS CONTROL 
PREVENTIVO 
O SUCESIVO 

EFECTOS DE 
SENTENCIAS

OTROS DATOS Y COMENTARIOS

A. CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL

Tiene por objeto resolver 
los conflictos de carácter 
competencial que surjan 
entre diferentes órganos de 
gobierno que pertenecen a 
órdenes distintos, así como 
entre órganos que forman 
parte del mismo orden del 
régimen interno del estado, 
con base en lo dispuesto 
por la Constitución local, sin 
perjuicio de las controver-
sias constitucionales que le 
compete resolver de manera 
exclusiva a la Suprema Cor-
te de Justicia de la Nación. 
Que se susciten entre:

a) El estado y los munici-
pios;

b) El Poder Ejecutivo y el 
Poder Legislativo;

c) Dos o más municipios del 
Estado, siempre que no se 
trate de cuestiones relativas 
a sus límites territoriales, y

d) Uno o más organismos 
públicos autónomos y otro u 
otros organismos o poderes 
del Estado o Municipios.

a) El estado .

b) El Poder Ejecutivo. 

c) El Poder Legislativo.

d) Los municipios .

e) Los organismos públicos au-
tónomos.

Control suce-
sivo

Efectos genera-
les: cuando se 
declare la invali-
dez de normas, 
con excepción 
de las normas 
estatales impug-
nadas por uno o 
más municipios, 
cuando hubieren 
sido aprobadas 
por al menos las 
dos terceras par-
tes de sus inte-
grantes.

Efectos parti-
culares: en los 
demás casos.

La declaración de 
invalidez de las 
resoluciones no 
tendrá efectos re-
troactivos, salvo 
en materia penal.

Surtirán efectos: 
a partir de su pu-
blicación en el ór-
gano de difusión 
oficial del estado.
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MECANISMOS DE CONTROL CONSTITUCIONAL

OBJETO DE CONTROL SUJETOS LEGITIMADOS CONTROL 
PREVENTIVO 
O SUCESIVO 

EFECTOS DE 
SENTENCIAS

OTROS DATOS Y COMENTARIOS

B. ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD

Tiene por objeto dirimir las 
controversias que se susci-
ten en contra de normas de 
carácter general, estatales o 
municipales que se conside-
ren contrarias a la Constitu-
ción política del estado.

a) El Ejecutivo del estado.

b) El Fiscal General del Estado.

c) El treinta y tres por ciento de 
los integrantes del Congreso, en 
contra de las disposiciones de 
carácter general aprobadas por 
los ayuntamientos.

d) El treinta y tres por ciento de 
los Regidores del municipio en 
contra de las disposiciones de 
carácter general aprobadas por 
el ayuntamiento.

e) Los organismos públicos au-
tónomos, por conducto de quien 
le represente legalmente, con 
relación a la materia de su com-
petencia.

Control 
posteriori

Efectos genera-
les: cuando se 
declare la invali-
dez de normas, 
con excepción 
de las normas 
estatales impug-
nadas por uno o 
más municipios, 
cuando hubieren 
sido aprobadas 
por al menos las 
dos terceras par-
tes de sus inte-
grantes.

La declaración de 
invalidez de las 
resoluciones no 
tendrá efectos re-
troactivos, salvo 
en materia penal.

Surtirán efectos: 
a partir de su pu-
blicación en el ór-
gano de difusión 
oficial del Estado.

Amplitud del objeto de control redu-
cido: se hace referencia a la contradic-
ción con la Constitución federal y no con 
la Constitución local.

Plazo de interposición: 30 días natura-
les siguientes al de su publicación.

C. ACCIÓN POR OMISIÓN NORMATIVA

Tiene por objeto resolver la 
falta de expedición de las 
normas jurídicas de carácter 
general, a que estén obli-
gados por la Constitución 
local, así como de las leyes, 
siempre que la omisión afec-
te el debido cumplimiento 
o impida la eficacia de la 
misma, cuando éstas sean 
imputables al Congreso, al 
gobernador o a los ayunta-
mientos.

a) Las autoridades estatales  

b) Las autoridades municipales 

c) Las personas residentes en el 
estado

Control suce-
sivo

Efectos gene-
rales

Denominación local: acción por omi-
sión legislativa.

Amplitud del objeto y sujetos legitima-
dos para acceder al mecanismo de 
control al no tratarse sólo de leyes del 
congreso por lo que se genera un mayor 
espectro de protección.

La resolución que emita el Pleno del 
Tribunal Superior de Justicia y decrete 
la existencia de omisión legislativa o 
normativa, surtirá sus efectos a partir de 
su publicación en el órgano de difusión 
oficial del estado.

Coercibilidad regular al no permitir 
que el Pleno emita reglas generales 
ante la negativa de acatar la resolu-
ción: La resolución del Pleno, respecto 
a omisiones del Congreso del estado, 
otorgará un plazo que comprenda dos 
períodos ordinarios de sesiones para 
que éste emita la ley, decreto o acuer-
do omitido. Si se trata de omisiones del 
Poder Ejecutivo o de los ayuntamientos, 
se otorgará un plazo de seis meses para 
subsanar la omisión. 
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MECANISMOS DE CONTROL CONSTITUCIONAL

OBJETO DE CONTROL SUJETOS LEGITIMADOS CONTROL 
PREVENTIVO 
O SUCESIVO 

EFECTOS DE 
SENTENCIAS

OTROS DATOS Y COMENTARIOS

D. CUESTIÓN DE CONSTITUCIONALIDAD LEGISLATIVA

Tiene por objeto resolver las 
cuestiones de control previo 
respecto de la constituciona-
lidad de los proyectos de ley 
aprobados por el Pleno del 
Congreso del Estado y has-
ta antes de su promulgación 
y publicación.

a) El Gobernador

b) El treinta y tres por ciento de 
los integrantes del Congreso

c) El fiscal general del estado

d) Los titulares de los organis-
mos públicos autónomos 

e) Los presidentes municipales

Control preven-
tivo

Efectos vincu-
lantes: las deci-
siones adoptadas 
por medio del 
voto de las dos 
terceras partes 
de sus integran-
tes, en la que 
estime la incons-
titucionalidad de 
las disposiciones 
contenidas en los 
proyectos de ley 
aprobados por el 
Pleno del Con-
greso del estado, 
serán obligatorias 
para éste.

Denominación local: cuestiones de 
control previo de constitucionalidad le-
gislativa.

Amplitud de acceso a la justicia por la 
cantidad de sujetos legitimados.

MODELO FEDERAL
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos

Artículos 1, 29, 35, 46, 103, 105 y 107

INFORMACIÓN GENERAL

ÓRGANO COMPETENTE
1. Suprema Corte de Justicia de la Nación

2. Magistrados de Circuito y los jueces de Distrito

JUSTICIA 
CONSTITUCIONAL LOCAL, 

INTERPRETACIÓN 
CONSTITUCIONAL Y 
OTRAS FACULTADES 

EXPRESAS DEL ÓRGANO 
COMPETENTE

A. Constitución federal
B. Tratados internacionales 

PARÁMETRO DE 
REGULARIDAD DE 

CONTROL SOBRE DERE-
CHOS HUMANOS

A. Constitución federal
B. Tratados internacionales de los que el Estado 
mexicano es parte

MECANISMOS 
DE CONTROL (7)

A. Controversia constitucional
B. Acción de inconstitucionalidad
C. Acción por omisión normativa 
D. Juicio de protección de derechos humanos (juicio 
de amparo) 
E. Revisión constitucional sobre consulta popular 
F. Controversia sobre límites territoriales 
G. Revisión constitucional sobre restricción o sus-
pensión de derechos humanos

Tipo de control: control concentrado de constitucionalidad 
y convencionalidad.

LEGISLACIÓN 
SECUNDARIA

A. Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del 
Artículo 105 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos (4) (controversia cons-
titucional; acción de inconstitucionalidad; acción por 
omisión normativa; controversia sobre límites terri-
toriales)
B. Ley de Amparo, Reglamentaria de los Artículos 
103 y 107 de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos (1) (juicio de protección de 
derechos humanos [juicio de amparo]
C. Ley Federal de Consulta Popular (1) (revisión 
constitucional sobre consulta popular)

Contemplados (6): controversia constitucional; acción de 
inconstitucionalidad; acción por omisión normativa; contro-
versia sobre límites territoriales; juicio de protección de de-
rechos humanos (juicio de amparo; revisión constitucional 
sobre consulta popular.

No contemplados (1): revisión constitucional sobre res-
tricciones o suspensión de derechos humanos.
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MECANISMOS DE CONTROL CONSTITUCIONAL

OBJETO DE CONTROL SUJETOS LEGITIMADOS CONTROL 
PREVENTIVO 
O SUCESIVO 

EFECTOS DE 
SENTENCIAS

OTROS DATOS Y COMENTARIOS

A. CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL

Tiene por objeto resol-
ver las controversias 
constitucionales que 
se susciten entre:

a) La federación y una enti-
dad federativa.

b) La Federación y un mu-
nicipio.

c) El Poder Ejecutivo y 
el Congreso de la Unión; 
aquél y cualquiera de las 
cámaras de éste o, en su 
caso, la Comisión Perma-
nente.

d) Una entidad federativa 
y otra.

e) Dos municipios de diver-
sos Estados.

f) Dos poderes de una mis-
ma entidad federativa, so-
bre la constitucionalidad de 
sus actos o disposiciones 
generales.

g) Un Estado y uno de sus 
municipios, sobre la cons-
titucionalidad de sus actos 
o disposiciones generales.

h) Una entidad federativa y 
un Municipio de otra o una 
demarcación territorial de 
la Ciudad de México, sobre 
la constitucionalidad de 
sus actos o disposiciones 
generales.

i) Dos órganos constitucio-
nales autónomos, y entre 
uno de éstos y el Poder 
Ejecutivo de la Unión o el 
Congreso de la Unión so-
bre la constitucionalidad de 
sus actos o disposiciones 
generales. 

a) La Federación;

b) Las entidades federativas; 

c) Los municipios; 

d) El Poder Ejecutivo Federal;

e) El Congreso de la Unión, cual-
quiera de las Cámaras y la Comi-
sión Permanente;

f) Los Poderes de las Entidades 
Federativas, y 

g) Los órganos constitucionales 
autónomos.

Control 
sucesivo

E f e c t o s 
g e n e r a l e s : 
c u a n d o 
versen sobre 
d i s p o s i c i o n e s 
generales de 
las entidades 
federativas, de 
los municipios 
o de las 
demarcaciones 
territoriales de la 
Ciudad de México 
impugnadas por 
la federación; de 
los Municipios 
o de las 
demarcaciones 
territoriales de la 
Ciudad de México 
impugnadas por 
las entidades 
federativas, o 
en los casos a 
que se refieren 
los incisos c) y 
f) mencionados 
en el objeto 
de control, y la 
resolución de la 
Suprema Corte 
de Justicia de 
la Nación las 
declare inválidas, 
cuando hubiere 
sido aprobada 
por una mayoría 
de por lo menos 
ocho votos.

E f e c t o s 
particulares: en 
los demás casos.

Efectos retroac-
tivos: sólo en 
materia penal, 
en la que regirán 
los principios ge-
nerales y dispo-
siciones legales 
aplicables de 
esta materia.

Ley secundaria: previsto en la Ley Re-
glamentaria de las Fracciones I y II del 
Artículo 105 de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos. 

Órgano competente: Suprema Corte de 
Justicia de la Nación.

Efectos de incumplimiento: si la au-
toridad incumple la sentencia, pero 
dicho incumplimiento es justificado, 
la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, otorgará un plazo razonable 
para que proceda a su cumplimiento, 
que podrá ampliarse a solicitud de la 
autoridad. Cuando sea injustificado o 
hubiera transcurrido el plazo sin que se 
hubiese cumplido, procederá a separar 
de su cargo al titular de la autoridad 
responsable y a consignarlo. Las mis-
mas providencias se tomarán respecto 
del superior jerárquico de la autoridad 
responsable si hubiese incurrido en res-
ponsabilidad, así como de los titulares 
que, habiendo ocupado con anterioridad 
el cargo de la autoridad responsable, 
hubieran incumplido la ejecutoria. Si se 
repitiera el acto reclamado, la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación procede-
rá a separar de su cargo al titular de la 
autoridad responsable, y dará vista al 
Ministerio Público Federal, salvo que 
no hubiera actuado dolosamente y deje 
sin efectos el acto repetido antes de que 
sea emitida la resolución de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación.
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MECANISMOS DE CONTROL CONSTITUCIONAL

OBJETO DE CONTROL SUJETOS LEGITIMADOS CONTROL 
PREVENTIVO 
O SUCESIVO 

EFECTOS DE 
SENTENCIAS

OTROS DATOS Y COMENTARIOS

B. ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD

Tiene por objeto plantear y 
resolver la posible contradicción 
 una norma de carácter
general y esta Constitución.

a) El equivalente al treinta y tres por 
ciento de los integrantes de la Cámara 
de Diputados del Congreso de la Unión, 
en contra de leyes federales.
b) El equivalente al treinta y tres por 
ciento de los integrantes del Senado, 
en contra de las leyes federales o de 
tratados internacionales celebrados por 
el Estado Mexicano.
c) El Ejecutivo Federal, por conducto 
del consejero jurídico del Gobierno, en 
contra de normas generales de carácter 
federal y de las entidades federativas.
d) El equivalente al treinta y tres por 
ciento de los integrantes de alguna de 
las Legislaturas de las entidades fede-
rativas en contra de las leyes expedidas 
por el propio órgano.
e) Los partidos políticos con registro 
ante el Instituto Nacional Electoral, por 
conducto de sus dirigencias nacionales, 
en contra de leyes electorales federales 
o locales; y los partidos políticos con 
registro en una entidad federativa, a tra-
vés de sus dirigencias, exclusivamente 
en contra de leyes electorales expedi-
das por la Legislatura de la entidad fe-
derativa que les otorgó el registro.
f) La Comisión Nacional de los De-
rechos Humanos, en contra de leyes 
de carácter federal o de las entidades 
federativas, así como de tratados inter-
nacionales celebrados por el Ejecutivo 
Federal y aprobados por el Senado de 
la República, que vulneren los derechos 
humanos consagrados en la Constitu-
ción federal y en los tratados internacio-
nales de los que México sea parte. Asi-
mismo, los organismos de protección 
de los derechos humanos equivalentes 
en las entidades federativas, en contra 
de leyes expedidas por las Legislaturas;
g) El organismo garante que establece 
el artículo 6° de la Constitución federal 
en contra de leyes de carácter federal 
y local, así como de tratados interna-
cionales celebrados por el Ejecutivo 
federal y aprobados por el Senado de la 
República, que vulneren el derecho al 
acceso a la información pública y la pro-
tección de datos personales. Asimismo, 
los organismos garantes equivalentes 
en las entidades federativas, en contra 
de leyes expedidas por las legislaturas 
locales.
h) El fiscal general de la república res-
pecto de leyes federales y de las entida-
des federativas, en materia penal y pro-
cesal penal, así como las relacionadas 
con el ámbito de sus funciones.

Control sucesivo Efectos generales: 
siempre que fueren 
aprobadas por una 
mayoría de cuando 
menos ocho votos.

Efectos retroactivos: 
solo en materia pe-
nal, en la que regirán 
los principios gene-
rales y disposiciones 
legales aplicables de 
esta materia.

Ley secundaria: previsto en la Ley Reglamen-
taria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de 
la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos. 

Órgano competente: Suprema Corte de Justi-
cia de la Nación.

Plazo de interposición: 30 días naturales si-
guientes a la fecha de publicación de la norma.

Efectos de incumplimiento: si la autoridad in-
cumple la sentencia, pero dicho incumplimiento 
es justificado, la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación, otorgará un plazo razonable para 
que proceda a su cumplimiento, que podrá am-
pliarse a solicitud de la autoridad. Cuando sea 
injustificado o hubiera transcurrido el plazo sin 
que se hubiese cumplido, procederá a separar 
de su cargo al titular de la autoridad responsa-
ble y a consignarlo. Las mismas providencias se 
tomarán respecto del superior jerárquico de la 
autoridad responsable si hubiese incurrido en 
responsabilidad, así como de los titulares que, 
habiendo ocupado con anterioridad el cargo de 
la autoridad responsable, hubieran incumplido 
la ejecutoria. Si se repitiera el acto reclama-
do, la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
procederá a separar de su cargo al titular de la 
autoridad responsable, y dará vista al Ministerio 
Público federal, salvo que no hubiera actuado 
dolosamente y deje sin efectos el acto repetido 
antes de que sea emitida la resolución de la Su-
prema Corte de Justicia de la Nación.
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MECANISMOS DE CONTROL CONSTITUCIONAL

OBJETO DE CONTROL SUJETOS LEGITIMADOS CONTROL 
PREVENTIVO 
O SUCESIVO 

EFECTOS DE 
SENTENCIAS

OTROS DATOS Y COMENTARIOS

C. ACCIÓN POR OMISIÓN NORMATIVA 

Tiene por objeto el pronun-
ciamiento sobre los casos 
de omisión en la expedición 
de leyes, cuando la misma 
afecte el funcionamiento o 
aplicación de la Constitución 
local.

No se señalan Control suce-
sivo

Efectos gene-
rales

Ley secundaria: previsto en la Ley Re-
glamentaria de las Fracciones I y II del 
Artículo 105 de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos. 

Órgano competente: Suprema Corte 
de Justicia de la Nación.

Origen: Si bien es cierto que no se 
contempla expresamente este meca-
nismo de control, la Suprema Corte ha 
habilitado el mismo a través de las con-
troversias constitucionales. Respecto a 
la omisión legislativa como causal de 
procedencia de mecanismos de control 
constitucional, la también denominada 
“inconstitucionalidad por omisión”, sur-
gió por primera vez en la controversia 
Constitucional 46/2002 emitida por la 
Suprema Corte.

Efectos de incumplimiento: si la au-
toridad incumple la sentencia, pero 
dicho incumplimiento es justificado, la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
otorgará un plazo razonable para que 
proceda a su cumplimiento, plazo que 
podrá ampliarse a solicitud de la autori-
dad. Cuando sea injustificado o hubiera 
transcurrido el sin que se hubiese cum-
plido, procederá a separar de su cargo 
al titular de la autoridad responsable y 
a consignarlo. Las mismas providen-
cias se tomarán respecto del superior 
jerárquico de la autoridad responsable 
si hubiese incurrido en responsabilidad, 
así como de los titulares que, habien-
do ocupado con anterioridad el cargo 
de la autoridad responsable, hubieran 
incumplido la ejecutoria. Si se repitiera 
el acto reclamado, la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación procederá a sepa-
rar de su cargo al titular de la autoridad 
responsable, y dará vista al Ministerio 
Público federal, salvo que no hubiera 
actuado dolosamente y deje sin efectos 
el acto repetido antes de que sea emiti-
da la resolución de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación.
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MECANISMOS DE CONTROL CONSTITUCIONAL

OBJETO DE CONTROL SUJETOS LEGITIMADOS CONTROL 
PREVENTIVO 
O SUCESIVO 

EFECTOS DE 
SENTENCIAS

OTROS DATOS Y COMENTARIOS

D. JUICIO DE PROTECCIÓN DE DERECHOS HUMANOS (JUICIO DE AMPARO)

Tiene por objeto resolver 
toda controversia que se suscite:

I. Por normas generales, actos u 
omisiones de la autoridad que vio-
len los derechos humanos reco-
nocidos y las garantías otorgadas 
para su protección por esta Cons-
titución, así como por los tratados 
internacionales de los que el esta-
do mexicano sea parte.

II. Por normas generales o actos 
de la autoridad federal que vulne-
ren o restrinjan la soberanía de 
los Estados o la autonomía de la 
Ciudad de México.

III. Por normas generales o actos 
de las autoridades de las entida-
des federativas que invadan la 
esfera de competencia de la au-
toridad federal.

Parte agraviada (titular de un derecho 
o de un interés legítimo individual o 
colectivo)

Control sucesivo Efectos particula-
res: por regla ge-
neral. 

Efectos generales 
(declaratoria gene-
ral de inconstitucio-
nalidad): cuando los 
órganos del Poder 
Judicial de la Fede-
ración establezcan 
jurisprudencia por 
reiteración en la cual 
se determine la in-
constitucionalidad de 
una norma general, 
la Suprema Corte 
de Justicia de la Na-
ción lo notificará a la 
autoridad emisora. 
Transcurrido el plazo 
de 90 días naturales 
sin que se supere 
el problema de in-
constitucionalidad, 
la Suprema Corte 
de Justicia de la Na-
ción emitirá, siempre 
que fuere aprobada 
por una mayoría de 
cuando menos ocho 
votos, la declaratoria 
general de inconstitu-
cionalidad, en la cual 
se fijarán sus alcan-
ces y condiciones en 
los términos de la ley 
reglamentaria.

Ley secundaria: previsto en la Ley de Ampa-
ro, Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 de 
la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos. 

Denominación federal: juicio de amparo. Para 
fines estadísticos se denomina en el presente 
estudio como “juicio de protección de derechos 
humanos”, al amparo federal, aunque el objeto 
de protección es más amplio, ya que no solo 
protege derechos humanos, sino también la 
soberanía de los estados o autonomía de la Ciu-
dad de México, o la esfera competencial de la 
autoridad federal.

Órgano competente: 

1. Magistrados de Circuito y los Jueces de 
Distrito (por regla general)

2. Suprema Corte de Justicia de la Nación. 
(amparos directos, y revisión de amparos direc-
tos e indirectos).

Contra las sentencias que pronuncien en am-
paro los jueces de distrito o los Tribunales 
Unitarios de Circuito procede revisión. De ella 
conocerá́ la Suprema Corte de Justicia: 

a)  Cuando habiéndose impugnado en la de-
manda de amparo normas generales por esti-
marlas directamente violatorias de esta Cons-
titución, subsista en el recurso el problema de 
constitucionalidad. 

b)  Cuando se trate de los casos comprendidos 
en las fracciones II y III del artículo 103 de esta 
Constitución.

La Suprema Corte de Justicia, de oficio o a 
petición fundada del correspondiente Tribunal 
Colegiado de Circuito, del fiscal general de la 
republica, en los asuntos en que el Ministerio 
Publico de la Federación sea parte, o del Ejecu-
tivo federal, por conducto del consejero jurídico 
del Gobierno, podrá́ conocer de los amparos en 
revisión, que por su interés y trascendencia así ́
lo ameriten. 

La Suprema Corte de Justicia, de oficio o a 
petición fundada del correspondiente Tribunal 
Colegiado de Circuito, del fiscal general de la 
Republica, en los asuntos en que el Ministerio 
publico de la federación sea parte, o del Ejecu-
tivo Federal, por conducto del consejero jurídico 
del Gobierno, podrá́ conocer de los amparos 
directos que por su interés y trascendencia así ́
lo ameriten. 

Efectos de incumplimiento: si la autoridad in-
cumple la sentencia, pero dicho incumplimiento 
es justificado, la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación, otorgará un plazo razonable para 
que proceda a su cumplimiento, que podrá am-
pliarse a solicitud de la autoridad. Cuando sea 
injustificado o hubiera transcurrido el plazo sin 
que se hubiese cumplido, procederá a separar 
de su cargo al titular de la autoridad responsa-
ble y a consignarlo. Las mismas providencias se 
tomarán respecto del superior jerárquico de la 
autoridad responsable si hubiese incurrido en 
responsabilidad, así como de los titulares que, 
habiendo ocupado con anterioridad el cargo de 
la autoridad responsable, hubieran incumplido 
la ejecutoria. Si se repitiera el acto reclama-
do, la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
procederá a separar de su cargo al titular de la 
autoridad responsable, y dará vista al Ministerio 
Público federal, salvo que no hubiera actuado 
dolosamente y deje sin efectos el acto repetido 
antes de que sea emitida la resolución de la Su-
prema Corte de Justicia de la Nación.
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MECANISMOS DE CONTROL CONSTITUCIONAL

OBJETO DE CONTROL SUJETOS LEGITIMADOS CONTROL 
PREVENTIVO 
O SUCESIVO 

EFECTOS DE 
SENTENCIAS

OTROS DATOS Y COMENTARIOS

E. REVISIÓN CONSTITUCIONAL SOBRE CONSULTA POPULAR

Tiene por objeto el pronun-
ciamiento sobre la consti-
tucionalidad de la materia 
de la consulta, previo a la 
convocatoria que realice el 
Congreso de la Unión. La 
revisión versará sobre las 
prohibiciones constitucio-
nales materia de consulta, 
que son: la restricción de los 
derechos humanos recono-
cidos por esta Constitución; 
los principios consagrados 
en el artículo 40 de la mis-
ma; la materia electoral; los 
ingresos y gastos del esta-
do; la seguridad nacional 
y la organización, funcio-
namiento y disciplina de la 
fuerza armada permanente.

No se señala Control preven-
tivo

Efectos particu-
lares

Ley secundaria: previsto en la Ley Fe-
deral de Consulta Popular

Órgano competente: Suprema Corte 
de Justicia de la Nación.

F. CONTROVERSIA SOBRE LÍMITES TERRITORIALES

Tiene por objeto resol-
ver las controversias sobre 
límites territoriales que se 
susciten entre las entidades 
federativas, en los términos 
de la fracción I del artículo 
105 de la Constitución fe-
deral, cuando no se lleve a 
cabo el convenio amistoso 
entre éstas.

Las entidades federativas Control suce-
sivo

Efectos gene-
rales

Ley secundaria: previsto en la Ley Re-
glamentaria de las Fracciones I y II del 
Artículo 105 de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos. 

Denominación federal: controversia 
sobre límites territoriales entre entida-
des federativas.

Órgano competente: Suprema Corte 
de Justicia de la Nación.

Si bien es cierto que se remite a la frac-
ción I del artículo 105 de la Constitución 
federal, es decir, a las controversias 
constitucionales, para efectos estadís-
ticos con las entidades federativas, se 
toma a consideración como un meca-
nismo más, ya que, adicionalmente la 
Constitución federal hace referencia 
expresa y especial a este mecanismo 
en su artículo 46.
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MECANISMOS DE CONTROL CONSTITUCIONAL

OBJETO DE CONTROL SUJETOS LEGITIMADOS CONTROL 
PREVENTIVO 
O SUCESIVO 

EFECTOS DE 
SENTENCIAS

OTROS DATOS Y COMENTARIOS

G. REVISIÓN CONSTITUCIONAL SOBRE RESTRICCIÓN O SUSPENSIÓN DE DERECHOS HUMANOS

Tiene por objeto re-
visar la constitucionalidad 
y validez de los decretos 
expedidos por el Ejecutivo 
federal sobre la restricción 
o suspensión de derechos 
humanos. 

Suprema Corte de Justicia de la 
Nación de oficio

Control suce-
sivo

Efectos gene-
rales

Ley secundaria: no existe

Órgano competente: Suprema Corte 
de Justicia de la Nación.

RANKING DE MECANISMOS DE CONTROL CONSTITUCIONAL LOCAL

No. MECANISMO DE CONTROL CONSTITU-
CIONAL

ENTIDADES FEDERATIVAS TOTAL RANKING

1. CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL Chiapas, Ciudad de México, Coahuila, Durango, Esta-
do de México, Guanajuato, Hidalgo, Morelos, Nayarit, 
Nuevo León, Oaxaca, Querétaro, Quintana Roo, So-
nora, Tabasco, Tamaulipas, Tlaxcala, Veracruz, Yuca-
tán, modelo federal.

19

100%

1º

2. ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD Chiapas, Ciudad de México, Coahuila, Durango, Es-
tado de México, Guanajuato, Nayarit, Nuevo León, 
Oaxaca, Querétaro, Quintana Roo, Sonora, Tabasco, 
Tamaulipas, Tlaxcala, Veracruz, Yucatán, modelo fe-
deral.

17

89%

2º

3. ACCIÓN POR OMISIÓN NORMATIVA Chiapas, Ciudad de México, Coahuila, Durango, Na-
yarit, Querétaro, Quintana Roo, Sonora, Tlaxcala, Ve-
racruz, Yucatán, modelo federal. 

11

58%

3º

4. CUESTIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD 
JURISDICCIONAL

Chiapas, Ciudad de México, Coahuila, Durango, Na-
yarit, Oaxaca, Tamaulipas, Veracruz.

8

42%

4º

5. JUICIO DE PROTECCIÓN DE DERECHOS 
HUMANOS (JUICIO DE AMPARO)

Ciudad de México, Nayarit, Querétaro, Tabasco, Tlax-
cala, Veracruz, modelo federal.

6

32%

5º

6. CUESTIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD 
LEGISLATIVA

Chiapas, Durango, Nayarit, Oaxaca, Yucatán. 5

26%

6º

7. CONTROL DIFUSO DE CONSTITUCIONA-
LIDAD Y CONVENCIONALIDAD

Ciudad de México, Coahuila, Estado de México, 
Oaxaca.

4

21%

7º

8. REVISIÓN CONSTITUCIONAL SOBRE 
CONSULTA POPULAR

Estado de México, Tabasco, Tamaulipas, Veracruz, 
modelo federal.

9. CONTROVERSIA SOBRE LÍMITES TERRI-
TORIALES

Coahuila, Guanajuato, Nayarit, Oaxaca, modelo fe-
deral 

10. RECURSO SOBRE RECOMENDACIONES 
DEL ÓRGANO PROTECTOR DE DERE-
CHOS HUMANOS

Ciudad de México, Oaxaca 2

11%

8º
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11. ACCIÓN DE CUMPLIMIENTO Ciudad de México

1

5%

9º

12. RECURSO SOBRE PROCEDIMIENTO DE 
REFERÉNDUM

Ciudad de México

13. RECURSO SOBRE REVOCACIÓN DE 
MANDATO

Oaxaca

14. JUICIO DE PROTECCIÓN DE DERECHOS 
COLECTIVOS O DIFUSOS

Querétaro

15. RECURSO EN MATERIA PENAL Veracruz

16. PROCEDIMIENTO SOBRE ASUNTOS IN-
DÍGENAS

Veracruz

17. REVISIÓN CONSTITUCIONAL SOBRE 
RESTRICCIÓN O SUSPENSIÓN DE DE-
RECHOS HUMANOS Modelo federal

DATOS RELEVANTES DE LOS MECANISMOS CONTROL CONSTITUCIONAL

1. CANTIDAD DE MECANISMOS DE CONTROL CONSTITUCIONAL

No DE MECANISMOS

(CON BASE EN MODE-
LO FEDERAL)

ENTIDADES 
FEDERATIVAS

CANTIDAD 
DE ENTI-
DADES % VALO-

RACIÓN 
GENERAL

COMENTARIOS

Más de 5 mecanismos
Ciudad de México, Coahuila, Na-
yarit, Oaxaca y Veracruz.

*Modelo federal

5 26% Grado de 
protección: 

alto

 

5 mecanismos Chiapas, Durango y Querétaro. 3 16% Grado de 
protección: 

regular

Menos de 5 mecanismos 
Estado de México, Guanajuato, 
Hidalgo, Morelos, Nuevo León, 
Quintana Roo, Sonora, Tabasco, 
Tamaulipas, Tlaxcala, Yucatán.

11 58% Grado de 
protección: 

bajo

2. MECANISMOS CONSTITUCIONALES EN LEGISLACIÓN SECUNDARIA

NIVEL DE REGULACIÓN ENTIDADES 
FEDERATIVAS

CANTIDAD 
DE ENTI-
DADES

% VALO-
RACIÓN 

GENERAL

COMENTARIOS

Todos los mecanismos
Ciudad de México, Coahuila, 
Guanajuato, Nuevo León, Oa-
xaca, Querétaro, Quintana Roo, 
Tabasco, Tamaulipas, Tlaxcala y 
Yucatán.

11 58% Grado de 
efectividad 
de protec-
ción: alto
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DATOS RELEVANTES DE LOS MECANISMOS CONTROL CONSTITUCIONAL

Algunos mecanismos
Chiapas, Estado de México, Naya-
rit y Veracruz. 

* Modelo federal.

4 21% Grado de 
efectividad 
de protec-

ción: regular

Ningún mecanismo

Durango, Hidalgo, Morelos y So-
nora. 4 21% Grado de 

efectividad 
de protec-
ción: bajo

3. CONTROL PREVENTIVO Y SUCESIVO

TIPO DE CONTROL ENTIDADES 
FEDERATIVAS

CANTIDAD 
DE ENTI-
DADES

% VALO-
RACIÓN 

GENERAL

COMENTARIOS

Control preventivo y 
sucesivo

Chiapas, Ciudad de México, 
Coahuila, Durango, Estado de 
México, Nayarit, Oaxaca, Tabasco, 
Tamaulipas, Veracruz y Yucatán.

* Modelo federal 

11 58%
Grado de 
protección 
preventiva: 

alto

Control únicamente 
sucesivo

Guanajuato, Hidalgo, Morelos, 
Nuevo León, Querétaro, Quintana 
Roo, Sonora y Tlaxcala. 8 42% Grado de 

protección 
preventiva: 

bajo

4. CONTROL DE LOS DERECHOS HUMANOS

REGULACIÓN ENTIDADES 
FEDERATIVAS

CANTIDAD 
DE ENTI-
DADES % VALO-

RACIÓN 
GENERAL

COMENTARIOS

Control difuso de consti-
tucionalidad y convencio-

nalidad 

Ciudad de México, Coahuila, Esta-
do de México y Oaxaca.

4 21%

Grado de 
acceso a 
la justicia 
(primera 

instancia): 
alto

Control concentrado 
(juicio de protección de 

derechos humanos)

Nayarit, Querétaro, Tabasco, Tlax-
cala y Veracruz.

* Modelo federal 
5 26%

Grado de 
acceso a 
la justicia 
(primera 

instancia): 
bajo

Querétaro con-
templa el juicio 
de protección 
de derechos 
colectivos y di-
fusos.

Ninguno

Chiapas, Durango, Guanajuato, 
Hidalgo, Morelos, Nuevo León, 
Quintana Roo, Sonora, Tamauli-
pas y Yucatán. 10 53%

Grado de 
acceso a 
la justicia 
(primera 

instancia): 
bajo
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DATOS RELEVANTES DE LOS MECANISMOS CONTROL CONSTITUCIONAL

5. SUJETOS LEGITIMADOS (CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL)

CANTIDAD DE SUJETOS ENTIDADES 
FEDERATIVAS

CANTIDAD 
DE ENTI-
DADES % VALO-

RACIÓN 
GENERAL

COMENTARIOS

Ejecutivo, legislativo y 
órganos autónomos

Ciudad de México, Coahuila, Du-
rango, Morelos, Nayarit, Nuevo 
León, Oaxaca, Querétaro, Sonora, 
Tabasco y Yucatán.

* Modelo federal

11 58% Grado de 
acceso a la 
justicia (por 
sujeto): alta

Ejecutivo y legislativo

Chiapas, Estado de México, Gua-
najuato, Hidalgo, Quintana Roo, 
Tamaulipas, Tlaxcala y Veracruz. 8 42% Grado de 

acceso a 
la justicia 

(por sujeto): 
regular

6. PARÁMETRO DE REGULARIDAD

INSTRUMENTOS JURÍ-
DICOS

ENTIDADES 
FEDERATIVAS

CANTIDAD 
DE ENTI-
DADES % VALO-

RACIÓN 
GENERAL

COMENTARIOS

Constitución federal, local 
y otros instrumentos inter-
nacionales además de los 
tratados suscritos por el 

Estado mexicano

Chiapas, Ciudad de México y Tlax-
cala.

3 16% Grado de 
protección 
a derechos 
humanos: 

alto

Constitución federal, local 
y tratados internacionales 

de los que el Estado 
mexicano es parte

Coahuila, Durango, Estado de Mé-
xico, Guanajuato, Hidalgo, More-
los, Nayarit, Nuevo León, Oaxaca, 
Querétaro, Quintana Roo, Sonora, 
Tabasco, Tamaulipas, Veracruz y 
Yucatán.

* Modelo federal

16 84%

Grado de 
protección 
a derechos 
humanos: 

regular
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EVALUACIÓN DE GRADO DE JUSTICIA CONSTITUCIONAL PRONTA Y COMPLETA SOBRE LOS MECANISMOS DE CONTROL LOCAL

Ent Fed Protección Efectividad de 
protección

Protección 
preventiva

Control so-
bre derechos 

humanos

Acceso a justicia (por 
sujeto) 

Protección a dere-
chos humanos

Grado jus-
ticia pron-

ta-completa 

1. Chis. 2  pts. (re-
gular)

2  pts. (regular) 3  pts. (alto) 1  pts. (bajo) 2  pts. (regular) 3  pts. (alto) 13 pts.

2. Cdmx. 3  pts. (alto) 3  pts. (alto) 3  pts. (alto) 3  pts. (alto) 3  pts. (alto) 3  pts. (alto) 18  pts.

3. Coah. 3  pts. (alto) 3  pts. (alto) 3  pts. (alto) 3  pts. (alto) 3  pts. (alto) 2  pts. (regular) 17  pts.

4. Dgo. 2  pts. (re-
gular)

1  pts. (bajo) 3  pts. (alto) 1  pts. (bajo) 3  pts. (alto) 2  pts. (regular) 12  pts.

5. Ed M. 1  pts. (bajo) 2  pts. (regular) 3  pts. (alto) 3  pts. (alto) 2  pts. (regular) 2  pts. (regular) 13  pts.

6. Gto. 1  pts. (bajo) 3  pts. (alto) 1  pts. 
(bajo)

1  pts. (bajo) 2  pts. (regular) 2  pts. (regular) 10  pts.

7. Hgo. 1  pts. (bajo) 1  pts. (bajo) 1  pts. 
(bajo)

1  pts. (bajo) 2  pts. (regular) 2  pts. (regular) 8  pts.

8. Mor. 1  pts. (bajo) 1  pts. (bajo) 1  pts. 
(bajo)

1  pts. (bajo) 3  pts. (alto) 2  pts. (regular) 9  pts.

9. Nay. 3  pts. (alto) 2  pts. (regular) 3  pts. (alto) 2  pts. (re-
gular)

3  pts. (alto) 2  pts. (regular) 15  pts.

10. NL. 1  pts. (bajo) 3  pts. (alto) 1  pts. 
(bajo)

1  pts. (bajo) 3  pts. (alto) 2  pts. (regular) 11  pts.

11. Oax. 3  pts. (alto) 3  pts. (alto) 3  pts. (alto) 3  pts. (alto) 3  pts. (alto) 2  pts. (regular) 17  pts.

12. Qro. 2  pts. (re-
gular)

3  pts. (alto) 1  pts. 
(bajo)

2  pts. (re-
gular)

3  pts. (alto) 2  pts. (regular) 13  pts.

13. QR. 1  pts. (bajo) 3  pts. (alto) 1  pts. 
(bajo)

1  pts. (bajo) 2  pts. (regular) 2  pts. (regular) 10  pts.

14. Son. 1  pts. (bajo) 1  pts. (bajo) 1  pts. 
(bajo)

1  pts. (bajo) 3  pts. (alto) 2  pts. (regular) 9 pts.

15. Tab. 1  pts. (bajo) 3  pts. (alto) 3  pts. (alto) 2  pts. (re-
gular)

3  pts. (alto) 2  pts. (regular) 14  pts.

16. Tam. 1  pts. (bajo) 3  pts. (alto) 3  pts. (alto) 1  pts. (bajo) 2  pts. (regular) 2  pts. (regular) 12  pts.

17. Tlax. 1  pts. (bajo) 3  pts. (alto) 1  pts. 
(bajo)

2  pts. (re-
gular)

2  pts. (regular) 3  pts. (alto) 12  pts.

18. Ver. 3  pts. (alto) 2  pts. (regular) 3  pts. (alto) 2  pts. (re-
gular)

2  pts. (regular) 2  pts. (regular) 14  pts.

19. Yuc. 1  pts. (bajo) 3  pts. (alto) 3  pts. (alto) 1  pts. (bajo) 3  pts. (alto) 2  pts. (regular) 13  pts.

M fed. 3  pts. (alto) 2  pts. (regular) 3  pts. (alto) 1  pts. (bajo) 3  pts. (alto) 2  pts. (regular) 15  pts.

Media 

Ent .Fed.

 13  pts.
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RANKING GRADO DE JUSTICIA CONSTITUCIONAL PRONTA Y COMPLETA 

No. Entidad Fede-
rativa

Grado de justicia constitucional pronta 
y completa 

Media de Estándares de Justicia Constitucional 
Pronta y Completa

1º 18 puntos

Entidades arriba de la media

2º 17 puntos

Oaxaca

3º Nayarit 15 puntos

4º Veracruz 

14 puntos

Modelo federal

5º

Chiapas

13 puntos

Entidades en la mediaEstado de Mé-
xico

Yucatán

Querétaro

6º

Durango

12 puntos

Entidades debajo de la media

Tamaulipas

 

Tlaxcala

7º Nuevo León 11 puntos

8º

Guanajuato

10 puntosQuintana Roo

9º Morelos 9 puntos

Sonora

10º Hidalgo 8 puntos
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 2.2.3.3 Conclusiones sobre los mecanismos locales de control   
         constitucional

Conclusiones generales sobre los mecanismos de control de la justicia cons-
titucional local. Con base en lo expuesto, se observa primeramente que las en-
tidades tienen gran variedad de mecanismos de control de la Constitución local 
y que de ellos, algunos estados aún no contemplan los mismos dentro de sus 
legislaciones secundarias. 

También se puede observar que aquellas Entidades que tienen un estándar más 
elevado de justicia constitucional pronta y completa son: Ciudad de México, 
Coahuila y Oaxaca, y la Entidad con menores estándares constitucionales y 
legales es Hidalgo. Algunos aspectos que se pueden destacar de los resultados 
obtenidos sobre los mecanismos de control constitucional son:

•	 Sobre los mecanismos de control constitucional. Los tres mecanis-
mos de control más regulados en las normas máximas de las en-
tidades son las controversias constitucionales (100%), acciones de 
inconstitucionalidad (89%) y la acción por omisión legislativa (58%). 

•	 Sobre la regulación secundaria de los mecanismos constituciona-
les. La mayoría de las entidades cuenta con todos o casi todos los 
mecanismos de control regulados en ley secundaria (79%). 

•	 Sobre el control preventivo y sucesivo. Más de la mitad de las 
Entidades Federativas cuenta con mecanismos de control preventivos 
y sucesivos (58%).

•	 Sobre la protección a los derechos humanos.  Casi la mitad de las 
Entidades cuenta con controles de protección de los derechos huma-
nos (47%). En menor medida el control difuso de constitucionalidad 
y convencionalidad (21%) y en mayor medida con el juicio de protec-
ción de los derechos humanos (26%), ambos medios que garantizan 
los derechos reconocidos en el parámetro de regularidad y que son 
inherentes a toda persona.
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•	 Sobre los sujetos legitimados. Respecto de los sujetos legitimados 
en las controversias constitucionales se pudo observar que la mayo-
ría de las entidades contempla el acceso tanto a los Poderes Ejecutivo 
y Legislativo estatales, municipios y los órganos constitucionalmente 
autónomos (58%). 

•	 Sobre las controversias entre límites territoriales. Únicamente el 
21% reconoce las controversias sobre límites territoriales, mismas 
que en el ámbito federal existen para efectos de resolver los conflictos 
entre entidades federativas, pero las controversias que surjan entre 
municipios deben estar previstas para su resolución en los mecanis-
mos de control constitucional locales. 

El control difuso de constitucionalidad y convencionalidad contemplado en la 
Ciudad de México fue declarado parcialmente inconstitucional por la Suprema 
Corte de Justicia mediante resolución respecto de una acción de inconstitucio-
nalidad de fecha 6 de septiembre de 2018,54 particularmente respecto a la fa-
cultad de toda autoridad jurisdiccional local para realizar control de difuso de 
constitucionalidad respecto de la constitución general de la república, así como 
de convencionalidad y respecto de los derechos humanos reconocidos en tra-
tados y jurisprudencia internacional. Asimismo, en la citada acción de incons-
titucionalidad, declaró la inconstitucionalidad total del mecanismo de control 
constitucional sobre recomendaciones en materia de derechos humanos. 

 2.2.3.4 Modelo de regulación

Cuestiones por considerar para el modelo de regulación constitucional de los 
mecanismos de control constitucional locales. Con base en todo lo anterior-
mente expuesto, se podría considerar como modelo ideal que debe estar previsto 
en la Constitución local para los mecanismos de control constitucional local, a 
fin de garantizar una justicia pronta y completa, derecho humano contenido en 

54  El 6 de septiembre de 2018, el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en las secciones VI 
y VII, así como en los puntos resolutivos quinto y sexto de la sentencia dictada al resolver la acción de 
inconstitucionalidad 15/2017 y sus acumuladas 16/2017, 18/2017 y 19/2017, declaró la invalidez de las 
porciones normativas del numeral 6 del apartado a de este artículo indicadas con mayúsculas, la cual sur-
tió efectos el 11 de septiembre de 2018. Dicha sentencia puede ser consultada en la dirección electrónica 
http://www2.scjn.gob.mx/.
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el artículo 17 de la Constitución federal, uno con las siguientes características 
mínimas:

•	 Mecanismos de control constitucional: contemplar cuando menos 
la controversia constitucional, acción de inconstitucionalidad, ac-
ción por omisión normativa, controversias sobre límites territoria-
les, cuestión de inconstitucionalidad jurisdiccional y legislativa, el 
juicio de protección de derechos humanos y el control difuso de 
constitucionalidad y convencionalidad. Esto a fin de que las Enti-
dades cuenten con mecanismos de control que resuelvan conflictos 
entre poderes, restituyan derechos humanos, y contemplen contro-
les preventivos y sucesivos.

•	 Legislación secundaria especial: regular los mecanismos antes 
mencionados en una legislación de control constitucional, y no en 
una ley orgánica, ya que la naturaleza de esta última es regular la 
integración, estructura y organización de los Poderes Judiciales, y la 
primera, regular propiamente la justicia constitucional.

•	 Sujetos con legitimación activa en controversias constitucionales: 
Poder Ejecutivo, Legislativo, Municipios y órganos constitucional-
mente autónomos.

 2.2.3.5 Propuestas de mejora por entidad federativa

Propuestas para fortalecer estándares de independencia e imparcialidad del 
órgano constitucional. Con el fin de garantizar el principio y la obligación que 
tienen las entidades federativas para ofrecer a toda persona el derecho humano 
a una justicia pronta y completa, que se establece en el artículo 17 de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos; a continuación, se hacen 
algunas sugerencias para fortalecer esos estándares constitucionales sobre los 
mecanismos de protección constitucional:
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 CHIAPAS

•	 Permitir a los órganos constitucionalmente autónomos ser sujetos 
con legitimación activa sobre las controversias constitucionales.

•	 Contemplar mecanismos de control constitucional tendientes a ga-
rantizar los derechos reconocidos en el parámetro de regularidad de 
los derechos humanos y que son inherentes a toda persona, como 
son los juicios de protección de derechos humanos o el control difu-
so de constitucionalidad y convencionalidad.

DURANGO

•	 Legislar respecto a los mecanismos de control constitucional previs-
tos en su Constitución local, a fin de superar la omisión legislativa 
en la que se encuentran.

•	 Contemplar mecanismos de control constitucional tendientes a ga-
rantizar los derechos reconocidos en el parámetro de regularidad de 
los derechos humanos y que son inherentes a toda persona, como 
son los juicios de protección de derechos humanos o el control difu-
so de constitucionalidad y convencionalidad.

 ESTADO DE MÉXICO

•	 Permitir a los órganos constitucionalmente autónomos ser sujetos 
con legitimación activa sobre las controversias constitucionales.

•	 Facultar a la Comisión Permanente a convocar a periodo extraor-
dinario para el nombramiento de magistrados, para generar mayor 
legitimidad en la designación.
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 GUANAJUATO

•	 Permitir a los órganos constitucionalmente autónomos ser sujetos 
con legitimación activa sobre las controversias constitucionales.

•	 Contemplar mecanismos de control constitucional tendientes a ga-
rantizan los derechos reconocidos en el parámetro de regularidad de 
los derechos humanos y que son inherentes a toda persona, como 
lo son los juicios de protección de derechos humanos o el control 
difuso de constitucionalidad y convencionalidad.

•	 Establecer mecanismos de control constitucional preventivos, como 
la cuestión de inconstitucionalidad jurisdiccional y legislativa. 

HIDALGO

•	 Legislar respecto a los mecanismos de control constitucional previs-
tos en su Constitución local, a fin de superar la omisión legislativa 
en la que se encuentran.

•	 Contemplar mecanismos de control constitucional tendientes a ga-
rantizan los derechos reconocidos en el parámetro de regularidad de 
los derechos humanos y que son inherentes a toda persona, como 
lo son los juicios de protección de derechos humanos o el control 
difuso de constitucionalidad y convencionalidad.

•	 Establecer mecanismos de control constitucional preventivos, como 
la cuestión de inconstitucionalidad jurisdiccional y legislativa. 

•	 Permitir a los órganos constitucionalmente autónomos ser sujetos 
con legitimación activa sobre las controversias constitucionales.



164

 MORELOS

•	 Legislar respecto a los mecanismos de control constitucional previs-
tos en su Constitución local, a fin de superar la omisión legislativa 
en la que se encuentran.

•	 Contemplar mecanismos de control constitucional tendientes a ga-
rantizar los derechos reconocidos en el parámetro de regularidad de 
los derechos humanos y que son inherentes a toda persona, como 
son los juicios de protección de derechos humanos o el control difu-
so de constitucionalidad y convencionalidad.

•	 Establecer mecanismos de control constitucional preventivos, como 
la cuestión de inconstitucionalidad jurisdiccional y legislativa. 

•	 Crear un órgano ad hoc, para una mayor especialización de aquellos 
magistrados encargados de garantizar la constitución.

NAYARIT

•	 Legislar respecto de las cuestiones de constitucionalidad legislativa 
y la controversia sobre límites territoriales, que ya se encuentran pre-
vistos en su Constitución pero aún no en la norma secundaria. 

NUEVO LEÓN

•	 Contemplar mecanismos de control constitucional tendientes a ga-
rantizar los derechos reconocidos en el parámetro de regularidad de 
los derechos humanos y que son inherentes a toda persona, como 
son los juicios de protección de derechos humanos o el control difu-
so de constitucionalidad y convencionalidad.

•	 Establecer mecanismos de control constitucional preventivos, como 
la cuestión de inconstitucionalidad jurisdiccional y legislativa. 
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QUERÉTARO

•	 Establecer mecanismos de control constitucional preventivos, como 
la cuestión de inconstitucionalidad jurisdiccional y legislativa. 

QUINTANA ROO

•	 Contemplar mecanismos de control constitucional tendientes a ga-
rantizar los derechos reconocidos en el parámetro de regularidad de 
los derechos humanos y que son inherentes a toda persona, como 
son los juicios de protección de derechos humanos o el control difu-
so de constitucionalidad y convencionalidad.

•	 Establecer mecanismos de control constitucional preventivos, como 
la cuestión de inconstitucionalidad jurisdiccional y legislativa. 

•	 Permitir a los órganos constitucionalmente autónomos ser sujetos 
con legitimación activa sobre las controversias constitucionales.

SONORA

•        Regular en la legislación secundaria correspondiente. 

•	 Los mecanismos de control constitucional previstos en la Constitu-
ción local.

•	 Contemplar mecanismos de control constitucional tendientes a ga-
rantizan los derechos reconocidos en el parámetro de regularidad de 
los derechos humanos y que son inherentes a toda persona, como 
lo son los juicios de protección de derechos humanos o el control 
difuso de constitucionalidad y convencionalidad.

•	 Establecer mecanismos de control constitucional preventivos, como 
la cuestión de inconstitucionalidad jurisdiccional y legislativa. 
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•	 Establecer otros mecanismos de control constitucional preventivos, 
como la cuestión de inconstitucionalidad jurisdiccional y legislativa. 

 TABASCO

•	 Establecer otros mecanismos de control constitucional preventivos, 
como la cuestión de inconstitucionalidad jurisdiccional y legislativa.

 TAMAULIPAS

•	 Contemplar mecanismos de control constitucional tendientes a ga-
rantizan los derechos reconocidos en el parámetro de regularidad de 
los derechos humanos y que son inherentes a toda persona, como 
lo son los juicios de protección de derechos humanos o el control 
difuso de constitucionalidad y convencionalidad.

•	 Permitir a los órganos constitucionalmente autónomos ser sujetos 
con legitimación activa sobre las controversias constitucionales.

 TLAXCALA

•	 Establecer mecanismos de control constitucional preventivos, como 
la cuestión de inconstitucionalidad jurisdiccional y legislativa. 

•	 Permitir a los órganos constitucionalmente autónomos ser sujetos 
con legitimación activa sobre las controversias constitucionales.

 VERACRUZ

•	 Permitir a los órganos constitucionalmente autónomos ser sujetos 
con legitimación activa sobre las controversias constitucionales.

 YUCATÁN

•	 Contemplar mecanismos de control constitucional tendientes a ga-
rantizar los derechos reconocidos en el parámetro de regularidad de 
los derechos humanos y que son inherentes a toda persona, como 
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son los juicios de protección de derechos humanos o el control difu-
so de constitucionalidad y convencionalidad.

2.3 Tensión entre la justicia constitucional local y federal (competencia)

Otro problema que surge respecto de los sistemas de justicia constitucional 
local, es la posible tensión entre los medios de control local y los federales. 
Hay quienes plantean que la existencia, por ejemplo, del juicio de protección 
de derechos humanos, considerado por algunos un amparo local por tratarse del 
medio de protección a los derechos inherentes a toda persona, podría afectar 
el acceso directo al amparo federal, por implicar la necesidad de agotar aquél 
para acceder a éste, atendiendo al principio de definitividad. Hay quien podría 
pensar también que; por el hecho de la coexistencia del mismo mecanismo local 
y federal, esto implique la misma protección, por lo cual se vuelve innecesario 
el medio de control local. 

Ante estos planteamientos, primeramente vale la pena decir que no 
necesariamente el hecho de que exista un mismo medio de control constitucional 
en los dos ámbitos, signifique que ambos tengan el mismo objeto de control bajo 
igual parámetro y con idénticos sujetos legitimados. Éstas son justamente unas 
de las grandes diferencias, que hacen necesaria la justicia constitucional local.

2.3.1 Amparo local y federal

Basta señalar, como ya se ha señalado en el primer capitulo, que la Suprema 
Corte ya ha determinado que conforme al artículo 83, fracción V, de la Ley 
de Amparo, el recurso de revisión es procedente contra las sentencias que en 
amparo directo pronuncien los Tribunales Colegiados de Circuito cuando 
decidan sobre la constitucionalidad de una ley, pero en el entendido de que esa 
determinación de constitucionalidad debe ser en relación con la constitución 
general de la república y no respecto de alguna constitución perteneciente a las 
entidades federativas. Por consiguiente, cuando el recurrente aduce que una ley 
ordinaria de un Estado contraviene la Constitución del mismo, resulta que el 
recurso de revisión no es procedente porque de ninguna manera se aduce una 
violación a la constitución federal.55 Situación similar se ha decretado por la 

55 Revisión. No procede este recurso contra sentencia dictada  en amparo directo cuando decida sobre 
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Suprema Corte tratándose de controversias constitucionales, toda vez que no 
es posible plantearlas por violaciones a la constitución del estado o a leyes locales, cuyo 
remedio corresponde establecer al Constituyente local o a las legislaturas de los estados.56

Lo manifestado deja en claro que, como ya se ha expuesto, de no existir un 
medio de control de constitucionalidad que proteja los derechos humanos o 
controle las competencias de los poderes reconocidos y regulados a nivel local, 
el ciudadano quedaría en un estado de indefensión y notoria violación a su 
derecho de acceso a la justicia, y los poderes se encontrarían ante la posibilidad 
de realizar actos contrarios a sus facultades, tornándose en un poder absolutista. 

Ahora bien, recapitulando lo dicho anteriormente, respecto al tema de derechos 
humanos, ante la interrogante sobre si existen casos en los que haya un derecho 
reconocido en la Constitución local y no en la federal que quedaría sin protección 
de no tener un mecanismo de control constitucional local; recordemos que  
dependiendo de la entidad puede reconocer un mismo derecho humano de 
manera distinta, tal es el caso del derecho a la vida, que algunas entidades han 
establecido que se tiene desde el momento de la concepción,57 o el derecho de 
la muerte natural;58 mismos que al no contemplarlos la Constitución federal, no 
puede accederse a algún medio de control constitucional federal por la violación 
de estos en la Constitución local.

Sobre esta ampliación o reconocimiento de otros derechos humanos en las 
Constituciones locales, la Suprema Corte ha señalado en efecto que, los Estados 
sí pueden ampliar derechos humanos o fundamentales, bien sea creando nuevos derechos o 
bien sea ampliando la extensión de los derechos que ya existen; lo anterior, siempre y cuando 
no afecten otro derecho establecido en la Constitución o en los tratados internacionales.59 

la constitucionalidad de una ley en relación con la Constitución local y no con la federal. Tesis aislada. 
CXLIX/90. 3ª sala. Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Octava Época, Tomo VI, Primera 
parte, julio a diciembre de 1990, página 174.

56 Controversias constitucionales entre un estado y uno de sus municipios. A la Suprema Corte sólo compe-
te conocer de las que se planteen con motivo de violaciones a disposiciones constitucionales del orden 
federal. Pleno. Tesis P/J. 30/2000, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, 
Tomo XI, abril de 2000, página 812.

57 Artículo 1 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Colima; artículo 1-Bis de la Cons-
titución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos; artículo 16 de la Constitución del Estado de  
Tamaulipas; artículo 1 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Guanajuato.

58  Artículo 16 de la Constitución del Estado de Tamaulipas; Artículo 1 de la Constitución Política del Estado 
Libre y Soberano de Guanajuato.

59  Acciones de inconstitucionalidad 11/2009 y 62/2009.
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Piénsese ahora al contrario, para el caso que el derecho a la vida desde la 
concepción u otro derecho se considere para unos como una restricción –y no 
una ampliación-, para este caso, también la Suprema Corte ha establecido en la 
interpretación al artículo primero de la carta magna que toda persona gozará 
de los derechos humanos reconocidos en la Constitución y en los tratados 
internacionales de los que el Estado mexicano sea parte, y que se aplicará la 
norma que otorgue mayor amplitud, salvo que la Constitución federal tenga una 
restricción a un derecho humano específico;60 dicho criterio podría implicar una 
clausula restrictiva que las entidades federativas –de no prever o contradecir a la 
Constitución federal- pudieran hacer uso de ella.

2.3.2 Controversias constitucionales y acciones de inconstitucionalidad local 
y federal

Respecto de las controversias y acciones de inconstitucionalidad, de no 
encontrarse reguladas en el ámbito local, se estaría ante la ausencia de casos no 
previstos en la norma federal y, por lo tanto, no competentes para la Suprema 
Corte, como es el caso de la legitimación activa para interponer acciones de 
inconstitucionalidad a otros organismos constitucionalmente autónomos 
que no sean el protector de los derechos humanos o el garante del artículo 
6º de la Constitución federal,61 o impugnar las disposiciones emitidas por los 
ayuntamientos; así como, las controversias constitucionales que se susciten por 
los límites territoriales entre municipios, que no se encuentran previstas en el 
mecanismo federal, ya que éste sólo conoce de controversias territoriales entre 
entidades federativas.62 

2.3.3 Conclusiones sobre las tensiones competenciales

Para abonar a los argumentos normativos aquí expresados sobre el 
reconocimiento y validez de la justicia constitucional local, la misma Suprema 
Corte ha declarado la constitucionalidad de los mecanismos de control locales, 

60  Contradicción de tesis 293/2011.
61  Los incisos g) y h) de la fracción II del artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-

canos permiten que los organismos de protección a los derechos humanos y de acceso a la información 
locales puedan ser parte actora en las acciones de inconstitucionalidad federal, cuando los congresos 
locales violen normas que corresponden a su materia. 

62 Artículo 46 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.
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que por medio de la acción de inconstitucionalidad 11/2011, validó la acción 
por omisión normativa y la cuestión de constitucionalidad legislativa del estado 
de Yucatán, medios de control que habían sido impugnados por la Procuraduría 
General de la República.

Con lo expuesto se puede observar, sin duda, que existen condiciones jurídicas 
propicias para poder afirmar que es necesario que las entidades federativas 
cuenten con mecanismos de control constitucional, aunque también se reconoce 
que probablemente en algunos casos pueda problematizarse la coexistencia de 
algunos medios de control local ante el federal en supuestos particulares, ya 
sea por el reconocimiento de mismos derechos en los dos ámbitos pudiendo 
acceder a los mismos medios de control federal o locales, o porque el sujeto está 
legitimado para resolver alguna controversia, acción u otro medio en ambos 
niveles competenciales. 

Por lo tanto, es  evidente la posibilidad de que exista una tensión competencial, 
lo que vuelve necesario regular y delimitar la competencia para efectos de dar 
certeza jurídica a ambos medios de control, pero nunca por la tensión entre los 
dos ámbitos competenciales, eliminar la posibilidad de la existencia o desarrollo 
de la justicia local o federal.

2.4 Mecanismos inconstitucionales de control constitucional local 

Como se pudo observar de la gran amplitud de mecanismos de control constitu-
cional en las entidades federativas, uno de ellos llama especial atención, este es 
el recurso sobre recomendaciones del órgano protector de derechos humanos, 
que se encuentra regulado en el sistema jurídico de la Ciudad de México y de 
Oaxaca. En el primero, con la denominación juicio de restitución obligatoria de 
derechos humanos y, en el segundo, conocido como juicio para la protección de los 
derechos humanos por incumplimiento de las recomendaciones.

Sobre este mecanismo no obstante que se considera de avanzada y progresista, 
ya que tiene por objeto hacer cumplir por la vía jurisdiccional las recomenda-
ciones de los organismos protectores de derechos humanos locales, cuando la 
autoridad acepte la recomendación pero no la cumpla es fundamental señalar 
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una posible inconstitucionalidad del citado medio de control a la luz de la ley 
suprema federal, que se expone a continuación:

La Constitución federal establece como obligación al servidor público por la no 
aceptación o por el no cumplimiento de una recomendación únicamente la de 
“fundar, motivar y hacer pública su negativa; además, (…) las legislaturas de las 
entidades federativas, (…) podrán llamar, a solicitud de estos organismos, a las 
autoridades o servidores públicos responsables para que comparezcan ante di-
chos órganos legislativos, a efecto de que expliquen el motivo de su negativa.”63 
Sin embargo, no los obliga a aceptar, ni tampoco aceptando, a cumplir, con las 
recomendaciones, por lo que, un mecanismo de control como el que se plantea 
en las dos entidades va más allá de la restricción y previsión que se regula en el 
orden federal, que es aplicable obligatoriamente para las entidades federativas.

Ya la Suprema Corte de Justicia de la Nación al resolver la acción de inconsti-
tucionalidad 15/2017 y sus acumuladas 16/2017, 18/2017 y 19/2017, en fecha 
6 de septiembre de 2018, por medio de las cuales se analizó la Constitución 
Política de la Ciudad de México, determinó declarar la inconstitucionalidad de 
este medio de control constitucional en su totalidad.64

Por lo anterior es que, en todo caso, se tendría que hacer una modificación en la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, a efecto de que, cuando 
sea aceptada una recomendación, deba ésta cumplirse.

2.5 Desaparición de sistemas de justicia constitucional locales

A casi dieciocho años de la creación del primer sistema de justicia constitucional 
local en Veracruz, los indicadores ya mencionados en supralíneas dejan claro 
que la intención de que las entidades federativas cuenten con sus propios 
mecanismos de control constitucional y magistrados locales encargados de 
resolver los conflictos constitucionales estatales, va en aumento.

63  Artículo 102, apartado B, segundo párrafo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.
64  El 6 de septiembre de 2018, el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en las secciones VI 

y VII, así como en los puntos resolutivos quinto y sexto de la, declaró la invalidez de las porciones nor-
mativas del numeral 6 del apartado a de este artículo indicadas con mayúsculas, la cual surtió efectos el 
11 de septiembre de 2018. Dicha sentencia puede ser consultada en la dirección electrónica http://www2.
scjn.gob.mx/).
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Sin embargo, pese a la voluntad evidente y notoria de la mayoría de los estados, 
ya se ha dado un caso de extinción del sistema de justicia constitucional en uno 
de ellos: Chihuahua. Este hecho, ya documentado en líneas precedentes en este 
trabajo, sucedido en el año 2017, trajo como resultado una penosa duración de 
vida de cuatro años a la justicia constitucional estatal en dicha entidad, lo cual 
ni siquiera permitió una seria implementación, y mucho menos, la posibilidad 
de realizar una evaluación efectiva de esta institución creada apenas en el año 
2013.

Aun y cuando no se han registrado más casos de extinción de la justicia 
constitucional en otra entidad federativa, es menester señalar que existe otro 
estado de la República que pudiese ser objeto de esta desaparición. Tal es el caso 
de Veracruz, primer estado en contemplar la justicia constitucional en la historia 
de nuestro país y que actualmente se encuentra en incertidumbre su estabilidad 
y permanencia, toda vez que el Congreso local se encuentra deliberando la 
posible desaparición de su Sala Constitucional, en razón de la iniciativa con 
Proyecto de Decreto por la que se reforma el artículo 65 y se deroga el artículo 
64 de la Constitución Política del Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave,65 
presentada el 8 de junio de 2017.

En la exposición de motivos de la citada iniciativa se señala que es evidente su 
ineficacia (de la Sala Constitucional) en razón de que la materia constitucional local 
que tiene a su cargo, puede ser asumida por el Pleno del Tribunal Superior de Justicia y la 
relativa al juicio de protección de derechos humanos, está rebasada por las reformas cons-
titucionales de 2011, razón por la que en esta iniciativa, proponemos su desaparición,66 
reconociendo expresamente que no contamos con cifras e  indicadores67 para sos-
tener dicha afirmación. 

Los argumentos esgrimidos para proponer la desaparición de la Sala Consti-
tucional, claramente son rebatibles, primeramente en razón de que la reforma 

65 Iniciativa con Proyecto de Decreto por la que se reforma el artículo 65 y se deroga el artículo 64 de la 
Constitución Política del Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave, publicada en Gaceta Parlamentaria 
No. 44 en fecha 8 de junio de 2017.

66 Iniciativa con Proyecto de Decreto por la que se reforma el artículo 65 y se deroga el artículo 64 de la 
Constitución Política del Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave, publicada en Gaceta Parlamentaria 
No. 44 en fecha 8 de junio de 2017, p. 5.

67 Iniciativa con Proyecto de Decreto por la que se reforma el artículo 65 y se deroga el artículo 64 de la 
Constitución Política del Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave, publicada en Gaceta Parlamentaria 
No. 44 en fecha 8 de junio de 2017, p. 5.
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constitucional de 2011 viene a reafirmar la necesidad de tener órganos especia-
lizados locales para proteger la constitución estatal, y no el contrario, indepen-
dientemente del control difuso de constitucionalidad y convencionalidad, que 
como se ha visto, algunas entidades han regulado con el establecimiento de 
un recurso para que el órgano protector de la Constitución pueda conocer en 
segunda instancia de dicho medio de control aplicado en primera por los jue-
ces ordinarios; y por otro lado, la falta de cifras e indicadores, manifiesta en la 
misma exposición de motivos, dejan entrever la debilidad de los razonamientos.
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CAPÍTULO 3

REFORMA A LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS 
UNIDOS MEXICANOS PARA LA CONSOLIDACIÓN 

DE LA JUSTICIA CONSTITUCIONAL LOCAL

3.1. ¿Para qué una reforma a la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos?

Derivado del análisis y exposición realizado, en este punto es clara la necesidad 
de armonizar los mecanismos de control constitucional locales, así como de 
realizar las enmiendas necesarias para constitucionalizar aquellos medios de 
control que están en contradicción con la ley suprema federal, como el caso del 
recurso sobre recomendaciones en materia de derechos humanos; así como de 
armonizar la regulación de los órganos facultados de conocer de los mecanismos 
y hacer prevalecer la supremacía constitucional, regulando también la posible 
tensión competencial entre éstos y los tribunales de la federación. Igualmente, 
se vuelve necesario buscar el medio idóneo para lograr que aquellos estados que 
aún no cuentan con justicia constitucional local, transiten hacia ella, para el 
beneficio de todo gobernado, y para efectos de racionalizar los poderes locales. 
Pero más urgente es no permitir que sigan sucediendo atropellos y regresiones 
como el caso de Chihuahua, estado que hoy en día ya no cuenta con la justicia 
constitucional local que en el pasado reciente tuvo, y que con la misma condición 
de vulnerabilidad por probable desaparición se encuentran las 19 entidades 
federativas que sí cuentan con un control de constitucionalidad local, ya que, no 
están exentas de encontrarse ante una situación similar como la acontecida en 
Chihuahua, que hoy en día vive el estado de Veracruz.
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Ante estas dos experiencias regresivas, una consumada y otra en tránsito, y las 
razones ya manifestadas sobre la necesidad de armonizar los sistemas de justicia 
constitucional local, pero principalmente para efectos de sentar bases sólidas 
para la permanencia y consolidación de estos sistemas, así como la regulación 
de las posibles tensiones del ámbito federal y el fuero local, la vía más idónea 
para dar certidumbre y solidez a la justicia constitucional local es a través de una 
reforma a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

Es por esto que se presenta a continuación un Proyecto de Iniciativa Modelo, 
producto del estudio realizado que fue presentado ya como petición legislativa 
ciudadana ante la Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión,68 y 
que posteriormente, la mayoría de los integrantes de la Comisión de Puntos 
Constitucionales, así como integrantes de la Comisión de Justicia y otros 
legisladores, suscribieron y presentaron el 20 de marzo de 2018 ante la Cámara 
de Diputados, la primera iniciativa derivada de una petición legislativa con 
Proyecto de Decreto por la que se reforma el segundo párrafo del Apartado 
B del artículo 102, y se adicionan los párrafos del séptimo al undécimo a la 
fracción III del artículo 116 y los párrafos del cuarto al octavo a la fracción 
IV del apartado A del artículo 122 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, en materia de justicia constitucional local.69 

68 La petición legislativa ciudadana es el mecanismo de participación ciudadana por medio del cual la ciuda-
danía puede acudir a la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, para presentar una propuesta de 
modificación a una norma legal, en los términos de los artículos 62, numerales 2 y 3; 70, numeral 1; 132, 
numeral 1; 133, numeral 1, fracción I, numeral 2; 134; 181, numeral 1, fracción III, todos del Reglamento 
de la Cámara de Diputados. Dicha petición fue promovida por el C. Emanuel López Sáenz, con la que 
presentó la Petición Legislativa con Proyecto de Decreto por la que se reforma el segundo párrafo del 
Apartado B del artículo 102; y se adicionan los párrafos del séptimo al undécimo a la fracción III del artícu-
lo 116 y los párrafos del cuarto al octavo a la fracción IV del apartado A del artículo 122 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de justicia constitucional local, turnada por la Mesa 
Directiva de la Cámara de Diputados a la Comisión de Puntos Constitucionales en fecha 8 de marzo de 
2018.

69 Iniciativa suscrita por integrantes de los grupos parlamentarios del PRI, PAN, PRD, MORENA, MC y 
NA, publicada en gaceta parlamentaria publicada el 20 de marzo de 2018, en la que se señala que De 
forma preliminar, es menester señalar que la presente iniciativa es autoría del ciudadano Emanuel López 
Sáenz, quien la ha propuesto por medio de una petición legislativa presentada ante esta honorable asam-
blea, misma que fue turnada el 8 de marzo del presente año a la Comisión de Puntos Constitucionales, 
propuesta que se encuentra registrada en Instituto Nacional del Derecho de Autor (Indautor) junto con 
la investigación total sobre el tema de justicia constitucional local bajo el número de registro 03-2018-
022613251300-01. Esta iniciativa deriva de la tesis de maestría en derecho parlamentario realizada por 
el ciudadano López Sáenz en la Universidad Autónoma del Estado de México con convenio con esta 
Cámara de Diputados, y que producto de la misma ha sido este planteamiento de reforma constitucional 
que, quienes suscribimos, hacemos propia para llevar al Congreso de la Unión un tema prioritario para 
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Dicha iniciativa fue aprobada por unanimidad de todos los integrantes por 
la Comisión de Puntos Constitucionales a través del dictamen sometido a 
votación en fecha 25 de abril de 2018 sin embargo, por la finalización de la 
LXIII Legislatura no avanzó más la reforma constitucional.70 

Para la iniciativa presentada, dictaminada y aprobada en Comisiones, se tomó 
en consideración la petición legislativa en los siguientes términos:

3.2 Modelo de Iniciativa en materia de justicia constitucional local

PETICIÓN LEGISLATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR 
LA QUE SE REFORMA EL SEGUNDO PÁRRAFO DEL APARTADO 
B DEL ARTÍCULO 102 Y SE ADICIONAN LOS PÁRRAFOS DEL 
SÉPTIMO AL UNDÉCIMO A LA FRACCIÓN III DEL ARTÍCULO 116 
Y LOS PÁRRAFOS DEL CUARTO AL OCTAVO A LA FRACCIÓN IV 
DEL APARTADO A DEL ARTÍCULO 122 DE LA CONSTITUCIÓN 
POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, EN MATERIA 
DE JUSTICIA CONSTITUCIONAL LOCAL.

Quien suscribe, C. EMANUEL LÓPEZ SÁENZ, con fundamento en los artí-
culos 62, numerales 2 y 3; 132, numeral 1; 133 numeral 1, fracción I, y numeral 
2; así como los artículos 134 y 181, numeral 1, fracción III, todos del Reglamen-
to de la Cámara de Diputados, someto a la consideración de la Mesa Directiva 
y de la Comisión o Comisiones correspondientes, la Petición Legislativa con 
Proyecto de Decreto por la que se reforma el segundo párrafo del Apartado B 
del artículo 102 y se adicionan los párrafos del séptimo al undécimo a la frac-
ción III del artículo 116 y los párrafos del cuarto al octavo a la fracción IV del 
apartado A del artículo 122 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, en materia de justicia constitucional local, al tenor de la siguiente:

fortalecer las instituciones jurisdiccionales de nuestras entidades federativas, y con ello brindar mayores 
herramientas jurídicas a fin de consolidar el estado de derecho. Disponible en: http://gaceta.diputados.
gob.mx/Gaceta/63/2018/mar/20180320-V.html#Iniciativa5. Igualmente en razón de la presentación de la 
primera iniciativa en materia de justicia constitucional local, producto de la petición legislativa menciona-
da, se llevó a cabo el “Primer encuentro entre legisladores, académicos y jueces sobre justicia constitu-
cional local” en el Palacio Legislativo de San Lázaro. Para conocer más sobre dicho evento, véase: http://
www5.diputados.gob.mx/index.php/esl/Comunicacion/Boletines/2018/Marzo/30/5158-Legislar-en-mate-
ria-de-Justicia-Constitucional-Local-para-tener-mayor-acceso-a-ella. 

70 Véase: http://www5.diputados.gob.mx/index.php/esl/Comunicacion/Agencia-de-Noticias/2018/
Abril/25/9902-Aprueba-Comision-de-Puntos-Constitucionales-ocho-dictamenes-para-reformar-la-Carta-
Magna-como-la-eliminacion-de-la-figura-de-arraigo
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EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

1. INTRODUCCIÓN

Desde el año 2000 inició una nueva etapa en la historia del constitucionalismo 
mexicano, y es que a partir del 3 de febrero de ese año la Constitución Política del 
Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave se instauró el primero órgano garante 
de una Constitución local con mecanismos propios de control constitucional.71

Con ese inicio hasta el día de hoy se han dado diversos avances en la materia 
en distintas entidades federativas, que hasta la fecha suman 19 aquellas que 
cuentan en sus constituciones sistemas de justicia constitucional local, de las 
cuales sólo 15 cuentan con una regulación secundaria en la materia.72

La forma en la que cada entidad ha regulado su sistema de justicia constitucional 
ha sido de forma muy diversa, tanto respecto de los órganos como de sus 
mecanismos de control. 

2. LOS ÓRGANOS Y MECANISMOS DE CONTROL DE 
CONSTITUCIONALIDAD LOCALES

Los encargados de realizar la función de control constitucional tienen una 
composición orgánica muy diferente, sus miembros son propuestos por poderes 
distintos y designados de maneras distintas y los periodos de permanencia en 
el cargo también son de lo más variado. Todos estos factores influyen en el 
grado de independencia de los custodios de la ley suprema local. Basta señalar 
que por una parte en Chiapas su Constitución establece la composición de la 
Sala Constitucional,73 pero por otro lado, en Oaxaca, el órgano encargado de 
controlar su ley suprema en su constitución local establece que la Ley Orgánica 
contendrá la composición de sus miembros, la cual a su vez señala que el Pleno 

71 Reforma publicada mediante Decreto no. 53 en la Gaceta Oficial del Estado de Veracruz, de fecha 3 de 
febrero de 2000. u

72 Los Estados que sí cuentan con justicia constitucional en sus Constituciones locales y leyes secundarias 
son: Chiapas, Estado de México, Nayarit, Veracruz, Coahuila, Guanajuato, Nuevo León, Oaxaca, Queré-
taro, Quintana Roo, Tamaulipas, Tlaxcala y Yucatán. Las entidades federativas que cuentan con justicia 
constitucional en sus Constituciones locales pero aún no en su ley secundaria son Ciudad de México, 
Durango, Hidalgo, Morelos y Tabasco.

73 Artículo 73 de la Constitución Política del Estado de Chiapas.
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del Tribunal Superior de Justicia será quien decida la composición de las salas, 
entre ellas, la Constitucional.74

Por otra parte, existen los casos de Nayarit y Veracruz, entre otros, que 
contemplan Salas Constitucionales, como órgano ad hoc encargado de vigilar 
el cumplimiento de la Constitución, y por otro lado, casos como Hidalgo, en el 
que se faculta al Tribunal Superior de Justicia en general, y se adiciona, además 
de las facultades que ya tiene, conocer de algunos mecanismos de control 
constitucional. Por otra parte, respecto a la propuesta de designación de los 
magistrados, el estado de Querétaro no prevé en su Constitución local quién 
será el facultado para realizar la propuesta de aquéllos.

En relación con la designación, hay casos locales en los que se puede observar 
que se posibilita a la Comisión Permanente para la designación de magistrados 
sin una votación calificada de las dos terceras partes de sus miembros, y 
otros estados que contemplan un estándar más alto de legitimación, al prever 
categóricamente que solamente el Congreso por las dos terceras partes podrá 
aprobar el nombramiento de los jueces constitucionales, y de encontrarse en 
receso, la diputación permanente deberá convocar a los mismos.75 

Esta falta de regulación en los casos mencionados, o regulación tan diversa, en mu-
chos de los casos, con estándares de designación sin la participación de todos los 
poderes, sin una representación elevada del congreso, sin una composición precisa 
en la norma suprema local, vulneran la garantía constitucional de independencia de 
los magistrados en la que se obliga expresamente a las entidades que prevean en sus 
normas superiores locales bases suficientes que permitan otorgar esta independencia 
a los Poderes Judiciales. De esta manera la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos señala en sus artículos 116 y 122 que:

74 En el caso de Oaxaca, su Constitución local establece que la Ley Orgánica establecerá la composición, la 
cual a su vez señala que el Pleno del Tribunal Superior de Justicia será quien decida la composición de las 
Salas, entre ellas, la Constitucional. Artículo 100 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano 
de Oaxaca y artículo 14, fracción XI de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de Oaxaca.

75 Nuevo León y Tamaulipas contemplan en sus constituciones locales que si el Congreso no está reunido y 
se encuentra en receso, la Comisión Permanente convoque a periodo extraordinario para la designación 
de sus magistrados. Por su parte, los estados de Chiapas, Estado de México, Morelos, Hidalgo y Vera-
cruz, permiten que la designación se realice por la diputación Permanente.
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Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos

Artículo 116. El poder público de los estados se dividirá, para su 
ejercicio, en Ejecutivo, Legislativo y Judicial, y no podrán reunirse 
dos o más de estos poderes en una sola persona o corporación, ni 
depositarse el legislativo en un solo individuo. 

Los poderes de los Estados se organizaran conforme a la Constitu-
ción de cada uno de ellos, con sujeción a las siguientes normas: 

III. El Poder Judicial de los Estados se ejercerá por los tribunales 
que establezcan las Constituciones respectivas. 

La independencia de los magistrados y jueces en el ejercicio de 
sus funciones deberá estar garantizada por las Constituciones y las 
Leyes Orgánicas de los Estados, las cuales establecerán las condi-
ciones para el ingreso, formación y permanencia de quienes sirvan a 
los Poderes Judiciales de los Estados. 

Artículo 122. La Ciudad de México es una entidad federativa que 
goza de autonomía en todo lo concerniente a su régimen interior y 
a su organización política y administrativa. 

A. El gobierno de la Ciudad de México a cargo de sus poderes 
locales, en los términos establecidos en la Constitución Política de 
la Ciudad de México, la cual se ajustará a lo dispuesto en la presente 
Constitución y a las bases siguientes: 

III. El ejercicio del Poder Judicial se deposita en el Tribunal Superior 
de Justicia, el Consejo de la Judicatura y los juzgados y tribunales 
que establezca la Constitución Política de la Ciudad de México, la 
que garantizará la independencia de los magistrados y jueces en el 
ejercicio de sus funciones. Las leyes locales establecerán las condi-
ciones para el ingreso, formación, permanencia y especialización de 
quienes integren el poder Judicial. 
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(Subrayado propio)

La intención y urgencia de fortalecer a los Poderes Judiciales locales ya se ha 
dejado de manifiesto recientemente en los resultados del diálogo convocado por 
el Gobierno de la república, en conjunto con el Centro de Investigación y Do-
cencia Económicas y el Instituto de Investigaciones Jurídicas de la Universidad 
Nacional Autónoma de México, en el que se convocaron a representantes de 
todos los sectores a los Diálogos por la justicia cotidiana en el año 2015.76

Producto de dichos diálogos, se presentó en abril del 2016 en el Senado de la 
República una iniciativa constitucional por parte del Ejecutivo federal, para ata-
car este debilitamiento en la independencia del Poder Judicial de los estados, 
proponiendo requisitos de un examen de oposición ante el Consejo de la Judi-
catura local, para que de éste surja la propuesta de magistrados que realiza el 
gobernador al Congreso, entre otros aspectos.77 

Por lo que también, en el ánimo de generar este fortalecimiento, es igual de 
prioritario, consolidar y darle mayor certeza y solidez a aquellos órganos lla-
mados a proteger y hacer valer las normas supremas estatales que contienen los 
derechos humanos de los ciudadanos y regulan las competencias de los poderes 
constituidos locales.

Ahora bien, respecto a los mecanismos de control de los que conocen los órga-
nos de jurisdicción constitucional, actualmente existen a nivel local 16 medios 
de control diversos: 

1. Controversia constitucional; 

2. Acción de inconstitucionalidad;

3. Acción por omisión normativa;

4. Cuestión de inconstitucionalidad jurisdiccional;

76  Disponible en: https://www.gob.mx/justiciacotidiana
77  Iniciativa con Proyecto de Decreto por la que se reforman y adicionan diversas disposiciones de la Cons-

titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia del Sistema Nacional de Impartición de 
Justicia y Organización de los Poderes Judiciales, presentada en el Senado de la República en fecha 28 
de abril de 2016.
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5. Juicio de protección de derechos humanos (juicio de amparo); 

6. Cuestión de inconstitucionalidad legislativa; 

7. Control difuso de constitucionalidad y convencionalidad; 

8. Revisión constitucional sobre consulta popular;

9. Controversia sobre límites territoriales;

10. Recurso sobre recomendaciones del órgano protector de derechos  
humanos;

11. Acción de cumplimiento; 

12. Recurso sobre procedimiento de referéndum;

13. Recurso sobre revocación de mandato;

14. Recurso en materia penal;

15. Juicio de protección de derechos colectivos o difusos, y 

16. Procedimiento sobre asuntos indígenas.

Igual de variada resulta la forma de regular un mismo medio de control, como 
es el caso de la controversia constitucional, único mecanismo que se contempla 
en los 19 estados que regulan la justicia constitucional. En las controversias po-
demos observar que hay estados que no legitiman activamente a los organismos 
con autonomía constitucional para acceder a ellos.78 

Por esta razón, es necesaria la armonización de los medios de control locales, 
que, sin buscar eliminar las experiencias novedosas de los estados, en efecto se 
vuelve indispensable al menos tener parámetros mínimos para que, aquellos 
que no cuentan con algunos mecanismos de control constitucional contenidos 
en el modelo federal, y en algunos de los estados que se consideran fundamen-
tales, para su replicación en las 32 entidades federativas; e igualmente aquellos 
estados que no cuentan con justicia constitucional en lo absoluto, la instituyan, 
buscando que la justicia constitucional de los Estados y de la Ciudad de México 
puedan garantizar el principio de la justicia pronta y completa, que en nuestra 
Carta Magna se prevé de la siguiente manera:

78  Tal es el caso de Chiapas, Estado de México, Guanajuato, Hidalgo, Quintana Roo, Tamaulipas, Tlaxcala 
y Veracruz.
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Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos

Artículo 17. … 

Toda persona tiene derecho a que se le administre justicia por 
tribunales que estarán expeditos para impartirla en los plazos y 
términos que fijen las leyes, emitiendo sus resoluciones de manera 
pronta, completa e imparcial. Su servicio será gratuito, quedando, 
en consecuencia, prohibidas las costas judiciales.

(Subrayado propio)

La forma idónea de órganos y de mecanismos: ahora bien, ¿cuál es la forma 
idónea de establecer los parámetros mínimos para que el órgano garante de la 
constitución tenga independencia, y sus mecanismos cumplan con estándares 
de justicia pronta y completa? Para responder a ello, se señalan los elementos 
mínimos a considerar:

Independencia del órgano de control constitucional local: se puede conside-
rar como modelo base que debe estar previsto en la constitución local para su 
órgano de control constitucional, preferentemente uno con las siguientes carac-
terísticas mínimas:

•	 Órgano encargado: un órgano ad hoc dentro del Tribunal Superior de 
Justicia (Sala Constitucional).

•	 Composición: número de magistrados impar previsto en la 
constitución local.

•	 Propuesta de designación: terna propuesta por el gobernador, con 
base en la lista del Consejo de la Judicatura derivada de examen de 
oposición.

•	 Aprobación de designación: votación del Congreso local por las dos 
terceras partes de los presentes, facultando a la Comisión Permanen-
te a convocar a periodo extraordinario para dichos efectos, si fuera el 
caso de periodo de receso.
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•	 Duración: ordinaria de entre 7 a 14 años, con reelección que permita 
un periodo total de 15 años o más en el cargo.

 Justicia pronta y completa a través de los mecanismos de control 
constitucional local: se puede considerar como modelo base que 
debe estar previsto en la constitución local para sus mecanismos de 
control, a fin de garantizar una justicia pronta y completa, preferen-
temente uno con las siguientes características mínimas:

•	 Mecanismos de control constitucional: contemplar cuando menos 
la controversia constitucional, acción de inconstitucionalidad, ac-
ción por omisión normativa, controversias sobre límites territoriales, 
cuestión de inconstitucionalidad jurisdiccional y legislativa, el juicio 
de protección de derechos humanos y el control difuso de constitu-
cionalidad y convencionalidad. Esto con el objeto que las Entidades 
cuenten con mecanismos de control que resuelvan conflictos entre 
poderes, restituyan derechos humanos de manera difusa y concen-
trada, y contemplen controles preventivos y sucesivos.

•	 Legislación secundaria especial: regular los mecanismos antes 
mencionados en una legislación de control constitucional, y no en 
una ley orgánica, ya que la naturaleza de esta última es regular la 
integración, estructura y organización de los Poderes Judiciales, y 
la primera como su nombre lo dice regula la justicia constitucional.

•	 Sujetos con legitimación activa en controversias constitucionales: 
Poder Ejecutivo, Legislativo, Municipios y órganos constitucional-
mente autónomos.

3. REGULACIÓN DE LA POSIBLE TENSIÓN ENTRE 
      LA JUSTICIA CONSTITUCIONAL LOCAL Y FEDERAL

Existe un elemento por considerar respecto a la justicia constitucional local, su 
debida coexistencia y regulación con respecto a la justicia constitucional fede-
ral. Sobre este particular, el artículo 40 de la Constitución federal establece que:



185

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos

Artículo 40. Es voluntad del pueblo mexicano constituirse en una 
Republica representativa, democrática, laica y federal, compuesta 
por Estados libres y soberanos en todo lo concerniente a su régi-
men interior, y por la Ciudad de México, unidos en una federación 
establecida según los principios de esta ley fundamental. 

(Subrayado propio)

Este principio de soberanía en lo concerniente al régimen interior de las enti-
dades, es comprendido respecto a sus alcances conforme a lo que establece el 
artículo 41 de la misma ley suprema federal que a la letra señala:

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos

Artículo 41. El pueblo ejerce su soberanía por medio de los Pode-
res de la Unión, en los casos de la competencia de éstos, y por los 
de los Estados y la Ciudad de México, en lo que toca a sus regíme-
nes interiores, en los términos respectivamente establecidos por la 
presente Constitución Federal y las particulares de cada Estado y 
de la Ciudad de México, las que en ningún caso podrán contrave-
nir las estipulaciones del Pacto Federal. 

(Subrayado propio)

Ahora bien, los preceptos anteriormente invocados dejan claro el alcance de la 
soberanía de los estados y la Ciudad de México respecto a su régimen interior, 
ya que se delimita a un orden jerárquico: el régimen interior se desarrollará en 
los términos establecidos por la Constitución federal y las particulares de cada 
estado y de la Ciudad de México. En correlación a este precepto, el artículo 124 
de la carta magna cita:
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Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos

Artículo 124. Las facultades que no están expresamente conce-
didas por esta Constitución a los funcionarios federales, se en-
tienden reservadas a los Estados o a la Ciudad de México, en los 
ámbitos de sus respectivas competencias. 

(Subrayado propio)

Ahora bien, como ha quedado claro y expuesto, los artículos 116 y 122 de la 
ley suprema federal establecen expresamente las bases de los poderes públicos 
estatales y de la Ciudad de México, que contienen a su vez aquellas del Poder 
Judicial, y que en correlación al artículo 133 y al ya citado 41, prevén una 
clausula prohibitiva de no aplicar disposiciones contrarias a la Constitución 
federal, como se muestra a continuación:

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos

Artículo 133. Esta Constitución, las leyes del Congreso de la Unión 
que emanen de ella y todos los tratados que estén de acuerdo con 
la misma, celebrados y que se celebren por el Presidente de la Re-
publica, con aprobación del Senado, serán la Ley Suprema de toda 
la Unión. Los jueces de cada entidad federativa se arreglaran a 
dicha Constitución, leyes y tratados, a pesar de las disposiciones 
en contrario que pueda haber en las Constituciones o leyes de las 
entidades federativas. 

(Subrayado propio)

De una interpretación literal e integral del texto constitucional, las entidades 
federativas pueden entonces, bajo el principio de soberanía local, regular su régimen 
interior, en todo lo que no contravenga al principio de jerarquía, sobre las normas 
superiores, y que pueda regularse en el esquema residual, pudiendo regular aquello 
para lo que está facultado expresamente por la norma superior federal, y todo aquello 
que no está regulado, como es el caso de la justicia constitucional local.
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En este orden de ideas, para efectos de resolver la posible tensión sobre la 
competencia federal o local en materia jurisdiccional de justicia constitucional, 
la misma carta magna ha previsto de forma genérica en su dispositivo normativo 
106 que:

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos

Artículo 106. Corresponde al Poder Judicial de la Federación, en 
los términos de la ley respectiva, dirimir las controversias que, por 
razón de competencia, se susciten entre los Tribunales de la Fede-
ración, entre éstos y los de las entidades federativas o entre los de 
una entidad federativa y otra. 

(Subrayado propio)

Estos conflictos competenciales, como ha señalado la Suprema Corte en sus 
criterios, no corresponden a aquéllos que se dirimen por las controversias cons-
titucionales,79 por tratarse de poderes judiciales y que, como se observa del dis-
positivo normativo invocado, se deja a la configuración de la legislación secun-
daria regular las controversias que surjan entre los tribunales federales y de las 
entidades federativas, por cuestiones de competencia jurisdiccional, así que nos 
corresponde a nosotros como legisladores ordinarios, regular estas posibles ten-
siones que con la evolución de la justicia constitucional local se vuelve urgente, 
por lo que tenemos la responsabilidad de establecer las normas específicas com-
petenciales en la materia.

4. CONTROL DE CONSTITUCIONALIDAD SOBRE 
      RECOMENDACIONES DE LOS DERECHOS HUMANOS

El 10 de junio de 2011, el Estado mexicano hizo historia con la publicación de la 
reforma constitucional en materia de derechos humanos, en la que por primera 
vez se cambia el paradigma contrario a un Estado constitucional de derecho, 

79 Inhibitoria. Competencia por diversas razones por las que se da la inaplicabilidad de las tesis de pleno que 
llevan por rubro: “Competencia por inhibitoria, efectos de aceptar la incompetencia.” e “inhibitoria compe-
tencia por. Interpretación del artículo 106 Constitucional y 36 del Código Federal de Procedimientos Ci-
viles.”, Época: Séptima Época; Registro: 239585; Instancia: Tercera Sala; Tipo de Tesis: Aislada; Fuente: 
Semanario Judicial de la Federación; Volumen 217-228, Cuarta Parte; Materia(s): Común; Página: 155.
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para dejar de considerar los derechos humanos como una graciosa concesión 
del Estado a sus gobernados, para dar lugar a su efectivo reconocimiento y 
protección para todas las personas. 

Estas reformas tuvieron un mismo eje: establecer las bases necesarias para facilitar 
internamente a todas las autoridades del Estado mexicano, el cumplimiento de 
las obligaciones que tiene en materia de respeto, garantía y protección de los 
derechos humanos asumidas ante el concierto internacional y así dar un paso al 
frente en la consolidación del Estado de derecho. Con esta reforma, sobra decir 
que hay un antes y un después en el marco jurídico mexicano, ya que: 

1. Se constitucionalizaron los derechos humanos en tratados 
internacionales.

2. Se implementaron principios de gran relevancia como es el principio 
de interpretación conforme y el principio pro persona.

3. Se estableció la obligación de las autoridades nacionales de proteger, 
garantizar, promover y respetas los derechos humanos en el ámbito 
de sus respectivas competencias, con lo cual las autoridades deberán 
emitir sus actos atendiendo a los derechos reconocidos en la 
constitución. 

4. Se desarrolló un sistema de reparación integral del daño por 
violaciones a los derechos humanos, con la oportunidad de generar 
una legislación secundaria en materia.

5. Se establecieron parámetros para la solicitud de asilo y refugio.

6. Se estableció el derecho de audiencia para la expulsión de extranjeros

7. Se estableció el respeto a los derechos humanos como uno de los 
principales fines de la educación.

8. Se limitó la posibilidad de suspender derechos humanos. 

9. Se dotó de autonomía constitucional al organismo encargado de 
promover y proteger los derechos humanos y se le facultó para 
intervenir en controversias laborales, para emitir recomendaciones 
no vinculantes cuya negativa a atender por parte de las dependencias 
y entidades tuviera que ser fundada y motivada y se le otorga una 
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facultad originaria de la Suprema Corte de Justicia para realizar una 
intervención cuasi jurisdiccional que someta al escrutinio el actuar 
de la autoridad para investigar violaciones a los derechos humanos y 
se le dio la tarea de preservar la constitucionalidad y compatibilidad 
con los derechos humanos de las normas emitidas por los órganos 
legislativos. 

Respecto a este último punto, sobra destacar que la reforma significó un 
gran avance en el actuar del órgano garante de los derechos humanos, al 
fortalecer su principal función: la emisión de recomendaciones, al abonar la 
posibilidad de presentar denuncias y quejas ante las autoridades competentes. 
Lo anterior, con la finalidad de obligar a todos los servidores públicos a 
responder las recomendaciones, y en caso de negativa, a comparecer ante los 
órganos legislativos para exponer sus razones. Con ello se respeta la esencia no 
vinculatoria de las recomendaciones, dificultando la posibilidad de que no sean 
atendidas o no sean aceptadas. 

A seis años de la promulgación de la reforma en cuestión, las cifras respecto a 
la atención de las recomendaciones de la Comisión Nacional de los Derechos 
Humanos no son alentadoras, y dejan ver la necesidad de tomar cartas en el 
asunto para consolidar la protección y garantía de los derechos humanos. 
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Recomendaciones en materia de derechos humanos

Autoridades recomendadas 201680

80 Informe CNDH 2016: http://informe.cndh.org.mx/uploads/principal/2016/Informe_2016_resumen_ejecuti-
vo.pdf
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Grado de cumplimiento de recomendaciones 201681

Autoridades recomendadas 201582

81 Informe CNDH 2016: http://informe.cndh.org.mx/uploads/principal/2016/Informe_2016_resumen_ejecuti-
vo.pdf

82 Informe CNDH 2015: http://informe.cndh.org.mx/uploads/principal/2015/Informe_2015_resumen_ejecuti-
vo.pdf
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Grado de cumplimiento de recomendaciones 201583

Autoridades recomendadas 201484

83  Informe CNDH 2015: http://informe.cndh.org.mx/uploads/principal/2015/Informe_2015_resumen_ejecuti-
vo.pdf

84  Informe CNDH 2014: http://www.cndh.org.mx/sites/all/doc/informes/anuales/2014.pdf
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Grado de cumplimiento de recomendaciones 201485

Como se observa, el alcance de incidencia de estas recomendaciones no ha sido 
el esperado ni el necesario, puesto que estos organismos no cuentan con un 
mecanismo que les permita obligar a los destinatarios de las recomendaciones a 
cumplir las recomendaciones, cuando éstos las aceptan, dando una salida fácil 
a las autoridades para simplemente no hacer nada respecto a las violaciones a 
los derechos humanos en las que han incurrido una o varias veces al no modi-
ficar su actuar y procedencia.

Ante esta problemática, las entidades federativas han sido mucho más garantis-
tas, puesto que han echado mano de la posibilidad que les otorga la constitución 
de establecer controles efectivos de control constitucional, entre éstos destaca el 

85  Informe CNDH 2014: http://www.cndh.org.mx/sites/all/doc/informes/anuales/2014.pdf
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recurso sobre recomendaciones del órgano protector de derechos humanos, que 
se encuentra regulado en la Ciudad de México y en Oaxaca, en el primero con 
la denominación juicio de restitución obligatoria de derechos humanos y en el segun-
do conocido como juicio para la protección de los derechos humanos por incumplimien-
to de las recomendaciones. Sobre este mecanismo, que se considera de avanzada y 
progresista, ya que tiene por objeto hacer cumplir por la vía jurisdiccional las 
recomendaciones de los organismos protectores de derechos humanos locales, 
cuando la autoridad acepte la recomendación, pero no la cumpla, huelga seña-
lar una posible inconstitucionalidad del citado medio de control a la luz de la ley 
suprema federal, que se expone a continuación.

La Constitución federal establece como obligación al servidor público por la 
no aceptación o por el no cumplimiento de una recomendación únicamente la 
de fundar, motivar y hacer pública su negativa; además, (…) las legislaturas de las 
entidades federativas, (…) podrán llamar, a solicitud de estos organismos, a las auto-
ridades o servidores públicos responsables para que comparezcan ante dichos órganos 
legislativos, a efecto de que expliquen el motivo de su negativa.86 

Sin embargo, no los obliga a aceptar, ni tampoco aceptando, a cumplir con las 
recomendaciones, por lo que, un mecanismo de control como el que se plantea 
en las dos entidades va más allá de la restricción y previsión que se regula en el 
orden federal, pese a que es mucho más adecuado. 

De acuerdo con lo anterior, se tendría que hacer una modificación en la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, a efecto de que cuando sea 
aceptada una recomendación, deba cumplirse, y de lo contrario, su cumplimien-
to pueda ser exigido mediante un mecanismo jurisdiccional, de forma tal que 
se respete la naturaleza de sus recomendaciones, al mismo tiempo en que se 
privilegie la protección de los derechos humanos. Lo anterior permitiría generar 
un esquema parecido al que tuvo su génesis en las discusiones del expediente 
912/2010, relativo a la resolución de 7 de septiembre de 2010 dictada en el 
expediente Varios 489/2010, relacionado con la sentencia emitida el 23 de no-
viembre de 2009 por la Corte Interamericana de Derechos Humanos, en el caso 
12.511 Rosendo Radilla Pacheco contra los Estados Unidos Mexicanos, funda-
mento de la reforma anteriormente expuesta, al reconocer que la función de los 

86  Artículo 102, apartado B, segundo párrafo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.
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sistemas de protección de los derechos humanos, ya sean internos, regionales o 
internacionales deben estar en comunicación y realizar las acciones necesarias 
para el cumplimiento de sus fines: proteger, de forma progresiva, los derechos 
humanos.

Sin embargo, como ya se ha hecho referencia, estos instrumentos establecidos 
por los constituyentes locales carecen de constitucionalidad, pese a su buena 
intención, ya que se encuentran limitados por la redacción del artículo 102, 
apartado B de la Constitución general, el cual establece que:

Artículo 102. …

A. (…)

B. El Congreso de la Unión y las legislaturas de las entida-
des federativas, en el ámbito de sus respectivas competencias, esta-
blecerán organismos de protección de los derechos humanos que 
ampara el orden jurídico mexicano, los que conocerán de quejas 
en contra de actos u omisiones de naturaleza administrativa prove-
nientes de cualquier autoridad o servidor público, con excepción de 
los del Poder Judicial de la Federación, que violen estos derechos. 
Los organismos a que se refiere el párrafo anterior, formularán re-
comendaciones públicas, no vinculatorias, denuncias y quejas ante 
las autoridades respectivas. Todo servidor público está obligado a 
responder las recomendaciones que les presenten estos organismos. 

Cuando las recomendaciones emitidas no sean aceptadas o cum-
plidas por las autoridades o servidores públicos, éstos deberán 
fundar, motivar y hacer pública su negativa; además, la Cámara 
de Senadores o en sus recesos la Comisión Permanente, o las legis-
laturas de las entidades federativas, según corresponda, podrán lla-
mar, a solicitud de estos organismos, a las autoridades o servidores 
públicos responsables para que comparezcan ante dichos órganos 
legislativos, a efecto de que expliquen el motivo de su negativa.

(Subrayado propio)
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Como se desprende del contenido del artículo citado, el constituyente sólo pre-
vió que las autoridades y servidores públicos justificaran su incumplimiento 
pese a haber aceptado las recomendaciones del organismo garante de los dere-
chos humanos, sin prever o dejar a la consideración de los estados la posibilidad 
de obligar al cumplimiento de las mismas, una vez que estas son aceptadas con 
plena autonomía. 

5. CONCLUSIÓN

Es por lo anterior que para estar en condiciones de reforzar las obligaciones 
impuestas por los artículos 17, 116 y 122 respecto a la independencia de los 
Poderes Judiciales locales, la justicia pronta, imparcial y completa; así como 
el artículo 1 constitucional, los artículos 26 y 27 de la Convención de Viena, 
estableciendo herramientas más sólidas para beneficio de toda persona que se 
encuentra ante la vulneración de aquellos derechos inherentes de su dignidad 
humana, es que se considera pertinente y necesario hacer una modificación a 
los artículos citados, a efectos de que se prevean las Salas Constitucionales y sus 
mecanismos mínimos de control constitucional, y que una autoridad que haya 
aceptado una recomendación deba estar obligada a acatarla, así como favorecer 
el principio de autonomía de las entidades federativas propias de un estado fe-
deral.  Para mayor claridad se ilustran las modificaciones en el siguiente cuadro 
comparativo: 

6. COMPARATIVO

En el tenor de lo expuesto, se muestra el siguiente comparativo con la propues-
ta de la presente iniciativa que busca armonizar la parte orgánica y sustantiva, 
así como plantear la parte competencial de la justicia constitucional local y le-
gitimar el mecanismo de control constitucional sobre las recomendaciones en 
materia de derechos humanos, con el correspondiente régimen transitorio en la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos:
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CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

TEXTO VIGENTE TEXTO PROPUESTO

Artículo 102. …  

A.  …

B. …. 

Los organismos a que se refiere el párrafo anterior, formularán reco-
mendaciones públicas, no vinculatorias, denuncias y quejas ante las 
autoridades respectivas. Todo servidor público está obligado a respon-
der las recomendaciones que les presenten estos organismos. Cuando 
las recomendaciones emitidas no sean aceptadas o cumplidas por 
las autoridades o servidores públicos, éstos deberán fundar, motivar y 
hacer pública su negativa; además, la Cámara de Senadores o en sus 
recesos la Comisión Permanente, o las legislaturas de las entidades 
federativas, según corresponda, podrán llamar, a solicitud de estos 
organismos, a las autoridades o servidores públicos responsables para 
que comparezcan ante dichos órganos legislativos, a efecto de que 
expliquen el motivo de su negativa

Artículo 102. …
…
 
A.  …
B…

Los organismos a que se refiere el párrafo anterior, formularán reco-
mendaciones públicas, no vinculatorias, denuncias y quejas ante las 
autoridades respectivas. Todo servidor público está obligado a respon-
der las recomendaciones que les presenten estos organismos. Cuando 
las recomendaciones emitidas no sean aceptadas por las autoridades 
o servidores públicos, éstos deberán fundar, motivar y hacer pública su 
negativa; además, la Cámara de Senadores o en sus recesos la Comi-
sión Permanente, o las legislaturas de las entidades federativas, según 
corresponda, podrán llamar, a solicitud de estos organismos, a las auto-
ridades o servidores públicos responsables para que comparezcan ante 
dichos órganos legislativos, a efecto de que expliquen el motivo de su 
negativa. En caso de que las autoridades o servidores públicos ha-
yan aceptado las recomendaciones emitidas, y no hayan sido cum-
plidas, el organismo de protección de  derechos humanos podrá 
interponer el recurso de incumplimiento de recomendaciones ante 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación o la Sala Constitucional 
de la Entidad Federativa que corresponda.

Artículo 116. …

…
I. a II. …

III.  …

La independencia de los magistrados y jueces en el ejercicio de sus 
funciones deberá estar garantizada por las Constituciones y las Leyes 
Orgánicas de los Estados, las cuales establecerán las condiciones para 
el ingreso, formación y permanencia de quienes sirvan a los Poderes 
Judiciales de los Estados.

Los Magistrados integrantes de los Poderes Judiciales Locales, deberán 
reunir los requisitos señalados por las fracciones I a V del artículo 95 de 
esta Constitución. No podrán ser Magistrados las personas que hayan 
ocupado el cargo de Secretario o su equivalente, Procurador de Justicia 
o Diputado Local, en sus respectivos Estados, durante el año previo al 
día de la designación.

Los nombramientos de los magistrados y jueces integrantes de los Po-
deres Judiciales Locales serán hechos preferentemente entre aquellas 
personas que hayan prestado sus servicios con eficiencia y probidad 
en la administración de justicia o que lo merezcan por su honorabilidad, 
competencia y antecedentes en otras ramas de la profesión jurídica.

Los magistrados durarán en el ejercicio de su encargado el tiempo que 
señalen las Constituciones Locales, podrán ser reelectos, y si lo fueren, 
sólo podrán ser privados de sus puestos en los términos que determinen 
las Constituciones y las Leyes de Responsabilidades de los Servidores 
Públicos de los Estados.

Los magistrados y los jueces percibirán una remuneración adecuada e 
irrenunciable, la cual no podrá ser disminuida durante su encargo.
 
 

Artículo 116. …

I. a II. …

III…

…

…

…

…

…

…

…

…

…

…
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De conformidad con las bases establecidas en esta Constitución, las 
Constituciones y leyes de los Een materia de justicia constitucional lo-
cal, garantizarán que:

a) El Poder Judicial de los Estados cuente con una Sala Constitucional, 
misma que tendrá por objeto garantizar la supremacía constitucional 
local.

b) La independencia de los magistrados integrantes de la Sala Consti-
tucional en el ejercicio de sus funciones deberá estar garantizada por 
las constituciones y las leyes orgánicas de los estados, las cuales es-
tablecerán su integración y las condiciones para el ingreso, formación 
y permanencia de los mismos. En la composición y designación de los 
magistrados las constituciones de los estados deberán establecer lo 
siguiente:

1o. La composición de la Sala Constitucional;

2o. La propuesta de designación, que se llevará a cabo a través de un 
concurso de oposición ante el Consejo de la Judicatura local, resultado 
del cual, los Gobernadores de los Estados propondrán para su ratifi-
cación al Congreso local, a una de las personas que haya obtenido los 
primeros diez lugares en el concurso de oposición;

3o. La ratificación de los Congresos, que deberá ser realizada por las 
dos terceras partes de sus miembros presentes, y

4o. La duración de los magistrados en el ejercicio de su encargo, que 
deberá ser de cuando menos 7 años, y podrán ser reelectos al menos 
por un periodo igual. 

c) La Sala Constitucional sea competente para conocer, al menos, los 
siguientes mecanismos de control constitucional:

1o. Juicio de protección de derechos humanos, que tenga por objeto 
resolver toda controversia que se suscite por normas generales, actos 
u omisiones de la autoridad, local o municipal, que violen los derechos 
humanos reconocidos y las garantías otorgadas para su protección por 
la Constitución local, así como por los tratados internacionales de los 
que el Estado mexicano sea parte;

2o. Controversia constitucional local, que tenga por objeto dirimir los 
conflictos competenciales derivados de normas de carácter general o 
actos entre autoridades estatales, municipales u órganos constitucio-
nalmente autónomos, respecto de la Constitución local, así como los 
conflictos sobre los límites territoriales entre municipios;

3o. Acción de inconstitucionalidad local, que tenga por objeto plantear 
la posible contradicción entre una norma de carácter general, estatal o 
municipal, y la Constitución local; 

4o. Acción por omisión legislativa, que tenga por objeto  plantear la 
omisión normativa consistente en la falta de regulación legislativa o 
reglamentaria local, cuando afecte el debido cumplimiento de la Cons-
titución local;

5o. Cuestión de constitucionalidad jurisdiccional, que tenga por objeto 
resolver la cuestión o duda de constitucionalidad formulada por ma-
gistrados o jueces, cuando se considere que una norma con carácter 
general, aplicable al caso, de cuya validez dependa el fallo, pueda ser 
contraria a la Constitución local;

6o. Cuestión de constitucionalidad legislativa, que tenga por objeto 
resolver la cuestión o duda de constitucionalidad formulada por los ór-
ganos legislativos del Estado, respecto de la constitucionalidad de los 
proyectos de iniciativa de ley o decreto presentadas ante el Congreso, 
previo a su discusión o aprobación;
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IV. a IX. …

7o. Recurso sobre recomendaciones, que tenga por objeto resolver el 
incumplimiento de una recomendación emitida por los organismos de 
protección de los derechos humanos locales que se establecen en el 
artículo 102 de esta Constitución, y 

8o. Revisión sobre el control difuso de constitucionalidad y conven-
cionalidad. 

Todos los jueces y magistrados, en el ámbito de sus competencias de-
berán ejercer de oficio el control difuso de constitucionalidad y con-
vencionalidad, con el objeto de inaplicar de una norma para el caso 
concreto, cuando se considere contraria a la Constitución local.

Los mecanismos de control constitucional local deberán resolverse 
conforme a lo previsto por el artículo 133 de esta Constitución.

Los Congresos deberán expedir la ley en materia de justicia constitu-
cional local en la que se regularán, cuando menos, los mecanismos 
previstos en este artículo.

Toda controversia suscitada entre los tribunales de la federación y las 
Salas Constitucionales de los estados deberá dirimirse conforme a lo 
dispuesto por el la ley respectiva que se señala en el artículo 106 de 
esta Constitución. 

IV. a IX. …

Artículo 122. …
A…

I. a III. …

IV. …

Los magistrados integrantes del Tribunal Superior de Justicia de la 
Ciudad de México deberán reunir como mínimo los requisitos esta-
blecidos en las fracciones I a V del artículo 95 de esta Constitución. 
No podrán ser magistrados las personas que hayan ocupado en el 
Gobierno de la Ciudad de México el cargo de Secretario o equiva-
lente o de Procurador General de Justicia, o de integrante del Po-
der Legislativo local, durante el año previo al día de la designación.

Los magistrados durarán en el ejercicio de su encargo el tiempo 
que establezca la Constitución Política de la Ciudad de México; 
podrán ser reelectos y, si lo fueren, sólo podrán ser privados de 
sus puestos en los términos que establecen esta Constitución, 
así como la Constitución y las leyes de la Ciudad de México. Los 
magistrados y los jueces percibirán una remuneración adecuada e 
irrenunciable, la cual no podrá ser disminuida durante su encargo.

Artículo 122. …

A…

I. a III. …

IV…

De conformidad con las bases establecidas en esta Constitución, la 
Constitución Política de la Ciudad de México y su legislación en materia 
de justicia constitucional local, garantizarán que:

a) El Tribunal Superior de Justicia cuente con una Sala Constitucional, 
misma que tendrá por objeto garantizar la supremacía constitucional 
local.

b) La independencia de los magistrados integrantes de la Sala Consti-
tucional en el ejercicio de sus funciones deberá estar garantizada por 
la Constitución Política de la Ciudad de México y la ley orgánica corres-
pondiente, la cual establecerá su integración y las condiciones para el 
ingreso, formación y permanencia de los mismos. En la composición y 
designación de los magistrados la Constitución Política de la Ciudad de 
México deberá establecer lo siguiente:

1o. La composición de la Sala Constitucional;

2o. La propuesta de designación, que se llevará a cabo a través de un 
concurso de oposición ante el Consejo de la Judicatura local, resultado 
del cual, el titular del Poder Ejecutivo propondrá para su ratificación  la 
Legislatura de la Ciudad de México, a una de las personas que haya 
obtenido los primeros diez lugares en el concurso de oposición;

3o. La ratificación de Legislatura de la Ciudad de México, que deberá 
ser realizada por las dos terceras partes de sus miembros presentes, y

4o. La duración de los magistrados en el ejercicio de su encargo, que 
deberá ser de cuando menos 7 años, y podrán ser reelectos al menos 
por un periodo igual. 
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V. a XI. …
B. a D.

C) La Sala Constitucional sea competente para conocer, al menos, 
los siguientes mecanismos de control constitucional:

1o. Juicio de protección de derechos humanos, que tenga por obje-
to resolver toda controversia que se suscite por normas generales, 
actos u omisiones de la autoridad, local o municipal, que violen 
los derechos humanos reconocidos y las garantías otorgadas para 
su protección por la Constitución local, así como por los tratados 
internacionales de los que el Estado mexicano sea parte;

2o. Controversia constitucional local, que tenga por objeto dirimir 
los conflictos competenciales derivados de normas de carácter 
general o actos entre autoridades estatales, municipales u órga-
nos constitucionalmente autónomos, respecto de la Constitución 
local; así como los conflictos sobre los límites territoriales entre 
municipios;

3o. Acción de inconstitucionalidad local, que tenga por objeto plan-
tear la posible contradicción entre una norma de carácter general, 
estatal o municipal, y la Constitución local; 

4o. Acción por omisión legislativa, que tenga por objeto  plantear la 
omisión normativa consistente en la falta de regulación legislativa 
o reglamentaria local, cuando afecte el debido cumplimiento de la 
Constitución local;

5o. Cuestión de constitucionalidad jurisdiccional, que tenga por 
objeto resolver la cuestión o duda de constitucionalidad formulada 
por magistrados o jueces, cuando se considere que una norma con 
carácter general, aplicable al caso, de cuya validez dependa el fallo, 
pueda ser contraria a la Constitución local;

6o. Cuestión de constitucionalidad legislativa, que tenga por objeto 
resolver la cuestión o duda de constitucionalidad formulada por los 
órganos legislativos del estado, respecto de la constitucionalidad 
de los proyectos de iniciativa de ley o decreto presentadas ante el 
Congreso, previo a su discusión o aprobación;

7o. Recurso sobre recomendaciones, que tenga por objeto resolver 
el incumplimiento de una recomendación emitida por el organismo 
de protección de los derechos humanos local que se establece en 
el artículo 102 de esta Constitución, y
  
8o. Revisión sobre el control difuso de constitucionalidad y con-
vencionalidad. 

Todos los jueces y magistrados, en el ámbito de sus competencias 
deberán ejercer de oficio el control difuso de constitucionalidad 
y convencionalidad, con el objeto de inaplicar de una norma para 
el caso concreto, cuando se considere contraria a la Constitución 
local.

Los mecanismos de control constitucional local deberán resolver-
se conforme a lo previsto por el artículo 133 de esta Constitución.

Legislatura de la Ciudad de México deberá expedir la ley en materia 
de justicia constitucional local en la que se regularán, cuando me-
nos, los mecanismos previstos en este artículo.

Toda controversia suscitada entre los tribunales de la federación 
y la Sala Constitucional de la Ciudad de México deberá dirimirse 
conforme a lo dispuesto por el la ley respectiva que se señala en el 
artículo 106 de esta Constitución. 

V. a XI. …
B. a D. …
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TRANSITORIOS

(No hay correlativo) PRIMERO. El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de la 
publicación en el Diario Oficial de la Federación.

(No hay correlativo) SEGUNDO. Los Congresos locales de las entidades federativas de-
berán realizar las modificaciones constitucionales y legales en un 
plazo no mayor a un año siguiente a la entrada en vigor del presente 
Decreto, a fin de incorporar la justicia constitucional local en térmi-
nos del mismo, conforme a las bases que se establecen.

(No hay correlativo) TERCERO. A los 180 días naturales siguientes a la entrada en vi-
gor del presente Decreto, el Congreso de la Unión deberá hacer 
las modificaciones correspondientes a la ley respectiva que hace 
mención el artículo 106 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos.

Por lo anteriormente expuesto, someto a la consideración de esta Mesa Directiva 
y de la Comisión o Comisiones correspondientes, la siguiente petición legislativa 
con proyecto de DECRETO POR EL QUE SE REFORMA EL SEGUNDO 
PÁRRAFO DEL APARTADO B DEL ARTÍCULO 102; Y SE ADICIONAN 
LOS PÁRRAFOS DEL SÉPTIMO AL UNDÉCIMO A LA FRACCIÓN III 
DEL ARTÍCULO 116 Y LOS PÁRRAFOS DEL CUARTO AL OCTAVO 
A LA FRACCIÓN IV DEL APARTADO A DEL ARTÍCULO 122 DE LA 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, 
EN MATERIA DE JUSTICIA CONSTITUCIONAL LOCAL.

Artículo único.- Se reforma el segundo párrafo del Apartado B del artículo 
102, y se adicionan los párrafos del séptimo al undécimo a la fracción III del 
artículo 116 y los párrafos del cuarto al octavo a la fracción IV del apartado A 
del artículo 122 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
en materia de justicia constitucional local, para quedar como sigue:

Artículo 102.  

A. ...

B. ...

Los organismos a que se refiere el párrafo anterior formularán recomendacio-
nes públicas, no vinculatorias, denuncias y quejas ante las autoridades respecti-
vas. Todo servidor público está obligado a responder las recomendaciones que 
les presenten estos organismos. Cuando las recomendaciones emitidas no sean 
aceptadas por las autoridades o servidores públicos, éstos deberán fundar, mo-
tivar y hacer pública su negativa; además, la Cámara de Senadores o en sus 
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recesos la Comisión Permanente, o las legislaturas de las entidades federativas, 
según corresponda, podrán llamar, a solicitud de estos organismos, a las auto-
ridades o servidores públicos responsables para que comparezcan ante dichos 
órganos legislativos, a efecto de que expliquen el motivo de su negativa. En caso 
de que las autoridades o servidores públicos hayan aceptado las recomen-
daciones emitidas, y no hayan sido cumplidas, el organismo de protección 
de los derechos humanos podrá interponer el recurso de incumplimiento de 
recomendaciones ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación o la Sala 
Constitucional de la entidad federativa que corresponda.

…

…

…

…

…

…

…

…

…

Artículo 116. …

…

I. a II ….

III. ...

…

…

…
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…

… 

De conformidad con las bases establecidas en esta Constitución, las cons-
tituciones y leyes de los estados en materia de justicia constitucional local, 
garantizarán que:

a) El Poder Judicial de los estados cuente con una Sala Constitucional, misma 
que tendrá por objeto garantizar la supremacía constitucional local.

b) La independencia de los magistrados integrantes de la Sala Constitucional 
en el ejercicio de sus funciones deberá estar garantizada por las Constitucio-
nes y las leyes orgánicas de los estados, las cuales establecerán su integración 
y las condiciones para el ingreso, formación y permanencia de los mismos. 
En la composición y designación de los magistrados las constituciones de los 
Estados deberán establecer lo siguiente:

1o. La composición de la Sala Constitucional

2o. La propuesta de designación, que se llevará a cabo a través de un concurso 
de oposición ante el Consejo de la Judicatura local, resultado del cual, los 
Gobernadores de los Estados propondrán para su ratificación al Congreso 
local, a una de las personas que haya obtenido los primeros diez lugares en el 
concurso de oposición.

3o. La ratificación de los congresos, que deberá ser realizada por las dos ter-
ceras partes de sus miembros presentes.

4o. La duración de los magistrados en el ejercicio de su encargo, que deberá 
ser de cuando menos 7 años, y podrán ser reelectos al menos por un periodo 
igual. 

c) La Sala Constitucional sea competente para conocer, al menos, los siguien-
tes mecanismos de control constitucional:

1o. Juicio de protección de derechos humanos, que tenga por objeto resolver 
toda controversia que se suscite por normas generales, actos u omisiones de la 
autoridad, local o municipal, que violen los derechos humanos reconocidos y 
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las garantías otorgadas para su protección por la Constitución local, así como 
por los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte.

2o. Controversia constitucional local, que tenga por objeto dirimir los con-
flictos competenciales derivados de normas de carácter general o actos entre 
autoridades estatales, municipales u órganos constitucionalmente autóno-
mos, respecto de la Constitución local, así como los conflictos sobre los lími-
tes territoriales entre municipios.

3o. Acción de inconstitucionalidad local, que tenga por objeto plantear la po-
sible contradicción entre una norma de carácter general, estatal o municipal, 
y la Constitución local.  

4o. Acción por omisión legislativa, que tenga por objeto  plantear la omisión 
normativa consistente en la falta de regulación legislativa o reglamentaria 
local, cuando afecte el debido cumplimiento de la Constitución local.

5o. Cuestión de constitucionalidad jurisdiccional, que tenga por objeto re-
solver la cuestión o duda de constitucionalidad formulada por magistrados o 
jueces, cuando se considere que una norma con carácter general, aplicable al 
caso, de cuya validez dependa el fallo, pueda ser contraria a la Constitución 
local.

6o. Cuestión de constitucionalidad legislativa, que tenga por objeto resolver 
la cuestión o duda de constitucionalidad formulada por los órganos legisla-
tivos del Estado, respecto de la constitucionalidad de los proyectos de inicia-
tiva de ley o decreto presentadas ante el Congreso, previo a su discusión o 
aprobación.

7o. Recurso sobre recomendaciones, que tenga por objeto resolver el incum-
plimiento de una recomendación emitida por los organismos de protección 
de los derechos humanos locales que se establecen en el artículo 102 de esta 
Constitución.  

8o. Revisión sobre el control difuso de constitucionalidad y convencionali-
dad. 
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Todos los jueces y magistrados, en el ámbito de sus competencias, deberán 
ejercer de oficio el control difuso de constitucionalidad y convencionalidad, 
con el objeto de inaplicar de una norma para el caso concreto, cuando se con-
sidere contraria a la Constitución local.

Los mecanismos de control constitucional local deberán resolverse conforme 
a lo previsto por el artículo 133 de esta Constitución.

Los congresos deberán expedir la ley en materia de justicia constitucional 
local en la que se regularán, cuando menos, los mecanismos previstos en este 
artículo.

Toda controversia suscitada entre los tribunales de la federación y las Salas 
Constitucionales de los estados deberá dirimirse conforme a lo dispuesto por 
el la ley respectiva que se señala en el artículo 106 de esta Constitución. 

IV. a IX. …

Artículo 122. …

A…

I. a III. …

IV. ...

…

…

De conformidad con las bases establecidas en esta Constitución, la Consti-
tución Política de la Ciudad de México y su legislación en materia de justicia 
constitucional local, garantizarán que:

a) El Tribunal Superior de Justicia cuente con una Sala Constitucional, que 
tendrá por objeto garantizar la supremacía constitucional local.

b) La independencia de los magistrados integrantes de la Sala Constitucional 
en el ejercicio de sus funciones deberá estar garantizada por la Constitución 
Política de la Ciudad de México y la ley orgánica correspondiente, la cual 
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establecerá su integración y las condiciones para el ingreso, formación y per-
manencia de los mismos. En la composición y designación de los magistrados 
la Constitución Política de la Ciudad de México deberá establecer lo siguien-
te:

1o. La composición de la Sala Constitucional.

2o. La propuesta de designación, que se llevará a cabo a través de un concur-
so de oposición ante el Consejo de la Judicatura local, resultado del cual, el 
titular del Poder Ejecutivo propondrá para su ratificación  la Legislatura de la 
Ciudad de México, a una de las personas que haya obtenido los primeros diez 
lugares en el concurso de oposición.

3o. La ratificación de Legislatura de la Ciudad de México, que deberá ser 
realizada por las dos terceras partes de sus miembros presentes.

4o. La duración de los magistrados en el ejercicio de su encargo, que deberá 
ser de cuando menos 7 años, y podrán ser reelectos al menos por un periodo 
igual. 

c) La Sala Constitucional sea competente para conocer, al menos, los siguien-
tes mecanismos de control constitucional:

1o. Juicio de protección de derechos humanos, que tenga por objeto resolver 
toda controversia que se suscite por normas generales, actos u omisiones de la 
autoridad, local o municipal, que violen los derechos humanos reconocidos y 
las garantías otorgadas para su protección por la Constitución local, así como 
por los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte.

2o. Controversia constitucional local, que tenga por objeto dirimir los con-
flictos competenciales derivados de normas de carácter general o actos entre 
autoridades estatales, municipales u órganos constitucionalmente autóno-
mos, respecto de la Constitución local, así como los conflictos sobre los lími-
tes territoriales entre municipios.

3o. Acción de inconstitucionalidad local, que tenga por objeto plantear la po-
sible contradicción entre una norma de carácter general, estatal o municipal, 
y la Constitución local.  
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4o. Acción por omisión legislativa, que tenga por objeto  plantear la omisión 
normativa consistente en la falta de regulación legislativa o reglamentaria 
local, cuando afecte el debido cumplimiento de la Constitución local

5o. Cuestión de constitucionalidad jurisdiccional, que tenga por objeto re-
solver la cuestión o duda de constitucionalidad formulada por magistrados o 
jueces, cuando se considere que una norma con carácter general, aplicable al 
caso, de cuya validez dependa el fallo, pueda ser contraria a la Constitución 
local.

6o. Cuestión de constitucionalidad legislativa, que tenga por objeto resolver 
la cuestión o duda de constitucionalidad formulada por los órganos legislati-
vos del estado, respecto de la constitucionalidad de los proyectos de iniciativa 
de ley o decreto presentadas ante el Congreso, previo a su discusión o apro-
bación.

7o. Recurso sobre recomendaciones, que tenga por objeto resolver el incum-
plimiento de una recomendación emitida por el organismo de protección de 
los derechos humanos local que se establece en el artículo 102 de esta Cons-
titución.  

8o. Revisión sobre el control difuso de constitucionalidad y convencionali-
dad. 

Todos los jueces y magistrados, en el ámbito de sus competencias deberán 
ejercer de oficio el control difuso de constitucionalidad y convencionalidad, 
con el objeto de inaplicar de una norma para el caso concreto, cuando se con-
sidere contraria a la Constitución local.

Los mecanismos de control constitucional local deberán resolverse conforme 
a lo previsto por el artículo 133 de esta Constitución.

La legislatura de la Ciudad de México deberá expedir la ley en materia de 
justicia constitucional local en la que se regularán, cuando menos, los meca-
nismos previstos en este artículo.
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Toda controversia suscitada entre los tribunales de la federación y la Sala 
Constitucional de la Ciudad de México deberá dirimirse conforme a lo dis-
puesto por el la ley respectiva que se señala en el artículo 106 de esta Consti-
tución. 

V. a XI…

B. a D…

TRANSITORIOS

PRIMERO. El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de la publi-
cación en el Diario Oficial de la Federación.

SEGUNDO. Los Congresos locales de las entidades federativas deberán rea-
lizar las modificaciones constitucionales y legales en un plazo no mayor a un 
año siguiente a la entrada en vigor del presente Decreto, a fin de incorporar 
la justicia constitucional local en términos del mismo, conforme a las bases 
que se establecen. 

TERCERO. A los 180 días naturales siguientes a la entrada en vigor del 
presente Decreto, el Congreso de la Unión deberá hacer las modificaciones 
correspondientes a la ley respectiva que hace mención el artículo 106 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Palacio Legislativo de San Lázaro.
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CONCLUSIONES

El análisis aquí desarrollado y los planteamientos propuestos como solución 
buscan ser un punto de partida para seguir enriqueciendo el diálogo en pro de la 
justicia constitucional local, para su consolidación. Sin duda, por las circunstan-
cias actuales del paradigma constitucional mexicano, es necesario que la discu-
sión y estudio siga en el campo académico, pero es indispensable y urgente que 
inicie en el ámbito legislativo, es decir al interior del Congreso de la Unión, con 
la finalidad de dar certeza y solidez a estas instituciones jurisdiccionales locales 
protectoras de sus constituciones a través de su regulación en la ley suprema 
general. Discusión que sin duda debe estar privilegiada por la intención de for-
talecer al federalismo y, por ende, a la soberanía de las entidades federativas en 
lo concerniente a su régimen interior. 

La propuesta de iniciativa presentada en este trabajo permitirá fortalecer los 
principios fundamentales de independencia e imparcialidad del órgano encarga-
do de garantizar el orden constitucional en las entidades federativas y de ofrecer 
una justicia pronta y completa local, principios contenidos en los numerales 17, 
116 y 122 de nuestra constitución general de la república.

Por último, vale la pena concluir estas líneas con las palabras del magistrado 
Leo Alvarado Roldán, del Supremo Tribunal de Justicia de Chihuahua, estado 
donde un día hubo una Sala Constitucional, hoy extinta. En la XII Mesa redonda 
sobre justicia constitucional en las entidades federativas, organizado por el Tribunal 
Electoral del Poder Judicial de la Federación en 2017,87 retomando las palabras 
de la magistrada presidenta, Janine Otálora Malassis, agrega el magistrado:

87         Magistrado Leo Alvarado Roldán, “Actualidad y perspectiva de las salas y tribunales constitucionales en los 
estados de la república mexicana”, en la XII Mesa redonda sobre justicia constitucional en las entidades 
federativas, la justicia constitucional en el centenario: ¿Es eficaz el modelo actual para la consolidación del 
sistema democrático?, realizado los días 23 y 24 de octubre del 2017, Ciudad de México. 87
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Voy a invocar lo que comentaba ayer la magistrada presidenta Otá-
lora Malassis. Ella afirmaba que en el Tribunal Electoral del Poder 
Judicial de la Federación están convencidos de que el control de 
constitucionalidad es el alma de la constitución, y mi participa-
ción concluye en exhortarlos a que no permitamos que sigan exis-
tiendo estados sin alma, pero lo que es más preocupante aún, que 
no permitamos medidas regresivas que nos quiten el alma a los 
estados que ya la teníamos. 
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